
 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
2 

 
 

DIRECTORIO 
 

 
Magistrado Vicente de Jesús Esqueda Méndez 

Presidente y Propietario de la Segunda Sala 
 

 
Magistrado Arturo Lara Martínez 
Propietario de la Primera Sala  

 
 

Magistrada Ariadna Enríquez Van Der Kam 
Propietaria de la Tercera Sala 

 
 

Magistrado José Jorge Pérez Colunga 
Propietario de la Cuarta Sala 

 
 

Magistrado Alejandro Santiago Rivera 
Supernumerario 

 
 

Licenciado Eliseo Hernández Campos 
Secretario General de Acuerdos 

 
 

Contadora Pública Marisol Hernández Pérez 
Directora Administrativa 

 
 

Licenciada María Teresa González Hernández 
Directora del Instituto de la Justicia Administrativa 

 
 

Licenciada Érika Yolanda Cerón Ramírez 
Contralora Interna 

 
 

Licenciado Jorge Alejandro Esquivel Palomares 
Coordinador de la Unidad de Defensoría de Oficio 

 
 
 
 



 
3 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

COMISIÓN EDITORIAL 
 
 

Magistrado Arturo Lara Martínez 
Presidente de la Comisión 

 
Licenciada María Teresa González Hernández 

Directora del Instituto de la Justicia Administrativa 
 

Doctor Gerardo Ribeiro Toral 
Profesor del Instituto de la Justicia Administrativa 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
4 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Primera edición: 17 de diciembre de 2013 
 

DR©2013 Tribunal de lo Contencioso Administrativo  
del Estado de Guanajuato 

 
Cantarranas número 6, Zona Centro, C. P. 36000,  

Guanajuato, Guanajuato, México. Teléfono 01 473 73 21525 
www.tcagto.gob.mx 

 
Hecho en México 

 
ISSN en trámite 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
5 

CONTENIDO   

Presentación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 

 

I. Ensayos invitados 

 

I.1. Los límites a la facultad reglamentaria de los municipios 

MIGUEL ALEJANDRO LÓPEZ OLVERA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 

I.2. La investigación jurídica en México desde la perspectiva de un estudiante del 

doctorado interinstitucional en derecho (DID) 

ARTURO LARA MARTÍNEZ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .57

II. Jurisdicción 

 

II.1. Sentencia dictada por la Primera Sala, respecto a la inexistencia de la 

resolución afirmativa ficta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 67 

II.2. Sentencia dictada por la Segunda Sala, relativa a la reclamación de 

indemnización por responsabilidad patrimonial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 79 

II.3. Sentencia dictada por la Tercera Sala, en relación a la diferencia entre 

caducidad y prescripción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 106 

II.4. Sentencia dictada por la Cuarta Sala, relacionada con la resolución de 

negativa ficta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 133 

II.5. Toca dictada por el Pleno, respecto a la resolución de negativa ficta. . . . . . .177

III. Desarrollo institucional 

 

III.1. Curso Observancia de normas internacionales de derechos humanos  

JORGE ULISES CARMONA TINOCO . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .242 

III.2. Conferencia Jurisprudencia en materia administrativa del Poder Judicial de la 

Federación  

LUIS ÁNGEL RAMÍREZ ALFARO . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 244 



 
6 

 

 

 

III.3. Conferencia Reforma Laboral en México 

J. JESÚS MEZA ORTÍZ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 246 

III.4. Conferencia Ángulos primordiales de un servicio civil de carrera 

JORGE VARGAS MORGADO . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .248 

III.5. Conferencia Régimen jurídico de los cuerpos de seguridad pública  

DANIEL MÁRQUEZ GÓMEZ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 250

 III.6. Conferencia Régimen jurídico laboral de los miembros de cuerpos de 

seguridad pública  

MA. DEL CARMEN MACÍAS VÁZQUEZ. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 252 

III.7. Conferencia La supremacía de la Constitución y la aplicación de la norma que 

favorezca en todo tiempo a las personas la protección más amplia 

MIGUEL ALEJANDRO LÓPEZ OLVERA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .254 

III.8. Conferencia El régimen jurídico de los miembros de cuerpos de seguridad 

pública. Nuevas perspectivas frente a la reforma constitucional en materia de 

derechos humanos de 2011 

JORGE ULISES CARMONA TINOCO . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .258 

 

IV. Notas informativas 

 

IV.1. Inicio de la Especialidad en Justicia Administrativa, en su Décimo Tercera 

Generación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 263 

IV.2. Inicio del Diplomado en Derecho de lo Contencioso Administrativo, en su 

Décimo Primera Generación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 264 

IV.3. Publicación de la reforma al artículo 23 del Estatuto Académico de la 

Especialidad en Justicia Administrativa . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  265 

IV.4. Nombramiento del Magistrado Supernumerario del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .266 

 



 
7 

PRESENTACIÓN 

 

Desde hace 26 años, la sociedad guanajuatense y el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado, han ido juntos en una dinámica evolutiva con el 

propósito de lograr un justo equilibrio entre los actos de autoridad y los derechos 

de los particulares. 

 

Hoy de cara a las nuevas tecnologías que acompañan a la sociedad, el 

Tribunal no se ha quedado atrás y las ha adoptado como una herramienta de 

difusión y un canal más de comunicación. 

 

―Justicia Administrativa Hoy. Revista del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato‖, la primer revista digital de nuestro 

Tribunal, se creó bajo la perspectiva de que los recursos informáticos se han 

convertido en uno de los principales instrumentos de comunicación de la sociedad 

de nuestro tiempo.  

 

De esta manera en nuestra institución, buscamos posicionar a nuestra 

Revista como la principal publicación electrónica de su tipo en la región, mediante 

la sistematización y generación de información especializada sobre temas de 

impartición de justicia y derecho administrativo, por lo que de forma permanente y 

atendiendo en todo momento a las reglas establecidas por el Comité Editorial, se 

encuentra abierta la invitación para todas aquellas personas que quieran colaborar 

con nosotros en este espacio de interacción y comunicación social. 

 

En esta edición de Justicia Administrativa Hoy. Revista del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, es de resaltar que 

atendiendo a las nuevas herramientas tecnológicas, se encuentran disponibles 

para su descarga a dispositivos móviles, las cinco resoluciones consideradas 

como las más importantes del semestre, así como los resúmenes ejecutivos de 

conferencias sobre: el amparo administrativo, la reforma laboral, el régimen 

JC_LANDIN
Rectángulo
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jurídico de los cuerpos de seguridad pública y los ángulos primordiales del servicio 

civil de carrera.    

 

Finalmente no me queda más que hacer público mi reconocimiento a los 

especialistas que han colaborado con nosotros en esta edición y agradecer a 

Usted nuestro lector, por la confianza puesta en Justicia Administrativa Hoy. 

Revista del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato. 

 

Atentamente, 

 

Magistrado Vicente de Jesús Esqueda Méndez 

Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Estado de Guanajuato 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JC_LANDIN
Rectángulo
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I.1. LOS LÍMITES A LA FACULTAD REGLAMENTARIA DE LOS MUNICIPIOS 

 

Miguel Alejandro LÓPEZ OLVERA 

 

SUMARIO: 

I. Bases constitucionales de la facultad reglamentaria. II. Procedimiento para la 

elaboración de reglamentos en el ámbito municipal. III. Actos formales en la 

expedición de reglamentos en el ámbito municipal. IV. Límites a la facultad 

reglamentaria. 

 

I. BASES CONSTITUCIONALES DE LA FACULTAD REGLAMENTARIA 

 

1. Antecedentes 

 

Explica Jorge Fernández Ruiz1 que ―el texto original del artículo 115 de la CPEUM 

no se refirió a la facultad reglamentaria‖, por cuya razón, 

 

fueron las Constituciones estatales las que regularon dicha facultad, 

presentándose situaciones muy diversas, pues en unos casos los 

reglamentos municipales tenían que ser autorizados por los Congresos 

locales; en otros, los reglamentos eran aprobados por los mismos 

ayuntamientos y, en algunos, los reglamentos tenían que ser publicados 

por los gobernadores y algunos otros Estados, los menos, sometían la 

facultad reglamentaria a que el Congreso del Estado emitiera las bases 

para su expedición. 

 

Cabe destacar que en México, desde la época colonial, el órgano 

gubernativo municipal ha tenido atribuidas facultades materialmente legislativas, 

debido a que los Cabildos de aquella época estaban facultados para expedir 

                                                           
 Investigador en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. 
1 
Fernández Ruiz, Jorge, ―La facultad reglamentaria‖, Revista de la Facultad de Derecho de México, 

México, UNAM, núms. 221-222, septiembre-diciembre de 1998, p. 167. 
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ordenanzas que regulaban las cuestiones municipales, aun cuando tales 

ordenamientos debieran someterse a la autorización de una autoridad superior. 

 

Sobre el particular, podemos citar el punto octavo del artículo 321 de la 

Constitución gaditana de 1812, que disponía: 

 

Estará a cargo de los Ayuntamientos: […] 

Octavo: Formar las ordenanzas municipales del pueblo, y presentarlas a 

las Cortes para su aprobación por medio de la diputación provincial, que las 

acompañará con su informe. 

 

2. El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(CPEUM) 

 

En la actualidad, según lo establecido en el artículo 115, fracción II, segundo 

párrafo, de la CPEUM. 

 

Los Ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las 

leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los 

Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y 

disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus 

respectivas jurisdicciones […]. 

 

Puede observarse con toda claridad que dichos bandos de policía y buen 

gobierno y los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de 

observancia general dentro de la circunscripción territorial de cada municipio, 

forzosamente deberán ser de naturaleza heterónoma puesto que se expedirán de 

acuerdo y para explicitar –subordinadamente—a las bases normativas 

establecidas con anterioridad por las Legislaturas de los estados respectivos. 
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El artículo 115 de la CPEUM, establece las bases para la organización y 

administración de los Municipios, y todas las facultades de que están investidos se 

encuentran sometidas y subordinadas a las leyes federales expedidas por el 

Congreso de la Unión, y a las leyes locales emitidas por las legislaturas de sus 

respectivas entidades federativas. 

 

Los bandos, reglamentos, ordenanzas y demás disposiciones generales 

que llegaran a expedir, establece el propio artículo 115 de la CPEUM, deberán 

estar siempre sujetos subordinadamente a las leyes. 

 

En este sentido, el Ayuntamiento tiene facultades para expedir normas de 

carácter general para regular: su organización interna; las relaciones que surjan 

con motivo de la prestación de los servicios públicos de su competencia; las 

relaciones entre sus vecinos, las relaciones de sus órganos de gobierno municipal 

entre ellos mismos; así como la de éstos y sus vecinos. 

 

La facultad reglamentaria que tienen los ayuntamientos, se hace necesaria, 

toda vez que existen dentro de ese pequeño núcleo territorial, una serie de 

aspectos y actividades que requieren ser regulados por normas generales. 

 

Es cierto que la CPEUM, las constituciones de los estados y las leyes 

locales, regulan la mayor cantidad de los aspectos sociales, económicos, políticos, 

etcétera, que afectan a la población en general, pero existen otros aspectos, que 

son de suma importancia para la vida municipal que requieren sea regulada por 

los propios ayuntamientos. 

 

Sostiene Fernández Ruiz, refiriéndose al orden jurídico municipal, que: 

 

Sin el orden jurídico, el municipio no podría sobrevivir porque la población 

no tendría obligación exigible de contribuir a los gastos municipales, la 
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autoridad municipal carecería de competencia, o mejor dicho, no podría 

erigirse, por lo que el orden público resultaría imposible de establecerse.21 

 

Es por ello que los Ayuntamientos tienen atribuida la facultad de expedir 

bandos de policía y buen gobierno, reglamentos y disposiciones administrativas de 

carácter general dentro de sus respectivas jurisdicciones, necesarias para el 

cumplimiento de sus fines, para la organización, prestación de los servicios 

públicos municipales y para el desarrollo de actividades de interés público y 

social.32 

 

II. PROCEDIMIENTO PARA LA ELABORACIÓN DE REGLAMENTOS EN EL 

ÁMBITO MUNICIPAL 

 

1. Aspectos generales 

 

En el caso de los reglamentos municipales, algunas de las leyes orgánicas 

municipales, establecen un procedimiento específico,43otras leyes o códigos 

municipales no hacen mención al procedimiento que se debe seguir en la 

elaboración de reglamentos. Pero lo cierto es que a pesar de que las leyes no 

establezcan un procedimiento, en la mayoría de los casos se siguen las siguientes 

etapas: 

 

1. Iniciativa de reglamento. 

2. Dictamen. 

3. Discusión. 

4. Aprobación. 

5. Sanción o veto. 

6. Promulgación. 

                                                           
2 

Fernández Ruiz, Jorge, ―Ámbito municipal‖, en Gámiz Parral, Máximo N. (coord), Las entidades 
federativas y el derecho constitucional, México, UNAM, 2003, p. 65. 
3
 Robles Martínez, Reynaldo, El municipio, 4ª ed., México, Porrúa, 2000, p. 278. 

4 
Por ejemplo, véase la Ley Municipal para el Estado de Nayarit, artículo 225. 
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7. Publicación. 

8. Vacatio legis. 

9. Entrada en vigor. 

 

La regulación modelo de este procedimiento, la tiene el estado de Puebla, 

ya que la Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla, establece, en su artículo 

84, cada una de las etapas por las cuales tiene que pasar un proyecto de 

reglamento municipal. 

 

Artículo 84. Los Ayuntamientos, para aprobar Bandos de Policía y 

Gobierno, reglamentos y disposiciones administrativas de observancia 

general, que organicen la Administración Pública Municipal y dentro de sus 

respectivas jurisdicciones, regulen las materias, procedimientos, funciones y 

servicios públicos de su competencia, asegurando la participación 

ciudadana y vecinal; llevarán a cabo el proceso reglamentario, que 

comprenderá las etapas de propuesta, análisis, discusión, aprobación y 

publicación, sujetándose a las bases siguientes: 

 

I. El proyecto respectivo será propuesto por dos o más Regidores o 

miembros del Concejo Municipal, en su caso. 

Los habitantes, vecinos, comisiones y Consejos de Participación Ciudadana 

de un Municipio, podrán elaborar propuestas de este tipo de ordenamientos 

por conducto de los Regidores del Ayuntamiento de que se trate o 

miembros del Concejo Municipal en su caso; 

II. La propuesta deberá presentarse ante el Secretario del Ayuntamiento, 

quien lo hará del conocimiento del Presidente, debiendo integrar el 

dictamen respectivo y se enlistará para su discusión en la sesión de Cabildo 

que corresponda; 

III. La discusión del proyecto se hará por la Asamblea de Cabildo, mediante  

una sola lectura que se dará previamente. El Ayuntamiento determinará la 
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participación de los autores de un proyecto y las modalidades de su 

intervención; 

IV. Suficientemente discutido el proyecto, se procederá a su votación, la 

que podrá ser económica, nominal o por cédula, y se tomará por la mayoría 

de los miembros del Ayuntamiento presentes en la sesión de Cabildo 

respectiva, en la que haya quórum. 

En caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad; 

V. De ser aprobado el proyecto respectivo, se hará constar en Acta de 

Cabildo, que será firmada por los asistentes, y el proyecto previamente 

certificado por el Secretario del Ayuntamiento, será enviado por el 

Presidente Municipal al Ejecutivo del Estado, para su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado;  

VI. La promulgación de un ordenamiento aprobado, procede del Acta de 

Cabildo y corresponderá hacerla al Presidente Municipal con la certificación 

del Secretario del Ayuntamiento; y 

VII. Cuando algún proyecto sea desechado, no podrá volverse a discutir 

hasta que sea propuesto por una tercera parte de los Regidores o de los 

miembros del Concejo Municipal si es el caso; salvo que se trate de un 

nuevo Ayuntamiento, en que se podrá proponer nuevamente por cuando 

menos dos Regidores o miembros del Concejo Municipal. 

 

2. Materias en las cuales pueden expedir reglamentos los Ayuntamientos 

 

Los ayuntamientos pueden expedir reglamentos que regulen el régimen de las 

diversas esferas de competencia municipal.54 

 

 Algunas de las materias en las cuales pueden expedir reglamentos los 

municipios, son las siguientes: nombre y descripción del escudo del Municipio; 

territorio y organización territorial y administrativa del municipio; régimen 

poblacional del municipio; gobierno municipal, autoridades y organismos auxiliares 

                                                           
5
 Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes, artículo 93. 
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del Ayuntamiento; servicios públicos municipales; desarrollo económico y 

bienestar social; protección ecológica y mejoramiento del medio ambiente; 

actividades industriales, comerciales y de servicios a cargo de los particulares; 

infracciones y sanciones; su propio reglamento de administración pública 

municipal; construcción; para administrar la zonificación y planes de desarrollo 

urbano municipal; creación y administración de  reservas territoriales; utilización 

del suelo en sus jurisdicciones territoriales;  regularización de la tenencia de la 

tierra urbana; entre otras.65 

 

3. Iniciativa de normatividad municipal 

 

A. Definición 

 

El procedimiento legislativo de creación de la normatividad municipal, tiene su 

origen en el acto llamado iniciativa. 

 

La palabra ―iniciativa‖ puede tener dos diferentes significados o acepciones 

según el uso que se le quiera dar. Un primer sentido es el que se desprende tanto 

de las Constituciones estatales como de las leyes o códigos municipales, que se 

refieren a una facultad o potestad de los órganos mencionados en los artículos 

correspondientes. Un segundo  sentido es el que se le otorga al documento que se 

presenta ante el Ayuntamiento por los órganos que tienen dicha facultad, entonces 

hablamos de iniciativa en sentido técnico. 

 

                                                           
6 

Véase, por ejemplo las siguientes leyes y códigos municipales. Ley Municipal para el Estado de 
Aguascalientes, artículo 93; Ley del Régimen Municipal para el Estado de Baja California, artículo 
20; Código Municipal para el Estado de Chihuahua, artículos 28 y 47; Código Municipal para el 
Estado de Coahuila de Zaragoza, artículos 102 y 118; Ley Orgánica Municipal del Estado de 
México, artículo 162; Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, artículo 204; Ley 
Orgánica del Estado de Michoacán de Ocampo, artículo 148; Ley Municipal para el Estado de 
Nayarit, artículos 220 y 221; Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla, artículo 80; Ley de los 
Municipios del Estado de Quintana Roo, artículos 224 y 225; Ley de Gobierno Municipal del Estado 
de Sinaloa, artículo 81; Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, artículo 53; Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Tlaxcala, artículo 73; Ley Orgánica del Municipio del Estado de 
Zacatecas, artículos 51 y 52. 



 
17 

a) Iniciativa como facultad o potestad 

 

Tanto en la CPEUM como en las constituciones de los estados de la República y 

en las leyes y códigos municipales, se establece la facultad a determinados 

órganos para iniciar normas de carácter general, es así como dichos artículos dan 

fundamento a este primer sentido de la palabra iniciativa, al establecer: ―El 

derecho de iniciar leyes o decretos compete...‖. Aquí, la palabra ―derecho‖ se 

puede interpretar como potestad o facultad que tienen los órganos mencionados 

en los artículos correspondientes de iniciar un proyecto de norma de carácter 

general (bando de policía, reglamento, circular, etcétera). 

 

Nosotros hemos definido a la iniciativa como la facultad conferida a 

determinados órganos o funcionarios para presentar al Ayuntamiento, propuestas 

para la creación de una norma de carácter general; es decir, un proyecto de norma 

general (como puede ser un reglamento).76 

 

En sentido jurídico amplio, es la facultad o el derecho que la CPEUM, las 

constituciones locales y las leyes o códigos municipales, otorgan y reconocen a 

ciertos servidores públicos, entes oficiales y particulares para proponer, denunciar 

o solicitar al órgano legislativo colegiado municipal un asunto, hacer de su 

conocimiento hechos o formular una petición, en relación con materias que son de 

su competencia, de los que puede derivar un bando de policía y buen gobierno, un 

reglamento o una circular.87 

 

La palabra ―iniciativa‖, unida al término ―normativa municipal‖, significa el 

derecho de presentar un proyecto de norma jurídica que verse sobre alguna 

                                                           
7
 Veáse López Olvera, Miguel Alejandro, Técnica legislativa, México, McGraw-Hill, 2001, p. 21. 

8
 Arteaga Nava, Elisur, Derecho constitucional, México, Oxford, 1999, p. 173. 
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materia en la cual tenga competencia el Ayuntamiento, a través de la cual se 

mande, prohíba u obligue algo en consonancia con el bien de los gobernados.9 8 

 

b) Iniciativa en sentido técnico 

 

Desde el punto de vista técnico, la iniciativa de normatividad municipal es el 

documento formal con una propuesta de bando de policía y buen gobierno, 

reglamento, etcétera, que los órganos facultados presentan ante el Ayuntamiento 

para su estudio, dictamen, discusión y en su caso aprobación.109Tiene que cumplir 

con ciertos requisitos que la ley le impone; además de las formalidades que la 

costumbre legislativa municipal ha impuesto a través del tiempo. 

 

Hay elementos estructurales que componen el texto de una iniciativa y que 

generalmente son invariables; tales elementos los podemos dividir básicamente en 

cuatro: 

 

a) El fundamento Constitucional para iniciar bandos de policía y buen 

gobierno, reglamentos, circulares, etcétera. 

b) La exposición de motivos. 

c) El texto del cuerpo normativo propuesto; es decir, la parte normativa. 

d) Las normas transitorias. 

 

                                                           
9 

Pedroza de la Llave, Susana Thalía y Concha Cantú, Hugo Alejandro, ―Artículo 71‖, Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Comentada y concordada, México, UNAM-Porrúa, t. III, 
2000, p. 159. 
10

 López Olvera, Miguel Alejandro, op. cit. (nota 7), pp. 69-70; López Olvera, Miguel Alejandro, 
―Técnica legislativa y proyectos de ley‖, en Carbonell, Miguel y Pedroza de la Llave, Susana Thalía, 
Elementos de técnica legislativa, 2ª ed., México UNAM-Porrúa, 2002, pp. 184-185. 
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B. Órganos facultados para iniciar leyes en el municipio 

 

En el municipio, tienen competencia para presentar iniciativas de normativa 

municipal,1110el presidente municipal, los regidores1211y los síndicos.13 

12 

En algunas legislaciones también se faculta a las comisiones del 

Ayuntamiento,1413colegiadas o individuales;1514a la directiva del consejo de 

participación y colaboración vecinal municipal;1615a los electores a través de la 

iniciativa popular;1716a los ciudadanos del Municipio;1817a las personas físicas o 

jurídicas que vivan en el municipio;1918a las autoridades auxiliares del 

Ayuntamiento, a los representantes de los órganos de participación y colaboración 

ciudadana, a los titulares de las dependencias y entidades de la administración 

municipal, a los titulares de los órganos autónomos municipales; y a los habitantes 

del municipio.2019  

 

4. Dictamen 

 

Según el Diccionario de la Lengua Española, dictamen es la ―opinión y juicio que 

se forma o emite sobre una cosa‖. 

                                                           
11

 Véase, por ejemplo, Código Municipal para el Estado de Chihuahua, artículo 45; Código 
Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, artículos 104, 105 y 106; Ley de los Municipios 
del Estado de Quintana Roo, artículos 90, 92 y 93; Ley de Gobierno y Administración Municipal del 
Estado de Sonora, artículos 69, 71 y 345; Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, 
artículo 47; Ley para la Organización Política y Administrativa del Municipio Libre del Estado de 
Querétaro, artículo 150. En el Distrito Federal, el artículo 67 del Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal, faculta al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para formular proyectos de reglamentos 
sobre leyes del Congreso de la Unión relativas al Distrito Federal y vinculadas con las materias de 
su competencia, y someterlos a la consideración del Presidente de la República. 
12

 Véase el Código Municipal para el Estado de Chihuahua, artículo 33, fracción VII. 
13

 Véase la Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes, artículo 91; la Ley Orgánica Municipal 
del Estado de Chiapas, artículo 153. 
14 

Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes, artículo 91. 
15 

Ley  del  Gobierno  y  la  Administración  Pública  Municipal del  Estado  de  Jalisco, artículo 41; 
Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, artículo 47; Código Municipal para el 
Estado de Tamaulipas, artículo 83. 
16 

Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, artículo 153. 
17 

Código Municipal para el Estado de Chihuahua, artículo 45. 
18

 Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, artículos 41, fracción I, 62 y 63. 
19

 Ley Municipal para el Estado de Nayarit, artículos 61 y 226. 
20

 Ley Orgánica Municipal del Estado de Tlaxcala, artículos 37 y 67. 
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En materia de procedimiento para la elaboración reglamentos en el ámbito 

municipal, el dictamen es la opinión que emiten las personas encargadas del 

análisis de un proyecto de reglamento, para posteriormente someterlo a la 

consideración de un órgano colegiado encargado de deliberar acerca de la 

conveniencia o no del reglamento. 

 

La elaboración del dictamen implica un trabajo técnico, en el que las 

personas encargadas de elaborarlo examinan la normativa jurídica propuesta. 

 

Una vez presentado el proyecto de reglamento a las personas 

correspondientes, éstas deliberan para presentar dicho dictamen. 

 

Una vez que se firma el proyecto por las personas que lo elaboraron, el 

dictamen se convierte en un proyecto de reglamento, formalmente hablando. 

 

El dictamen, en esta etapa del procedimiento, cumple una función similar al 

de una iniciativa legislativa en lo que se refiere a sus motivaciones y 

considerandos, ya que la persona o personas encargadas de elaborarlos pueden 

adicionar o reformar los preceptos del proyecto. 

 

Después de presentar el dictamen relativo, el órgano correspondiente 

procede a discutir sobre lo propuesto. 

 

Para la elaboración del dictamen que habrá de presentarse al Cabildo, 

dispone el artículo 85 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla,2120se 

aplicarán las reglas y disposiciones siguientes: 

 

 I. Reunir los antecedentes necesarios; 

  II. Consultar y solicitar asesoría e informes; 
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 Véase también el artículo 229 de la Ley Municipal para el Estado de Nayarit. 
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III. Celebrar reuniones de consulta para fundamentar y regular los criterios 

del dictamen; y 

  IV. Integrar el dictamen debidamente suscrito para darle lectura ante la 

Asamblea, en el término y forma que determine el Ayuntamiento, 

entregando los expedientes respectivos a cada uno de los miembros del 

Cabildo, en un plazo no menor de setenta y dos horas antes de la 

celebración de la sesión respectiva. 

 

Por su parte, el artículo 228 de la Ley Municipal para el Estado de Nayarit, 

dispone: 

 

El análisis de un proyecto de reglamento estará invariablemente a cargo de 

las comisiones ordinarias especiales integradas por los miembros del 

Ayuntamiento; el presidente de la comisión, por si, o por conducto de 

alguno de los miembros, o por otros, cuando actúen conjuntamente, podrá 

solicitar la información, asesoría y antecedentes que estime pertinentes 

para el cumplimiento de sus fines, siendo responsable de la custodia y 

resguardo de la documentación oficial que se le entregue. 

 

5. Discusión 

 

Según el Diccionario de la Lengua Española, discutir es ―examinar atenta y 

particularmente una materia entre varias personas‖ o ―contender y alegar razones 

contra el parecer de otro‖. 

 

Tratándose de procedimientos para la elaboración de reglamentos en el 

ámbito municipal, existen diferentes fórmulas para que dichas discusiones se 

lleven a cabo. Por ejemplo, en el estado de Tabasco, el procedimiento es el 

siguiente:2221 
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 Véase artículo 54 de la Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco. 
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I. En la discusión para la aprobación de las normas a que se refiere el 

artículo anterior, podrán participar únicamente los integrantes del Cabildo y 

el secretario del Ayuntamiento; éste último sólo con voz; 

II. Para aprobar un proyecto de norma municipal se requerirá el voto de la 

mayoría de los integrantes del Ayuntamiento; 

III. La norma aprobada en los términos de la fracción anterior se pasará al 

presidente municipal para su promulgación; y 

IV. Las normas expedidas por los ayuntamientos que sean de carácter 

general, serán obligatorias a partir de su publicación, salvo disposición en 

contrario, la que deberá hacerse en el Periódico Oficial del Estado, así 

como en lugares públicos y visibles de la cabecera municipal y en su caso 

delegaciones, lo que certificará el secretario del Ayuntamiento. 

 

En otros estados de la República, los procedimientos son diferentes y se 

exigen otros requisitos, como por ejemplo en el estado de Jalisco, donde según lo 

dispuesto por el artículo 42 de la Ley  del  Gobierno  y  la  Administración  Pública  

Municipal del  Estado  de  Jalisco: 

 

Para la aprobación de los ordenamientos municipales se deben observar 

los requisitos previstos en los reglamentos expedidos para tal efecto, 

cumpliendo con lo siguiente:  

I. En las deliberaciones para la aprobación de los ordenamientos 

municipales, únicamente participarán los miembros del Ayuntamiento y el 

servidor público encargado de la Secretaría del Ayuntamiento, éste último 

sólo con voz informativa; 

II. Cuando se rechace por el Ayuntamiento la iniciativa de una norma 

municipal, no puede presentarse de nueva cuenta para su estudio, sino 

transcurridos seis meses; 

 

Por su parte, el artículo 154 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Chiapas, establece: 



 
23 

En las sesiones del ayuntamiento en que se aprueben, modifiquen o 

reformen normas municipales de observancia general, estarán presentes 

cuando menos las dos terceras partes de sus miembros. La secretaría 

convocará cuando menos con tres días de anticipación a la sesión 

correspondiente.2322 

 

En el estado de Puebla, ―La discusión del proyecto se hará indistintamente 

en lo general y en lo particular, escuchándose las argumentaciones que sean a 

favor y en contra, en igualdad de condiciones. El Presidente Municipal dirigirá el 

procedimiento a que se sujetará la discusión‖.2423 

 

En el estado de Nayarit, las reglas son diferentes, y según lo dispuesto por 

los artículos 230 y 231 de la Ley Municipal para el Estado de Nayarit: 

 

Artículo 230. La discusión de un proyecto de reglamento se hará por la 

asamblea del Ayuntamiento mediante una sola lectura, que se dará 

previamente; el Presidente Municipal determinará la participación de los 

actores de un proyecto y las modalidades de su intervención y, si estima 

necesario, se invita al autor de la iniciativa, o a su representante, a fin de 

que el día de la discusión del proyecto participe como orador en los 

debates, pero sin voto, ampliando y aclarando los criterios en que 

fundamente las propuestas.  

Artículo 231. La discusión de un proyecto de reglamento se realizará 

primero en lo general e inmediatamente después en lo particular, mediante 

intervenciones de los miembros del Cabildo que serán a favor y en contra 

en igualdad de condiciones. La discusión en lo general será aquella que 

verse sobre todos los aspectos y alcances del proyecto en términos 

globales; la discusión en lo particular comprenderá el examen público de 

cada una de las partes del proyecto: por títulos, capítulos o artículos que en 

su caso contenga.  
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 Véase también, el artículo 154 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas. 
24 

Véase el artículo 86 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla. 
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6. Aprobación 

 

Respecto de la aprobación como etapa del procedimiento para la elaboración de 

reglamentos en el ámbito municipal, cabe mencionar que las diferentes leyes o 

códigos orgánicos municipales, establecen procedimientos muy disímiles, pues 

mientras unas leyes establecen procedimientos muy detallados, otras establecen 

procedimientos muy vagos y poco detallados. 

 

Aprobar, dice el Diccionario de la Lengua Española es ―calificar o dar por 

bueno o suficiente algo o a alguien‖. En materia de procedimiento de elaboración 

de reglamentos en el ámbito municipal, aprobar un reglamento por el 

Ayuntamiento quiere decir que las personas encargadas de su discusión han 

votado en sentido afirmativo, con lo cual, han aceptado que el reglamento es de 

interés y utilidad para las personas que integran la comunidad del municipio.2524 

 

Pero al referirnos a la aprobación como etapa del procedimiento de 

elaboración de reglamentos en el ámbito municipal, debemos tomar en cuenta otro 

aspecto muy ligado a dicha etapa. En efecto, nos referimos a la cuestión de las 

votaciones, ya que, como sabemos, para que un proyecto de normatividad 

municipal sea aprobado, es necesario que primero sea sometido a votación. 
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 Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, artículo 42 y 148; Código Municipal para el 
Estado de Chihuahua, artículo 45; Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, 
artículos 102 y 186; Ley del Municipio Libre del Estado de Colima, artículo 45; Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Durango, artículos 27 y 123; Ley Orgánica Municipal para el Estado 
de Guanajuato, artículos 69 y 205; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Guerrero, 
artículo 61; Ley Orgánica Municipal del Estado de Hidalgo, artículos 3, 49 y 52; Ley  del  Gobierno  
y  la  Administración  Pública  Municipal del  Estado  de  Jalisco, artículos 37 y 47; Ley Orgánica del 
Estado de Michoacán de Ocampo, artículos 32 y 149; Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos, artículo 37 y 60; Ley Municipal para el Estado de Nayarit, artículo 4, fracción X; Ley 
Orgánica de la Administración Pública Municipal del Estado de Nuevo León, artículo 26 y 161; Ley 
Municipal para el Estado de Oaxaca, artículos 46 y 212; Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Puebla, artículo 78; Ley de los Municipios del Estado de Quintana Roo, artículo 66; Ley Orgánica 
Municipal del Estado de San Luis Potosí, artículos 44 y 93; Ley de Gobierno Municipal del Estado 
de Sinaloa, artículos 3, 27 y 79; Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, artículos 
29 y 47; Ley Orgánica Municipal del Estado de Tlaxcala, artículos 33 y 37; Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Veracruz, artículos 34, 35 y 68; Ley Orgánica de los Municipios del 
Estado de Yucatán, artículos 38 y 40; Ley de Gobierno y Administración Municipal del Estado de 
Sonora, artículos 61, 343 y 347; Ley para la Organización Política y Administrativa del Municipio 
Libre del Estado de Querétaro, artículo 31, fracción I. 
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En algunos estados de la República se toman las votaciones por mayoría 

absoluta,2625en otros por mayoría calificada,2726en otros por mayoría simple,2827y 

en otros más por unanimidad. 

 

Algunas de las reglas que se establecen en los diferentes ordenamientos 

que rigen el procedimiento para la elaboración de reglamentos, se pueden resumir 

de la siguiente manera: 

 

Durante la votación no se admite discusión alguna, salvo para la aclaración 

de error o interpretación que sea necesaria.2928 

Discutido suficientemente, un proyecto se pasará a votación, la cual será 

nominal o económica; durante la votación no se admitirá discusión alguna, 

salvo para la aclaración de error o interpretación que sea necesaria. La 

votación será a favor, en contra o abstención.3029 

La aprobación, en su caso, de un proyecto reglamentario se tomará por la 

mayoría de sus miembros presentes en la sesión respectiva; la publicación 

del reglamento aprobado le otorga los requisitos de validez, vigencia y 

legalidad.3130 

Los reglamentos municipales que expidan los ayuntamientos deberán ser 

aprobados por votación mayoritaria, de conformidad con el reglamento 

correspondiente y sus normas deberán ser generales, abstractas, 
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 Véase, por ejemplo, el artículo 18, de la Ley del Régimen Municipal para el Estado de Baja 
California. ―Los reglamentos municipales que expidan los Ayuntamientos deberán ser aprobados 
por la mayoría absoluta de sus miembros y sus normas deberán ser generales, abstractas, 
impersonales y vinculantes a la aplicación de leyes federales y estatales y al ejercicio de 
atribuciones de los Municipios‖. 
27

 Véase, por ejemplo, el artículo 346, de la Ley de Gobierno y Administración Municipal del Estado 
de Sonora. 
28 

Véase el artículo 221, de la Ley de los Municipios del Estado de Quintana Roo. ―El Bando de 
Policía y Gobierno, Reglamentos, Circulares y Disposiciones Administrativas de observancia 
general, para ser válidos, deberán ser aprobados por mayoría simple del Ayuntamiento y 
publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado‖. 
29

 Artículo 87 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla. 
30

 Artículo 232 de la Ley Municipal para el Estado de Nayarit. 
31

 Artículo 233 de la Ley Municipal para el Estado de Nayarit. 
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impersonales y vinculantes a la aplicación de leyes federales y estatales y 

al ejercicio de atribuciones de los municipios.3231 

I. En las deliberaciones para la aprobación de los ordenamientos 

municipales, únicamente participarán los miembros del Ayuntamiento y el 

servidor público encargado de la Secretaría del Ayuntamiento, éste último 

sólo con voz informativa. 

III. Para que un proyecto de norma municipal se entienda aprobado, es 

preciso el voto en sentido afirmativo, tanto en lo general como en lo 

particular, de la mayoría absoluta de los miembros del Ayuntamiento. 

VI. Los ordenamientos municipales pueden reformarse, modificarse o 

adicionarse siempre que se cumpla con los requisitos de discusión, 

aprobación, promulgación y publicación por parte del Ayuntamiento.3332 

Las circulares y disposiciones administrativas de observancia general, 

podrán ser emitidas por el ayuntamiento o el presidente municipal, 

ajustándose a los siguientes requisitos:  

I. Cuando se trate de las actividades, derechos y obligaciones de los 

particulares, deberán ser discutidas, aprobadas y publicadas en la forma y 

términos que rigen para las demás disposiciones normativas municipales de 

observancia general.  

II. Cuando se refieran exclusivamente a actividades internas de la 

administración pública municipal, podrán ser expedidas solo por el 

presidente municipal.3433 

 

7. Aplicación supletoria de reglamentos municipales 

 

En algunos estados de la República mexicana, las leyes orgánicas municipales 

                                                           
32

 Artículo 82 de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Sinaloa. 
33 

Artículo 42 de la Ley  del  Gobierno  y  la  Administración  Pública  Municipal del  Estado  de  
Jalisco. 
34

 Artículo 186 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 
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establecen la posibilidad a ―Los municipios que no cuenten con bandos de policía 

y gobierno, reglamentos y disposiciones administrativas de observancia general y 

obligatoria‖, de aplicar las disposiciones similares de los municipios con mayor 

población. Pero en cada caso, el cabildo expedirá el acuerdo correspondiente, que 

deberá publicarse en el periódico oficial.3534 

 

En otros estados de la República mexicana, los Ayuntamientos tienen la 

atribución de ―Formular y aprobar el Bando de Policía y Gobierno con arreglo a las 

bases normativas que establezca la Legislatura del Estado o prorrogar el anterior, 

lo cual deberá realizarse durante el primer trimestre de su gestión, así como 

solicitar su publicación en el periódico oficial del gobierno del estado‖. Ley 

Orgánica del Municipio Libre del Estado de Durango, artículo 27. 

 

En el estado de Hidalgo, los artículos 7 y 8, de la Ley Orgánica Municipal 

del Estado, establecen la facultad a los ayuntamientos para aprobar las distintas 

normas jurídicas de carácter general que han de regir en dichos municipios. Y 

faculta a los ayuntamientos para que en los municipios donde no existan bandos 

de policía y buen gobierno, apliquen las reglas que fije la Ley Orgánica Municipal 

del Estado de Hidalgo, ―a fin de permitirles cumplir sus fines y ejercer todas las 

atribuciones establecidas en el artículo 115 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y el Título IX de la Constitución Política del Estado de 

Hidalgo‖. 

 

Por último, el artículo 349 de la Ley de Gobierno y Administración Municipal 

del Estado de Sonora, establece: 

 

Cuando no se cuente con Bando de Policía y Gobierno y los reglamentos 

respectivos, el Ayuntamiento podrá, por el voto de las dos terceras partes 

de sus integrantes, acordar la aplicación en su Municipio de los 

                                                           
35

 Véase, por ejemplo el artículo 119 de la Ley del Municipio Libre del Estado de Colima. 
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ordenamientos jurídicos vigentes del Municipio del Estado de Sonora que 

más se adecue a sus circunstancias socioeconómicas y culturales. El 

acuerdo se deberá publicar en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 

 

8. Sanción o veto de un reglamento municipal 

 

A. La sanción del reglamento municipal 

 

La sanción de una ley, según García Máynez, es la aprobación de la ley por el 

Ejecutivo.3620Refiriéndonos a la sanción de un reglamento municipal, podemos 

decir que es la aprobación de un reglamento por parte del presidente municipal. 

 

El reglamento, como producto resultante de la función legislativa del 

Ayuntamiento, existe desde que éste lo aprueba como una norma perfecta e 

idónea para regir la vida de las personas del municipio, pero su eficacia, aunque 

no su existencia, depende del cumplimiento de unos actos que quedan fuera del 

procedimiento para la elaboración de reglamentos. 

 

Efectivamente, son fenómenos distintos los de la perfección o existencia de 

un reglamento y el de su eficacia. El primero supone que un reglamento ha 

cumplido todos los requisitos, todo el esquema procedimental previsto para que 

tenga existencia. Pero este acto lleva aparejados unos efectos jurídicos que no se 

producen necesariamente desde el mismo momento de su perfección, sino que 

pueden, por su propia naturaleza o por su imposición expresa del ordenamiento, 

producirse en un momento posterior. 

 

Esto, de acuerdo, por ejemplo, con lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de Hidalgo.  
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 García Máynez, Eduardo, Introducción al estudio del derecho, 38a. ed., México, Porrúa, 1986, p. 
61. 
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Así, hay otras normas, disponen: 

 

Artículo 53. Para los efectos de la fracción I del artículo anterior, cuando el 

Ayuntamiento apruebe un reglamento o Decreto será enviado al Presidente 

para su promulgación, sin más trámite y proveer en la esfera administrativa 

su debido cumplimiento. 

 

Es decir, que si un proyecto de reglamento se envía al presidente municipal 

y éste no es devuelto con observaciones al Ayuntamiento dentro de diez días 

útiles, se entenderá que ha sido aprobado por él. Si el presidente municipal no le 

hace observaciones, mandará publicar inmediatamente el reglamento. 

 

En este periodo --del procedimiento de elaboración de reglamentos--, el 

presidente municipal sigue manteniendo una cierta facultad colegisladora en la 

medida en que los actos reglamentarios del Ayuntamiento necesitan de esta 

sanción, es decir, el consentimiento del presidente municipal a aquellos actos. 

 

Esto ha convertido definitivamente a la sanción, como un acto de voluntad 

el presidente municipal en cuanto máxima autoridad del municipio, en una 

formalidad que supone, sencillamente, el conocimiento por parte del presidente 

municipal de la obra del Ayuntamiento, formalidad que es indispensable para que 

el reglamento produzca sus efectos propios. 

 

B. El veto de un reglamento municipal 
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El veto es la facultad que tiene el Poder Ejecutivo para objetar, en todo o en parte, 

mediante las observaciones respectivas, un reglamento o una disposición de 

carácter general que para su promulgación le envía el Congreso.3722 

 

Puede suceder --como observamos en las normas antes citadas-- que el 

presidente municipal no esté de acuerdo con el proyecto de reglamento municipal 

aprobado por el Ayuntamiento, entonces puede hacer las observaciones que 

estime necesarias para que el Ayuntamiento lo discuta nuevamente. Esta facultad 

que otorga la Ley Orgánica Municipal de hacer observaciones a los proyectos de 

reglamentos aprobados por el Ayuntamiento, se denomina "derecho de veto" de 

reglamentos en el ámbito del municipio. 

 

Esta facultad se otorga a algunos presidentes municipales en virtud de lo 

dispuesto por algunas leyes o códigos municipales. 

 

III. ACTOS FORMALES EN LA EXPEDICIÓN DE REGLAMENTOS EN EL 

ÁMBITO MUNICIPAL 

 

1. El refrendo secretarial 

 

A. Explicación previa 

 

El refrendo secretarial, de amplia tradición en el ordenamiento jurídico mexicano, 

fue recogido de la Constitución francesa de 1791, por la Constitución de Cádiz de 

1812, que estableció en su artículo 225: 

 

Todas las órdenes del rey deberán ir firmadas por el secretario del 

despacho a que el asunto corresponda. 
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 Tena Ramírez, Felipe, Derecho constitucional mexicano, México, Porrúa, 1981, p. 236. 
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Ningún tribunal ni persona pública dará cumplimiento a la orden que 

carezca de este requisito. 

 

Las Constituciones que le sucedieron a la de 1812 también lo establecieron. 

Actualmente el artículo 92 de la Constitución federal establece que "Todos los 

reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente deberán estar firmados 

por el Secretario de Estado a que el asunto corresponda, y sin este requisito no 

serán obedecidos". 

 

También, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en el 

artículo 13 reproduce el texto del artículo 92 constitucional, pero además agrega 

que: 

 

[...] cuando se refieran a asuntos de la competencia de dos o más 

Secretarías, deberán ser refrendados por todos los titulares de las mismas. 

Tratándose de los decretos promulgatorios de las leyes o decretos 

expedidos por el Congreso de la Unión, sólo se requerirá del refrendo del 

titular de la Secretaría de Gobernación. 

 

En los sistemas parlamentarios, el refrendo secretarial ofrece un alto control 

político del gabinete y/o del Parlamento sobre los actos del jefe de Estado, 

mientras que en los sistemas de división de poderes rígidos, como los 

presidencialistas, significa una responsabilidad que asumen los secretarios del 

despacho, sobre la legitimidad de los actos del jefe de Estado que se dictan en los 

ramos de la administración pública a cada secretaría. 

 

En este sentido, podemos afirmar que los secretarios de Estado participan 

de manera directa en el proceso de creación de los reglamentos, ya que tienen la 

obligación de firmar los reglamentos, decretos, órdenes, etcétera. Cabe aclarar 

que según lo dispuesto tanto por el artículo 92 de la Constitución como el artículo 
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13 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, el acto de refrendar 

esos documentos, no es potestativo, sino obligatorio. 

 

En caso de que falte el refrendo, el secretario estaría incurriendo en una 

omisión al artículo 92 de la Constitución, además de que a la norma jurídica que le 

falte este requisito no tendría consecuencias jurídicas para el gobernado. 

 

El constitucionalista Ramón Rodríguez opinaba que, 

 

el modo de ejercer las funciones del Poder Ejecutivo es tan irregular y 

ficticio como su organización. Se dice que lo ejerce el presidente sin que 

sus órdenes y demás disposiciones puedan surtir efecto alguno si no las 

firma el ministro del ramo. Conforme a este sistema y a la práctica que en 

su virtud se observa en todas las naciones que lo han adoptado, ejercen el 

poder ejecutivo los secretarios de despacho, por medio de órdenes escritas 

dictadas por ellos mismos, pero en nombre del jefe del poder ejecutivo cuya 

misión única se reduce a imponer su voluntad siempre que quiere y a 

destituir a los verdaderos depositarios del poder ejecutivo cuando no se 

sujetan a ellas, sustituyéndolos por otros más dóciles a sus exigencias o a 

sus caprichos. ¡Y se llaman liberales y democráticos los países que 

autorizan y sancionan y sufren esta monstruosidad!3835 

 

El refrendo hace que los secretarios sean responsables no sólo de sus 

propios actos, sino que también de los del presidente. 

 

Por lo anterior, podemos afirmar que el refrendo de los secretarios de 

Estado representa una virtual responsabilidad moral en el orden político, y que la 

negativa de refrendo conlleva como contrapartida el riesgo inminente de la 

remoción del cargo. Asimismo, se sostiene que implica una responsabilidad 

                                                           
38

 Madrazo, Jorge, "La doctrina mexicana", El refrendo y las relaciones entre el Congreso de la 
Unión y el Poder Ejecutivo, México, Miguel Ángel Porrúa, 1986, p. 34. 
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constitucional y legal cuando el refrendo solidariza con un acto presidencial 

violatorio de normas vigentes. 

 

B. El refrendo de los secretarios de los Ayuntamientos en la expedición de 

reglamentos municipales 

 

El refrendo en el ámbito municipal se formaliza con la firma del secretario del 

Ayuntamiento, quien, como lo establecen las diversas leyes y códigos municipales, 

autoriza con su firma las normas aprobadas por el Ayuntamiento, y al igual que en 

el ámbito federal, sin este requisito no hay obligación de los habitantes de 

obedecer dichas normas jurídicas.3936 

 

En el Distrito Federal deben estar firmados los reglamentos que expida el 

Jefe de Gobierno, por el secretario a que el asunto corresponda.4037 

 

2. Promulgación de los presidentes municipales 

 

En al ámbito municipal, el presidente municipal es el encargado de promulgar la 

normatividad municipal.4138Según el artículo 88 de la Ley Orgánica Municipal del 
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 Ley Orgánica Municipal Reglamentaria del Título Octavo de la Constitución Política del Estado 
de Baja California Sur, artículo 57, fracción VI; Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, 
artículo 63, fracción X; Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, artículo 151; Ley del 
Municipio Libre del Estado de Colima, artículo 69, fracción X; Ley Orgánica del Municipio Libre del 
Estado de Durango, artículo 71; Ley Orgánica del Municipio del Estado de Zacatecas, artículo 92; 
Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, artículo 78; Ley Municipal para el Estado de 
Nayarit, artículo 114; Ley de los Municipios del Estado de Quintana Roo, artículo 120; Código 
Municipal para el Estado de Tamaulipas, artículo 68; Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Tlaxcala, artículo 71; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Veracruz, artículo 70; Ley 
para la Organización Política y Administrativa del Municipio Libre del Estado de Querétaro, artículo 
47. 
40

 Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, artículo 90. 
41

 Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes, artículo 38; Ley Orgánica Municipal 
Reglamentaria del Título Octavo de la Constitución Política del Estado de Baja California Sur, 
artículo 90; Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Campeche, artículo 61; Ley Orgánica 
Municipal del Estado de Chiapas, artículo 150; Ley Orgánica Municipal del Estado de México, 
artículos 48, 160 y 165; Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, artículo 70; Ley 
Orgánica del Estado de Michoacán de Ocampo, artículo 49; Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos, artículo 41, fracción I; Ley Municipal para el Estado de Nayarit, artículo 65; Ley Orgánica 
de la Administración Pública Municipal del Estado de Nuevo León, artículo 27; Ley Municipal para 
el Estado de Oaxaca, artículo 48; Ley de los Municipios del Estado de Quintana Roo, artículo 90; 
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Estado de Puebla, ―La promulgación y posterior publicación en el Periódico Oficial 

del Estado de un ordenamiento aprobado, constituyen requisitos de validez, 

vigencia y legalidad que serán insustituibles y obligatorios‖. 

 

3. La publicación en los Periódicos Oficiales Estatales y/o Municipales 

 

En los estados de la República mexicana existe un medio oficial de difusión de las 

normas jurídicas que se expiden y que rigen para ese ámbito territorial. El órgano 

de difusión en los estados se denomina Periódico Oficial del Estado, Boletín Oficial 

del Gobierno del Estado o Gaceta de Gobierno. 

 

Según se desprende de las diferentes leyes y códigos municipales, es 

obligación de los presidentes municipales, dar publicidad a las normas de carácter 

general aprobadas por el Ayuntamiento;4239es decir, tienen la obligación de 

publicar en el Periódico Oficial del Estado, los bandos de policía y buen gobierno, 

reglamentos y demás disposiciones de observancia general.4340 

                                                                                                                                                                                 

Ley Orgánica Municipal del Estado de San Luis Potosí, artículo 92; Ley Orgánica de los Municipios 
del Estado de Yucatán, artículo 40; Ley Orgánica del Municipio del Estado de Zacatecas, artículo 
74; Ley de Gobierno y Administración Municipal del Estado de Sonora, artículos 65, fracción II y 
348; Ley para la Organización Política y Administrativa del Municipio Libre del Estado de 
Querétaro, artículo 149. 
42

 Por ejemplo, las siguientes leyes y códigos: Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes, 
artículo 38; Ley del Régimen Municipal para el Estado de Baja California, artículo 18; Código 
Municipal para el Estado de Chihuahua, artículo 29; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado 
de Durango, artículo 125; Ley Orgánica Municipal del Estado de México, artículos 160 y 165; Ley 
Orgánica del Estado de Michoacán de Ocampo, artículo 147; Ley Orgánica Municipal del Estado 
de Morelos, artículo 64; Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal del Estado de Nuevo 
León, artículo 163; Ley Orgánica Municipal del Estado de Puebla, artículos 89 y 91; Ley de los 
Municipios del Estado de Quintana Roo, artículo 223; Código Municipal para el Estado de 
Tamaulipas, artículo 55; Ley para la Organización Política y Administrativa del Municipio Libre del 
Estado de Querétaro, artículo 31, fracción I. 
43

 Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes, artículo 94; Ley Orgánica Municipal 
Reglamentaria del Título Octavo de la Constitución Política del Estado de Baja California Sur, 
artículos 27 y 94; Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Campeche, artículos 61, 147 y 
148; Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, artículo 157; Código Municipal para el Estado 
de Chihuahua, artículos 28 y 50; Ley del Municipio Libre del Estado de Colima, artículo 119; 
Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, artículo 104, fracción V; Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal, artículo 67; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Durango, 
artículos 27, 123  y 129; Ley Orgánica Municipal del Estado de México, artículos 48, fracción III y 
165; Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, artículos 70 y 205; Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Guerrero, artículo 61; Ley Orgánica Municipal del Estado de Hidalgo, 
artículos 52 y 171; Ley  del  Gobierno  y  la  Administración  Pública  Municipal del  Estado  de  
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En algunos estados de la República mexicana, como Nayarit, se establece 

que:  

 

Los reglamentos, circulares, disposiciones administrativas y acuerdos 

expedidos por los Ayuntamientos, así como los demás documentos de 

carácter municipal que conforme a la ley deban ser publicados o cuya 

naturaleza sea de interés general, deberán publicarse en bandos solemnes 

y en las gacetas municipales de cada Ayuntamiento; podrá también 

publicarse en el Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado, pero 

invariablemente se garantizará que su distribución se realice en todas las 

poblaciones del municipio.4441 

 

El procedimiento para que se publiquen dichas disposiciones en el 

Periódico Oficial del Estado, lo realiza el secretario del Ayuntamiento, quien remite 

copia certificada de las disposiciones municipales de observancia general 

aprobadas, promulgadas y publicadas en el municipio, a la dirección del periódico 

oficial del estado, para su difusión y conocimiento.4542En el estado de Chiapas, por 

ejemplo, el artículo 156 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, 

dispone que ―En un término no mayor de quince días a partir de que sean 

recibidas las disposiciones normativas municipales, el director del periódico oficial 

ordenará su publicación‖. 

 

                                                                                                                                                                                 

Jalisco, artículo 47; Ley Orgánica del Estado de Michoacán de Ocampo, artículo 49; Ley Orgánica 
Municipal del Estado de Morelos, artículo 41, fracción I y 64; Ley Municipal para el Estado de 
Nayarit, artículo 65; Ley Orgánica de la Administración Pública Municipal del Estado de Nuevo 
León, artículos 27, 161 y 167; Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, artículos 48 y 213; Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Puebla, artículos 89 y 91; Ley de los Municipios del Estado de 
Quintana Roo, artículo 90; Ley Orgánica Municipal del Estado de San Luis Potosí, artículos 44, 47 
y 92; Ley de Gobierno y Administración Municipal del Estado de Sonora, artículo 65, fracción II y 
348; Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, artículo 47; Código Municipal para el 
Estado de Tamaulipas, artículo 55; Ley Orgánica Municipal del Estado de Tlaxcala, artículos 35 y 
71; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Veracruz, artículos 34 y 35; Ley Orgánica de 
los Municipios del Estado de Yucatán, artículo 40 y 122; Ley Orgánica del Municipio del Estado de 
Zacatecas, artículos 49, 54 y 74; Ley para la Organización Política y Administrativa del Municipio 
Libre del Estado de Querétaro, artículo 149. 
44

 Artículo 234 de la Ley Municipal para el Estado de Nayarit. 
45 

Véase Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, artículo 155. 
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En el Estado de México, según se establece en el artículo 160 de la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de México: ―El 5 de febrero de cada año el 

presidente municipal acompañado de los demás miembros del ayuntamiento en 

acto solemne dará publicidad al bando municipal o sus modificaciones‖. 

 

En el estado de Tabasco, el artículo 49 de la Ley Orgánica de los 

Municipios del Estado, establece que ―El Ayuntamiento, o Concejo Municipal, en 

su caso, aprobará el Bando de Policía y Gobierno que será publicado en el 

Periódico Oficial del Estado y será difundido de la manera más amplia en todo el 

territorio del Municipio por el presidente municipal o por el Concejo Municipal, en 

su caso‖. 

 

La publicación, dispone dicho artículo, se hará bajo la forma siguiente: 

 

"N. Presidente del Ayuntamiento de... (o del Concejo Municipal) a todos los 

habitantes, hago saber que el Ayuntamiento se ha servido expedir el 

siguiente Bando de Policía y Gobierno". 

Al final del texto del Bando se pondrá el lugar, fecha, nombre y firma de 

todos los miembros del Ayuntamiento, o Consejo Municipal, en su caso. 

Como texto final: "Y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 48 de la 

Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Tabasco, promulgó (sic) el 

presente Bando para su debida publicación y observancia... (nombre de la 

cabecera municipal) residencia del H. Ayuntamiento o Concejo Municipal, 

en su caso, del Municipio ... a los ... días ... del mes de... 

A continuación firman el presidente municipal, los miembros representantes 

de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública y el secretario del 

Ayuntamiento. 

 

4. La vacatio legis 
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Es el lapso de tiempo que media entre la fecha de publicación en el Diario Oficial 

de una ley, reglamento, circular o cualquier otra disposición de observancia 

general, y la fecha de iniciación de la vigencia.4643 

 

Tiene diferentes acepciones, como: exención de la ley, receso de la ley, y 

dispensa de la ley. 

 

La vacatio legis tiene una estrecha relación con la entrada en vigor; y 

generalmente esta figura jurídica es regulada por los códigos civiles. 

 

El Código Civil Federal vigente fija una vacatio legis de tres días a las 

disposiciones que no establezcan el día en que comenzarán a surtir sus efectos 

jurídicos, y de un día por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracción que 

exceda de la mitad en los lugares distintos del en que se publique el periódico 

oficial. 

 

En los Códigos Civiles de 1870 y 1884 no se contenía la vacatio legis, y en 

los artículos 2, 3 y 4 de dichos ordenamientos se establecía que las disposiciones 

de observancia general surtían sus efectos el día de su promulgación. 

 

La vacatio legis tiene por objeto que los particulares, como receptores de 

las disposiciones legales emanadas de los órganos legislativos, conozcan tales 

ordenamientos, por lo que se les concede dicho plazo a partir de la publicación 

para que se preparen para cumplir con lo que dispone la ley. 

 

Existen cuatro clases de vacatio legis: la normal, la prolongada, la 

abreviada y la aislada. 
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Domínguez, Virgilio, La vacatio legis en el derecho mexicano, México [s. e.], 1972, p. 26. 
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La vacatio legis normal es la que establecen los códigos civiles en sus 

títulos preliminares;4744el Código Civil Federal vigente establece en su artículo 3 

que: 

 

Las leyes, reglamentos, circulares y cualesquiera otras disposiciones de 

observancia general, obligan y surten sus efectos tres días después de su 

publicación en el Periódico Oficial. 

En los lugares distintos del en que se publique el Periódico Oficial, para que 

las leyes, reglamentos, etcétera, se reputen publicados y sean obligatorios, 

se necesita que además del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra un 

día más por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracción que exceda de 

la mitad. 

 

La vacatio legis prolongada4845es la que la ley establece cuando se requiere 

más tiempo para conocerla, por referirse a cuestiones delicadas o difíciles, o bien 

porque así lo exige la naturaleza de las cosas. Es el caso de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, publicada en el Diario Oficial el 4 de agosto de 1994 

y que entró en vigor el 1 de junio de 1995. 

 

La vacatio legis abreviada4946es la que establece la ley disminuyendo el 

plazo de la vacatio legis normal, e incluso suprimiéndolo. Esta clase de vacatio es 

excepcional, y sólo se usa en situaciones de extrema urgencia, como en los casos 

de guerra, peste o cualquier otro de fuerza mayor. Un ejemplo muy claro lo fue la 

Ley de Prevenciones Generales, relativa a la suspensión de garantías,5047junto 

con el decreto que aprobó la suspensión de las garantías individuales,5148en las 

que respectivamente se suprimió la vacatio legis, para entrar en vigor dichos 
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 Ibidem, p. 28. 
48

 Ibidem, p. 30. 
49

 Idem. 
50

 Diario Oficial de la Federación de 13 de junio de 1942. 
51 

Diario Oficial de la Federación de 2 de junio de 1942. 
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ordenamientos el día de su publicación, por existir un estado de guerra con 

Alemania, Italia y Japón.5249 

 

La vacatio legis aislada es la que se establece en los artículos transitorios 

de alguna disposición jurídica con respecto de algunos artículos contenidos en ese 

ordenamiento, y fijando otra fecha de entrada en vigor diferente al de la 

disposición en general. Como ejemplo, podemos citar el artículo primero transitorio 

de la Ley Federal del Trabajo publicada el 1 de abril de 1970, que estableció que 

dicha ley entraría en vigor el día 1 de mayo de 1970, con excepción de los 

artículos 71 y 87, que entrarían en vigor el día 1 de julio de 1970, y el artículo 80 

que entraría en vigor el día 1 de septiembre de 1970". 

 

Existen casos especiales en los que la entrada en vigor se establece 

tomando en cuenta otros factores, que por la naturaleza de lo contenido en una 

disposición obliga al legislador a optar por otros medios para que sea conocida y 

aplicada una disposición jurídica. 

 

Lo cierto es que en el periodo de la vacatio legis, 

 

los particulares no pueden ejercitar la acción de amparo por carecer de 

interés jurídico suficiente para impugnar una ley que aún no ha entrado en 

vigor y que, por lo mismo, no puede obligar a los particulares a cumplirla, 

razón por la que se considera que durante aquel período la ley no puede 

ser inmediatamente obligatoria para nadie y, en consecuencia, si un 

particular se dice afectado por los efectos autoaplicativos de la norma, es 

obvio que carece de interés jurídico para reclamarla en amparo.5350 

 

                                                           
52 

Segunda Guerra Mundial en la que México tomó parte. 
53

 Semanario Judicial de la Federación, México, SCJN, Octava época, Tercera Sala, XIV, Agosto 
de 1994, tesis 3a. XLIV/94, p. 133. 
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5. La entrada en vigor 

 

Cuando una norma jurídica entra en vigor, significa que ésta actúa con toda su 

fuerza obligatoria sobre los particulares, y éstos deberán observar lo dispuesto por 

dicho ordenamiento. 

 

La fuerza imperativa de la ley o de cualquier otra norma jurídica significa 

que sus disposiciones contienen la expresión de órdenes o mandatos que deben 

ser obedecidos por las personas que se encuentran colocadas en las situaciones 

o hipótesis que dicha norma prevé, y significa además que en el caso de que tales 

órdenes no sean acatadas, pueden ser aplicadas coactivamente para lograr, por 

medio de la fuerza pública, que sean obedecidas en manera inexorable.5451 

 

En nuestro sistema jurídico vigente existen dos sistemas de iniciación de la 

vigencia de las leyes: el sucesivo y el sincrónico; ambos regulados por los 

diversos Códigos Civiles que rigen en el país. 

 

El sistema sucesivo está regulado por el artículo 3 del Código Civil Federal,  

que establece: 

 

Las leyes, reglamentos, circulares o cualesquiera otras disposiciones de 

observancia general, obligan y surten sus efectos tres días después de su 

publicación en el Periódico Oficial. 

En los lugares distintos del en que se publique el Periódico Oficial, para que 

las leyes, reglamentos, etcétera, se reputen publicados y sean obligatorios, 

se necesita que además del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra un 

día más por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracción que exceda de 

la mitad. 
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 Galindo Garfias, Ignacio, Derecho civil. Primer curso. Parte general, Personas. Familia, 11a. ed., 
México, Porrúa, 1991, p. 121. 
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Este sistema, además de que no es común encontrarlo en alguna 

disposición legislativa, es un tanto injusto, ya que si una norma jurídica que se 

publicó en el Distrito Federal, no dice el día en que deba entrar en vigor, ésta se 

observará al tercer día de su publicación, de acuerdo con el artículo antes 

mencionado; esto quiere decir que los habitantes del Distrito Federal deberán 

cumplirla desde ese día, pero los habitantes de Chiapas o de Tamaulipas, por 

ejemplo, de acuerdo con el segundo párrafo del artículo antes mencionado, no 

estarán obligados a cumplir con lo establecido por la norma, sino hasta pasado el 

plazo de un día por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracción. Por lo cual, 

apoyamos la opinión del maestro Virgilio Domínguez, que propone que lo más 

conveniente es suprimir el segundo párrafo del artículo 3, que viola el principio de 

igualdad ante la ley.5552Lo más conveniente es fijar un tiempo de vacatio legis 

estándar para todos los ordenamientos que no preceptúen la fecha de entrada en 

vigor, y que los gobernadores de los estados cumplan con la obligación que les 

impone el artículo 120 de la Constitución federal, de publicar y hacer cumplir las 

leyes federales. 

 

El sistema sincrónico, también regulado por el Código Civil Federal, en el 

artículo 4, establece: "Si la ley, reglamento, circular o disposición de observancia 

general, fija el día en que debe comenzar a regir, obliga desde ese día, con tal de 

que su publicación haya sido anterior".5653 

 

Este sistema es el que con mayor frecuencia utiliza el legislador y los 

órganos encargados de expedir normas jurídicas, ya que la mayoría de las 

disposiciones reglamentarias contienen en sus artículos transitorios (por lo regular 

en el artículo primero) el día en que deberán entrar en vigor.5754Este artículo 
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 Domínguez, Virgilio, op. cit. (nota 46), pp. 35, 36 y 37. 
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 Véase, por ejemplo, el artículo 157, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, que 
establece: ―Las disposiciones a que se refieren los artículos anteriores entrarán en vigor en la 
fecha en ellas señaladas, previa su publicación en los estrados de la presidencia municipal y en los 
lugares señalados en el artículo 150 de esta ley‖. 
57

 Véase, por ejemplo, el artículo 123, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de 
Durango. ―Los reglamentos municipales serán expedidos por los propios ayuntamientos, quienes 
los aprobarán ajustándose a las bases normativas que se señalan en la presente Ley y otros 
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también contiene implícita una regla general, la cual establece que no se puede 

obligar al ciudadano si no conoce la norma jurídica; es decir, que el reglamento 

que no se ha publicado, aunque ya se haya establecido que entra en vigor, no 

obliga ni surte sus efectos.5855 

 

IV. LÍMITES A LA FACULTAD REGLAMENTARIA 

 

1. Los derechos fundamentales 

 

A. Son a favor de las personas 

 

Uno de los límites que tiene que respetar en la actualidad la facultad 

reglamentaria, son los derechos fundamentales. Hablamos en este apartado de 

derechos fundamentales como una categoría más amplia que la de garantías 

individuales y derechos humanos. 

 

Recordemos que en épocas pasadas, el poder se concentraba en una sola 

autoridad, con exclusión de los demás miembros de la comunidad. Más tarde, 

dicho poder se distribuyó entre el monarca y los privilegiados. En la actualidad, en 

el Estado de derecho, se privilegia mucho más el respeto por los derechos 

fundamentales.5956 

 

Esta etapa de la historia, de la consagración de los derechos humanos, se 

inicia con la publicación de los bills of rights en Inglaterra y de la Déclaration des 

droits de l’homme et du citoyen. 

                                                                                                                                                                                 

ordenamientos relativos aprobados por el Congreso del Estado, en función de lo que establece el 
párrafo segundo del artículo 105 de la Constitución Política del Estado. Su vigencia surtirá efectos 
a partir de su publicación en el periódico oficial del gobierno del estado o en la gaceta municipal, en 
su caso‖. 
58

 Véase el artículo 165, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México. 
59

 Véase Méndez Silva, Ricardo, Derecho y seguridad internacional. Memoria del Congreso 
Internacional de Culturas y Sistemas Jurídicos Comparados, México, UNAM, 2005. Especialmente 
los siguientes trabajos: Carmona Tinoco, Jorge Ulises, ―La incorporación de los derechos humanos 
en las Constituciones locales mexicanas‖, pp. 357-407; Becerra Ramírez, Manuel, ―Las nuevas 
fuentes del derecho internacional y su aplicación en el derecho interno‖, pp. 567-587. 
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Es por ello que el ser humano ha ganado presencia como sujeto de 

protección de estos derechos, que, cabe destacar, inicialmente estaban 

reservados a los Estados y sólo admitía a los individuos bajo el concepto de 

―súbditos‖. 

 

En la actualidad, México ha ratificado gran cantidad de tratados 

internacionales en materia de derechos fundamentales; los estados de la 

República, con una gran visión y conciencia de la importancia que los derechos 

fundamentales tienen en nuestros días, también han incorporado a sus 

constituciones un amplio catálogo de estos derechos.6057 

 

Los documentos, tanto internacionales como nacionales, que proclaman y 

en los que se pacta la observancia de los derechos fundamentales, establecen 

verdaderos deberes y obligaciones de los Estados o países ante los individuos y 

ante la comunidad internacional. 

 

Los tratados internacionales celebrados por nuestro país han intentado 

crear un verdadero ―sistema‖ de garantías individuales o libertades públicas y 

derechos fundamentales. 

 

Cuando el Senado ratifica un tratado por el cual se establecen reglas de 

derecho que se refieren exclusivamente a seres humanos individuales (derechos 

fundamentales) ―carece de asidero pretender que la ratificación vale sólo frente a 

los demás Estados y no para los habitantes del país respectivo‖.6158 

 

Los tratados internacionales en materia de derechos fundamentales 

amplían la esfera de derechos de los individuos y los derechos de incidencia 
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 Véase García Ramírez, Sergio, Estudios jurídicos, México, UNAM, 2000, especialmente pp. 279-
443. 
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Gordillo, Agustín, Tratado de derecho administrativo. Tomo 1. Parte general, 9ª ed., México, 
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colectiva garantizados en la primera parte de la Constitución mexicana, y que, 

obviamente no se contraponen a ella sino que la complementan. 

 

En la actualidad es ya incuestionable que los tratados internacionales de 

derechos fundamentales gozan de operatividad; es decir, se debe garantizar el 

pleno goce y ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos como 

autoejecutivos (self executing) en dicho instrumento y debe adecuar las normas 

programáticas con la ley necesaria o medidas de otro carácter, en un tiempo 

razonable, ya que al incurrir en mora responde frente a la comunidad internacional 

en virtud de la operatividad del tratado internacional. 

 

Los derechos, garantías y libertades estipulados en un tratado internacional 

de derechos fundamentales, por su naturaleza, son operativos, ya que el objeto y 

razón de ser de una convención de derechos humanos, así como la clara intención 

de las partes, es reconocer a favor de las personas ciertos derechos y libertades, y 

no regular sus relaciones entre sí.6259 

 

B. La Convención Americana sobre Derechos Humanos y la obligación del estado 

mexicano de respetar los derechos fundamentales 

 

Este tratado internacional, establece la obligación de cada Estado parte para 

adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención, para 

garantizar los derechos en ella consagrados.6360 

 

Esta obligación del Estado parte implica que las medidas de derecho 

interno han de ser efectivas. Esto significa que el Estado ha de adoptar todas las 

medidas para que lo establecido en la Convención sea realmente cumplido en su 

orden jurídico interno. Y esas medidas son efectivas cuando la comunidad, en 
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Vega, Juan Carlos y Graham, Marisa Adriana (directores), Jerarquía constitucional de los 
tratados internacionales, Buenos Aires, Astrea, 1996, p. 43. 
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general, adapta su conducta a la normativa de la Convención y, en el caso de que 

así no sea, cuando se aplican efectivamente las sanciones previstas en ellas.6461 

 

El compromiso adquirido para cumplir con las disposiciones de la 

Convención, así como sus consecuencias, no involucran únicamente al gobierno, 

a la administración pública o a determinadas corporaciones ejecutivas, sino al 

Estado en su conjunto. Esto significa que dicho compromiso y consecuencias se 

extienden a todos los órganos del Estado: Ejecutivo, Legislativo, Judicial, y demás 

entes que integren la estructura del Estado (por ejemplo, entes autónomos, 

etcétera). Ninguno de ellos podrá sustraerse a los compromisos adquiridos por el 

Estado, interpretando que éstos sólo atañen al Ejecutivo. 

 

Según el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

 

Los Estados Partes […] se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 

persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 

cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social.  

 

Además, los compromisos adquiridos mediante la firma y ratificación de un 

tratado internacional sobre derechos humanos, así como sus consecuencias, no 

involucran únicamente al gobierno, a la administración pública o a determinadas 

corporaciones ejecutivas, sino al Estado en su conjunto. 

 

Esto significa que dichos compromisos y consecuencias se reflejan sobre 

todos los órganos del Estado: Ejecutivo, Legislativo, Judicial y entes 
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autónomos. Ninguno de ellos podría sustraerse a los compromisos 

adquiridos por el Estado, aduciendo que éstos sólo atañen al Ejecutivo.6562 

 

La obligación contenida en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la 

Convención a toda persona sujeta a su jurisdicción implica el deber de los Estados 

parte de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las 

estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de 

manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio 

de los derechos humanos.6663 

 

C. La adopción de medidas de los Estados parte para la protección de los 

derechos fundamentales 

 

En ese sentido, los Estados parte deben adoptar medidas en dos vertientes: 

 

Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 

naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 

Convención. Por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de 

prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.6764 

 

En igual sentido, el artículo 2 de la Convención Americana establece que 

―los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 

o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 

libertades‖. 
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García Ramírez, Sergio y Toro Huerta, Mauricio Iván del, ―México y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos‖, en García Ramírez, Sergio (coord), La jurisprudencia de la Corte 
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Una vez suscrito un tratado, ratificado y depositado, por definición no le es 

oponible norma alguna del derecho interno de los países signatarios, inclusive de 

sus respectivas Constituciones.6865 

 

El rápido crecimiento en el número de tribunales internacionales durante las 

últimas décadas y la consiguiente proliferación de fallos emitidos por éstos están 

comenzando a tener un fuerte impacto sobre las sentencias de las cortes 

nacionales. 

 

Cada vez más, las cortes nacionales están tomando en cuenta la 

jurisprudencia de los tribunales internacionales, para así evitar interpretar 

sus leyes internas de una manera que podría violar las obligaciones 

internacionales de su país, o bien para adecuar su derecho interno a las 

normas legales internacionales emergentes.6966 

 

Un sistema interno de derechos fundamentales de un Estado democrático 

no ha de poner vallas ni cohibir a la fuente internacional, porque la completitud con 

la cual el sistema cierra, sostiene Bidart Campos, ―no es compatible con 

egoísmos‖.7067 

 

C. La expedición de reglamentos y el respeto a los derechos fundamentales 

 

Sobre este punto, debemos recordar, en primer lugar, que en el derecho 

internacional, un Estado que ha celebrado un convenio internacional sobre 

derechos humanos, debe introducir obligatoriamente en su derecho interno las 

modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones 
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Gordillo, Agustín, ―La creciente internacionalización del derecho‖, en Fernández Ruiz, Jorge 
(coord.), Perspectivas del derecho administrativo en el siglo XXI, México, UNAM, 2002, p. 73. 
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Buerguenthal, Thomas, ―La jurisprudencia internacional en el derecho interno‖, en Nieto Navia, 
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asumidas. Esta regla aparece válida universalmente y ha sido calificada por la 

jurisprudencia como un principio evidente. 

 

Además, en virtud del principio de buena fe, consagrado en el artículo 31.1 

de la Convención de Viena, si un Estado suscribe y ratifica un tratado 

internacional, ―especialmente si trata de derechos humanos, como es el caso de la 

Convención Americana, tiene la obligación de realizar sus mejores 

esfuerzos‖7168para adecuar sus normas jurídicas a la legislación internacional que 

él por voluntad propia se obligó a cumplir. 

 

La protección de los derechos fundamentales o derechos esenciales así 

entendidos va unida necesariamente a la restricción del ejercicio del poder estatal. 

La comunidad internacional reconoce la existencia de estos derechos y obliga 

objetivamente a los Estados a no vulnerar ni obstaculizar su pleno goce y ejercicio, 

así como a garantizar la vigencia sociológica de aquellos en su territorio, por el 

bien común, so pena de reparar y responder frente a la comunidad internacional. 

 

En el caso de nuestro país, las nuevas legislaciones, sobre todo las de 

origen estatal, han buscado el respeto de los derechos fundamentales de los 

individuos. 

 

Así lo disponen, por ejemplo, el artículo 83, del Código Municipal para el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, que establece: 

 

Los reglamentos en general, y especialmente los que regulan las 

actividades de los habitantes del municipio, vecinos o transeúntes, 

respetarán invariablemente las garantías individuales, buscando siempre 

las condiciones que propicien la paz, la seguridad y tranquilidad públicas y 
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el consiguiente logro de un desarrollo justo y armónico en la vida de las 

comunidades.  

Los municipios deberán promover e instrumentar en sus reglamentos las 

garantías necesarias para que la libertad, la igualdad, la seguridad jurídica 

y la justicia social de todas las personas y de los grupos en que se 

integran, sean reales, efectivas y democráticas; remover los obstáculos que 

impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todas las 

personas y de los grupos en la vida política, económica, cultural y social del 

estado.  

 

Esto muestra que en el municipio mexicano, que es la circunscripción más 

pequeña del país, se realizan grandes esfuerzos por armonizar las normas 

administrativas de carácter general con los tratados internacionales sobre 

derechos humanos, con la CPEUM y con las Constituciones locales. 

 

Y aunque las diferentes normas legislativas no hablan de ajustar dichas 

disposiciones administrativas de carácter general y los reglamentos a los tratados 

internacionales sobre derechos humanos, si debemos reconocer que es un gran 

avance en el respeto a los derechos fundamentales por parte del legislador local y 

de las autoridades municipales, pues en la mayoría de los estados, las leyes 

orgánicas municipales han establecido lineamientos generales para la aprobación 

y expedición de reglamentos. 

 

De este modo, las autoridades o funcionarios encargados de la elaboración 

y expedición de normas administrativas de carácter general y de reglamentos, 

deben sujetarse a normas específicas. 

 

Así, en la expedición de alguna norma general de carácter administrativo, 

los encargados de elaborarla, tendrán que tener en cuenta, obligatoriamente, el 

respeto a los derechos fundamentales. 
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2. Principio de reserva de ley 

 

Este principio consiste en que, conforme a la CPEUM y a los tratados 

internacionales, hay materias que sólo pueden ser reguladas por una ley en 

sentido formal y material. En estos casos tanto la CPEUM como los tratados 

internacionales emplean términos claros y precisos para prevenir que determinada 

materia debe ser regulada por una ley. 

 

El principio de reserva de ley, que desde su aparición como reacción al 

poder ilimitado del monarca hasta su formulación en las Constituciones modernas 

ha encontrado su justificación en la necesidad de preservar los bienes jurídicos de 

mayor valía de los gobernados (tradicionalmente libertad personal y propiedad), 

prohíbe al reglamento abordar materias reservadas en exclusiva a las leyes del 

Congreso, como son las relativas a la definición de los tipos penales, las causas 

de expropiación y la determinación de los elementos de los tributos.7269 

 

El reglamento, desde el punto de vista material, es un acto legislativo, pero 

nunca puede contener materias que están reservadas a la ley, o sea, a actos que 

pueden emanar de la facultad que corresponde al Poder Legislativo, porque 

desaparecería el régimen constitucional de separación de funciones.7370 

 

A pesar de que el ámbito material de la ley es ilimitado (primacía de ley), el 

texto constitucional reserva expresa y directamente a la ley la regulación de ciertas 

materias; formula mandatos al legislador para que sea él, y no otro centro de la 

producción jurídica, el que dicte las reglas ordenadoras de una determinada 

institución, de un concreto derecho o de una específica relación jurídica; es decir, 

―la reserva de ley comporta un nítido límite al ejercicio de la potestad 

reglamentaria‖.7471 
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El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, expidió una 

interesante tesis de jurisprudencia donde señala que: 

 

Para precisar la extensión normativa legítima de cada una de las fuentes 

normativas contempladas en la fracción II del artículo 115 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben 

considerarse varios puntos: 1. La regulación de aspectos generales en las 

leyes estatales en materia municipal debe tener por objeto únicamente 

establecer un marco normativo homogéneo -adjetivo y sustantivo- para los 

Municipios de un Estado. Estas leyes deben incorporar el caudal normativo 

indispensable para asegurar el funcionamiento del Municipio, únicamente 

sobre aspectos que requieran dicha uniformidad; 2. Debe tomarse en 

cuenta que la competencia reglamentaria del Municipio le garantiza una 

facultad exclusiva para regular los aspectos medulares de su propio 

desarrollo; 3. Es inaceptable que, con apoyo en la facultad legislativa con 

que cuenta el Estado para regular la materia municipal, intervenga en 

cuestiones específicas de cada Municipio, que le están constitucionalmente 

reservadas a este último, pues las bases generales de la administración 

pública municipal no pueden tener, en otras palabras, una extensión 

temática que anule la facultad del Municipio para reglamentar sus 

cuestiones específicas. En consecuencia, queda para el ámbito 

reglamentario, como facultad exclusiva de los Ayuntamientos, lo relativo a 

policía y gobierno, organización y funcionamiento interno, administración 

pública municipal, así como emitir normas sustantivas y adjetivas en las 

materias de su competencia exclusiva, a través de bandos, reglamentos, 

circulares y demás disposiciones de carácter general, en todo lo que 

concierne a cuestiones específicas de cada Municipio; y 4. Las leyes 

estatales en materia municipal derivadas del artículo 115, fracción II, inciso 

a), constitucional, esto es, las encargadas de sentar "las bases generales 

de la administración pública municipal", comprenden esencialmente 

aquellas normas indispensables para el funcionamiento regular del 
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Municipio; del Ayuntamiento como su órgano de gobierno y de su 

administración pública; las normas relativas al procedimiento 

administrativo, conforme a los principios que se enuncian en los incisos 

incluidos en la reforma de 1999, así como la regulación de los aspectos de 

las funciones y los servicios públicos municipales que requieren 

uniformidad, para efectos de la posible convivencia y orden entre los 

Municipios de un mismo Estado.7572 

 

El principio de reserva de ley deviene de la necesidad de preservar los 

bienes jurídicos de mayor valía de los gobernados, por tanto es que se prohíbe al 

reglamento abordar materias cuya regulación está reservada de manera exclusiva 

a las leyes expedidas por el Congreso de la Unión o por los congresos locales.7673 

 

Este límite a la facultad reglamentaria está referido al tipo de norma que la 

Constitución prevé que debe regir determinadas materias. En efecto, la reserva de 

ley parte de la voluntad del Constituyente de que ciertas materias y sus contenidos 

sean regulados por un órgano que no solamente sea representativo, pues también 

los miembros del Ayuntamiento son elegidos por sufragio universal, sino por un 

órgano plural, en el sentido de recoger la opinión de los diversos sectores 

representados en el Congreso de la Unión. 

 

No obstante lo anterior, es importante señalar lo expuesto por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente tesis de jurisprudencia: 

 

El principio que rige las relaciones entre los reglamentos municipales y las 

leyes en materia municipal, en términos de la fracción II del artículo 115 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es el de 

competencia y no el de jerarquía. Ello implica que los reglamentos 
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municipales sobre servicios públicos -al igual que, como se subrayó al 

resolver la controversia 146/2006, sucede también con los reglamentos 

sobre organización municipal-, no derivan su validez de las normas 

estatales (ni de las federales) sino que la validez de ambos tipos de normas 

procede directa y exclusivamente de la Constitución. Lo anterior implica 

que los límites de contenido que dichos reglamentos deben respetar son 

los que provienen de la interpretación de las fracciones II y III del artículo 

115 constitucional, cuya extensión, en los casos en que ello resulte 

litigioso, definirá la Suprema Corte de Justicia de la Nación y no la voluntad 

ilimitada o discrecional de las Legislaturas Estatales al emitir las leyes 

estatales en materia municipal, porque se trata de un esquema en cuyo 

contexto un nivel de autoridad no tiene facultades mayores o más 

importantes que el otro, sino que cada uno tiene las atribuciones que le han 

sido constitucionalmente conferidas. Esto es, la Constitución, en el ámbito 

referido, atribuye la potestad de emitir la regulación sobre los distintos 

campos materiales a entes u órganos de gobierno distintos, 

horizontalmente dispuestos bajo su protección.7774  

 

Se acaba de indicar que la reserva de ley, concebida como categoría 

general, actúa en dos frentes: ―impone una rigurosa restricción al poder normativo 

autónomo del Gobierno, vedándole el ejercicio del mismo en el ámbito reservado a 

la ley, y mandata al legislador para que regule una materia concreta‖.7875 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado importante 

determinar los alcances de las reservas de ley que establece la 

Constitución, es decir, precisar hasta qué punto el legislador debe 

desarrollar una materia reservada y qué parte de ésta puede ser 
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desarrollada o complementada por el Poder Ejecutivo en ejercicio de su 

facultad reglamentaria. La importancia de lo anterior radica en que resulta 

igualmente inconstitucional que un reglamento del presidente de la 

República regule una materia reservada a la ley, como que el propio Poder 

Legislativo otorgue competencia reguladora al Ejecutivo Federal en 

aquellas materias que la Constitución reserva a la regulación legislativa. 

 

La reserva de ley tiene así un ―valor sustancial‖, exigiendo un contenido 

normativo a la ley cierto y concreto, coincidente con la materia reservada.7976 

 

Partiendo de la pluralidad de formas a través de las que se estatuye en el 

texto constitucional la reserva legal, un sector de la doctrina ha elaborado una 

escala de la reserva legal, construyendo dos tipos de reserva de ley, directamente 

deducibles del valor atribuido a la institución, y cuyo efecto es modular el alcance 

de la reserva. El primero es la reserva legal absoluta o cualificada, sólo por ley, 

que comprende los supuestos que inciden en un derecho fundamental o en una 

posición de libertad. En estos casos apenas hay margen para la colaboración 

internormativa. El reglamento sólo es posible como ejecución, como organización 

de la actividad administrativa precisa para garantizar el derecho, teniendo vedada 

la potestad reglamentaria introducir opciones políticas. En los otros supuestos, por 

el contrario, la reserva de ley busca exclusivamente la decisión del legislador para 

impulsar la actividad administrativa. A la ley corresponde, en este segundo tipo, 

―fijar los objetivos, el procedimiento y la organización, defiriendo al Reglamento su 

concreta articulación‖.8077 

 

Entonces el objeto del reglamento está determinado por las medidas o 

actos tendientes a la ejecución de las leyes, o bien, si cabe la expresión ―la 

materia reservada‖ al reglamento debe considerarse que está determinado 

por los actos que tiendan a lograr la ejecución de las leyes; de ahí que lo 

abstracto y lo general del reglamento se circunscribe a la zona de ejecución 
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de la ley. El reglamento, pues, tiene como finalidad facilitar la aplicación de 

la ley a las situaciones o casos concretos que ésta regula en sus hipótesis 

normativas. 

 

3. Principio de subordinación a la ley 

 

1. Noción general 

 

En virtud de este principio, el reglamento no sólo no puede contrariar a la ley, sino 

que debe adecuarse a las diferentes leyes que conforman el derecho positivo 

mexicano en lo general y particularmente a aquella cuyos preceptos detalla. 

 

Es decir, el principio de subordinación a la ley exige que el reglamento esté 

precedido por una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente o 

pormenorice, y en la que encuentre su justificación y medida.8178 

 

En la medida en que el reglamento es una de las formas de manifestarse la 

actividad administrativa, y ―dado el sometimiento pleno a la ley y al Derecho [...] la 

potestad reglamentaria es en el derecho positivo una potestad subalterna, 

subordinada a la ley‖8279y que no cabe ejercer sin contar con la oportuna y previa 

base legal. La vinculación positiva de todo reglamento a la ley, sin resquicios ni 

excepciones, conduce a la privación al gobierno de una potestad reglamentaria 

autónoma. 

 

La ley tiene preferencia sobre el reglamento, pues las disposiciones de 

aquélla no pueden ser modificadas por éste. 

 

La delimitación del ámbito de la potestad reglamentaria, cuestión de 

extraordinaria complejidad, y en la que se aprecian acusadas discrepancias 

doctrinales, ―se resuelve [...] por la acción combinada de dos principios: reserva de 
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ley y supremacía de ley‖,8380cuya función consiste en demarcar positivamente la 

regulación legal, o, expresada la idea desde otro ángulo, en acotar negativamente 

la regulación reglamentaria definiendo, a la postre, los lugares de la ley y del 

reglamento en el ordenamiento jurídico. 

 

Así, ha sostenido la Corte en la controversia constitucional 22/2001 que, 

desde el punto de vista material, tanto las leyes como los reglamentos son 

similares. Aquéllas se distinguen de éstos básicamente en que los segundos 

provienen de un órgano que al emitirlos no expresa la voluntad general del 

Congreso de la Unión, sino que está instituido para acatarla en cuanto dimana de 

las normas expedidas por el Poder Legislativo, de donde, por definición, son 

normas subordinadas, de lo cual se sigue que la facultad reglamentaria se halla 

regida por dos principios: el de reserva de ley y el de subordinación jerárquica a la 

misma.8481 

 

El reglamento tiene como finalidad el desarrollo de las normas establecidas 

en la ley reglamentada; no puede contrariar éstas, pero sí adecuarlas a las 

múltiples situaciones que pueden quedar regidas por ellas.8582 

 

La facultad reglamentaria no puede ser utilizada como instrumento para 

llenar lagunas de la ley, para remediar el olvido o la omisión, como tampoco para 

modificarla. Por tal motivo, si el reglamento debe contraerse a indicar los medios 

para cumplir la ley, no está entonces permitido que a través de dicha facultad, una 

disposición de tal naturaleza otorgue mayores alcances o imponga diversas 

limitantes a las contenidas en la norma que busca reglamentar.8683 

 

 

 

                                                           
83

 Ibidem, p. 47. 
84

 Ver Diario Oficial de la Federación del 3 de junio de 2002, p. 150. 
85

 Idem. 
86

 Idem. 
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I.2. LA INVESTIGACIÓN JURÍDICA EN MÉXICO DESDE LA PERSPECTIVA DE 

UN ESTUDIANTE DEL DOCTORADO INTERINSTITUCIONAL EN DERECHO 

(DID) 

 

Arturo LARA MARTÍNEZ 

 

SUMARIO: 

I. Antecedentes del DID. II. Diagnóstico de la investigación en México. III. 

Desarrollo de los posgrados en Derecho. IV. El futuro de la investigación jurídica 

desde la perspectiva del DID. V. Conclusiones. 

 

I. ANTECEDENTES DEL DID 

 

El Programa de Doctorado Interinstitucional en Derecho surgió como una idea 

original del consorcio de universidades públicas que se aglutinan en la región 

centro occidente de Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de 

Educación Superior (ANUIES). En la primera generación del doctorado 

participaron las universidades de Aguascalientes, Guadalajara, Colima, Nayarit y 

Guanajuato. En las dos posteriores generaciones se descontó la participación de 

la Universidad de Guadalajara. 

 

Para iniciar el doctorado, el 12 de febrero de 2004 se firmó el Convenio 

Específico para la Creación y Desarrollo del Doctorado Interinstitucional en 

Derecho (DID) en la ciudad de Guadalajara, Jalisco.  En dicho convenio, se 

estableció por parte de las instituciones que lo suscribieron que en ese momento 

las universidades de la región carecían del profesorado suficiente y adecuado para 

desarrollar por sí mismos un programa de doctorado. Pero que, sin embargo, con 

la unión de recursos por parte de los suscribientes era posible arrancar un 

proyecto regional de doctorado impartido por universidades públicas. 
                                                           

 Doctor en Derecho, magistrado propietario de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato. 
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Al respecto la declaración primera de las partes refiere:  

 

«1. Que tienen el propósito fundamental de mantener programas de 

cooperación académica, conjuntar esfuerzos y recursos, compartir 

conocimientos e información para fortalecer las capacidades afines y 

complementarias asegurando un sólido desarrollo de las actividades de las 

seis instituciones, siendo su deseo participar conjuntamente en el 

desarrollo del DOCTORADO INTERINSTITUCIONAL EN DERECHO.» 

 

Es así que, en el mes de agosto de 2004 comenzó la primera generación 

del Doctorado Interinstitucional en Derecho, teniendo un total de 30 profesores de 

los cuales 5 tenían el reconocimiento del Sistema Nacional de Investigadores 

(SNI) y un total de 26 alumnos de la región centro occidente.184 

 

El programa tuvo éxito, al grado de que un importante grupo de alumnos de 

la primera generación se tituló como Doctor en Derecho, lo que permitió que en el 

año 2010 el programa fuera reconocido como Programa Nacional de Posgrados 

de Calidad (PNPC). La anterior distinción benefició directamente a los que 

integramos la segunda generación del doctorado, ya que con ella pudimos tener 

acceso a una beca del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT). 

 

En la actualidad, el programa continúa desarrollándose con la tercera 

generación que claramente ha crecido, encontrándose inscritos un total de 38 

alumnos, además de contar con un claustro de 23 profesores, de los cuales 15 

cuentan con reconocimiento SNI.285 

 

                                                           
1 Consultado de: http://www1.ucol.mx/did/2004.asp, el 28 de mayo de 2013. 
2 Consultado en: http://www.ceddi.uan.mx/webderecho/descargas/alumnos1/NANDIDfinal.pdf. El 28 

de mayo de 2013. 

http://www1.ucol.mx/did/2004.asp
http://www.ceddi.uan.mx/webderecho/descargas/alumnos1/NANDIDfinal.pdf
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II. DIAGNÓSTICO DE LA INVESTIGACIÓN EN MÉXICO 

 

Resulta pertinente tocar el tema de los beneficios del DID en la región, pues la 

existencia de este programa ha permitido atender, en cierta forma las principales 

demandas de la política científica en el país. 

 

En el caso de México, diversos diagnósticos sobre competitividad y 

capacidad del país, realizados por el Foro Económico Mundial386, el Banco 

Mundial487el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo588y la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económico689–por citar los más conocidos–  

coinciden en señalar que la capacidad de investigación en nuestro país presenta 

varias debilidades.  Entre otras, podemos mencionar aquellas que impactan de 

alguna manera la investigación en Derecho, y que son las siguientes: 

 

a) Baja inversión del Gobierno Federal en ciencia y tecnología. 

b) Escasa inversión del sector privado en investigación. 

c) Insuficiente número de investigadores. 

d) Bajo nivel de jóvenes formándose en educación terciaria. 

e) Falta de un enfoque orientado a la innovación. 

f) El impulso al desarrollo regional es limitado. 

 

Sobre los anteriores puntos que arroja el diagnóstico, abundaremos sobre 

los marcados como c), d), e) y f), por considerar que, de alguna manera, son 

aquellos en los que un programa como el DID puede tener incidencia. 

 

                                                           
386

The Mexico Competitiveness, Report 2009, Foro Económico Mundial. 
4
 ―Mexico, Transition to Knowledge-Based Economy Challenges and Opportunities‖ Banco Mundial 

2008 
5 

Human Development, Report 2009, Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
E.U.A. 2009 
6 

Getting it Right, OECD Perspectives on Policy Challenges in Mexico. OCDE 2007 e Innovación 
regional en 15 estados mexicanos. OCDE, México, 2009. 
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III. DESARROLLO DE LOS POSGRADOS EN DERECHO 

 

Del diagnóstico anterior resulta claro que para el país resulta prioritario elevar el 

número de investigadores en todas sus ramas. El caso del Derecho no es la 

excepción, pues se requiere de la existencia del mayor número de personas 

formadas con un perfil científico y además, que no se concentren en la capital del 

país, como desafortunadamente ha sucedido. 

 

Un referente innegable de los posgrados en Derecho en México, lo es sin 

duda la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), que ofrece en la 

actualidad su doctorado en cuatro sedes: la División de Posgrados de la Facultad 

de Derecho, el Instituto de Investigaciones Jurídicas, la Facultad de Estudios 

Superiores (FES) con sede Acatlán y la Facultad de Estudios Superiores (FES) en 

Aragón.790 

 

El programa de doctorado de la UNAM ha sido un éxito a lo largo del 

tiempo, así se corrobora con sus más de sesenta años de existencia891. A pesar 

de la trascendencia del doctorado en la UNAM, lo cierto es que dicho programa 

resulta insuficiente para atender la necesidad de contar con un vasto número de 

investigadores de alto nivel en un país de las dimensiones de México. 

 

Así se puede corroborar en las siguientes gráficas, en las que se contienen 

el número de egresados del programa. En ellas, podemos observar la escasa 

participación de alumnos de la región centro occidente. Las causas por las que no 

participan alumnos de esta región se desconoce y puede ser de distinto orden, 

pero lo cierto es que se trata de una mínima presencia en dicha institución. 

 

 

 

                                                           
7
 Becerra Ramírez, M. Posgrado e investigación jurídica. México, Distrito Federal: UNAM, 2010, p. 

20. 
8
 Becerra Ramírez, M., op. cit., nota 7, p. 17.  
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Entidad federativa a que pertenecen los alumnos de Posgrado en Derecho de la 

UNAM 

 

 

Alumnos de doctorado por entidad federativa 

 

 

 

Es precisamente en este punto en donde se hace valiosa la presencia del 

doctorado interinstitucional, pues acerca la formación en la investigación jurídica a 

los alumnos de los estados de Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Michoacán y 
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Nayarit. En tan solo tres generaciones y 8 años de existencia en el doctorado se 

han inscrito 87 alumnos, lo que representará en poco tiempo un crecimiento 

importante de la capacidad científica de la región en materia jurídica.992 

 

El crecimiento de dicha capacidad es importante para la región centro 

occidente, pero más importante resultará la posibilidad que brinda el propio 

programa y que es otra de las necesidades en la política de investigación 

científica, que consiste en atender los problemas jurídicos regionales que 

frecuentemente son olvidados en su estudio o postergados por lo atractivo que 

resultan los grandes temas nacionales o el estudio de la doctrina internacional. 

 

Así, con el esfuerzo de los compañeros alumnos de doctorado y con la 

asesoría del claustro de profesores se llevan a cabo investigaciones como: el 

medio ambiental, la situación de la administración e impartición de justicia, el 

desarrollo urbano, la seguridad pública, la incidencia regional de los tratados 

internacionales celebrados en materia de derechos humanos, el parlamentarismo 

local, la distribución de competencias entre los poderes locales, entre otros, las 

cuales tienen un claro componente de estudios regionales o locales que tanta falta 

hacen en nuestro medio. 

 

IV. EL FUTURO DE LA INVESTIGACIÓN JURÍDICA DESDE LA PERSPECTIVA 

DEL DID 

 

El doctorado interinstitucional, al menos en la región centro occidente, ha probado 

ser un modelo efectivo para palear de alguna manera las carencias que en materia 

de investigación jurídica se tienen.  

 

Se afirma lo anterior, ya que por una parte se ha incrementado la cantidad 

de doctores en la región y por otra, ha contribuido con investigaciones de carácter 

                                                           
9 

Información obtenida de Informe de Actividades realizadas por la secretaría técnica y el consejo 
académico del doctorado interinstitucional en derecho en el año de 2012. 
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regional y local en los estados que comprenden la región centro occidente de 

ANUIES. 

 

Es claro que el objetivo inicial de doctorado era la impartición de este 

posgrado asociando esfuerzos para contar con más y mejores profesores en las 

universidades de la región. La consecuencia natural de ello deberá ser que, a la 

postre, cada una de las instituciones participantes adquieran la capacidad propia 

para aumentar la oferta educativa en posgrados como maestrías o doctorados 

propios. 

 

Es decir, que por paradójico que suene, es probable que el doctorado 

interinstitucional en derecho pueda desaparecer en un futuro por haber cumplido 

satisfactoriamente su objetivo inicial, que es el fortalecimiento de las universidades 

participantes con profesores con grado de doctor y con capacidades de 

investigación de tal suerte que cada universidad que conforma el DID pueda ser 

autosuficiente para ofrecer el posgrado en su propia sede. 

 

A pesar de lo mencionado en el párrafo anterior, resultaría lamentable que 

se terminara la interrelación que existe entre las distintas universidades 

participantes, pues la pluralidad de orígenes y formación de los profesores, 

graduados de diversas universidades extranjeras y del país y que viven distintas 

realidades en sus estados de origen ha permitido un sano debate de las ideas al 

interior del doctorado y de los proyectos de investigación. Además, se ha 

encontrado una buena respuesta para la elaboración de productos académicos 

colectivos, prueba de ello son las obras que a continuación se señalan: la primera 

de ellas editada por la Universidad Michoacana denominada “Los horizontes del 

Derecho”. La segunda denominada Varía Jurídica, temas ideas, reflexiones,  

editorial UBIJUS y Universidad de Guanajuato, elaboradas por profesores y 

alumnos del DID. 
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Por lo anterior, sería deseable que los posgrados que se formen a partir de 

los recursos humanos generados por el DID contemplen la pertinencia de 

continuar con los lazos académicos con distintas universidades y no se constriñan 

a discusiones cerradas que pueden generar un modelo endogámico. 

 

V. CONCLUSIONES 

 

Un programa como el que se ofrece a través del DID, resulta enriquecido a través 

de la suma de los esfuerzos humanos y materiales obtenidos de la diversidad que 

implica su aportación por parte de universidades de distintos estados de la 

república, pues conlleva la posibilidad de allegar distintas realidades y 

experiencias a través de personas que las conocen a partir de su vida cotidiana.  

Así, el sistema se convierte además en una oportunidad para compartir y 

comparar vivencias y conocimientos, e incluso para fortalecer relaciones 

interinstitucionales y personales. 

 

En un aspecto teleológico, se podría afirmar que el DID tiene por objeto la 

formación de profesionales del Derecho que sean proactivos en el ejercicio de sus 

actividades y que sean capaces de generar estudios en la materia para avanzar 

en el conocimiento científico y humanístico.  Obviamente, también se aspira a 

preparar personas que puedan abonar a la ulterior formación de otros 

investigadores en aras de obtener un liderazgo intelectual.  

 

Un resultado tangible de la producción intelectual generada a partir del DID 

resultan ser las investigaciones producidas por sus integrantes en diversos rubros, 

enfocados en temas de impacto local, tales como: la materia ambiental; la 

situación de la administración e impartición de justicia; el desarrollo urbano; la 

seguridad pública; la incidencia regional de los tratados internacionales en materia 

de derechos humanos; el parlamentarismo local y la distribución de competencias 

entre los poderes locales, por mencionar algunos. 
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De esta forma, el DID resulta ser un mecanismo para generar una mayor 

cantidad de investigadores en el área del Derecho a fin de que en un futuro 

puedan llevar a cabo un Programa de Doctorado en Derecho en cada una de las 

instituciones que actualmente integran el programa, con el fin de acrecentar la 

oferta educativa y su calidad en el ramo de forma tal que impacte no sólo en el 

nivel de posgrado y licenciatura, así como en el desarrollo de la investigación 

jurídica. 

 

Dispuesto lo anterior, es posible concluir que el modelo que ofrece el DID 

podría replicarse en otras regiones del país con la intención de incrementar la 

capacidad científica en el área del Derecho y el estudio de problemas jurídicos en 

distintas regiones. 
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II.1. SENTENCIA DICTADA POR LA PRIMERA SALA, RESPECTO A LA 

INEXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN AFIRMATIVA FICTA  

INTRODUCCIÓN 

En este proceso se impugnó el acto considerado por el actor como resolución 

afirmativa recaída a su solicitud de pago de diversas prestaciones derivadas de un 

Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios y Tiempo Determinado que suscribió 

para ejecutar la rehabilitación de una planta de tratamiento de aguas residuales. 

Sin embargo, se determinó el sobreseimiento del proceso por inexistencia 

del acto impugnado, toda vez que ya que no se comprobó la existencia de la 

resolución afirmativa ficta demandada por la parte actora, debido a que dicha 

figura jurídica no se encuentra señalada expresamente en ningún caso dentro de 

la abrogada Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato, legislación aplicable al caso concreto con 

relación al Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios y Tiempo Determinado 

que celebró con la Junta de Agua Potable y Alcantarillado del municipio de ******* 

A S U N T O 

Sentencia del proceso administrativo ***/1ªSala/12, promovido por el ingeniero 

***************** en su carácter de apoderado de la empresa denominada 

**********************., mediante el cual demanda la resolución afirmativa ficta 

respecto de la solicitud que dirigió el 24 veinticuatro de febrero de 2012 dos mil 

doce al Presidente del **************************, en la que solicitó el pago de 

diversas prestaciones derivadas del Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios 

y Tiempo Determinado No. ******************, relativo a la rehabilitación de la planta 

de tratamiento de aguas residuales de la ciudad de **********. 

A N T E C E D E N T E S 

Primero.  Por escrito recibido en la Secretaría General de Acuerdos de este 

Tribunal el 1 uno de agosto de 2012 dos mil doce, turnado a esta Primera Sala el 
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mismo día mediante el oficio número 2265/2012, compareció por el ingeniero 

***************** en su carácter de apoderado de la empresa denominada 

*********************a demandar la resolución afirmativa ficta en los términos 

descritos anteriormente. 

Segundo.  En actuación de 3 tres de agosto de 2012 dos mil doce se 

formuló requerimiento al promovente a fin de que corrigiera y completara su 

escrito de demanda de acuerdo con los requisitos previstos en los artículos 265 y 

266 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato. 

Tercero.  Mediante acuerdo emitido el 16 dieciséis de agosto de 2012 dos 

mil doce se tuvo al apoderado legal de la empresa ******************************* por 

cumpliendo el requerimiento que se le practicó. En consecuencia, se admitió a 

trámite la demanda y se ordenó correr traslado de la misma y de sus anexos a la 

Junta de Agua Potable y Alcantarillado de **********, Guanajuato, a fin de 

emplazarla al proceso y de que emitiera contestación.  

Asimismo, se admitieron las pruebas documentales ofrecidas por la parte 

actora, así como el cotejo y compulsa de las aportadas en copia simple con sus 

originales en caso de requerirse. También se admitió la prueba presuncional en su 

doble aspecto y se requirió a la autoridad demandada la exhibición de copia 

certificada de los documentos que le fueron solicitados mediante escrito de fecha 

17 diecisiete de abril de 2008 dos mil ocho. 

Por otra parte, se tuvo al apoderado legal de la empresa demandante por 

designando autorizados legales e indicando domicilio para recibir notificaciones, y 

finalmente se requirió a las partes que manifestaran su voluntad acerca de la 

publicación de sus datos personales en caso de presentación de solicitud de 

acceso a información. 

Cuarto. En actuación de 19 diecinueve de octubre de 2012 dos mil doce se 

requirió al Presidente del **************************, a fin de que completara su 
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escrito de contestación a través de la presentación del documento que ofreció 

para acreditar su personalidad, apercibiéndosele de que en caso contrario se le 

tendría por no contestando la demanda. 

Quinto. Por acuerdo de 7 siete de enero de 2013 dos mil trece se tuvo al 

representante legal y presidente de la Junta de Agua Potable y Alcantarillado de 

**********, Guanajuato, por acreditando su personalidad.  Dado lo anterior, se tuvo 

a la autoridad por contestando en tiempo y forma legales la demanda.   

Asimismo, se admitieron las pruebas documentales que ofreció; la 

presuncional legal y humana en lo que resulte favorable a su interés y la 

confesional a cargo del ingeniero *****************, ordenándose la citación de dicha 

persona para que se presentara ante esta Sala el 5 cinco de marzo de 2013 dos 

mil trece a las 12:00 horas.   

En el mismo proveído, se admitió la prueba testimonial ofrecida por la 

autoridad demandada a cargo de los ingenieros ****************y ******************** 

Por otra parte, se tuvo a la autoridad por cumpliendo el requerimiento que 

se le formuló y por exhibiendo las copias certificadas que se le solicitaron; y se le 

tuvo por designando autorizados legales, así como por no indicando domicilio para 

recibir notificaciones, razón por la que se ordenó su práctica mediante estrados. 

Sexto.  Hecho lo anterior, en el mismo acuerdo de 7 siete de enero de 2013 

dos mil trece se citó a audiencia de alegatos a las 12:00 horas del 5 cinco de 

marzo de 2013 dos mil trece, en cuya celebración se tuvo por desierta la prueba 

testimonial ofrecida a cargo de *******y se desahogó la ofrecida por parte de ******   

En la misma diligencia, se desahogó la prueba confesional a cargo de 

***********************respecto de las posiciones que se calificaron de legales. 

Finalmente, se tuvieron por recibidos los escritos de alegatos presentados 

por ambas partes del proceso. 
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C O N S I D E R A C I O N E S 

Primera. Esta Primera Sala es competente para conocer y resolver sobre la 

legalidad del acto impugnado, de conformidad con los artículos 1, fracción II, y 249 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato; así como 1, 2, 3, 6 fracción I y 20 fracción X de la Ley 

Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, con relación a los artículos 

4, párrafos primero y tercero, y 206*A párrafo primero de la Ley Orgánica 

Municipal para el Estado de Guanajuato, ordenamientos legales vigentes al inicio 

del proceso que se resuelve. 

Segundo.  Las causales de improcedencia se analizan de oficio o a petición 

de parte por ser cuestiones de orden público, conforme a lo dispuesto en párrafo 

final del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato. 

Al respecto, se advierte la actualización de la causal de improcedencia 

contenida en el artículo 261 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que dicta: 

ARTÍCULO 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos 

o resoluciones: 

VI. Que sean inexistentes, derivada claramente esta circunstancia de 

las constancias de autos; […] 

La configuración de dicha causal se determina con base en lo siguiente. 

En este caso, el ingeniero *****************, apoderado de la empresa 

denominada **********************., demandó la resolución afirmativa ficta respecto 

de la solicitud que dirigió el 24 veinticuatro de febrero de 2012 dos mil doce al 

Presidente del **************************, en la que solicitó el pago de diversas 

prestaciones derivadas del Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios y Tiempo 
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Determinado No. ******************, relativo a la rehabilitación de la planta de 

tratamiento de aguas residuales de la ciudad de **********. 

Ahora bien, la figura de la resolución afirmativa ficta se regula en el Libro 

Segundo, Título Tercero, Capítulo Único (titulado ―De la Negativa y Afirmativa 

fictas‖) del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato, cuyo contenido se cita a continuación: 

ARTÍCULO 153. Las autoridades administrativas del Estado y sus 

municipios están obligadas a contestar por escrito o por medios electrónicos 

cuando proceda, las peticiones formuladas por los particulares, dentro de los 

plazos que señalan las disposiciones jurídicas aplicables. A falta de 

disposición legal expresa, las autoridades deberán producir sus respuestas 

dentro de los siguientes treinta días a partir de la recepción del pedimento, 

con independencia de la forma o medios utilizados para su formulación.  

Una vez transcurrido el plazo, si la autoridad administrativa no ha emitido la 

resolución correspondiente operará la afirmativa o la negativa fictas 

conforme al presente Código. 

Cuando se requiera al promovente para que exhiba los documentos omitidos 

o cumpla con requisitos formales o proporcione los datos necesarios para su 

resolución, el plazo empezará a correr desde que el requerimiento haya sido 

cumplido. 

ARTÍCULO 154. Transcurridos los plazos citados en el artículo anterior sin 

que se notifique la resolución expresa, se entenderá que ha operado la 

negativa ficta, que significa decisión desfavorable a los derechos e intereses 

jurídicos de los peticionarios, para efectos de su impugnación. 

ARTÍCULO 155. La afirmativa ficta, que significa decisión favorable a los 

derechos e intereses jurídicos de los peticionarios por falta oportuna de 
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respuesta de la autoridad administrativa, procederá en los casos que 

expresamente señalen las leyes.  

En esos casos, el interesado podrá solicitar al superior jerárquico de la 

autoridad administrativa ante la que presentó la petición o a ésta cuando no 

esté sujeta a relación de jerarquía, la certificación de que ha operado en su 

favor la afirmativa ficta. Dentro de los tres días posteriores a la presentación 

de la solicitud de la certificación, la autoridad deberá expedirla, salvo cuando 

el interesado no cumpla con los supuestos y requisitos de procedencia 

establecidos en la Ley de la materia. 

En caso de que la autoridad administrativa competente no dé respuesta a la 

solicitud de certificación dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, los 

peticionarios acreditarán la existencia de la resolución afirmativa ficta, que 

producirá todos sus efectos legales ante las autoridades administrativas y los 

particulares, con la presentación de los documentos con acuse de recibo 

original que contengan tanto la petición formulada como la solicitud de 

certificación en los que aparezca claramente el sello fechador original de la 

dependencia o entidad de la administración pública del Estado o de sus 

municipios, o la constancia de recepción con firma original del servidor 

público respectivo. Tratándose de solicitudes presentadas por medios 

electrónicos, se demostrará con el acuse de recibo electrónico que se haya 

expedido. 

ARTÍCULO 156. La resolución afirmativa ficta no operará tratándose de 

peticiones que tengan por objeto la transmisión de la propiedad o la 

posesión de bienes del Estado, municipios y entidades de carácter estatal o 

municipal; la afectación de derechos de terceros; el otorgamiento o 

modificación de concesiones; registro, autorización o reconocimiento de 

validez oficial de estudios; autorizaciones de fraccionamientos y desarrollos 

en condominio; licencias de uso del suelo y su modificación, y, resolución de 

recursos administrativos. Tampoco se configurará, cuando la petición se 
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hubiese presentado ante autoridad incompetente, ni en los casos de 

sanciones administrativas de los servidores públicos, ni para la destitución 

de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública del Estado o de los 

municipios. 

ARTÍCULO 157. El superior jerárquico del servidor público que hubiese 

incurrido en silencio administrativo y, por consecuencia, hubiere operado la 

negativa o afirmativa ficta, impondrá las sanciones que correspondan 

conforme a lo establecido en la Ley de Responsabilidades Administrativas 

de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios y en 

la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de 

Guanajuato. Para la imposición de las sanciones se considerará la 

afectación al erario o al orden público.  

De los preceptos legales anteriormente transcritos, se destaca lo dispuesto 

en el artículo 155 párrafo primero del código en mención, que define que la 

afirmativa ficta significa una decisión favorable a los derechos e intereses jurídicos 

de los peticionarios por falta oportuna de respuesta de la autoridad administrativa, 

la cual procederá en los casos que expresamente señalen las leyes.  

Lo anterior evidencia que para la actualización de una resolución afirmativa 

ficta, es condición primaria que su procedencia se encuentre establecida en la ley 

relativa al asunto de que se trate.  Es decir, de acuerdo con la norma en mención, 

la resolución afirmativa ficta debe estar prevista en una ley sustantiva para que 

pueda proceder su actualización conforme al código procesal administrativo de 

nuestro estado. 

Ahora bien, en el caso concreto la pretensión del demandante con relación 

a la resolución afirmativa ficta que demanda, radica en la obtención del pago de 

diversas prestaciones derivadas del Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios 

y Tiempo Determinado No. ******************, celebrado el 16 dieciséis de diciembre 

de 1998 mil novecientos noventa y ocho por la Junta de Agua Potable y 

Alcantarillado de **********, Guanajuato, y la empresa *******************************, 
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relativo a la rehabilitación de la planta de tratamiento de aguas residuales de la 

ciudad de **********. 

Derivado de lo anterior, se advierte que la ley aplicable a la realización de 

una obra con pública a precios unitarios y tiempo determinado en el año de 1998 

mil novecientos noventa y ocho se localiza en la extinta Ley de Obra Pública para 

el Estado y los Municipios de Guanajuato, expedida mediante el decreto número 

250 de la Quincuagésima Sexta Legislatura,  publicada en el Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado de Guanajuato número 94, de 22 veintidós de noviembre de 

1996 mil novecientos noventa y seis; que fue abrogada por la entrada en vigor de 

la Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato, expedida mediante el decreto número 66 de la 

Quincuagésima Novena Legislatura, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado de Guanajuato número 44, Cuarta Parte, de 25 veinticinco de mayo de 

2004 dos mil cuatro. 

Con relación a la resolución afirmativa ficta demandada en este asunto, 

resulta trascendental e inexorable el hecho de que la abrogada Ley de Obra 

Pública para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no prevé la configuración 

de dicha ficción legal dentro de sus disposiciones, requisito insoslayable para 

consolidar su existencia a través de lo indicado en el artículo 155 párrafo primero 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato, que señala como requisito de procedencia el que se 

encuentre señalada expresamente en ley que corresponda, siendo tal la 

mencionada en este párrafo. 

Por lo tanto, es de concluirse que si la figura de la resolución afirmativa ficta 

no se encuentra señalada expresamente en la ley aplicable al caso concreto –es 

decir, la abrogada Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato–, no es dable sostener su 

existencia solamente con apego en normas adjetivas, como lo son las contenidas 
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en el artículo 155 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato. 

Lo resulta es así porque, con independencia y anterioridad a la 

demostración de la solicitud y la certificación aludidos el citado artículo, está el 

inexcusable requisito de procedencia que, se reitera, consiste en que la figura de 

la resolución afirmativa ficta esté prevista por la ley de la materia con prelación al 

cumplimiento de los subsecuentes requisitos legales que señala el artículo 155 del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios 

de Guanajuato. 

Al respecto, es dable destacar que aun en la actual Ley de Obra Pública y 

Servicios Relacionados con la Misma para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, tampoco se encuentra prevista la figura de la resolución afirmativa 

ficta. 

La postura adoptada en los párrafos anteriores se corrobora con la tesis 

que, por analogía con el tema tratado, se cita para mayor explicación. 

AFIRMATIVA FICTA DERIVADA DE LA FALTA DE RESPUESTA A UNA 

SOLICITUD DE LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN. PARA RESOLVER SI SE 

ACTUALIZA, DEBE APLICARSE LA LEY DE DESARROLLO URBANO, 

POR SER LA ESPECIAL QUE RIGE EL ACTO (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE JALISCO).  Cuando una norma especial regula una situación 

concreta, resulta improcedente aplicar una general o suplir con ésta, aun 

cuando se refieran a una misma figura jurídica, pues la primera se expidió 

para una materia específica, es decir, con carácter especial; por tanto, ésta 

prevalece sobre aquélla. Siguiendo este principio, para resolver si se 

actualiza la afirmativa ficta derivada de la falta de respuesta a una solicitud 

de licencia de construcción, con base en disposiciones de la Ley de 

Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco y de la Ley del Procedimiento 

Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios, que regulan dicha 

figura de manera distinta, en cuanto a plazos y formalidades, debe aplicarse 
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el primero de tales ordenamientos, por ser la legislación especial que rige el 

acto, pues regula en forma íntegra el trámite de la solicitud de revisión de un 

proyecto de edificación con el fin de obtener una licencia o permiso de 

 La referencia de la tesis anterior como sostén de la postura adoptada en 

este fallo se valida de conformidad con las consideraciones previstas en la 

jurisprudencia que se cita a continuación: 

TESIS DE LA SUPREMA CORTE QUE NO INTEGRAN 

JURISPRUDENCIA. ES CORRECTO APOYARSE EN LOS CRITERIOS 

SUSTENTADOS EN ELLAS.  La circunstancia de que la ejecutoria de la 

Suprema Corte de Justicia invocada no tenga el carácter de jurisprudencia, 

no la hace inaplicable sólo por esa razón, ya que no existe precepto legal 

alguno en el sentido de que únicamente deban citarse tesis 

jurisprudenciales, máxime que es un principio reconocido el de que los 

Derivado de lo anterior, debe concluirse q

Con base en los argumentos y fundamentos legales expuestos en este 

apartado, se concluye la actualización de la causal improcedencia contenida en el 

artículo 261 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para 

el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que no se comprobó la existencia de 

la resolución afirmativa ficta demandada por la parte actora, debido dicha figura 

                                                           

registro 203701. 
 

construcción. 

que la señalada ficción jurídica 

resulta inexistente en la materia de estudio, pues no se establece su configuración 

en ningún caso en la abrogada Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con 

la Misma para el Estado y los Municipios de Guanajuato. 

tribunales pueden adecuar su criterio a los de mayor jerarquía.  

 Ius 2012, disco compacto, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2009, 

registro 166248. 

 Ius 2012, disco compacto, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1995, 
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jurídica no se encuentra señalada expresamente en ningún caso dentro de la 

abrogada Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato, legislación aplicable al caso concreto con 

relación al Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios y Tiempo Determinado 

No. ******************, celebrado el 16 dieciséis de diciembre de 1998 mil 

novecientos noventa y ocho por la Junta de Agua Potable y Alcantarillado de 

**********, Guanajuato, y la empresa *******************************, relativo a la 

rehabilitación de la planta de tratamiento de aguas residuales de la ciudad de 

**************. 

Al actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 

fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se declara el 

sobreseimiento del proceso administrativo ***/1ª Sala/12, lo anterior con 

fundamento en el artículo 262 fracción II del mismo ordenamiento legal. 

 

Por lo anteriormente expuesto y en Derecho fundado se:  

 R E S U E L V E  

Primero. Esta Primera Sala resultó competente para conocer y resolver el 

proceso administrativo número ***/1ª Sala/12, atento a lo dispuesto en la 

Consideración Primera de esta sentencia. 

Segundo. Al actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 

261 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se declara 

el sobreseimiento del proceso, lo anterior con fundamento en el artículo 262 

fracción II del mismo ordenamiento legal y de conformidad con los argumentos 

sostenidos en la Consideración Tercera de este veredicto. 

Notifíquese personalmente a las partes la presente sentencia y en su 

oportunidad procesal, archívese el presente expediente como asunto totalmente 

concluido y dese de baja del Libro de Registro de esta Primera Sala. 
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Así, lo resolvió y firma el licenciado Arturo Lara Martínez, Magistrado 

Propietario de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Guanajuato, quien actúa legalmente asistido de la Secretaria de Estudio 

y Cuenta, licenciada Mariana Martínez Piña, quien da fe. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
79 

II.2. SENTENCIA DICTADA POR LA SEGUNDA SALA, RELATIVA A LA 

RECLAMACIÓN DE INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL  

 

INTRODUCCIÓN 

 

Se probó la existencia de la relación de causalidad entre la actividad administrativa 

irregular de los sujetos obligados y el daño producido a los sujetos accionantes: la 

muerte de un menor de edad, condenándose además a la indemnización por 

concepto de daño moral. 

RESULTANDO: 

 

PRIMERO. Mediante escrito recibido en la Guardia Vespertina-Nocturna de 

este Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato el día 6 

seis de septiembre de 2012 dos mil doce y turnado a esta Segunda Sala el 

subsiguiente día 7 siete de igual mes y año, los ciudadanos ------------------------------

------- y ------------------------, en su carácter de herederos legítimos de su finado hijo 

que en vida respondiera al nombre de ------------------------, promovieron 

reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial en contra del sujeto 

obligado y por la actividad administrativa irregular que a continuación se señalan: 

 

a) Sujeto obligado: La Secretaría de -------------------------por sus siglas ----- 

b) Actividad administrativa irregular: La omisión en que incurrió el Jefe 

de --------------------------------, de adoptar las medidas de seguridad 

elementales -inherentes a su cargo- para salvaguardar la integridad de 

las personas que acuden a recibir atención médica a dicho centro 

hospitalario, ante el hecho de que la cisterna que abastece de agua a la 

clínica se encontrara destapada y a su máximo nivel de capacidad; 

representando un peligro inminente para los derechohabientes, entre 

ellos su menor hijo, quien resintió un daño en el bien jurídico elemental -

la vida- al caer dentro del aljibe y perecer ahogado.    
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Asimismo, manifestaron los sujetos accionantes como petición el pago de la 

cantidad de ********* por concepto de indemnización por el daño ocasionado a la 

persona de quien en vida respondió al nombre de ------------------------ –mismo que 

le produjo la muerte-; por concepto de daño moral, así como la actualización de 

dicho monto. -------------   

 

SEGUNDO. Por acuerdo de fecha 10 diez de septiembre de 2012 dos mil 

doce se admitió a trámite la demanda de reclamación de indemnización y se 

ordenó correr traslado de la misma y sus anexos a los sujetos obligados a fin de 

que rindieran el informe de ley, teniéndole a la parte accionante por ofrecidas y 

admitidas las pruebas documentales que acompañó a su escrito. Asimismo, se 

requirió al Delegado del Ministerio Público del Fuero Común de -------------------------

-------, Guanajuato para que remitiera copias certificadas de la Averiguación Previa 

número ****, así como también a los promoventes para que, una vez que obraran 

en su poder, presentaran las diversas copias certificadas de la declaratoria de 

herederos dictada dentro del expediente ----- radicado en el Juzgado Segundo 

Civil de Pénjamo, Guanajuato. 

 

TERCERO. Por auto fechado el 27 veintisiete de septiembre de 2012 dos 

mil doce se tuvo a la parte accionante por anexando las copias certificadas de la 

declaratoria de herederos, anunciada en su escrito inicial.  

 

CUARTO. Mediante proveído del 17 diecisiete de octubre de 2012 dos mil 

doce se tuvo al Apoderado Legal de la -------------------------------- ambos del Estado 

-sujetos obligados- por rindiendo informe, y se le admitieron las pruebas 

documentales anexas a su escrito. Por último, se declaró abierto el periodo 

probatorio por el término legal.  

 

QUINTO. A través del acuerdo con data del 16 dieciséis de noviembre de 

2012 dos mil doce se admitió la confesional expresa ofrecida por los accionantes, 

derivada del informe rendido por el sujeto obligado, no así la diversa confesional a 
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cargo del trabajador del------------------ de --------------------------------, Guanajuato, al 

no ser parte en el presente.  

 

SEXTO. El día 10 diez de enero de 2013 dos mil trece se ordenó el dictado 

de la sentencia respectiva, al haber concluido el periodo probatorio y no existir 

pruebas pendientes de desahogo.  

 

CONSIDERANDO: 

 

PRIMERO. Esta Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato es competente para tramitar y resolver el 

presente procedimiento de responsabilidad patrimonial, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 21 segundo párrafo, fracción I de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, así como 

en el diverso numeral 20, penúltimo párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato.  -----  

 

SEGUNDO. En cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 35 

de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de 

Guanajuato, esta Sala procede a fijar clara y precisamente los puntos 

controvertidos en el procedimiento que nos ocupa:  

 

De lo expuesto por los sujetos accionantes en su escrito de reclamación, 

así como de las constancias que integran el procedimiento se desprende: 

 

Que el día 6 seis de septiembre del 2011 dos mil once, aproximadamente 

las 12:30 de la tarde, la accionante ------------------------------------- acudió en 

compañía de su madre *******, y su menor hijo ------------------------ de tres años de 

edad al------------------ de la ciudad de --------------------------------, Guanajuato. 
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Que al encontrarse formados esperando la asignación del turno para la 

atención de ****** se ubicaron a un lado de la rampa de la escalera de dicho 

hospital, y de dicha rampa pendía una lona que casi llegaba al suelo y en la cual 

se anunciaban medidas de prevención para el cáncer en la mujer. 

 

Asimismo la accionante manifestó, que al estar esperando parados y 

formados en la fila, el menor ------------------------ caminó ligeramente en dirección 

hacia la lona que pendía de la rampa de la escalera y cayó de manera 

intempestiva a una cisterna o aljibe que se encontraba justamente debajo de dicha 

escalera, el cual –inexplicablemente- no tenía colocada la tapa. 

 

Ante tal circunstancia, ------------------------------------- señaló que se arrojó al 

piso y trató de sacar a su hijo sin obtener éxito alguno, por lo que al solicitar auxilio 

varias personas se acercaron y algunas de ellas –la que sabían nadar- ingresaron 

en diferentes momentos a la cisterna en el intento de recatarlo; sin embargo, 

después de varios minutos lograron sacarlo pero ya sin vida. 

 

De igual forma la parte accionante externó, que con motivo de los hechos 

acaecidos se integró la averiguación previa ****** y que en esa indagatoria obra 

entre otros documentos el profesiograma en el que se establecen las obligaciones 

inherentes al puesto desempeñado por el ciudadano ------------------ Jefe de ----------

----------------------, destacando entre ellas las siguientes: 

 

a) Efectuar la aplicación de medidas preventivas y correctivas a la 

maquinaria y equipo.  

b) Tomar decisiones sobre los problemas que surjan derivados de la 

aplicación de normas e instructivos de su área. 

 

En ese contexto, los sujetos accionantes consideraron que el funcionario 

adscrito a la persona moral oficial –hoy sujeto obligado- tenía la ineludible 

obligación de adoptar las medidas de seguridad mínimas e indispensables para 
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evitar un siniestro como el acaecido a su menor hijo, pues el hecho de que la 

cisterna del nosocomio careciera de la tapa, dicha irregularidad representaba un 

peligro inminente para las personas que acuden a dicha institución de salud. 

 

Más aún porque apreciaron, que ante la falta de señalamientos que 

advirtieran las condiciones en que se encontraba el aljibe –abierto y a su máxima 

capacidad- tal situación representaba una trampa mortal para los 

derechohabientes, y para mayor fatalidad la lona que el personal de la clínica hizo 

pender de la rampa de la escalera, lienzo que –según su dicho- provocó una 

visibilidad prácticamente nula de la tapa de la cisterna.      

 

En ese sentido estimaron, que el personal del nosocomio, al omitir 

implementar las medidas de seguridad elementales para salvaguardar la 

integridad de las personas que acuden a recibir atención médica al centro 

hospitalario, causó un daño en la persona de su menor hijo ------------------------ 

como consecuencia de la actividad administrativa irregular desplegada, lo que 

trajo como consecuencia el fatal deceso del menor.  

 

Lo anterior -a dicho de los sujetos accionantes- implicó un daño al bien 

jurídico elemental tutelado –la vida- de su menor hijo que no estaban obligados 

jurídicamente a soportar, toda vez que como consecuencia del ilegal proceder del 

sujeto obligado–incumplimiento de su obligación de prever el adecuado 

funcionamiento de las instalaciones del hospital- su hijo pereció ahogado, sin que 

la sujeto accionante estuviera en posibilidad de advertir la existencia de una 

cisterna y el peligro que esta representaba al encontrarse en condiciones 

anómalas –sin tapa y cubierto el lugar con una lona-. 

 

Por lo tanto discurrieron, que el daño sufrido en la persona de su menor hijo 

que le ocasionó la muerte, por la conducta omisiva del Jefe de Servicios y 

Mantenimiento Especializado del------------------ de --------------------------------, 
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Guanajuato, dependiente de la Secretaría de Salud del Estado motivó la 

responsabilidad patrimonial real y cuantificable que asciende a la cantidad de **** 

 

Constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en el presente 

procedimiento de responsabilidad patrimonial.  

 

Por su parte, los sujetos obligados -en su informe- solicitaron el 

sobreseimiento del procedimiento bajo el argumento de que no quedó acreditada 

la actividad administrativa irregular. 

 

Según su dicho, en la averiguación previa número **** iniciada por el 

fallecimiento del menor ------------------------ acaecido en el aljibe del------------------ 

de la ciudad de --------------------------------, Guanajuato el Ministerio Público acordó 

su reserva, pues determinó que –en actuaciones- no se encontraba acreditada la 

probable responsabilidad de persona alguna. ------------------------------  

 

TERCERO. Conforme a lo establecido por el artículo 26, en íntima 

vinculación a lo dispuesto en el diverso numeral  27, ambos de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, por 

cuestiones de orden público -previo al estudio del fondo del asunto- esta Sala 

procede al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento 

previstas en los preceptos normativos antes citados.  

 

Así, en el presente procedimiento de responsabilidad patrimonial los sujetos 

obligados hicieron valer el sobreseimiento del mismo, al tenor de la causal prevista 

en la fracción III del artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del 

Estado y los Municipios de Guanajuato, pues consideraron que no se probó la 

existencia del acto irregular.  

 

Sin embargo, quien resuelve determina que no les asiste la razón a los 

sujetos obligados, toda vez que de las constancias que integran el procedimiento 
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en el que se actúa claramente se desprende que la actividad irregular de la 

Secretaría de Salud del Estado de Guanajuato y/o el Instituto de Salud Pública del 

Estado de Guanajuato quedó plenamente acreditada.    

 

En efecto, los artículos 1, 3 y 5 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial 

del Estado y los Municipios de Guanajuato, establecen:  

 

«Artículo 1º.- La presente Ley es Reglamentaria del segundo párrafo del 

artículo 123 de la Constitución Política del Estado de Guanajuato; sus 

disposiciones son de orden público e interés general. La responsabilidad 

patrimonial a cargo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del 

Estado, los Municipios, y los Organismos Autónomos por su actividad 

administrativa irregular, es objetiva y directa, y la indemnización deberá 

ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las 

demás disposiciones legales a que la misma hace referencia. Las 

indemnizaciones por pago de daño a cargo del Estado o de los Municipios, 

previstas en otros ordenamientos y que no se regule la forma de su 

cuantificación, se determinarán aplicando las disposiciones contenidas en 

la presente Ley.».  

«Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley la actividad administrativa 

irregular es aquella que cause daño a la persona, bienes o derechos 

de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlo, 

en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación 

para legitimar el daño.».  

«Artículo 5.- El daño que motive la responsabilidad patrimonial que se 

reclame, habrá de ser real y cuantificable en dinero.». (El resaltado es 

propio). 

 

Tal y como lo prevén los artículos transcritos, los Poderes Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial del Estado, los Municipios, y los Organismos Autónomos 

deben responder cuando por motivo de su actividad administrativa irregular, 



 
86 

ocasionen algún daño a los particulares. Este daño debe reunir las siguientes 

características: ser real y ser cuantificable en dinero.  

 

En este entendido, cualquier otra actividad que no sea catalogada como 

administrativa, no obstante su irregularidad, no será susceptible de reparación en 

los términos de ésta Ley. 

 

De las constancias que obran en autos y en específico de la demanda de 

reclamación presentada por los sujetos accionantes, se desprende que la 

actividad administrativa irregular que la parte accionante le atribuyó al sujeto 

obligado se tradujo en la omisión en que incurrió el funcionario encargado del 

mantenimiento de las instalaciones del------------------ de la ciudad de ------------------

--------------, Guanajuato -dependiente de la Secretaría de Salud- de adoptar las 

medidas de seguridad mínimas e indispensables para evitar un siniestro como el 

que ocurrió –muerte de su menor hijo-, ante la existencia de una cisterna abierta -

sin tapa- y a su máximo nivel de capacidad, además de la presencia de una lona 

que cubría el lugar donde se encontraba dicho aljibe, haciendo nula toda 

visibilidad del mismo. 

 

De tal forma estimaron, que dicho funcionario no cumplió con sus 

obligaciones inherentes a su puesto, contenidas en el documento denominado 

Profesiograma -aportado en la indagatoria iniciada con motivo del fallecimiento de 

su menor hijo-, relativas a la aplicación de medidas preventivas y correctivas a la 

maquinaria y equipo y a la toma de decisiones sobre los problemas que surjan 

derivados de la aplicación de normas e instructivos de su área. 

 

Para acreditar lo anterior, las partes aportaron como pruebas de su 

intención la copia certificada de la totalidad de las actuaciones que integraron la 

Averiguación Previa 4145/2011, radicada en la Delegación del Ministerio Público 

de la ciudad de --------------------------------, Guanajuato –obrantes de fojas 35 a 117 

del expediente original-. 
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Instrumento que, al no haber sido objetado en términos de lo dispuesto en 

el ordinal 145 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, 

hace prueba plena a la luz de los numerales 96 fracción II, 132, 202, 207, 212 del 

mismo ordenamiento, de aplicación supletoria según lo previsto en el artículo 31 

de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de 

Guanajuato.  

 

Igualmente la parte accionante ofreció la confesional expresa de los sujetos 

obligados al rendir su informe, relacionada con el daño que sufrió su menor hijo –

ahogamiento en el aljibe del------------------ de --------------------------------, 

Guanajuato- Medio de prueba que genera plena convicción en este resolutor, de 

conformidad a lo estipulado en los artículos 96 fracción I, 98, 99, 202, 204 y 205 

del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, de aplicación 

supletoria al tenor de lo dispuesto en la pieza articular 31 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato.    

 

Hechos que además fueron admitidos por la parte obligada, a la luz de lo 

preceptuado en el ordinal 338 del supletorio Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Guanajuato, al no haber sido refutados en su informe. Numeral 

que a la letra dice: 

 

«ARTÍCULO 338. La demanda deberá contestarse negándola, 

confesándola u oponiendo excepciones. El demandado deberá referirse 

a todos y cada uno de los hechos comprendidos en la demanda, 

afirmándolos, negándolos, expresando los que ignore por no ser 

propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se tendrán por 

admitidos los hechos sobre los que explícitamente el demandado no 

suscitare controversia, sin admitírsele prueba en contrario. La negación 

pura y simple del derecho importa la confesión de los hechos; la 

negación de estos no implica la negación del derecho.». 
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En efecto, con base en las actuaciones que integran la indagatoria citada 

en los párrafos precedentes –específicamente con la inspección ministerial del 

lugar donde se encontraba la cisterna del------------------ del municipio de ----------

----------------------, Guanajuato y las declaraciones vertidas por los testigos 

presenciales el día de los hechos-, así como también con el reconocimiento de 

los sujetos obligados, este resolutor tiene por acreditado lo siguiente: 

 

Que el día 6 seis de septiembre de 2011 dos mil once, la cisterna que 

abastece de agua al nosocomio de referencia, misma que se ubica en el piso 

debajo de la escalera de acceso a la sala de espera, se encontraba destapada 

a su máxima capacidad de agua y dicha zona cubierta por una lona que pendía 

de la propia escalera –la cual impedía toda visibilidad-, sin que existiera a su 

alrededor ningún señalamiento sobre tener cuidado o precaución con el aljibe.       

 

Que derivado de tal situación, el menor hijo de los sujetos accionantes –

de escasos tres años de edad- se cayó dentro de la cisterna y como 

consecuencia de ello perdió la vida ahogado. 

 

Ahora bien, del documento denominado Profesiograma –visible a foja 72 del 

expediente original- aportado dentro de la Averiguación Previa 4145/2011, se 

desprenden las funciones atinentes al Jefe de Servicios y Mantenimiento 

Especializado del------------------ de --------------------------------,Guanajuato, referentes 

a las actividades técnico administrativas del área a su cargo de acuerdo a las 

normas y procedimientos vigentes. 

 

Luego, contrario a sus obligaciones el funcionario adscrito a la Secretaria de 

Salud del Estado –hoy sujeto obligado-omitió cerrar la cisterna colocándole su 

respectiva tapa; o bien, asegurar la zona colocando una señal que impidiera el 

paso a personas no autorizadas a la cisterna, preferentemente con la cinta 

delimitadora de identificación de zona de riesgo y acceso restringido, 
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documentadas en la «NORMA Oficial Mexicana NOM-003-SEGOB-2011, Señales 

y avisos para protección civil.- Colores, formas y símbolos a utilizar.».  

 

Lo anterior ante el conocimiento que dicho funcionario tenía de que el aljibe 

se encontraba abierto –sin la tapa- porque se estaba llenando de agua con una 

manguera, más aún a sabiendas de que cualquier persona –interna o externa- 

podía pasar por el lugar, pues así lo manifestó en su declaración vertida ante el 

Fiscal del fuero común –ver foja 63 vuelta del expediente original-. 

 

Sin embargo al no hacerlo así, con su conducta omisiva ocasionó un daño 

en el bien jurídico tutelado –la vida- del menor ------------------------, quien al caer a 

la cisterna falleció por asfixia por sumersión –ahogamiento-.  

 

Situación esta última –muerte- que quedó debidamente acreditada en 

actuaciones de la indagatoria ***, específicamente con el dictamen médico de 

necropsia número ****** de fecha 6 seis de septiembre de 2011 dos mil once, 

suscrito por la médico legista. 

 

Menoscabo que en forma alguna el infante tenía la obligación jurídica de 

soportarlo, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación 

que lo legitimara. 

 

En ese sentido es dable concluir, que se encuentra debidamente probada la 

existencia de la actividad administrativa irregular que se le atribuyó al sujeto 

obligado. Ello de conformidad a lo establecido en el artículo 3 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato.  

 

Sin que sea óbice para arribar a la anterior decisión, la manifestación de la 

parte obligada, en el sentido de que en la averiguación previa número ***** se 

determinó que no se encuentra acreditada la responsabilidad en contra de 

persona alguna, y que por ello no existe una actividad administrativa irregular. 
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En principio, porque los sujetos obligados pasaron por alto que para los 

efectos de configuración de la responsabilidad del Estado, no es determinante el 

que los particulares demuestren el actuar ilícito de los servidores públicos. 

 

Pues no debemos soslayar que por virtud de la reforma acaecida –adición- 

al artículo 113 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 

de junio de 2002 –misma que entró en vigor el 1uno de enero de 2004- la 

tradicional Teoría de la Culpa quedó superada.  

 

Optándose entonces por reconocer la responsabilidad directa del Estado, 

esto es, la posibilidad de que la víctima demande precisamente al Estado, por ser 

éste el único obligado a cubrir la totalidad de la indemnización -sin perjuicio del 

derecho que tenga de repetir en contra del funcionario o funcionarios 

responsables-.   

 

De ahí que la responsabilidad del estado sea directa y objetiva, al tenor de 

lo establecido en el segundo párrafo del ordinal 1 de la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato.    

 

Resulta aplicable al respecto, la jurisprudencia aprobada por nuestro Alto 

Tribunal Pleno, bajo la voz: 

 

«RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y 

DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Del segundo párrafo del numeral 

citado se advierte el establecimiento a nivel constitucional de la figura de 

la responsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su 

actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus bienes o 

derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a 

recibir una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos 
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que establezcan las leyes. A la luz del proceso legislativo de la adición al 

artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

se advierte que la "responsabilidad directa" significa que cuando en el 

ejercicio de sus funciones el Estado genere daños a los particulares en 

sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener 

que demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño 

reclamado, sino únicamente la irregularidad de su actuación, y sin tener 

que demandar previamente a dicho servidor; mientras que la 

"responsabilidad objetiva" es aquella en la que el particular no tiene el 

deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad 

irregular del Estado, entendida ésta como los actos de la administración 

realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las 

condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia 

administración.». (Novena Época, Registro: 169424, Instancia: Pleno, 

Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo XXVII, Junio de 2008, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 

42/2008, Página: 722.) (Resaltado y subrayado añadidos). 

 

Por el contrario, con el cúmulo de actuaciones que conforman la 

Averiguación Previa ***** se demuestra la objetividad de la responsabilidad del 

Estado, toda vez que quedó acreditada la ausencia de intencionalidad o dolo en la 

realización del daño –Teoría del Riesgo-. Según se desprende del Acuerdo de 

Reserva de fecha 14 catorce de diciembre de 2011 dos mil once, específicamente 

en el Considerando Cuarto –visible a fojas 95 vuelta y 96 del expediente original-     

Ilustra lo anterior –en lo conducente-, la jurisprudencia sostenida por el máximo 

Tribunal Pleno, en la Acción de inconstitucionalidad 4/2004, cuyo rubro y texto son 

del tenor literal siguiente: 

 

«RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. DIFERENCIA 

ENTRE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA. La adición al 

artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
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publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, tuvo 

por objeto establecer la responsabilidad patrimonial del Estado por los 

daños causados en los bienes y derechos de los ciudadanos, otorgándole 

las características de directa y objetiva. La diferencia entre la 

responsabilidad objetiva y la subjetiva radica en que mientras ésta implica 

negligencia, dolo o intencionalidad en la realización del daño, aquélla se 

apoya en la teoría del riesgo, donde hay ausencia de intencionalidad 

dolosa. Por otra parte, del contenido del proceso legislativo que dio origen 

a la adición indicada, se advierte que en un primer momento el 

Constituyente consideró la posibilidad de implantar un sistema de 

responsabilidad patrimonial objetiva amplia, que implicaba que bastaba la 

existencia de cualquier daño en los bienes o en los derechos de los 

particulares, para que procediera la indemnización correspondiente, pero 

posteriormente decidió restringir esa primera amplitud a fin de centrar la 

calidad objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado a los actos 

realizados de manera irregular, debiendo entender que la misma está 

desvinculada sustancialmente de la negligencia, dolo o intencionalidad, 

propios de la responsabilidad subjetiva e indirecta, regulada por las 

disposiciones del derecho civil. Así, cuando el artículo 113 constitucional 

alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si 

éste causa un daño al particular "con motivo de su actividad administrativa 

irregular", abandona toda intención de contemplar los daños causados por 

la actividad regular del Estado, así como cualquier elemento vinculado con 

el dolo en la actuación del servidor público, a fin de centrarse en los actos 

propios de la administración que son realizados de manera anormal o 

ilegal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los 

parámetros creados por la propia administración.». (Novena Época, 

Registro: 169428, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Junio de 2008, 

Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2008, Página: 719.) (Resaltado 

propio). 
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Por lo tanto, al determinarse la existencia de la actividad administrativa 

irregular, no es de sobreseerse la presente reclamación, al no actualizarse las 

causales previstas en los artículos 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato. ------------------- 

 

CUARTO. Por lo que respecta al daño que motiva la responsabilidad 

patrimonial reclamada, esta Sala considera que el menoscabo en el bien jurídico 

elemental -la vida-ocasionado al menor hijo de los sujetos accionantes –deceso 

por asfixia por sumersión-, además de que quedó acreditado, se encuentra 

directamente relacionado con la persona de quien en vida respondió al nombre de  

 

Daño que además fue desproporcional al que pudiera afectar 

ordinariamente al común de la población, ante las condiciones en que se 

encontraba la zona donde se ubicaba el aljibe donde pereció el menor –sin 

señalamientos y con una lona que impedía visibilidad de la existencia de la 

cisterna destapada, pues tales circunstancias no permitían alertar a las personas 

que se encontraban en el lugar sobre el riesgo que implicaba acercarse a dicha 

zona, mucho menos a la madre del menor –hoy sujeto accionante- para tomar las 

medidas necesarias respecto de su hijo, dado que no existe medio de prueba 

alguno aportado por el sujeto obligado -en el procedimiento en que se actúa- que 

demuestre la excepción a lo anterior. 

 

De conformidad a lo estipulado en el último párrafo del numeral 4 de la Ley 

de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato.   

 

Por otra parte, en términos del dictamen médico de necropsia número ****** 

de fecha 6 seis de septiembre de 2011 dos mil once, suscrito por la médico 

legista, obrante la indagatoria ******* –debidamente valorada en el Considerando 

que precede- quedó plenamente demostrado un daño real ocasionado en la 

persona del menor ------------------------ –deceso-.    
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De igual forma, de conformidad a lo estipulado en el artículo 13 Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, en íntima 

vinculación con el diverso ordinal 502 de la Ley Federal del Trabajo, es susceptible 

de ser cuantificable en dinero.  

 

Consecuentemente, es dable concluir la materialización de un daño real y 

cuantificable en dinero, que motive la responsabilidad patrimonial que reclaman 

los sujetos accionantes. ---------------------------------------------------------   

 

QUINTO. Una vez determinada la existencia de la actividad administrativa 

irregular que se atribuye en el presente procedimiento de responsabilidad 

patrimonial, conforme a lo establecido en la fracción III del artículo 35 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, se 

procederá a hacer el pronunciamiento -en todo caso- sobre la existencia o no de la 

relación de causalidad entre la actividad administrativa irregular y el daño 

causado. 

 

Así, tenemos que la Secretaría de -------------------------por sus siglas ------, 

mediante uno de sus servidores públicos en funciones, el ciudadano ------------------ 

Jefe de Servicios y Mantenimiento Especializado del------------------ de -----------------

---------------, Guanajuato, según se desprende del formato Único de Movimientos 

de Personal –obrante a foja 73 del expediente original-, el día 6 seis de septiembre 

de 2011 dos mil once, al llegar a laboral al centro hospitalario aproximadamente a 

las 8:30 horas, se percató que la tapa del aljibe que abastece de agua al 

nosocomio se encontraba abierta –a la mitad- porque se estaba llenado con una 

manguera; cisterna que se encuentra –en el piso- debajo de la escalera de acceso 

a la sala de espera. 

 

Que sin haber realizado acción alguna tendiente a resguardar el área para 

impedir que las personas –internas y externas- se acercaran, dadas las 



 
95 

condiciones en que se encontraba la cisterna y que se trataba de un horario 

concurrido por los derechohabientes, se dispuso  a continuar con sus labores. 

 

Que derivado de la omisión del cumplimiento de sus funciones, pues –a 

decir del servidor público- es el único encargado del mantenimiento y quien realiza 

todas las funciones inherentes al cargo, la cisterna quedó expuesta –abierta y 

llena a su máxima capacidad de agua- provocando con ello que un menor de tres 

años caminara por la zona y se cayera al interior del tanque, perdiendo la vida al 

resultar ahogado.      

 

De lo que se infiere, que el sujeto obligado sea la Secretaría de ----------------

---------por sus siglas ------, pues fue un servidor público de esa dependencia, quien 

con su conducta omisiva –incumplimiento de sus funciones- al no aplicar las 

medidas preventivas y correctivas de la cisterna –equipo, instalación-, ocasionó un 

daño en la persona del menor ------------------------, su deceso.  

 

Hechos que quedaron plenamente demostrados en términos de lo 

manifestado en el Considerando Tercero de esta resolución y con base en las 

probanzas aportadas por las partes y valoradas debidamente. 

 

Por lo tanto, resulta evidente que la actividad irregular del sujeto obligado 

ocasionó como daño la muerte del menor ------------------------.  

 

Situación que quedó acreditada con las constancias que integran la 

Averiguación Previa número **** -visibles de fojas 35 a 117 del expediente 

original-, y en particular con el Acuerdo de Reserva -glosado de fojas 84 a 96-, en 

cuyo considerando tercero -parte final-, se estableció que quedó acreditado el 

cuerpo de delito de homicidio, y que la muerte del menor ------------------------ ocurrió 

de manera culposa, ya que según el dictamen médico de necropsia número 

********se  determinó que el mismo falleció por asfixia por sumersión. 
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En consecuencia, se tiene por demostrada la existencia de la relación de 

causalidad entre la actividad administrativa irregular y el daño producido. ------------ 

 

SEXTO. Acorde a lo dispuesto por el numeral 35, fracción IV de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado de Guanajuato y sus Municipios, esta 

Sala procederá, con el objeto de fijar el monto de la indemnización, a la valoración 

del daño causado. 

 

Señala el artículo 13 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y 

los Municipios de Guanajuato, lo siguiente: 

 

«Artículo 13.- Cuando el daño se cause a las personas y produzca la 

muerte, incapacidad total permanente, parcial permanente, total temporal 

o parcial temporal, el grado de ella se determinará atendiendo  a lo 

dispuesto por la Ley Federal del Trabajo. Para calcular la indemnización 

que corresponda se tomará como base el cuádruplo del salario mínimo 

general vigente en la Entidad y se atenderá al número de días que para 

cada una de las incapacidades mencionadas señala la Ley Federal del 

Trabajo. En caso de muerte, la presentación de la reclamación de la 

indemnización, así como su disfrute corresponderá a los herederos 

legítimos de la víctima.». 

 

Este precepto legal cobra especial relevancia porque tiene aplicación al 

caso concreto, en virtud de que ha quedado acreditado el hecho de que con 

motivo de la conducta omisiva tantas veces descrita, el menor ------------------------ 

sufrió un daño en su bien jurídico elemental –la vida-, consistente en su 

fallecimiento por asfixia por sumersión –ahogamiento- en el aljibe que se 

encuentra dentro de las instalaciones del------------------ de --------------------------------, 

Guanajuato –de donde se abastece de agua-.  
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Por lo tanto, acorde a lo estipulado en la segunda parte de la citada pieza 

articular 13 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios 

de Guanajuato, para el cálculo de la indemnización que corresponda se tomará 

como base el cuádruplo del salario mínimo general vigente en la Entidad, 

atendiendo al número de días que establezca la Ley Federal del Trabajo.   

 

De esta manera, quien resuelve se remite a la Ley Federal del Trabajo, 

concretamente a su artículo 502 –vigente en la época en que sucedieron los 

hechos- y advierte que tal y como lo aseveró la parte accionante en su escrito de 

reclamación, de acuerdo al daño sufrido por el menor ------------------------ –muerte-, 

la indemnización que corresponde es la equivalente al monto de 730 setecientos 

treinta días de salario. 

 

Numeral que para mayor ilustración, a la letra se inserta: 

 

«Artículo 502.- En caso de muerte del trabajador, la indemnización que 

corresponda a las personas a que se refiere el artículo anterior será la 

cantidad equivalente al importe de setecientos treinta días de salario, sin 

deducir la indemnización que percibió el trabajador durante el tiempo en 

que estuvo sometido al régimen de incapacidad temporal.». 

 

En atención a lo anterior, y al tenor de lo previsto en el primer párrafo del 

artículo 16 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios 

de Guanajuato se resalta, que en el dos mil once –fecha en que se causó el daño- 

el salario mínimo general vigente en la Entidad era de $56.70 (cincuenta y seis 

pesos 70/100 m.n. con setenta centavos en moneda nacional), que multiplicados 

por cuatro dan como resultado $226.80 (doscientos veintiséis pesos 80/100 con 

ochenta centavos en moneda nacional).  

 

Así, al multiplicar 730 setecientos treinta días que corresponden por la 

muerte acaecida al menor hijo de los sujetos accionantes por $226.80 (doscientos 



 
98 

veintiséis pesos 80/100 con ochenta centavos en moneda nacional), el resultado 

es el importe de ********,  que constituye el monto de la indemnización que tiene 

que pagar el sujeto obligado a favor de ------------------------------------- y -----------------

------- –herederos legítimos de la víctima- por el daño causado a su menor hijo, 

que en vida respondió al nombre de ********. 

 

Además de lo anterior, se debe considerar también lo dispuesto en el 

artículo 16 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios 

de Guanajuato a partir de su segundo párrafo, pues el monto de la indemnización 

que se cubra deberá actualizarse por el periodo comprendido entre la fecha de 

causación del daño y de la resolución que reconozca el derecho a la 

indemnización. 

 

Dispositivo normativo que para una mejor comprensión, a continuación se 

transcribe:  

 

«ARTÍCULO 16.- El monto de la indemnización, se determinará 

atendiendo a la fecha en que se hubiese causado el daño o la fecha en 

que hubiesen cesado sus efectos cuando fuere de carácter continuo. 

Dicho monto se actualizará por el periodo comprendido entre la fecha 

de causación del daño y la de la resolución que reconozca el derecho a 

la indemnización. 

La actualización del monto de la indemnización se obtendrá 

multiplicando dicha cantidad por el factor de actualización que 

corresponda, mismo que se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de 

Precios al Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo 

entre el citado índice correspondiente al mes anterior al más antiguo de 

dicho periodo. 

El Índice Nacional de Precios al Consumidor será el que publique el Banco 

de México. En los casos en que el índice correspondiente al mes anterior 
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al más reciente del período, no haya sido publicado, la actualización de 

que se trate se realizará aplicando el último índice mensual publicado.».  

 

Por lo tanto, de conformidad con el párrafo segundo del precepto legal 

invocado, se determina que los sujetos obligados deberán entregar a la parte 

accionante, la actualización correspondiente del monto de la indemnización. 

 

Tal cantidad actualizada deriva de la multiplicación realizada de los ****** 

que constituyen el monto de la indemnización, por el factor de actualización 

respectivo. 

 

En ese sentido, el factor de actualización se obtiene de la división del Índice 

Nacional de Precios al Consumidor del mes de abril de 2013 dos mil trece -que es 

el mes anterior al más reciente del periodo, es decir, cuando se reconoció el 

derecho a la indemnización que se realiza mediante esta resolución-, que es de 

109.074 (ciento nueve punto cero setenta y cuatro), entre el citado índice 

correspondiente al mes anterior al más antiguo del periodo -mes de agosto de 

2011 dos mil once anterior al diverso en que se causó el daño- que fue el mes de 

septiembre de 2011 dos mil once en que se causó el daño al menor, siendo el de 

100.680 (cien punto seiscientos ochenta).  

 

Por lo que el factor de actualización que corresponde en el caso específico, 

es de 1.08 (uno punto cero ocho). 

 

En este contexto, de la multiplicación del monto de la indemnización ya 

determinada, por el factor de actualización resultante de la división de los diversos 

índices antes especificados, se obtiene la cantidad correspondiente a ******, cuya 

actualización del monto de la indemnización asciende a la suma de ********* 

 

Igualmente, la parte accionante también solicitó el pago de una 

indemnización por daño moral.  
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Por lo que, si consideramos que por daño moral debe entenderse la 

alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 

creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos 

físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás, y que es 

producida por un hecho ilícito.  

 

Además, si tomamos en cuenta que para que se produzca el daño moral se 

requiere que exista afectación de cualquiera de los bienes y derechos tutelados de 

la persona, como en este caso la vida del menor hijo de los sujetos accionantes, y 

que esa afectación sea consecuencia -en la materia que nos ocupa- de una 

actividad administrativa irregular, así como también que haya una relación de 

causa-efecto entre ambos acontecimientos.  

 

Es dable concluir, que resulta procedente la indemnización por daño moral 

que pide la parte accionante, pues se cumplen las exigencias para determinar la 

existencia de daño moral.  

 

Resulta aplicable -por identidad sustancial- la jurisprudencia sostenida por 

el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, cuyo rubro y texto 

a la letra se reproducen:  

 

«DAÑO MORAL. PRESUPUESTOS NECESARIOS PARA LA 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN RELATIVA (LEGISLACIÓN DEL 

DISTRITO FEDERAL). Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de 

la Federación del treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y 

dos, se estableció por primera vez el concepto de daño moral en el 

artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal, como la alteración 

profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 

decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o 

bien en la consideración que de sí misma tienen los demás, producida por 

un hecho, actividad, conducta o comportamiento ilícitos. Los tratadistas 
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conciben el daño moral como la privación o disminución de aquellos 

bienes que tienen un valor notable en la vida del hombre, como son la paz, 

la tranquilidad del espíritu, la libertad individual, la integridad física, el 

honor, entre otros. Sobre esa base, para que sea procedente la acción de 

daño moral, es menester que el actor demuestre los siguientes elementos: 

a) la existencia de un hecho o conducta ilícita provocada por una persona 

denominada autora; b) que ese hecho o conducta ilícita produzca 

afectación a una determinada persona, en cualquiera de los bienes que a 

título ejemplificativo tutela el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito 

Federal; y, c) que haya una relación de causalidad adecuada entre el 

hecho antijurídico y el daño.». (Novena Época, Registro: 167736, 

Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIX, Marzo de 2009, 

Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C. J/56, Página: 2608.) 

 

Por ende, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, la 

indemnización por daño moral no podrá exceder de la tercera parte de lo que 

importe el daño causado al menor hijo de los accionantes –mismo que ya fue 

determinado-. 

 

Luego, se precisa que el monto de la indemnización por daño moral que 

deberá cubrir el sujeto obligado a favor de la parte accionante, asciende a la 

cantidad de *******, que representa la tercera parte del importe de la indemnización 

fijada por el daño causado a la persona de --------------  

 

Ahora bien, al actualizar el monto de la indemnización por daño moral, se 

debe estar a los mismos factores del Índice Nacional de Precios al Consumidor 

señalados líneas arriba. 
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Por lo que, de la multiplicación del monto de la indemnización por daño 

moral que es de ***** por el factor de actualización resultante de la división de los 

diversos índices especificados con anterioridad y que corresponde a 1.08 (uno 

punto cero ocho), se tiene la suma de *******, cuya cantidad correspondiente a la 

actualización del monto de la indemnización por el daño moral es de *******, 

teniendo como sustento legal el artículo 16 de la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato tantas veces invocada. 

 

Por otro lado, tomando en cuenta lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 

de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, se le 

hace saber a la Secretaría de Salud del Estado de Guanajuato y/o al Instituto de 

Salud Pública del Estado Guanajuato que a las indemnizaciones deberán 

sumarse, en su caso, los intereses moratorios aplicándose el interés legal que 

determina el Código  Civil para el Estado de Guanajuato. 

 

Igualmente se le comunica, que el término para el cómputo de esos 

intereses comenzaría a correr noventa días después de que quede firme la 

resolución que ponga fin al presente procedimiento en forma definitiva.  

 

En esa tesitura, se le apercibe a los sujetos obligados –de ser el caso- que 

de no cumplir con el resarcimiento económico de los daños causados a la parte 

accionante en el lapso legalmente previsto, comenzarán a computarse los 

intereses moratorios, los cuales se sumarán a las indemnizaciones 

correspondientes.  

 

En consecuencia, de ser procedentes el pago de intereses moratorios, su 

cálculo se encontrará supeditado al incumplimiento de la obligación que se fija en 

la presente resolución. 

 



 
103 

Por último, esta Sala determina que una vez que haya adquirido firmeza la 

presente resolución, los sujetos obligados deberán inscribirla en el registro de 

indemnizaciones debidas por responsabilidad patrimonial a su cargo. 

 

Para lo cual deberán asignarle un número de orden, y proveerán lo 

conducente a la asignación de la cantidad de las indemnizaciones 

correspondientes; y de esta manera, en caso de falta de disponibilidad 

presupuestal de las autoridades obligadas, para cubrir la indemnización en el 

ejercicio fiscal que transcurre y atendiendo a la prelación de otros créditos de la 

misma naturaleza, señale el orden en que le será pagado a los sujetos 

accionantes, los montos de indemnizaciones respectivos en el siguiente ejercicio 

fiscal.  

 

Lo anterior tiene su fundamento en los artículos 19 y 20, en relación con los 

numerales 6 y 7, todos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los 

Municipios de Guanajuato. --------------------------------------------------------- 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado además en los artículos 1, 3, 4 

fracciones I y VI, 5, 6, 7, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 fracción I y 35 de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato, se— 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. No es procedente el sobreseimiento de la presente reclamación 

al haberse acreditado la existencia de la actividad administrativa irregular 

imputable a los sujetos obligados, de acuerdo a lo manifestado en el 

CONSIDERANDO TERCERO de esta resolución. ------------------------------------------- 

 

SEGUNDO. Quedó acreditado que la actividad administrativa irregular de 

los sujetos obligados, ocasionó un daño a los sujetos accionantes, en términos de 

lo expresado en el CONSIDERANDO QUINTO de esta sentencia. ---------------------- 
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TERCERO. Se condena a la Secretaría de -------------------------por sus siglas 

------ a cubrir el monto de la indemnización por el daño causado al menor hijo de 

los sujetos accionantes, que asciende a la cantidad de ******; así como la diversa 

cantidad por la actualización de ese monto de indemnización, que es de 

$13,245.12 (trece mil doscientos cuarenta y cinco pesos 12/100 m.n. con doce 

centavos en moneda nacional).  

 

Por otro lado, el importe de la indemnización del daño moral que se debe 

pagar a la parte accionante es de *****, más la actualización correspondiente por 

la suma de ********.   

 

Lo anterior de conformidad a los argumentos y preceptos legales expuestos 

en el CONSIDERANDO SEXTO de esta resolución.  

 

CUARTO. Se condena a los sujetos obligados a pagar los montos de las 

indemnizaciones determinadas dentro del lapso de noventa días después de que 

quede firme la presente resolución, y se le apercibe que de no cumplir con el 

resarcimiento económico en el lapso legalmente previsto, comenzarán a 

computarse los intereses moratorios que deberá cubrir a favor de los accionantes, 

aplicándose para tal efecto el interés legal que determina el Código Civil de 

nuestro Estado. 

 

QUINTO. Una vez que haya adquirido firmeza la presente resolución, la 

parte obligada deberá inscribirla en el registro de indemnizaciones debidas por 

responsabilidad patrimonial a su cargo y asignarle un número de orden, debiendo 

proveer lo conducente a la asignación de la cantidad de la indemnización 

correspondiente en la partida presupuestal que haya destinado para tal efecto. 

 

Sólo para el supuesto de falta de disponibilidad presupuestal de la parte 

obligada para cubrir la indemnización en el ejercicio fiscal que transcurre, y 

atendiendo a la prelación de otros créditos de la misma naturaleza, señale el 
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orden en que le será pagado a los hoy accionantes el monto de indemnización 

respectivo en el siguiente ejercicio fiscal.  

 

NOTIFÍQUESE. En su oportunidad procesal, archívese el presente 

expediente como asunto totalmente concluido y dese de baja del Libro de Registro 

de esta Sala. 

 

Así lo resolvió y firma el ciudadano licenciado Vicente de Jesús Esqueda 

Méndez, Magistrado Propietario que integra la Segunda Sala del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, legalmente asistido de la 

Secretaria de Estudio y Cuenta Licenciada Ma. Teresa Solís Martínez quien da fe.  
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II.3. SENTENCIA DICTADA POR LA TERCERA SALA, EN RELACIÓN A LA 

DIFERENCIA ENTRE CADUCIDAD Y PRESCRIPCIÓN  

INTRODUCCIÓN 

Se determina que la diferencia entre la caducidad y la prescripción estriba en que 

la primera extingue las facultades de las autoridades fiscales en materia de 

comprobación, liquidación y las sancionadoras, en tanto que la segunda extingue 

el crédito fiscal. 

R E S U L T A N D O 

PRIMERO. Promoción de demanda. Por escrito presentado en la Secretaría 

General de Acuerdos de este Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado 

de Guanajuato el 22 veintidós de agosto de 2012 dos mil doce (fojas 2 a 9 de este 

expediente) y turnado a esta Tercera Sala al día siguiente;************************, 

por su propio derecho, promovió proceso administrativo contra: 

II. El acto o resolución que se impugna […]: La ilegal notificación de 

liquidación identificada con el número de control ******** de 31 (treinta y 

uno) de mayo de 2012 (dos mil doce), emitida por el Director de Ingresos 

del municipio  de ********, Guanajuato, mediante el cual se me requiere de 

pago, la cantidad ****************, bajo el concepto de liquidación de 

contribución de obra pública. 

[…] 

III. Las autoridades demandadas: Señalo como autoridad demanda [así] a 

la Dirección de Ingresos del municipio de ********, Guanajuato […]. 

SEGUNDO. Trámite del proceso administrativo. Mediante auto de 22 

veintidós de agosto de 2012 dos mil doce (fojas 15 y 16) se admitió a trámite la 

demanda. Se ordenó correr traslado del escrito inicial y de sus anexos al Director 

de Ingresos de ********, Guanajuato, como autoridad demandada. Asimismo, se 
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ordenó emplazar con el carácter de tercero al Tesorero Municipal de ********. Se 

admitieron las pruebas ofrecidas por el actor. Se tuvo a la parte actora por 

consintiendo que sus datos personales fueran incluidos en el eventual caso de que 

se formulara una solicitud de información. 

En proveído de 6 seis de febrero de 2013 dos mil trece (foja 35), se tuvo a 

la autoridad encausada por contestando la demanda y ofreciendo pruebas, las que 

se admitieron. Se tuvo al tercero por apersonándose y se admitieron las pruebas 

que ofreció. Se citó a la audiencia final del proceso. 

TERCERO. Audiencia final del proceso. El 5 cinco de marzo de 2013 dos 

mil trece se desahogó la audiencia de alegatos (foja 43); diligencia en la cual se 

hizo constar que la parte actora rindió alegatos y se tuvieron por desahogadas las 

pruebas admitidas. 

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. Competencia. Esta Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato es competente para conocer y resolver el 

presente proceso, de conformidad con los artículos 1, 2, 3, segundo párrafo, y 20, 

fracción X, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Guanajuato; 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el 

Estado de Guanajuato; así como 1, fracción II, y 249 del Código de Procedimiento 

y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. 

SEGUNDO. Precisión y certeza del acto impugnado. Con la finalidad de 

fijar con exactitud la litis en este proceso, es necesario precisar el acto cuya 

legalidad será materia de análisis en este fallo. 

Lo anterior, encuentra justificación en el artículo 299, fracción I, del Código 

de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, conforme al cual las sentencias dictadas dentro del proceso 
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administrativo deberán contener la fijación clara y precisa de los puntos 

controvertidos. 

Para acatar tal cometido, las salas de este tribunal —así como los juzgados 

administrativos municipales— deben interpretar el sentido de la demanda 

estudiándola como un todo, en su conjunto, para determinar con exactitud la 

intención del promovente, incluso con la totalidad de la información del expediente 

respectivo; es decir, atender a lo que quiso decir el actor y no únicamente a lo que 

en apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra congruencia entre lo 

pretendido y lo resuelto. 

Así pues, en su escrito de demanda, el actor señala como acto impugnado 

«ilegal notificación de liquidación identificada con el número de control ********** de 

31 (treinta y uno) de mayo de 2012 (dos mil doce), emitida por el Director de 

Ingresos del municipio de ********, Guanajuato, mediante el cual se me requiere de 

pago, la cantidad ***************** bajo el concepto de liquidación de contribución 

de obra pública». 

Para acreditar la existencia del acto impugnado, el actor ofreció el ejemplar 

original del documento titulado «NOTIFICACIÓN DE LIQUIDACIÓN» —foja 10 de este 

expediente—, número de control ********, de 31 treinta y uno de mayo de 2012 dos 

mil doce, emitido por el Director Ingresos de ********, Guanajuato. 

Ahora bien, en dicho documento la autoridad demandada determinó un 

crédito fiscal al actor por la cantidad de ******** por concepto de contribución 

especial por ejecución de obras y le indicó que disponía de un plazo de quince 

días hábiles, a partir del día en surtiera efectos la notificación, para efectuar el 

pago respectivo. 

Habida cuenta lo anterior, se precisa que la decisión autoritaria que se 

tendrá como acto impugnado en este proceso será la determinación del crédito 

fiscal por la cantidad de ********, por concepto de contribución especial por 

ejecución de obras. 
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Así pues, la existencia del acto impugnado está plenamente acreditada con 

el original del documento titulado «NOTIFICACIÓN DE LIQUIDACIÓN», número de 

control ********, de 31 treinta y uno de mayo de 2012 dos mil doce, emitido por el 

Director Ingresos de ********, Guanajuato; de conformidad con lo previsto en los 

artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato. 

TERCERO. Causas de improcedencia. En este apartado se dará respuesta 

a los argumentos vertidos por la parte demandada y por el tercero, respecto a las 

causas de improcedencia que, desde su perspectiva, se actualizan en este 

proceso. 

I. Idénticamente la autoridad demandada y el tercero, aducen que, contrario 

a lo planteado por el actor y de acuerdo con los artículos 15, inciso c y 16 de la 

Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato así como 33, 

fracción II, y 36 del Reglamento Orgánico de la Administración Pública del 

Municipio de ********, el Director de Ingresos sí es competente para emitir el acto 

impugnado y, por ello, consideran que el demandante carece de interés jurídico 

para instar en el proceso. 

Tal argumento resulta infundado pues el actor sí tiene interés jurídico para 

controvertir la legalidad del documento titulado «NOTIFICACIÓN DE LIQUIDACIÓN», 

como se explicará a continuación. 

Mediante el acto impugnado la autoridad determinó a cargo del actor un 

crédito fiscal por la cantidad de ******** por concepto de contribución de ejecución 

de obras públicas realizadas en la calle donde se ubica un inmueble propiedad del 

actor. 

Así pues, dado que por virtud del acto impugnado se está determinando 

una obligación de carácter fiscal al demandante, es inconcuso que está facultado 

para inconformarse contra ese acto. 
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Por otro lado, es necesario puntualizar que el actor no cuestiona la 

competencia del Director de Ingresos y aun cuando sí lo hubiera hecho; tal 

circunstancia no implicaría la improcedencia del proceso. 

Las causas de improcedencia constituyen aspectos que impiden analizar el 

fondo de la controversia planteada, es decir, la legalidad del acto impugnado. 

Luego, como la competencia es un elemento de validez del acto 

administrativo cuyo estudio evidentemente implica el análisis de la legalidad del 

acto; entonces, lógico es que no constituye una causa de improcedencia. 

Sobre el tema, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia número P./J 

135/2001 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente a la Novena 

Época, Tomo XV, Enero de 2002, página 5, del texto siguiente: 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA 

CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, 

DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de 

garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se 

hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente 

relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. 

II. Alega la demandada y el tercero, que el acto impugnado es inexistente 

en razón de que el actor es propietario de un inmueble que se ubica sobre una 

calle en la que se ejecutó una obra pública que fue aceptada por una parte de los 

colones y aprobada por el comité de contribuyentes por las cantidades descritas 

en el acto impugnado. 

También es infundado el razonamiento anterior porque, como se determinó 

el considerando segundo de este fallo, la existencia del acto se acreditó 

plenamente con el original del documento titulado «NOTIFICACIÓN DE LIQUIDACIÓN», 
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número de control ********, de 31 treinta y uno de mayo de 2012 dos mil doce, 

emitido por el Director Ingresos de ********, Guanajuato. 

Además, el hecho de que el demandante sea propietario de un inmueble 

ubicado sobre una calle en la que se ejecutó una obra pública aceptada por una 

parte de los colonos y aprobada por el comité de contribuyentes, no implica, de 

modo alguno, la inexistencia del acto impugnado. 

Por tanto, al no prosperar las causas de improcedencia alegadas por la 

demandada y el tercero, ni advertirse la existencia de alguna diversa a las 

invocadas, se estudiarán los conceptos de impugnación hechos valer por el 

demandante. 

CUARTO. Argumentos de las partes. Enseguida se transcribirán los 

conceptos de impugnación esgrimidos por el actor así como los argumentos de la 

parte demandada, tendentes a demostrar la ineficacia de aquéllos, así como los 

planteamientos del tercero. 

I. En el escrito de demanda, ************************ manifestó (fojas 4 a 8 de 

este expediente): 

Primero. Me ocasiona agravio el acto combatido porque su contenido 

encuadra en la causal de ilegalidad en el artículo 302 fracción IV del Código 

Administrativo multicitado, toda vez que los hechos fueron apreciados de 

manera equívoca por la autoridad ahora  demandada, situación que 

conllevó a la aplicación incorrecta de normas jurídicas, así como una 

indebida motivación. 

Esto es así, ya que basándose en una equivocada apreciación de los 

hechos y vulnerando en mi perjuicio la fracción II del numeral 39 de la Ley 

Hacendaria a supralíneas [así], la demandada sostiene que tengo un 

adeudo por concepto de liquidación de contribución de obra pública, cuya 

base de las cuotas fueron publicadas en el periódico oficial del Estado, el 06 
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(seis) de julio de 2004 (dos mil cuatro), y la construcción de la obra del 23 

(veintitrés) de abril de 2004 (dos mil cuatro), sin embargo, se soslaya que 

las facultades de las autoridades fiscales para determinar, entre otras, la 

existencia de obligaciones fiscales, así como para verificar el cumplimiento 

de las disposiciones fiscales, se extinguen en el término de cinco años, no 

sujeto a interrupción ni suspensión, y que dicho término empezará a correr 

a partir del día siguiente al en que se produjo el hecho generador del crédito 

fiscal, es decir, considerando que el procedimiento de obra pública agoto la 

publicación de la base de las cuotas en el medio de comunicación oficial 

*06 (seis) de julio de 2004 (dos mil cuatro)* y su construcción –23 

(veintitrés) de abril de 2004 (dos mil cuatro)*, por ende, han transcurrido 

más de 5 años a efecto de que se haga efectivo el cobro de la carga fiscal 

multicitada, de tal suerte que desde esa fecha hasta el año 2010 (dos mil 

diez) aproximadamente, se extinguió la facultad de la demandada para 

determinar en mi contra un crédito fiscal, así como para verificar el 

cumplimiento de disposiciones fiscales. Cabe hacer mención que la 

construcción se inició [así] antes de haberse publicado las cuotas de 

liquidación en el Periódico Oficial del Estado. Cabe hacer mención que la 

construcción se inició [así] antes de haberse publicado las cuotas de 

liquidación en el Periódico Oficial del Estado. [así] 

Asimismo, acorde a lo estipulado por el artículo 60 de la citada Ley 

Hacendaria, el que por cierto fue inobservado en mi perjuicio, señala que 

los créditos fiscales se extinguen por prescripción en el término de 5 años y 

que dicha prescripción se inicia a partir de la fecha en que el crédito fiscal 

pueda ser legalmente exigido, de tal suerte, que por lo que respecta a ese 

año *2004* y los subsecuentes hasta el 2009 (dos mil nueve), el crédito 

fiscal se extinguió y, por ende, también la cantidad que hasta entonces iba 

generada, toda vez que operó la prescripción, pues ésta no se interrumpió 

en los términos de lo establecido por el numeral 62 de la propia Ley. 
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De igual forma, resultan indebidos e inaplicables los numerales 15, 22, 44, 

50, 51, 54 del Código Fiscal para el Estado de Guanajuato, lo anterior es 

así, en virtud de las siguientes consideraciones; en cuanto al dispositivo 15 

se refiere, a que se entiende por actividades empresariales, sin expresar en 

que aplica la caso concreto; en cuanto al numeral 50 este se refiere al plazo 

para dar contestación a las peticiones en materia fiscal; el 51 establece la 

posibilidad de solicitar la prescripción en vía administrativa; el 54 señala el 

deber de los contribuyentes a inscribirse en el registro estatal de 

contribuyentes. Por lo que hace al primero de los artículos, es evidente su 

inaplicabilidad al caso concreto, en cuanto al artículo 50 y 51, se refiere a la 

solicitud de prescripción en cede [así] administrativa, hipótesis que no se 

actualiza, toda vez que, la presente demandada de nulidad es el medio de 

defensa oponible al cobro indebido de una contribución que realiza la 

autoridad, tendiente a declarar su prescripción, de tal forma que, la 

autoridad demandada incumplió en mi perjuicio con los elementos de 

validez del acto administrativo contemplados en las fracciones III y VI del 

numeral 137 del Código [así] Administrativo [así]  líneas arriba invocado. 

Resultando aplicables al respecto las siguientes jurisprudencias: 

[…] 

Por lo tanto, es claro que el acto impugnado adolece de una INDEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, requisitos sine qua non para tener 

por legalmente emitido todo acto de autoridad, toda vez que la autoridad 

incumplió con su obligación de señalar con toda precisión el precepto legal 

aplicable al caso concreto, así como expresar los motivos, razones o 

circunstancias especiales que le sirvieron de base para requerirme de pago 

sin haber determinado y liquidado una obligación fiscal a mi cargo; siendo 

indispensable además, el que exista una clara adecuación entre los motivos 

aducidos y las normas legales aplicables al caso concreto, lo que en la 

especie no aconteció en mi entero perjuicio y en detrimento de mi 

patrimonio. 
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A este agravio resulta aplicable la Jurisprudencia [así] siguiente: 

[…] 

Segundo. Continúa siendo agraviante  el acto recurrido. Para determinar 

actualmente un crédito a mi cargo por ejecución de obra pública en mi 

calidad de propietario y/o poseedor, pues dicho acto priva una INDEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, lo que se traduce en una 

conculcación a los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como 137, fracción VI del Código de Procedimiento 

y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios, pues en este 

último precepto normativo se prevé como elemento de validez del acto 

administrativo que se encuentre correctamente fundado y motivado, sin que 

sea suficiente sea suficiente realizar la cita de disposiciones, sino que 

también debe tratarse de aquellas que sean realmente aplicables al caso 

concreto. La aplicabilidad debe justificarse en la expresión de las 

circunstancias, acontecimientos y razonamientos lógicos*jurídicos que a su 

juicio encuadren en la hipótesis prevista en una norma jurídica, sin 

embargo, tal imperativo legal es inobservado por la autoridad demandada 

porque los motivos y fundamentos son indebidos e inaplicables, 

consecuencia exclusivamente de su incorrecta apreciación de los hechos. 

Conforme a la pieza articular 235 de la ley hacendaria el crédito comienza a 

ser exigible a partir de la publicación de la base de las cuotas, el 06 (seis) 

de julio de 2004 (dos mil cuatro), y la construcción de la obra del 23 

(veintitrés) de abril de 2004 (dos mil cuatro), teniendo hasta el 2009 (dos mil 

nueve) aproximadamente, para exigir el pago o cobro. 

Luego entonces, es incorrecta la decisión administrativa impugnada al 

existir discrepancia entre los hechos tomados en consideración por la parte 

demandada, circunstancia que me permite solicitar a este Órgano [así] 

Jurisdiccional [así], que decrete la nulidad total del acto impugnado y me 

reconozca el derecho para que la parte demandada declare la prescripción 
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del crédito fiscal multicitado, y por ende, me expida constancia de no 

adeudo. 

Es una constante que el propósito de la motivación es el enunciado que 

deja ver y explica al particular –en este caso al suscrito* su actuación, de 

forma tal que no solo debe justificar sino que además debe ser permisible 

de defensa. Podemos considerar que una motivación es insuficiente, 

cuando la inexactitud de conclusiones reprime el conocimiento de los 

discernimientos esenciales de la decisión. Se continúa coligiendo que en el 

presente asunto nos encontramos en presencia de una indebida motivación, 

porque las razones de la decisión administrativa no tienen relación con la 

apreciación o valoración de los hechos que tuvo en cuenta la autoridad, es 

decir, no hay testimonio de la acción que sea acorde con los hechos 

considerados. Es una motivación que no considera la totalidad de los 

elementos para decidir y aprecia erradamente los hechos, porque aún y 

cuando me permite cuestionar las insuficiencias de su juicio, es indefectible 

que se trata de una indebida motivación en su aspecto material o de 

contenido, razón por la cual vulnera el contenido de la fracción VI del 

artículo 137 del Código [así]  Administrativo [así] multicitado, que conlleva a 

la declaratoria de nulidad pedida. Refuerza el argumento anterior, la 

jurisprudencia siguiente: 

[…] 

II. Por su parte, el Director de Ingresos de ********, Guanajuato, 

expuso (fojas 26 y 27): 

PRIMERO. El actor intenta hacer valer una excepción que en estricto 

sentido no le corresponde ni le es fundada, ya que no le asiste tal derecho 

al hacer una interpretación  errónea de la ley, en mención según el actor, no 

se motivó dicho requerimiento, como ya se mencionó la obligación de 

realizar el pago está a cargo de las personas que se ven beneficiadas con 
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las realización de la obra, ya que es propietaria y/o poseedor de un 

inmueble con frente a la arteria pavimentada. 

Ahora bien y como lo menciona que no deberá de perderse de vista la 

Nulidad [así] Total [así] que se dictó en la resolución que alude al respecto 

le manifiesto que desde luego es un hecho que no podía pasar inadvertido 

por esta autoridad ya que haciendo un comparativa con las notificaciones 

realizadas en ese entonces a las de ahora se encuadra todo el contexto de 

motivar y fundar nuestras Notificaciones [así] de Liquidación [así] ya que es 

inadmisible que después de solicitar la realización de la obra pública las 

persona quedaran obtener un beneficio por algo que en ese momento y 

hasta la fecha se ven beneficiados además de que la sociedad en general 

se beneficia con la realización de dichas obras. 

En corolario de lo anterior, solicito desde estos momentos que los agravios 

expresados se declaren como infundados e inoperantes. 

SEGUNDO. En estrecha relación con el agravio inmediato, se considera 

que no existe perjuicio alguno en la esfera jurídica de derechos de la que se 

duele el actor, en razón de que la autoridad que represento se enfoca única 

y exclusivamente al hecho de que en el momento de la realización de la 

obra el titular de dicho bien es el que deberá de realizar el pago por que se 

benefició con la pavimentación de la calle Cosechadores, ya que la 

notificación de fecha 31 de mayo del 2012 y la demanda de nulidad fue 

presentada el 22 veintidós de agostos de 2012. 

De lo anterior, se sigue que el interés jurídico como aspecto de orden 

público vinculado a la causal de improcedencia, de aquí la causal de 

improcedencia respecto a que los actos fueron legitimados y expresamente 

contenidos, ya que en el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que reza: 

Artículo 263 […] 
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Se desprende que la demanda de nulidad debe presentarse dentro de los 

treinta días siguientes a aquel en que haya surtido efectos la notificación del 

acto o resolución impugnado o aquel en que se haya ostentado sabedor de 

su contenido o de ejecución.  

Por lo anteriormente expuesto, solicito a éste Honorable Tribunal decretar 

EL SOBRESEIMIENTO POR LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA a 

que se ha hecho mención en la presente contestación de demanda. 

III. En su escrito de apersonamiento, el Tesorero Municipal de ********, 

Guanajuato, esgrimió los mismos argumentos que la autoridad demanda, como 

se lee a fojas 31 y 32 de autos. 

QUINTO. Estudio de los conceptos de impugnación. Atendiendo a la 

causa de pedir que se desprende del primer disentimiento, éste resulta fundado y 

suficiente para decretar la nulidad del acto impugnado; de conformidad con las 

razones que se expresarán en el presente considerando. 

* * En dicho apartado, el demandante sustancialmente alega que al dictar el 

acto impugnado, el Director de ingresos de **** contravino lo previsto en el 

artículo 39, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de 

Guanajuato. 

Dice el actor que la autoridad demandada hace alusión a un supuesto 

adeudo a su cargo por concepto de contribución por la ejecución de una obra 

pública, cuyas bases de las cuotas respectivas se publicaron en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato el 6 seis de julio de 2004 dos mil 

cuatro y la ejecución de la obra inició el 23 veintitrés de abril de ese mismo. 

Sin embargo, acota, la encausada soslayó que las facultades de las 

autoridades para determinar la existencia de obligaciones fiscales, se extinguen en 

el término de cinco años y que dicho término comienza a correr al día siguiente al 

en que se produjo el hecho generador. 
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Así, concluye el actor, la facultad de la autoridad para determinar el crédito 

fiscal correspondiente se extinguió habida cuenta de que han transcurrido más de 

cinco años desde de la fecha en que se publicaron las bases de las cuotas así 

como de aquella en la que comenzó la ejecución de la obra. 

Le asiste sustancialmente la razón al actor. 

En primer término se precisará conceptualmente lo que es la caducidad y la 

prescripción en materia fiscal. 

Lo anterior es necesario, dado que en su primer disentimiento, el actor 

también sostiene que el crédito fiscal a que se refiere el acto impugnado se 

encuentra prescrito; cuando lo correcto es que las facultades de la autoridad para 

determinar el crédito fiscal caducaron, como enseguida se explicará. 

El Diccionario de Derecho Fiscal y Financiero define a la caducidad como 

«la extinción de las facultades de las autoridades fiscales para comprobar el 

cumplimiento de las disposiciones fiscales, determinar las contribuciones omitidas 

y sus accesorios, e imponer las sanciones por infracción a dichas disposiciones, 

en razón de su no ejercicio en el plazo que la ley le concede para tal efecto»195. 

Por su parte, el artículo 39 de la Ley de Hacienda para los Municipios del 

Estado de Guanajuato establece: 

ARTÍCULO 39. Las facultades de las autoridades fiscales para determinar 

la existencia de obligaciones fiscales, señalar las bases de su liquidación o 

fijarlas en cantidad líquida, para imponer sanciones por infracciones a las 

disposiciones fiscales, así como las facultades de verificar el cumplimiento 

de dichas disposiciones, se extinguen en el término de cinco años, no 

sujeto a interrupción ni suspensión. Dicho término empezará a correr a 

partir: 

                                                           
1
 Diccionario de Derecho Fiscal y Financiero, UNAM, Coordinadora Gabriela Ríos Granados, 

Editorial Porrúa. Sexta Edición. México 2008, página 67. 
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I. Del día siguiente al en que se hubiere vencido el plazo establecido por las 

disposiciones fiscales para presentar declaraciones, manifestaciones y 

avisos; 

II. Del día siguiente al en que se produjo el hecho generador del crédito 

fiscal, si no existiera obligación de presentar declaraciones, manifestaciones 

o avisos; y 

III. Del día siguiente al en que se hubiere cometido la infracción a las 

disposiciones fiscales, pero si la infracción fuere de carácter continuo, el 

término correrá a partir del día siguiente al en que hubiere cesado. 

Las facultades de las autoridades para investigar hechos de delito en 

materia fiscal, no se extinguirán conforme a este artículo. 

El plazo señalado en este artículo no está sujeto a interrupción y sólo se 

suspenderá cuando se interponga algún recurso administrativo o juicio. 

Los contribuyentes, transcurridos los plazos a que se refiere este artículo 

podrán solicitar se declare que se han extinguido las facultades de las 

autoridades fiscales. 

Como se ve, el transcrito artículo 39 no hace referencia expresa al concepto 

caducidad, sin embargo, de acuerdo a la definición antes apuntada, no cabe duda 

que dicho precepto prevé la figura de la caducidad al establecer la extinción de las 

facultades de las autoridades fiscales para determinar la existencia de 

obligaciones fiscales, señalar las bases de su liquidación o fijarlas en cantidad 

líquida, para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, así 

como las facultades de verificar el cumplimiento de dichas disposiciones, por el 

transcurso de cinco años. 

Además, en los criterios interpretativos pronunciados por los diversos 

órganos del Poder Judicial de la Federación facultados para ello, se ha empleado 

uniformemente la acepción caducidad para referirse a la extinción de las 



 
120 

facultades fiscales por el transcurso del tiempo; de ahí que, menos aún pueda 

desconocerse la figura de la caducidad sólo porque la Ley de Hacienda para los 

Municipios del Estado de Guanajuato no se refiera expresamente a esa figura. 

Para ilustrar lo anterior, se transcriben las siguientes tesis: 

 Tesis aislada II.T.Aux.9 A emitida por el ahora Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XXX, Agosto de 2009, página 1538: 

 

CADUCIDAD DE LAS FACULTADES PARA DETERMINAR 

CONTRIBUCIONES OMITIDAS Y SUS ACCESORIOS. TRATÁNDOSE DE 

LA EXIGIBILIDAD DE FIANZAS OTORGADAS EN FAVOR DE LA 

FEDERACIÓN PARA GARANTIZAR EL INTERÉS FISCAL, SI LA 

AUTORIDAD ESTUVO EN POSIBILIDAD DE EMITIR EL ACTA DE 

INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN MIENTRAS RIGIÓ LA 

FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 67 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2003, NO 

PUEDE ESTUDIARSE AQUELLA FIGURA EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO A LA LUZ DE DICHA PORCIÓN 

NORMATIVA, AL HABERSE DECLARADO INCONSTITUCIONAL. La 

caducidad es una cuestión de carácter sustantivo al estar relacionada con la 

extinción de las facultades de la autoridad para determinar contribuciones 

omitidas y sus accesorios, por lo que se traduce en un derecho del 

particular a que, una vez que se han reunido los requisitos establecidos por 

la ley, la autoridad no esté en aptitud de emitir una liquidación de aquéllas, 

ni de iniciar, por consiguiente, sus facultades coactivas de cobro. Por ello, 

tomando en cuenta el contenido del artículo 6o. del Código Fiscal de la 

Federación que establece que las contribuciones se causan conforme se 

realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales 

vigentes durante el lapso en que ocurran, se obtiene que tratándose de la 
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exigibilidad de fianzas otorgadas en favor de la Federación para garantizar 

el interés fiscal, el análisis de la caducidad debe atender a las disposiciones 

que se encontraban vigentes al momento en que la autoridad pudo emitir el 

acta de incumplimiento de la obligación a que se refiere la fracción IV del 

artículo 67 del Código Fiscal de la Federación. En ese sentido, si la 

autoridad estuvo en posibilidad de emitir dicha acta mientras rigió la 

señalada fracción IV, vigente hasta el 31 de diciembre de 2003, no puede 

estudiarse aquella figura en el juicio contencioso administrativo a la luz de 

dicha porción normativa, al haberse declarado inconstitucional por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según se 

advierte de la jurisprudencia 1a./J. 25/2001, visible en la página 53 del 

Tomo XIII, junio de 2001, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, cuyo rubro dispone: "CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE LAS 

AUTORIDADES FISCALES. EL ARTÍCULO 67, FRACCIÓN IV, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE ESTABLECE EL PLAZO 

PARA QUE OPERE AQUÉLLA EN TRATÁNDOSE DE FIANZAS A FAVOR 

DE LA FEDERACIÓN, CONSTITUIDAS PARA GARANTIZAR EL INTERÉS 

FISCAL, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 

SEGURIDAD JURÍDICA CONSAGRADOS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 

DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.". Lo anterior, en términos del artículo 

192 de la Ley de Amparo. 

 Tesis aislada II.1o.A.124 A del Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito consultable en la página  2147 del  Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Agosto de 

2006, que dice: 

 

CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. PARA QUE OPERE LA 

SUSPENSIÓN DEL PLAZO RELATIVO EN CASO DE QUE SE 

INTERPONGA ALGÚN RECURSO ADMINISTRATIVO O JUICIO, ÉSTE 

DEBE REFERIRSE A ACTOS O RESOLUCIONES DE AUTORIDAD 

COMPETENTE, ATENTO AL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA DE 
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LOS CONTRIBUYENTES. La caducidad en materia fiscal implica la 

extinción de la posibilidad de ejercicio de las facultades de las autoridades 

correspondientes para determinar y liquidar créditos fiscales, así como para 

sancionar las omisiones de los contribuyentes por no haber sido ejercidas 

oportunamente aquéllas. Tal figura fue creada con la finalidad de dar 

seguridad jurídica a los contribuyentes, al posibilitarles conocer con certeza 

el momento en que, en el caso concreto, la autoridad fiscal no podrá ejercer 

sus facultades. Así, con apoyo en el principio de seguridad jurídica y de la 

interpretación teleológica y pragmática del artículo 67 del Código Fiscal de 

la Federación, en la parte en que alude a la suspensión del plazo de 

caducidad, cuando "se interponga algún recurso administrativo o juicio", 

debe entenderse que cualquiera de éstos debe presentarse contra un acto 

o resolución emitido por la autoridad competente, ya que la competencia es 

un elemento esencial del acto administrativo, por lo que su falta genera la 

inexistencia de éste y, por tanto, la imposibilidad de engendrar o producir 

efecto jurídico alguno. Por ello, la interposición de medios de defensa contra 

tal acto, tampoco puede producir la suspensión del plazo de caducidad de 

facultades que tal autoridad nunca tuvo, ya que estimarlo así conduciría al 

error de considerar que tal autoridad tiene facultades (cuyo ejercicio es 

objeto del transcurso de un plazo de caducidad) a pesar de que sea 

incompetente, en relación con el mismo acto. Además, tal consideración 

implicaría abrir un amplio espectro de posibilidades, prácticamente 

ilimitadas, que podría dar pie a interrupciones maliciosas, mediante 

actuaciones administrativas viciadas que, de facto, permitirían a las 

autoridades fiscalizadoras afectar indefinidamente a los gobernados, y que 

incluso podría llevar al extremo absurdo, y por tanto inaceptable, de que los 

medios de defensa interpuestos contra actos emanados de autoridades 

evidentemente incompetentes, pudieran tener efectos sobre el ejercicio de 

facultades en materia fiscal, e impactar de esa manera en la seguridad 

jurídica de los contribuyentes. Así, con apoyo en el postulado del legislador 

racional, se estima que no resulta posible interpretar el citado artículo 67, 
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bajo la óptica de que deban tomarse en cuenta actuaciones jurídicamente 

viciadas, como las realizadas por una autoridad incompetente.  

 Tesis aislada II.1o.A.124 A del Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, publicada en el página 2147 del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Agosto de 

2006: 

 

CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. PARA QUE OPERE LA 

SUSPENSIÓN DEL PLAZO RELATIVO EN CASO DE QUE SE 

INTERPONGA ALGÚN RECURSO ADMINISTRATIVO O JUICIO, ÉSTE 

DEBE REFERIRSE A ACTOS O RESOLUCIONES DE AUTORIDAD 

COMPETENTE, ATENTO AL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA DE 

LOS CONTRIBUYENTES. La caducidad en materia fiscal implica la 

extinción de la posibilidad de ejercicio de las facultades de las autoridades 

correspondientes para determinar y liquidar créditos fiscales, así como para 

sancionar las omisiones de los contribuyentes por no haber sido ejercidas 

oportunamente aquéllas. Tal figura fue creada con la finalidad de dar 

seguridad jurídica a los contribuyentes, al posibilitarles conocer con certeza 

el momento en que, en el caso concreto, la autoridad fiscal no podrá ejercer 

sus facultades. Así, con apoyo en el principio de seguridad jurídica y de la 

interpretación teleológica y pragmática del artículo 67 del Código Fiscal de 

la Federación, en la parte en que alude a la suspensión del plazo de 

caducidad, cuando "se interponga algún recurso administrativo o juicio", 

debe entenderse que cualquiera de éstos debe presentarse contra un acto 

o resolución emitido por la autoridad competente, ya que la competencia es 

un elemento esencial del acto administrativo, por lo que su falta genera la 

inexistencia de éste y, por tanto, la imposibilidad de engendrar o producir 

efecto jurídico alguno. Por ello, la interposición de medios de defensa contra 

tal acto, tampoco puede producir la suspensión del plazo de caducidad de 

facultades que tal autoridad nunca tuvo, ya que estimarlo así conduciría al 

error de considerar que tal autoridad tiene facultades (cuyo ejercicio es 
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objeto del transcurso de un plazo de caducidad) a pesar de que sea 

incompetente, en relación con el mismo acto. Además, tal consideración 

implicaría abrir un amplio espectro de posibilidades, prácticamente 

ilimitadas, que podría dar pie a interrupciones maliciosas, mediante 

actuaciones administrativas viciadas que, de facto, permitirían a las 

autoridades fiscalizadoras afectar indefinidamente a los gobernados, y que 

incluso podría llevar al extremo absurdo, y por tanto inaceptable, de que los 

medios de defensa interpuestos contra actos emanados de autoridades 

evidentemente incompetentes, pudieran tener efectos sobre el ejercicio de 

facultades en materia fiscal, e impactar de esa manera en la seguridad 

jurídica de los contribuyentes. Así, con apoyo en el postulado del legislador 

racional, se estima que no resulta posible interpretar el citado artículo 67, 

bajo la óptica de que deban tomarse en cuenta actuaciones jurídicamente 

viciadas, como las realizadas por una autoridad incompetente.  

Por otro lado, del artículo 39 de la Ley de Hacienda para los Municipios del 

Estado de Guanajuato se desprende las siguientes características: 

a) Las facultades que son susceptibles de extinguirse por caducidad son las 

de comprobación, liquidación (transformación de la obligación fiscal 

principal, o sustantiva, consistente en el pago de la contribución a su cargo, 

en el crédito fiscal) y las sancionadoras. 

b) El plazo para que se configure la caducidad es de cinco años y sólo se 

suspenderá cuando se interponga algún medio de impugnación. 

c) Dicho plazo inicia a partir del día siguiente al en que se hubiere vencido el 

plazo establecido por las disposiciones fiscales para presentar 

declaraciones, manifestaciones y avisos; del día siguiente al en que se 

produjo el hecho generador del crédito fiscal, si no existiera obligación de 

presentar declaraciones, manifestaciones o avisos; y del día siguiente al en 

que se hubiere cometido la infracción a las disposiciones fiscales, pero si la 

infracción fuere de carácter continuo, el término correrá a partir del día 

siguiente al en que hubiere cesado. 
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Respecto a la prescripción, Adolfo Arrioja Vízcaino refiere: «Se trata de una 

forma de extinguir tributos o contribuciones a cargo de particulares, […] cuando 

dichas obligaciones no se hacen efectivas en un plazo de cinco años, contados a 

partir de la fecha de exigibilidad de los tributos»296. 

A su vez, la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de 

Guanajuato, en sus artículos 60 y 62, establece: 

ARTÍCULO 60. Los créditos fiscales se extinguen por prescripción en el 

término de 5 años. En el mismo término se extingue también por 

prescripción, la obligación del Fisco de devolver las cantidades pagadas 

indebidamente. 

La prescripción del crédito principal extingue simultáneamente los recargos 

y los gastos de ejecución. 

La prescripción se inicia a partir de la fecha en que el crédito fiscal pueda 

ser legalmente exigido y será declarado por las autoridades fiscales a 

petición del interesado. 

ARTÍCULO 62. La prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro 

del acreedor, notificada o hecha saber al deudor o por el reconocimiento de 

éste, expreso o tácito, respecto de la existencia de la obligación de que se 

trate. De los requisitos señalados en este artículo deberá existir constancia 

por escrito. 

La Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, según 

se ve, sí establece expresamente la prescripción y la concibe como una forma de 

extinción del crédito fiscal por el transcurso también de cinco años. 

Como notas distintivas de la prescripción, de los numerales 60 y 62 recién 

transcritos se desprenden las siguientes: 

                                                           
296Citado en: NARCISO Sánchez Gómez. Derecho Fiscal Mexicano. Editorial Porrúa, Sexta Edición. 
México 2008. 
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a) Sólo son susceptibles de prescribir los créditos fiscales, es decir, una suma 

de dinero determinada en cantidad líquida. 

b) El plazo para su configuración se computará a partir de que el crédito pueda 

ser exigible. 

c) No opera de manera automática; es necesario que el interesado solicite a la 

autoridad competente que la declare para que produzca sus efectos. 

d) El plazo respectivo que le da origen es susceptible de interrupción, lo que 

significa que una vez que esto ocurra, se nulifica todo el tiempo transcurrido 

para su configuración, y puede ocurrir con cada gestión de cobro que 

efectúe la autoridad para lograr el entero del tributo o por el reconocimiento 

expreso o tácito del adeudo que haga el particular ante el fisco sobre su 

obligación contributiva. 

Con base en lo hasta aquí expuesto, es posible establecer que la diferencia 

entre la caducidad y la prescripción estriba en que la primera extingue las 

facultades de las autoridades fiscales en materia de comprobación, liquidación y 

las sancionadoras, en tanto que la segunda extingue el crédito fiscal. 

Ahora bien, en el caso, el acto impugnado se dictó en contravención a las 

normas jurídicas aplicables, en virtud de que determinó un crédito fiscal a pesar de 

que sus facultades para hacerlo ya habían caducado. 

Para justificar dicho aserto, es necesario transcribir los siguientes preceptos 

de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato: 

ARTÍCULO 23. La determinación y liquidación de los créditos fiscales 

corresponden a las autoridades fiscales salvo disposición expresa en 

contrario. En este caso los sujetos pasivos informarán a las mismas, de la 

realización de los hechos que hubieren dado nacimiento a la obligación 

fiscal y los que sean pertinentes para la liquidación del crédito en los 

términos que establezcan las disposiciones relativas y en su defecto, por 

escrito dentro de los 15 días siguientes al nacimiento de la obligación fiscal. 
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Los responsables solidarios proporcionarán, a solicitud de las autoridades, 

la información que tengan a su disposición. 

ARTÍCULO 43. La obligación fiscal nace cuando se realizan los supuestos 

jurídicos o de hecho previstos en las Leyes Fiscales. 

ARTÍCULO 44. El crédito fiscal es la obligación determinada en cantidad 

líquida conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su 

nacimiento, siéndole aplicables las normas sobre procedimientos que se 

expidan con posterioridad, para efectos de su pago voluntario o del 

requerimiento del mismo en los términos de Ley. 

ARTÍCULO 45. El crédito fiscal debe pagarse en la fecha o dentro del plazo 

señalado en las disposiciones respectivas. A falta de disposición expresa, 

deberá pagarse dentro de los quince días siguientes al nacimiento de la 

obligación fiscal o de la fecha en que haya surtido efectos la notificación del 

mismo. 

De las normas jurídicas transcritas se desprenden las siguientes premisas. 

La obligación fiscal nace cuando se actualizan los supuestos jurídicos o de 

hechos previstos en las leyes fiscales y en el momento en que esa obligación se 

determina en cantidad líquida se convierte en crédito fiscal. 

Una vez que la obligación fiscal se ha determinado en cantidad líquida, es 

decir, cuando se convierte el crédito fiscal, debe pagarse en la fecha o dentro del 

plazo señalado en las disposiciones respectivas. A falta de disposición expresa, 

deberá pagarse dentro de los quince días siguientes al nacimiento de la obligación 

fiscal o de la fecha en que haya surtido efectos la notificación del mismo. 

Por regla general, la determinación y liquidación de los créditos fiscales 

corresponden a las autoridades fiscales, salvo disposición expresa en contrario. 

Dicho de otro modo, la determinación y liquidación de los créditos fiscales 
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corresponderá a los contribuyentes sólo cuando la ley expresamente lo 

establezca. 

Habida cuenta lo anterior, en tratándose de la caducidad de las facultades 

fiscales y de la prescripción de los créditos fiscales, se distinguen dos momentos: 

primero, la autoridad exactora debe ejercitar la facultad de determinar el crédito 

fiscal, y si no lo hace en el término de cinco años, contados a partir de que se 

realiza el hecho imponible, se actualiza la caducidad de dichas facultades; y 

segundo, una vez determinado el crédito fiscal, si no se realiza gestión alguna de 

cobro al contribuyente el referido crédito prescribe también en el término de cinco 

años, contados a partir de que se determinó aquél, concretamente, del día en que 

se notificó al contribuyente dicha liquidación. 

Por tanto, mientras no exista la determinación de un crédito no puede 

hablarse de prescripción, sino de caducidad de las facultades del fisco, 

precisamente para hacer esa determinación.  

Respecto a la contribución especial por ejecución de obras públicas, el 

artículo 229 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato 

dispone: 

ARTÍCULO 229. Esta contribución es el pago obligatorio que deberán 

efectuar al Fisco Municipal, los propietarios o poseedores, en su caso, de 

bienes inmuebles que resulten beneficiados por una obra pública. 

Conforme al trasunto precepto normativo, la contribución especial por 

ejecución de obras públicas es la prestación legal, de carácter obligatorio, que 

deberán efectuar al fisco municipal, los propietarios o poseedores, en su caso, de 

bienes inmuebles que resulten beneficiados por una obra pública. 

Luego, si la obligación fiscal nace cuando se actualizan los supuestos 

jurídicos o de hechos previstos en las leyes fiscales, entonces, por cuanto hace a 

la contribución especial por ejecución de obras públicas, la obligación fiscal 
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respectiva surge a partir de que el propietario o poseedor, según sea el caso, de 

un inmueble resulte beneficiado por una obra pública. 

En el caso, el 6 seis de julio de 2004 dos mil cuatro se publicó en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, la base de las cuotas 

correspondientes a las obras que se realizarían en diversas calles del municipio de 

******** y que fueron aprobadas por los respectivos comités de contribuyente; 

incluida la calle *****, colonia *********, en donde la obra consistiría en 

pavimentación de asfalto, arroyo, guarniciones y banquetas. 

Luego, según lo manifestó la autoridad demandada en el acto impugnado, 

la Dirección de Obras Públicas de ******** inició la obra pública en cuestión con la 

cual el actor resultó beneficiado desde el 23 veintitrés de abril de 2004 dos mil 

cuatro, al ser propietario del inmueble ubicado en el número *** de la referida calle. 

Habida cuenta lo anterior, es evidente que el actor resultó beneficiado con 

la obra pública a partir de la fecha en que inició la ejecución de la obra pública; lo 

que significa que en ese momento se actualizó el hecho generador del tributo y 

por lo tanto, a partir de ese ahí inició el término de cinco años del cual disponía la 

autoridad para determinar el crédito fiscal al ahora demandante. 

Ahora bien, considerando que en el caso concreto el hecho generador del 

crédito fiscal se produjo 23 veintitrés de abril de 2004 dos mil cuatro, entonces el 

término de cinco años del cual disponía la autoridad para determinar dicho crédito 

fiscal feneció el 23 veintitrés de abril de 2009 dos mil nueve. 

Sin embargo, fue hasta el 31 treinta y uno de mayo de 2012 dos mil doce 

que cuando la autoridad demandada determinó, mediante la emisión del acto 

ahora impugnado, el crédito fiscal al actor por la contribución especial por la 

ejecución de la obra pública con la cual resultó beneficiado; es decir, cuando ya 

habían caducado sus facultades para hacerlo, conforme lo prevé la fracción II, del 

artículo 39 de Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. 
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Por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción IV, 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato se decreta la nulidad total del determinación del 

crédito fiscal contenida en el documento titulado «NOTIFICACIÓN DE LIQUIDACIÓN», 

número de control **********, de 31 treinta y uno de mayo de 2012 dos mil doce, 

emitido por el Director Ingresos de ********, Guanajuato, en razón de que se 

emitió en contravención al artículo 39, fracción II, de la Ley de Hacienda para los 

Municipios del Estado de Guanajuato. 

SEXTO. Análisis de las pretensiones de reconocimiento de un derecho. 

El impetrante solicita, vía reconocimiento de un derecho, lo siguiente: 

a) Se deje sin efecto el acto impugnado. 

b) No se le vuelva a molestar con motivo del origen del requerimiento de pago 

que dice haber impugnado. 

c) Se declare la prescripción del crédito fiscal y, como consecuencia de ello, 

se le expida un constancia de no adeudo. 

Respecto a lo señalado en los incisos a y b, este órgano jurisdiccional 

declara que la nulidad total del acto impugnado satisface lo peticionado por el 

actor. 

Lo anterior resulta así, en principio, porque la nulidad decretada produce la 

consecuencia de dejar sin efectos el acto impugnado. 

Además, el vicio que originó la nulidad del acto impugnado consistió en que 

la autoridad demandada lo emitió cuando sus facultades habían caducado; lo que 

implica que la autoridad demandada no podrá determinar un crédito fiscal por el 

mismo hecho generador de la contribución especial por ejecución de obras 

públicas, a saber, la pavimentación de la calle **********, colonia Los *****, de 

********. 
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Por último, no es procedente reconocer el derecho a que declare la 

prescripción del crédito fiscal y, como consecuencia de ello, se le expida un 

constancia de no adeudo, ya que esa pretensión no es compatible con las razones 

que originaron la nulidad del acto. 

En el presente fallo, este órgano jurisdiccional concluyó que las facultades 

de la autoridad para determinar el crédito fiscal en contra del actor no se 

encontraban vigentes y decretó la nulidad total del acto. 

Precisamente porque la prescripción del crédito fiscal no constituyó la causa 

por la que se decretó la nulidad del acto impugnado, resultaría incongruente 

acoger la pretensión del actor relativa al reconocimiento del derecho a que declare 

la prescripción del crédito fiscal y, como consecuencia de ello, se le expida un 

constancia de no adeudo. 

Con fundamento en los artículos 1, 2, 3, primer párrafo, 20, fracción III, de la 

Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Guanajuato; 1, fracción II, 249, 255, fracción I, 298, 299, 300, fracción II; y 302, 

fracción IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y 

los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: 

R E S U E L V E 

PRIMERO. Se decreta la nulidad total del determinación del crédito fiscal 

contenida en el documento titulado «NOTIFICACIÓN DE LIQUIDACIÓN», número de 

control ********, de 31 treinta y uno de mayo de 2012 dos mil doce, emitido por el 

Director Ingresos de ********, Guanajuato, por los fundamentos y motivos 

expuestos en el considerando quinto de esta sentencia. 

SEGUNDO. Se declara que ha quedado satisfecha la pretensión de 

reconocimiento del derecho del actor, relativo a que se deje sin efecto el acto 

impugnado y no se le vuelva a molestar con motivo del origen del requerimiento de 
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pago que dice haber impugnado. Ello conforme a los argumentos vertidos en el 

sexto considerando de esta resolución. 

TERCERO. No se reconoce el derecho solicitado por el actor a que se 

declare la prescripción del crédito fiscal y, como consecuencia de ello, se le expida 

un constancia de no adeudo; ello al tenor de los razonamientos plasmados en el 

considerando sexto de este fallo. 

Notifíquese. 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente 

concluido y dese de baja en el libro de registro de esta Tercera Sala. 

Así lo acordó y firma la licenciada Ariadna Enríquez Van Der Kam, 

Magistrada de la tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Guanajuato, actuando legalmente asistida por la Secretaria de Estudio 

y Cuenta, licenciada Diana Ivett Calderón Romero, quien da fe. 
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II.4. SENTENCIA DICTADA POR LA CUARTA SALA, RELACIONADA CON LA 

RESOLUCIÓN DE NEGATIVA FICTA  

INTRODUCCIÓN 

El acto impugnado lo constituye la resolución negativa ficta. Ahora en la resolución 

de 10 (diez) de junio de 2013 (dos mil trece), se determinó que de Ley de Los 

Trabajadores al Servicio del Estado y los Municipios de Guanajuato, no se prevé la 

protección de derechos para los integrantes de elección popular, y que para 

establecer algún derecho en el encargo de Regidor deberá de estarse a la Ley 

para el Ejercicio y Control de los Recursos Públicos para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato. Motivos por los que se reconoció la VALIDEZ de la 

resolución negativa expresa contenida en la contestación a la demanda. 

R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Que mediante escrito presentado y recibido en la Secretaría 

General de Acuerdos de este H. Tribunal el 28 (veintiocho) de febrero de 2013 

(dos mil trece), y turnado a esta Cuarta Sala el 01 (uno) de marzo de 2013 (dos mil 

trece), compareció la ciudadana ************, en su carácter de albacea de la 

sucesión de los bienes de ******** promoviendo proceso contencioso 

administrativo, demandando la nulidad en contra de la autoridad y por el acto que 

a continuación se señala:  

AUTORIDAD DEMANDADA:  

H. Ayuntamiento de ***********, Guanajuato.  

ACTO IMPUGNADO:  

La resolución negativa ficta que recayó al escrito presentado el 11 (once) de 

junio de 2012 (dos mil doce), mediante el cual solicita la actora se le 

entreguen conceptos económicos que corresponden a su finado esposo 

******* quien fuera integrante del Ayuntamiento como Regidor propietario. 
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Acciones accesorias intentadas. Asimismo, la promovente solicita el 

reconocimiento de su derecho a que le sean entregados los derechos y 

prestaciones generados al ciudadano *********** quien fuera integrante de 

ese Órgano Colegiado con el carácter de regidor propietario, y la condena a 

la autoridad demandada al pleno restablecimiento del derecho violentado. 

SEGUNDO. Admisión y trámite. Por acuerdo de 01 (uno) de marzo de 

2013 (dos mil trece), se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado 

de la misma y de sus anexos a la autoridad demandada H. Ayuntamiento 

de******, Guanajuato, para que dentro del término de ley de contestación a la 

demanda. 

TERCERO. Que por proveído de 03 (tres) de abril de 2013 (dos mil trece), 

se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda en tiempo y forma, 

en los términos de su escrito exhibido. Asimismo, se acordó otorgar a la actora el 

derecho a la ampliación a la demanda, por estar en presencia de una Negativa 

Ficta. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 284, fracción I 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato. 

CUARTO. Que por acuerdo de 16 (dieciséis) de abril de 2013 (dos mil 

trece), se tuvo a la parte actora por ampliando su escrito de demanda en tiempo y 

forma en los términos de su escrito exhibido, por lo que se ordenó correr traslado 

a la demandada para que en el término de siete días diera contestación a la 

misma. 

QUINTO. Por proveído de 02 (dos) de mayo de 2013 (dos mil trece), se 

tuvo a la autoridad demandada por dando contestación a la ampliación de 

demanda, en tiempo y forma, en los términos de su escrito exhibido. 

Procediéndose además a señalar fecha y hora para la celebración de la 

AUDIENCIA DE ALEGATOS, misma que tuvo verificativo sin la asistencia de las 

partes, no obstante que de constancias de autos, se advierte que fueron 
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legalmente notificadas y citadas a la misma. Formulando apuntes de alegatos por 

escrito únicamente la parte actora a través de su autorizado legal; y 

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. Competencia. Que esta Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, es competente para conocer y resolver el presente proceso 

contencioso administrativo. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 1º, fracción II, 3° segundo párrafo, 249, 255, 263, 265 y 266 del Código 

de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato; 1°, 2°, 3, 6, fracción I y 20 fracciones V y X de la Ley Orgánica del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo; que reza: 

«Las Salas del Tribunal, son competentes para conocer en primera 

instancia de los procesos administrativos que se promuevan en contra de: 

(...) V.* Los actos administrativos y fiscales estatales que impliquen una 

negativa ficta, configurándose ésta cuando las instancias o peticiones que 

se formulen ante las autoridades no sean resueltas en los plazos que la ley 

o el reglamento fijen, o a falta de dicho plazo, en el de treinta días 

naturales...» 

En relación con el artículo 243 primer párrafo de la nueva Ley Orgánica 

Municipal para el Estado de Guanajuato, publicada mediante Decreto número 278, 

de la Sexagésima Primera Legislatura del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, publicado el 11 (once) de septiembre de 2012 (dos mil doce), 

mediante el cual, entró en vigor el 15 (quince) de septiembre de 2012 (dos mil 

doce); que reza: 

«Artículo 243. Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el 

Ayuntamiento, podrán ser impugnados ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo cuando afecten intereses de los particulares...» (el subrayado 

no es de origen) 
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Así como en el siguiente Criterio emitido por el otrora Tribunal Fiscal de la 

Federación, publicado en la Revista del Tribunal Fiscal de la Federación No. 32, 

correspondiente al mes de agosto de 1982, pág. 38 que por analogía tiene 

aplicación directa:  

«NEGATIVA FICTA.* ES UNA FIGURA PECULIAR DEL JUICIO DE 

NULIDAD DIVERSA A LA VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN.* La 

negativa ficta que se reconoce en la reglamentación del juicio de nulidad es 

diversa a la violación de la garantía consignada en el artículo 8º. de la 

Constitución. Cuando ésta se hace valer en el juicio de amparo, y prospera, 

el único efecto de la protección constitucional será que la autoridad 

responsable, dentro de un término fatal, debe dar respuesta al particular, en 

el sentido que considere conveniente. En el juicio de nulidad contra una 

negativa ficta, en cambio, transcurrido un término, sin respuesta de la 

autoridad a la instancia o petición del particular, se presume una resolución 

desfavorable y dentro del propio juicio la autoridad deberá aportar los 

fundamentos y motivos de la misma, y el particular se podrá defender, 

debiéndose resolver la controversia, sin que el asunto pueda volver a la 

autoridad para que, con libertad, dicte una resolución expresa.». 

Pues se impugna la resolución negativa ficta que recayó al escrito 

presentado por la accionante el 11 (once) de junio de 2012 (dos mil doce), 

mediante el cual solicita se le entreguen conceptos económicos que corresponden 

a su finado esposo *******, quien fuera integrante del Ayuntamiento como Regidor 

propietario. 

SEGUNDO. Configuración de la negativa ficta. Es pertinente advertir que 

en el caso a estudio, se tiene por configurada la resolución negativa ficta, en virtud 

de que no obra en autos ninguna documental que desvirtúe la inexistencia de la 

resolución negativa ficta objeto de estudio o que se le haya dado respuesta a la 

petición planteada por la parte actora, en síntesis referente a que se le haga 

entreguen determinados conceptos económicos que corresponden a su finado 
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esposo ********, quien fuera integrante del Ayuntamiento demandado como 

Regidor propietario, mismas que se encuentran precisadas en el escrito recibido 

por la demandada el 11 (once) de junio de 2012 (dos mil doce) [ver fojas 08 y 99 

de autos], siendo que es obligación de la autoridad demandada atender las 

peticiones que le dirigió el particular en un término no mayor de 20 (veinte) días 

hábiles, tal como lo establece el primer párrafo del artículo 5° (quinto) de la Ley 

Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, pues fue al H. Ayuntamiento 

del municipio de *******, Guanajuato, a quien se dirigió  

Por tanto, no se acredita fehacientemente ante esta instancia de control de 

legalidad que la demandada haya atendido el escrito que le elevó la accionante 

hasta antes de la presentación del escrito inicial de demanda o bien el de 20 

(veinte) días hábiles, tal como lo establece el artículo 5° (quinto) párrafo primero 

de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que reza:  

«Artículo 5. El Ayuntamiento deberá comunicar por escrito, en un término 

no mayor de veinte días hábiles, el acuerdo que recaiga a toda gestión que 

se le presente. Asimismo, el presidente municipal y los titulares de las 

dependencias y entidades de la administración pública municipal, deberán 

hacerlo en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

En caso de que el Ayuntamiento, el presidente municipal o los titulares de 

las dependencias y entidades de la administración pública municipal, no 

dieren respuesta en el plazo señalado en el párrafo anterior, se tendrá por 

contestando en sentido negativo...» (el subrayado no es de origen).  

Configurándose así la resolución negativa ficta impugnada y atribuida al H. 

Ayuntamiento de *******, Guanajuato. 

Al respecto, tiene aplicación directa al caso que nos ocupa, el siguiente 

Criterio sustentado por el otrora Tribunal Fiscal de la Federación que establece:  
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«NEGATIVA FICTA.* SE CONFIGURA SI LA AUTORIDAD NO NOTIFICA 

AL PROMOVENTE CON ANTERIORIDAD A LA PRESENTACIÓN DE LA 

DEMANDA, LA RESOLUCIÓN EXPRESA.* De conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 92 del Código Fiscal de la Federación, la negativa 

ficta se configura cuando las instancias o peticiones que se formulen a las 

autoridades administrativas no sean resueltas en el término que la ley fija o, 

a falta de término establecido, en noventa días. De este precepto se 

desprende que aun cuando la autoridad haya emitido resolución sobre el 

recurso interpuesto por el particular, si dicha resolución no es notificada 

antes de que se promueva el juicio respectivo, se configura la negativa ficta 

en virtud de que esa resolución no fue conocida por el particular y, por lo 

tanto, no puede tenerse como resuelta la instancia o petición de acuerdo 

con el precepto citado.». 

En esa tesitura, es evidente e incuestionable que en la especie, se dieron 

los siguientes presupuestos:  

a).* Petición dirigida a una Autoridad de la Administración Pública Municipal;  

b).* La autoridad no dio respuesta a la petición en el término que le ordena 

el artículo 5° (quinto) párrafo primero de la Ley Orgánica Municipal para el Estado 

de Guanajuato; y  

c).* Surgimiento del derecho que los artículos 20, fracción V quinta de la 

Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en el Estado, 153 

primer párrafo, 154, y 263, fracción III del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, le otorgan a la 

quejosa para acudir a este H. Tribunal demandando la nulidad de la resolución 

negativa ficta. 

Finalmente, este resolutor estima necesario puntualizar para el resultado 

del fallo, que el hecho de atender a la configuración de la resolución negativa ficta 

impugnada, ello implica solo el análisis de la misma como presupuesto procesal 
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de procedencia del proceso contencioso administrativo, así como tener por 

acreditado la existencia del silencio administrativo atribuido a la demandada, 

empero de ningún modo implica pronunciamiento alguno de fondo del asunto.  

TERCERO. Como corolario a lo expuesto, es importante advertir que la 

negativa ficta impugnada, se trata de una ficción legal ante la falta de atención de 

un escrito o promoción elevado a la autoridad. En este caso al H. Ayuntamiento de 

********, Guanajuato. En tal sentido, el hecho de formular agravios en el escrito 

inicial de demanda, atiende a la génesis de tal resolución, es decir no aún simple 

derecho de petición, donde la pretensión es obtener una respuesta, cosa diversa 

sucede con la resolución negativa ficta impugnada, en donde la accionante debe 

entender negada de manera ficta su escrito con sello de recepción de 11 (once) de 

junio de 2012 (dos mil doce), aspecto que le lleva a formular en el escrito inicial de 

demanda agravios fictos, lo que es un acierto procesal.  

Sin embargo, no debe perderse de vista que la litis en el caso se traba, no 

sólo con tal escrito, al ser indispensable además que la autoridad al momento de 

contestar la demanda, exponga los fundamentos y motivos de la resolución que 

recaiga al escrito presentado el 11 (once) de junio de 2012 (dos mil doce), no 

simplemente considerar que el juicio resulta improcedente, o referirse a los hechos 

y exponer las razones de la ineficacia de los conceptos de impugnación, en la 

medida que si no se atendió y notificó por parte de la autoridad a quien se dirigió la 

instancia aludida en el término de ley, lo primero a que esta constreñida la 

autoridad contestante, es a pronunciarse respecto del escrito sobre el que recae la 

negativa ficta. Esto es, a resolver respecto de las prestaciones reclamadas por la 

accionante, exponiendo los fundamentos y motivos que estime pertinentes –

aspecto que no acontece así en la especie, como más adelante se abundará* o 

bien adjuntar el pronunciamiento recaído al mismo, al tratarse la contestación de 

demanda el momento procesal oportuno para ello. 

Sirve de soporte legal a lo expuesto la tesis visible en la revista del Ex 

Tribunal Fiscal de la Federación de agosto de 1984, que reza:  
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«NEGATIVA FICTA. SOLO SE PUEDE FUNDAR POR LA AUTORIDAD 

AL CONTESTAR LA DEMANDA.* Las autoridades, al contestar la 

demanda de negativa ficta deben fundar y motivar el acto impugnado, 

porque el no hacerlo ocasiona la pérdida de la oportunidad procesal de 

fundar dicha negativa con posterioridad; de lo contrario, se desvirtuaría el 

concepto de la negativa ficta y se ocasionaría una violación al artículo 204 

del Código Fiscal de la Federación.». 

Así, una vez que se produce la contestación de demanda con las 

particularidades señaladas, es que el juzgador debe conceder el término de ley a 

la actora para que produzca la ampliación a la demanda, esgrimiendo si considera 

lesivo a su esfera jurídica, los agravios que le ocasionan los motivos y 

fundamentos que sustenta la ahora denominada «resolución expresa», 

consecuentemente debe concederse a la autoridad demandada el plazo legal para 

que produzca la contestación a la ampliación de demanda, ello para que la litis 

quede debidamente sustanciada en autos, tal y como lo sustenta la tesis de 

jurisprudencia invocada con anterioridad bajo el rubro: «NEGATIVA FICTA.* 

CARACTERISTICAS DE LOS JUICIOS PROMOVIDOS EN SU CONTRA.». 

CUARTO. Narración sucinta de los conceptos de impugnación. 

Sentado lo anterior, es conveniente precisar lo que las partes expresaron en sus 

respectivos y así tenemos que la actora en su demanda señala:  

«Primero. Al permitir que transcurriera el plazo previsto en el segundo 

párrafo del artículo 5 de la Ley Orgánica Municipal, sin emitir respuesta 

expresa a mi petición, la autoridad demandada actualizó la hipótesis 

prevista en el último párrafo del precitado dispositivo legal, considerando 

además, que igualmente su actuar encuadra en el contenido de la fracción 

V del artículo 20 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato, motivo por el cual la resolución 

negativa ficta me ocasiona agravio, ya que existía la obligación de la 

autoridad ahora demandada de contestar mi petición acorde a lo estipulado 
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en los dispositivos 1 fracción I y 8 fracción XI del código de procedimiento y 

justicia administrativa vigente en nuestro Estado, desconociendo entonces 

los motivos y fundamentos por los cuales la autoridad por ficción de ley me 

negó mi derecho a la entrega de las distintas prestaciones y derechos que 

quedaron pendientes de pagar, fruto de la prestación el servicio otorgado 

por el finado y que ahora como cónyuge y albacea tengo derecho a solicitar; 

petición que no ha sido atendida al día de hoy, dando lugar a la resolución 

que impugno.  

Segundo. La resolución en sentido negativo dictada por la demandada, 

vulnera en mi agravio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 1 de la Constitución 

Particular del Estado; en virtud de que adolece de la debida fundamentación 

y motivación, ya que al negar la solicitud concreta del suscrito *formulada el 

11 (once) de junio de 2012 (dos mil doce)*, no expresa con precisión el 

precepto legal aplicable al caso, así como tampoco señala las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se 

hayan tenido en consideración para resolver en los términos como lo hizo, 

situación ésta que me deja en completo estado de desamparo jurídico, ya 

que es de explorado derecho que para que una resolución se encuentre 

fundada y motivada, debe entenderse racional y lógicamente como el 

examen y la decisión concretos y directos de cada una de las cuestiones 

planteadas por el inconforme, es decir, no aduce con razonamientos 

lógicos*jurídicos tendientes a demostrar la improcedencia de mi solicitud, 

así como tampoco expresa los argumentos por los cuales considera que 

aquellos razonamientos son inoperantes; dejándome con ello en total 

estado de indefensión, al desconocer los verdaderos motivos por los cuales 

mi petición no fue atendida en los términos solicitados. (...) 

En cumplimiento y alcance al artículo 266 en su fracción II del Código que 

rige los requisitos que debe reunir este tipo de demanda, anexo los actos 

impugnados. Esto es, el escrito con sello de recibido de 11 (once) de junio 
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de 2012 (dos mil doce), por el honorable Ayuntamiento de ******** 

Guanajuato, sobre el cual, se configura la resolución negativa ficta a mi 

solicitud, sin que hasta este momento se me haya notificado respuesta 

expresa alguna por escrito; excediéndose el plazo previsto por artículo 5 de 

la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, (Anexo 1 *uno*)» 

Por lo que respecta a la autoridad demandada H. Ayuntamiento de 

*******Guanajuato, al dar contestación a la demanda fundamentalmente 

expreso:  

«IV.* CONTESTACIÓN A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.  

ÚNICO.* ASEVERA LA DEMANDANTE EN PRIMER TÉRMINO QUE AL 

PERMITIR QUE TRANSCURRIERA EL PLAZO PREVISTO EN EL PRIMER 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 5 DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL, SIN 

EMITIR RESPUESTA EXPRESA A SU PETICIÓN, ES POR LO QUE SE 

ACTUALIZÓ LA HIPÓTESIS PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 

PRECITADO DISPOSITIVO, ENCUADRANDO DICHA CONDUCTA 

TAMBIÉN EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 20 FRACCIÓN V DE 

LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, ASEVERANDO 

QUE LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA LE CAUSA AGRAVIO, 

SUPUESTAMENTE AL EXISTIR OBLIGACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE 

REPRESENTO DE CONTESTAR SU PETICIÓN, ACORDE A LO 

DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 1 FRACCIÓN I Y 8 FRACCIÓN XI 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 

DESCONOCIENDO LOS MOTIVOS Y FUNDAMENTOS POR LOS QUE 

ESTA AUTORIDAD POR FICCIÓN DE LEY LE NEGÓ SU DERECHO 

SOLICITADO, ESTO ES, AL PAGO DE LAS CANTIDADES QUE 

CORRESPONDEN A LA REPRESENTANTE LEGAL DEL DE CUJUS ***** 

POR CONCEPTO DE TRES MESES DE PRESTACIÓN ECONÓMICA, 
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PRIMA DE ANTIGÜEDAD, AGUINALDO PROPORCIONAL, VACACIONES, 

FONDO DE AHORRO, PRIMA VACACIONAL Y CUALQUIER OTRA 

PRESTACIÓN A QUE TENGA DERECHO, SEÑALANDO EN SEGUNDO 

TÉRMINO QUE LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA CONFIGURADA, 

ESTO ES, HABERLE NEGADO LO SOLICITADO POR FICCION LEGAL, 

VULNERA EN SU PERJUICIO LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 14 

Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, EN VIRTUD DE QUE ESA NEGATIVA A LO SOLICITADO 

POR FICCIÓN LEGAL NO SE ENCUENTRA FUNDADA NI MOTIVADA, 

ARGUMENTOS QUE DESDE EL PUNTO DE VISTA DE LA AUTORIDAD 

QUE REPRESENTO RESULTAN IMPROCEDENTES.  

POR LO ANTERIOR, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL 

ARTÍCULO 282 PÁRRAFO SEGUNDO DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y 

LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, AL HABERSE CONFIGURADO EN 

EL PRESENTE SUMARIO UNA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA QUE 

IMPLICA NEGAR AL PARTICULAR LO SOLICITADO, A NOMBRE DE MI 

REPRESENTADA PROCEDO A EXPRESAR LOS HECHOS Y EL 

DERECHO EN QUE SE APOYA LA MISMA, PARA HABER NEGADO LO 

PETICIONADO POR LA AHORA ACTORA RESPECTO DEL PAGO DE 

LAS PRESTACIONES QUE REFIERE EN SU ESCRITO AL QUE SE 

CONFIGURÓ LA NEGATIVA FICTA IMPUGNADA.  

SE NIEGA EXPRESAMENTE LO PETICIONADO POR LA PARTE 

ACTORA RESPECTO DE LA PRESTACIÓN CONSISTENTE AL PAGO DE 

TRES MESES DE PRESTACIÓN ECONÓMICA MARCADA EN EL PUNTO 

1 DE SU SOLICITUD, TOMANDO EN CONSIDERACIÓN QUE SOLO 

TIENEN DERECHO A DICHA PRESTACIÓN LOS TRABAJADORES 

RESPECTO DE LOS CUALES SE HUBIERE RESCINDIDO LA RELACIÓN 

LABORAL INJUSTIFICADAMENTE, O BIEN CUANDO EXISTA RETIRO 

POR PARTE DEL TRABAJADOR CUANDO SE RESCINDA SU RELACIÓN 
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LABORAL SIN QUE HUBIERE INCURRIDO EN RESPONSABILIDAD, LO 

CUAL NO OCURRE EN LA ESPECIE PUES COMO SE ENCUENTRA 

DEMOSTRADO EN AUTOS, LA CAUSAL POR LA QUE EL TRABAJADOR 

DEJÓ DE PRESTAR SUS SERVICIOS PARA EL H. AYUNTAMIENTO DE 

********, GUANAJUATO FUE PORQUE LAMENTABLEMENTE FALLECIÓ, 

POR LO QUE NO SE ACTUALIZAN NINGUNO DE LOS SUPUESTOS 

CONTEMPLADOS EN LOS ARTÍCULOS 51, 53 Y 54 DE LA LEY DEL 

TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL 

ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, HABIENDO CONCLUIDO LA 

RELACIÓN LABORAL SIN RESPONSABILIDAD PARA LAS PARTES POR 

LA MUERTE DEL TRABAJADOR EN TÉRMINOS DE LOS DISPUESTO 

POR LA FRACCIÓN III DE LA LEY LABORAL BUROCRÁTICA, POR LO 

QUE AUNADO A LO ANTERIOR, EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY DEL 

TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL 

ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, COMO LO ESTABLECIDO POR EL 

PUNTO 7 DE LOS CRITERIOS DE RACIONALIDAD, AUSTERIDAD Y 

DISCIPLINA PRESUPUESTAL DEL MUNICIPIO DE ******, GUANAJUATO, 

PREVÉN EL PAGO DE LA PRESTACIÓN ECONÓMICA DE TRES MESES 

DE SALARIO MÁS DOCE DÍAS DE SALARIO POR AÑO POR CADA UNO 

DE AÑOS DE LOS AÑOS DE SERVICIOS PRESTADOS, PERO COMO SE 

HA MENCIONADO CON ANTERIORIDAD, EL DE CUJUS ******** 

LAMENTABLEMENTE FALLECIÓ EL 11 DE MARZO DEL AÑO 2012, POR 

LO QUE NO CONCLUYÓ CON EL TÉRMINO DE SU GESTIÓN YA QUE 

ÉSTA TERMINABA EL 10 DE OCTUBRE DE 2012 FECHA EN QUE 

ENTRÓ EN FUNCIONES EL H. AYUNTAMIENTO DE ********, 

GUANAJUATO PARA EL PERIODO 2012*2015.  

POR LO QUE CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL 

PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 282 DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y 

LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 4, 71 FRACCIONES I, II, XI DE LA 

LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, LO 
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PRECEPTUADO POR LOS ARTÍCULOS 8, 51, 53, SS Y 55 FRACCIÓN III 

DE LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL 

SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, COMO LO SEÑALADO 

POR EL PUNTO 7 DE LOS CRITERIOS DE RACIONALIDAD, 

AUSTERIDAD Y DISCIPLINA PRESUPUESTAL DEL MUNICIPIO DE 

****************, GUANAJUATO, ASI COMO POR LO ESTIPULADO POR 

LOS ARTÍCULOS 30, 31 Y 32 DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA 

EL ESTADO DE GUANAJUATO, SE NIEGA A LA ACTORA EL PAGO DE 

LA PRESTACIÓN DE TRES MESES DE SALARIO MARCADA EN EL 

PUNTO NÚMERO 1 DE SU SOLICITUD, EN VIRTUD DE QUE LOS 

DISPOSITIVOS DE LOS ORDENAMIENTOS LEGALES ANTES 

INVOCADOS SEÑALAN QUE TENDRA DERECHO A DICHO PAGO LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS QUE HAYAN SIDO DESPEDIDOS 

INJUSTIFICADAMENTE O QUE NO HAYAN DADO MOTIVO A 

RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL, ASI COMO A LOS 

TRABAJADORES DE CONFIANZA POR TERMINO DE SU GESTIÓN, 

CIRCUNSTANCIAS QUE EN LA ESPECIE NO SE ACTUALIZAN 

PRECISAMENTE POR EL LAMENTABLE FALLECIMIENTO DEL SENOR 

*********, ASI QUE NO LE ASISTE EL DERECHO A LA PETICIONARIA EN 

REPRESENTACIÓN DEL TRABAJADOR AL PAGO DE DICHA 

PRESTACIÓN, POR NO ENCUADRAR EN LOS SUPUESTOS A QUE SE 

REFIEREN DICHAS DISPOSICIONES LEGALES DADO QUE LA 

RELACIÓN LABORAL CULMINÓ SIN RESPONSABILDAD PARA 

NINGUNA DE LAS PARTES POR SU FALLECIMIENTO.  

ASIMISMO, SE NIEGA EXPRESAMENTE LO PETICIONADO POR LA 

PARTE ACTORA RESPECTO DEL PAGO DE LAS PRESTACIONES 

ECONÓMICAS QUE IDENTIFICA EN LOS PUNTOS 2, 4 Y 5 DE SU 

SOLICITUD, CORRESPONDIENTES A PRIMA DE ANTIGÜEDAD, 

VACACIONES Y FONDO DE AHORRO, EN VIRTUD DE QUE EL DE 

CUJUS NO ENCUADRA DENTRO DE LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN 

LEY PARA EL PAGO DE DICHAS PRESTACIONES AL HABER SIDO UN 
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FUNCIONARIO MUNICIPAL DE ELECCIÓN POPULAR, ASÍ COMO POR 

NO HABÉRSELE DESCONTADO NINGUNA CANTIDAD DE DINERO 

PARA HABER SIDO AHORRADO DENTRO DEL FONDO RESPECTIVO 

PARA SU CORRESPONDIENTE ENTREGA, PUES DICHO SEA DE PASO 

AL HABER FALLECIDO EL SEÑOR ******* ENTRÓ EN FUNCIONES EL 

REGIDOR SUPLENTE QUIEN AL OCUPAR DICHO CARGO ADQUIRIÓ 

TODOS LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES INTRÍNSECAS AL MISMO, 

ADEMÁS DE QUE A LOS REGIDORES DEL AYUNTAMIENTO NO SON 

CONSIDERADOS COMO TRABAJADOR DE BASE, TRABAJADOR DE 

CONFIANZA, TRABAJADOR TEMPORAL O TRABAJADOR INTERINO, A 

QUE HACE REFERENCIA El ARTÍCULO 4 DE LA LEY DEL TRABAJO DE 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS 

MUNICIPIOS, PUES LOS MIEMBROS DEL H. AYUNTAMIENTO SON 

HOMOLOGADOS A LOS TRABAJADORES DE CONFIANZA DE 

CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY 

DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL 

ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, COMO LO ESTABLECIDO POR EL 

PUNTO 7 DE LOS CRITERIOS DE RACIONALIDAD, AUSTERIDAD Y 

DISCIPLINA PRESUPUESTAL DEL MUNICIPIO DE *******, 

GUANAJUATO, QUE PREVÉN EL PAGO DE LA PRESTACIÓN 

ECONÓMICA DE TRES MESES DE SALARIO MÁS DOCE DÍAS DE 

SALARIO POR AÑO POR CADA UNO DE AÑOS DE SERVICIOS 

PRESTADOS, SIN EMBARGO, AUNQUE POR DISPOSICIÓN EXPRESA 

DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY CITADA 

TENDRÍA DERECHO A TAL PRESTACIÓN SOLO EN CASO DE HABER 

CONCLUIDO CON SU GESTIÓN, LO QUE EN LA ESPECIE NO SE 

ACTUALIZA PRECISAMENTE POR EL LAMENTABLE FALLECIMIENTO 

DEL SEÑOR ********.  

POR LO QUE CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL 

PÁRRAFO SEGUNDO DEL El (sic) ARTÍCULO 282 DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y 
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LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 4, 71 FRACCIONES I, II, XI DE LA 

LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, LO 

PRECEPTUADO POR LOS ARTÍCULOS 4, 8 Y 55 FRACCIÓN III DE LA 

LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO 

DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, COMO LO SEÑALADO POR EL 

PUNTO 7 DE LOS CRITERIOS DE RACIONALIDAD, AUSTERIDAD Y 

DISCIPLINA PRESUPUESTAL DEL MUNICIPIO DE *******, 

GUANAJUATO, ASÍ COMO POR LO ESTIPULADO POR LOS ARTÍCULOS 

30, 31 Y 32 DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE 

GUANAJUATO, SE NIEGA A LA ACTORA EL PAGO DE LAS 

PRESTACIONES CONSISTENTES EN PRIMA DE ANTIGÜEDAD, 

VACACIONES Y FONDO DE AHORRO MARCADAS EN LOS PUNTOS 

NÚMEROS 2, 4 Y 5 DE SU SOLICITUD, EN VIRTUD DE QUE EL DE 

CUJUS NO ENCUADRA DENTRO DE LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN 

LEY PARA EL PAGO DE DICHAS PRESTACIONES AL HABER SIDO UN 

FUNCIONARIO MUNICIPAL DE ELECCIÓN POPULAR, ASÍ COMO POR 

NO HABÉRSELE DESCONTADO NINGUNA CANTIDAD DE DINERO 

PARA HABER SIDO AHORRADO DENTRO DEL FONDO RESPECTIVO 

PARA SU CORRESPONDIENTE ENTREGA, PUES DICHO SEA DE PASO 

AL HABER FALLECIDO EL SEÑOR *********** ENTRÓ EN FUNCIONES EL 

REGIDOR SUPLENTE QUIEN AL OCUPAR DICHO CARGO ADQUIRIÓ 

TODOS LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES INTRÍNSECAS AL MISMO, 

ADEMÁS DE QUE A LOS REGIDORES DEL AYUNTAMIENTO NO SON 

CONSIDERADOS COMO TRABAJADOR DE BASE, TRABAJADOR DE 

CONFIANZA, TRABAJADOR TEMPORAL O TRABAJADOR INTERINO, A 

QUE HACE REFERENCIA El ARTÍCULO 4 DE LA LEY DEL TRABAJO DE 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS 

MUNICIPIOS.  

EN OTRO ORDEN DE IDEAS, POR LO QUE SE REFIERE A LAS 

PRESTACIONES ECONÓMICAS MARCADAS EN EL ESCRITO 

PETITORIO CON LOS PUNTOS 3, 6 Y DE CUALQUIER OTRA 
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PRESTACIÓN A QUE TENGA DERECHO, QUE CORRESPONDEN AL 

AGUINALDO PROPORCIONAL, PRIMA VACACIONAL Y EL PAGO 

PROPORCIONAL DE LOS 10 DÍAS LABORADOS DE LA PRIMERA 

QUINCENA DEL MES DE MARZO DEL AÑO 2012, ES PROCEDENTE 

EFECTUAR EL PAGO CORRESPONDIENTE DE CONFORMIDAD CON 

LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 26, 27 Y 41 DE LA LEY DEL 

TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL 

ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, POR LO QUE CON FUNDAMENTO EN 

LO DISPUESTO POR EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL EL ARTÍCULO 282 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 4, 71 

FRACCIONES I, II, XI DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL 

ESTADO DE GUANAJUATO, SE CONCEDE A LA REPRESENTANTE 

LEGAL DEL AUTOR DE LA SUCESIÓN EL PAGO DEL AGUINALDO 

PROPORCIONAL CORRESPONDIENTE A LOS DÍAS LABORADOS DEL 

AÑO 2012, COMO AL PAGO DE LA PRIMA VACACIONAL 

CORRESPONDIENTE AL PRIMER PERIODO VACACIONAL DEL AÑO 

2012, ASÍ COMO AL PAGO DE LOS 10 DÍAS LABORADOS DE LA 

PRIMERA QUINCENA DEL MES DE MARZO DEL AÑO 2012, AL PAGO 

DE UNA COMPENSACIÓN ECONÓMICA RESPECTO DE LA PRIMERA 

QUINCENA DEL MES DE MARZO DEL AÑO 2012, QUE ARROJAN LA 

CANTIDAD DE $********, MISMA QUE SE PONE A DISPOSICIÓN DE LA 

PETICIONARIA PARA QUE ACUDA A LAS OFICINAS DE LA TESORERÍA 

MUNICIPAL DE ********, GUANAJUATO PARA SU RESPECTIVA 

ENTREGA.» 

En el escrito de ampliación a la demanda, la parte actora expreso: 

«...Tercero. Ahora bien, no obstante que la parte demandada omite fundar 

y motivar su negativa a acceder a lo peticionado por quien suscribe 

mediante el escrito recibido el 11 (once) de junio de 2012 (dos mil doce) 
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*según consta con el sello* resulta conveniente realizar las siguientes 

consideraciones lógico* jurídicas:  

l. La autoridad demandada, al referirse a las prestaciones 

pretendidas por la suscrita, aprecia incorrectamente los hechos al llegar a la 

conclusión de negar expresamente lo peticionado. En relación al pago de la 

prestación económica de tres meses de salario más doce días de salario 

por año por cada uno de los años de servicio prestados, señala que no es 

precedente mi solicitud, bajo el argumento de que, al haber fallecido mi 

esposo y que en vida ocupara el cargo de Regidor Propietario para ese 

Ayuntamiento, no concluyó el término de su gestión. Con lo anterior, 

desconoce en totalidad, los años de servicio prestados por el servidor 

público mencionado, soslayando de igual forma que por causas ajenas a la 

voluntad de las partes en este proceso, mi cónyuge y padre de mis hijos, 

ahora el de cujus, dejó la administración pública antes del periodo 

estipulado (10 de octubre 2009 *10 de octubre de 2012), lo que 

indefectiblemente evitó el término de su gestión.  

II. No obstante ello, tampoco puede perderse de vista que, si bien, no 

concluyó su gestión de su encargo, el ciudadano ****** como Regidor 

Propietario, lo cierto es que del 10 (diez) de octubre de 2009 (dos mil 

nueve), hasta el 11 (once) de marzo de 2012 (dos mil doce), se generaron 

derechos y prerrogativas a su favor, ya sea de manera proporcional al 

tiempo transcurrido, situación que no consideró la demandada, pues a su 

particular punto de vista, es el Regidor Suplente quien al ocupar el cargo 

adquirió todos los derechos y obligaciones intrínsecas al cargo, es decir que 

bastó para la autoridad el hecho de que el Regidor Suplente cubriera lo que 

restaba de la gestión municipal (del 31 de marzo al 10 de octubre de 2012), 

para que le fuera otorgadas las prestaciones integras, es decir, el pago de 

la prestación económica de tres meses de salario más doce días de salario 

por año por cada uno de los años de servicio prestados, por que dicho sea 

de paso, la partida se encuentra contemplada. Lo anterior, vulnera los 
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derechos humanos y la normatividad aplicable de los que tenemos derecho 

a recibir su equivalente proporcional de la prestación en estudio, pues en 

los dispositivos referidos por la autoridad demandada, la casual de muerte 

no excluye de todos los derechos que pierde el individuo al morir, menos de 

aquellos que fueron generados con su actividad o servicio público en este 

caso los miembros del Ayuntamiento, servidores públicos homologados a 

los trabajadores de confianza en términos de los establecido por el artículo 

8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y 

los Municipios de Guanajuato, tal y como lo reconoce también la 

demandada.  

III. Por otra parte señala que se niega sin sustento legal, el pago de 

la prima de antigüedad, vacaciones y fondo de ahorro, nuevamente bajo el 

argumento de que es el Regidor Suplente quien al ocupar dicho cargo 

adquirió todos los derechos y obligaciones intrínsecas al cargo, 

contradiciéndose en este rubro la(sic) señalar que los regidores del 

Ayuntamiento no son considerados como trabajadores de base, trabajador 

de confianza, trabajador temporal o trabajador interino a que hace 

referencia el artículo 4 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al 

Servicio del Estado y los Municipios de Guanajuato, sin embargo, en líneas 

anteriores de su contestación, indica que dichos servidores públicos se 

homologan a un trabajador de confianza, pero en la anterior interpretación 

me niega mi derecho a reclamar la prestación aludida, toda vez que, no 

concluye la gestión municipal el de cujus, lo cual no debe pasar por alto 

para el Juzgador.  

Resulta claro que en el presente asunto nos encontramos ante una 

violación material a la garantía de fundamentación y motivación, pues es 

insuficiente (y además ilegal), el razonamiento vertido en la resolución 

negativa expresa para reputar como legal esa decisión administrativa, pues 

me permite cuestionar el mérito de lo decidido, por consiguiente la nulidad 

de la misma deberá ser total (lisa y llana), en virtud de la incorrecta 
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fundamentación y motivación desde el punto de vista material o de 

contenido pero no por violación formal de la garantía de que se trata, ya que 

ésta comprende ambos aspectos. En este mismo sentido, la resolución 

administrativa que sujeta al control de legalidad que enviste a este 

honorable órgano jurisdiccional, adolece del elemento de validez contenido 

en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios, circunstancia que confiere la 

posibilidad de ser retirado de la vida jurídica en términos del 143 del mismo 

ordenamiento legal.  

Cuarto. Bajo este tenor y atendiendo a las reglas que deben 

seguirse en contra de una resolución negativa ficta, la demandada al 

comparecer a juicio debió fundar y motivar adecuadamente en ley su 

desestimación a mi petición, es decir, señalar la norma aplicable y las 

circunstancias de hecho en las que reparó para negarme por ficción de la 

ley, mi derecho a que me sea entregado los haberes y prestaciones 

generadas por el servicio público encargado, lo que se traduce en derechos 

a favor del Ciudadano *********, y susceptibles de ser reclamados por que 

demanda. Derechos que se mantienen independientes de la muerte de mi 

cónyuge, los cuales se traducen en los siguientes conceptos económicos; 

Tres meses de prestación económica; Prima de antigüedad; Aguinaldo 

proporcional; Vacaciones; Fondo de ahorro; Prima vacacional; y cualquier 

otra prestación que me pudiere corresponder de conformidad con lo 

previsto por la constitución federal, la que corresponde al estado, la ley del 

trabajo de los servidores públicos al servicio del estado y los municipios y 

cualquier otra disposición que tienda a proteger mis beneficios de seguridad 

social y del salario.  

Sin embargo, los argumentos vertidos por la demandada en su 

contestación resultan indebidos en virtud de que los hechos fueron 

apreciados incorrectamente, toda vez que: a) se acredita y además se 

reconoce por la demandada que el ciudadano ************************** fue 
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integrante del Ayuntamiento de ****************, Guanajuato en el cargo de 

Regidor Propietario, b) me asiste el derecho y la calidad con la que lo 

solicito para que me sean entregadas las prestaciones reclamadas, 

derivada de la documental exhibida en el escrito inicial de demanda, y c) la 

petición fue presentada ante la demandada quien a su vez resulta 

competente para atender favorablemente mi solicitud.  

Con lo anterior se corrobora y ratifica la indebida fundamentación y 

motivación de la resolución combatida, tan es así que en la contestación de 

mérito, la autoridad pone de manifiesto que no puede invocar ningún 

fundamento legal de su actuación debido a que no tiene *ni tuvo* los 

elementos mínimos de hecho, menos aún de derecho, para negarse a 

acceder a mis peticiones, de modo que ha perdido la oportunidad procesal 

de fundar dicha negativa con posterioridad, pues es precisamente en la 

contestación de la demanda donde la autoridad debe exponer los 

fundamentos y motivos en los que apoyo su negativa ficta. (...) 

En esta tesitura, queda fehacientemente acreditada la ilegalidad con 

la que se conduce la autoridad, atendiendo a las peculiaridades de un juicio 

en contra de una resolución negativa ficta, ahora expresa, es procedente 

que su Señoría decrete la NULIDAD TOTAL de la misma, puesto que no se 

observa una debida fundamentación y motivación, requisitos necesarios e 

ineludibles para que cualquier acto de autoridad se encuentre legalmente 

emitido, lo que en la especie .no ocurre, pues mi contraria, al contestar la 

demanda, no justificó debidamente en ley su negativa a acceder a lo 

solicitado.  

Así también resulta procedente acceder al reconocimiento de mi 

derecho amparado en normas jurídicas y condenar a la demandada al pleno 

restablecimiento de los derechos que fueron violentados.»  

Por su parte, la autoridad demandada al dar contestación a la ampliación a 

la demanda sostuvo: 
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«...TERCERO. EL CORRELATIVO HECHO QUE SE CONTESTA QUE LA 

PARTE ACTORA IDENTIFICA COMO TERCERO, EL MISMO DE LA 

MISMA FORMA SE CONTESTA EN FORMA FRACCIONADA POR 

CONTENER MAS DE UN SOLO HECHO. 

 SE NIEGA POR SER FALSO QUE LA AUTORIDAD QUE 

REPRESENTO HAYA OMITIDO FUNDAR Y MOTIVAR LA NEGATIVA DE 

ACCEDR A LO SOLICITADO EN SU PETICIÓN DE FEHA 11 DE JUNIO 

DE 2012, PUES BASTA DAR UNA LECTURA AL ESCRITO DE 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE LA QUE SE DESPRENDE LA 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA NEGATIVA DE ACCEDER A 

LA PRESTACIÓN MARCADA COMO PUNTO 1 DE SU ESCRITO, LO 

CUAL CITO TEXTUALMENTE (Se Transcribe)  

POR ELLO, SE NIEGA POR SER FALSO QUE LA NEGATIVA 

EXPRESA DE NO CONCEDER LO SOLICITADO EN EL PUNTO 1 POR LA 

ACTORA EN SU ESCRITO DE FECHA 11 DE JUNIO DE 2012 NO SE 

ENCUENTRE FUNDADA NI MOTIVADA, PUES DE LO ANTERIOR SE 

ADVIERTE QUE LA FUNDAMENTACIÓN LO FUE EL ARTÍCULO 282 DEL 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL 

ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 4, 71 FRACCIONES I, 

II, XI DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE 

GUANAJUATO, LO PRECEPTUADO POR LOS ARTÍCULOS 8, 51, 53, 55 

Y 55 FRACCIÓN III DE LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, COMO 

LO SEÑALADO POR EL PUNTO 7 DE LOS CRITERIOS DE 

RACIONALIDAD, AUSTERIDAD Y DISCIPLINA PRESUPUESTAL DEL 

MUNICIPIO DE ****************, GUANAJUATO, ASÍ COMO POR LO 

ESTIPULADO POR LOS ARTÍCULOS 30, 31 Y 32 DE LA LEY ORGÁNICA 

MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO.  
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ASIMISMO, SE NIEGA POR SER FALSO QUE LA NEGATIVA 

EXPRESA DE NO CONCEDER LO SOLICITADO EN EL PUNTO 1 POR LA 

ACTORA EN SU ESCRITO DE FECHA 11 DE JUNIO DE 2012 NO SE 

ENCUENTRE FUNDADA Y MOTIVADA, PUES DE LO ANTES 

TRANSCRITO SE ADVIERTE QUE LA MOTIVACIÓN CONSISTIÓ EN QUE 

SOLO TENDRÁ DERECHO A DICHO PAGO LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS QUE HAYAN SIDO DESPEDIDOS INJUSTIFICADAMENTE O 

QUE NO HAYAN DADO MOTIVO A RESCISIÓN DE LA RELACIÓN 

LABORAL, ASÍ COMO A LOS TRABAJADORES DE CONFIANZA POR 

TÉRMINO DE SU GESTIÓN, CIRCUNSTANCIAS QUE EN LA ESPECIE 

NO SE ACTUALIZAN PRECISAMENTE POR EL LAMENTABLE 

FALLECIMIENTO DEL SEÑOR **************************, ASÍ QUE NO LE 

ASISTE EL DERECHO A LA PETICIONARIA EN REPRESENTACIÓN DEL 

TRABAJADOR AL PAGO DE DICHA PRESTACIÓN, POR NO 

ENCUADRAR EN LOS SUPUESTOS A QUE SE REFIEREN DICHAS 

DISPOSICIONES LEGALES DADO QUE LA RELACIÓN LABORAL 

CULMINÓ SIN RESPONSABILIDAD PARA NINGUNA DE LAS PARTES 

POR SU FALLECIMIENTO.  

POR LO QUE SE REFIERE A LA FRACCIÓN I DEL HECHO QUE 

SE CONTESTA, SE NIEGA QUE TALES ARGUMENTACIONES SEAN DE 

TIPO LÓGICO JURÍDICAS, DE TAL MODO, SE NIEGA POR SER FALSO 

QUE LOS HECHOS SE HAYAN APRECIADO DE MANERA INCORRECTA 

PARA LLEGAR A LA CONCLUSIÓN DE NEGAR LO SOLICITADO A LA 

ACTORA RESPECTO DEL PUNTO 1 DE SU SOLICITUD.  

LO ANTERIOR ES ASÍ, PUES EN EL PRESENTE HECHO QUE SE 

CONTESTA LA ACTORA NO REALIZA NINGÚN RAZONAMIENTO 

LÓGICO JURÍDICO QUE CONTENGA UNA PREMISA MAYOR, PREMISA 

MENOR COMO SU CORRESPONDIENTE CONCLUSIÓN, CON LAS QUE 

DEMUESTRE LA RAZÓN POR LA QUE CONSIDERA QUE LOS HECHOS 

FUERON APRECIADOS DE MANERA INCORRECTA PARA PODER 
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ACCEDER A SU PETICIÓN, MENOS AÚN, SEÑALA ARGUMENTO O 

DISPOSITIVO DE ALGÚN ORDENAMIENTO PARA APOYAR SUS 

ASEVERACIONES POR LO QUE NO SE PUEDE CONSIDERAR SU 

ARGUMENTO COMO UN AGRAVIO PARA QUE PUEDA SER TOMADO 

EN CUENTA, MÁXIME QUE EN LA ESPECIE NO PROCEDE LA 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE AL HABER SIDO LOS 

DEFENSORES PÚBLICOS EXPERTOS EN LA MATERIA QUIENES 

ASESORARON A LA PARTE ACTORA, POR LO QUE NO SE 

ACTUALIZAN LOS SUPUESTOS PARA SU APLICACIÓN, ADEMÁS 

SIRVIÓ DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN PARA NEGAR LO 

SOLICITADO EN EL PUNTO 1 A LA DEMANDANTE, EL HECHO DE QUE 

AL HABER FALLECIDO EL SEÑOR **************************, EN 

TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY 

BUROCRÁTICA ERA UNA CAUSAL DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN 

LABORAL SIN RESPONSABILIDAD PARA LAS PARTES, POR LO QUE SI 

SU FALLECIMIENTO FUE LA RAZÓN POR LA QUE SE EVITÓ EL 

TÉRMINO DE SU GESTIÓN, TAL ACONTECIMIENTO SURTE COMO 

CAUSAL DE LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL SIN 

RESPONSABILIDAD PARA EL H. AYUNTAMIENTO DE ****************, 

GUANAJUATO.  

EN RELACIÓN A LA FRACCIÓN II DEL HECHO QUE SE 

CONTESTA, IGUALMENTE SE NIEGA QUE TALES 

ARGUMENTACIONES SEAN DE TIPO LÓGICO JURÍDICAS, EN 

CONSECUENCIA, SE NIEGA POR SER FALSO QUE NO SE HAYAN 

TOMADO EN CONSIDERACIÓN QUE EL CIUDADANO 

************************* HAYA GENERADO DERECHOS Y 

PRERROGATIVAS A SU FAVOR, PUES COMO SE DESPRENDE DEL 

ESCRITO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA SE CONCEDIÓ A LA 

ACTORA EL PAGO DE LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS MARCADAS 

EN EL ESCRITO PETITORIO CON LOS PUNTOS 3, 6 Y DE CUALQUIER 

OTRA PRESTACIÓN A QUE TENGA DERECHO, CORRESPONDIENTES 
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AL AGUINALDO PROPORCIONAL, PRIMA VACACIONAL Y EL PAGO 

PROPORCIONAL DE LOS 10 DÍAS LABORADOS DE LA PRIMERA 

QUINCENA DEL MES DE MARZO DEL AÑO 2012, QUE 

CORRESPONDEN A LA CANTIDAD DE ***********, APOYANDO LA 

ANTERIOR DETERMINACIÓN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 

26, 27 Y 41 DE LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, ASÍ COMO LO 

DISPUESTO POR EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL EL(sic) ARTÍCULO 282 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 4, 71 

FRACCIONES I, II, XI DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL 

ESTADO DE GUANAJUATO. 

DE TAL MANERA, LA PARTE DEMANDANTE DENTRO DEL 

PRESENTE HECHO QUE SE CONTESTA NO REALIZA NINGÚN 

RAZONAMIENTO LÓGICO JURÍDICO QUE CONTENGA UNA PREMISA 

MAYOR, PREMISA MENOR COMO SU CORRESPONDIENTE 

CONCLUSIÓN, CON LAS QUE DEMUESTRE LA RAZÓN POR LA QUE 

CONSIDERA QUE SE DEBIÓ ACCEDER AL PAGO DE LA PRESTACIÓN 

DE TRES MESES DE SALARIO MÁS 12 DÍAS POR AÑO A QUE SE 

REFIERE EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY BUROCRÁTICA POR EL TÉRMINO 

DE SU GESTIÓN, COMO PARA SEÑALAR QUE CON LA 

DETERMINACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE REPRESENTO SE 

VULNEREN LOS DERECHOS HUMANOS DE LA ACTORA COMO LA 

NORMATIVIDAD APLICABLE, PUES SOLO SE LIMITA A EXPRESAR: 

CITO TEXTUALMENTE "LA CAUSAL DE MUERTE NO EXCLUYE DE 

TODOS LOS DERECHOS QUE PIERDE EL INDIVIDUO AL MORIR", 

MENOS AUN, SEÑALA ARGUMENTO O DISPOSITIVO DE ALGUN 

ORDENAMIENTO PARA APOYAR SUS ASEVERACIONES, POR LO QUE 

NO SE PUEDE CONSIDERAR SU ARGUMENTO COMO UN AGRAVIO 

PARA QUE PUEDA SER TOMADO EN CUENTA, MÁXIME QUE EN LA 

ESPECIE NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE AL 
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HABER SIDO LOS DEFENSORES PÚBLICOS EXPERTOS EN LA 

MATERIA QUIENES ASESORARON A LA PARTE ACTORA, POR LO QUE 

NO SE ACTUALIZAN LOS SUPUESTOS PARA SU APLICACIÓN, PUES 

CONTRARIAMENTE A LO SEÑALADO POR LA PARTE ACTORA EN EL 

HECHO QUE SE CONTESTA, AL HABER FALLECIDO EL SEÑOR 

************************** EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN III DEL 

ARTÍCULO 55 DE LA LEY BUROCRÁTICA, SE ACTUALIZA LA CAUSAL 

DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL SIN RESPONSABILIDAD 

PARA LAS PARTES, POR LO QUE SI SU FALLECIMIENTO FUE LA 

RAZÓN POR LA QUE SE EVITÓ EL TÉRMINO DE SU GESTIÓN, TAL 

ACONTECIMIENTO SURTE COMO CAUSAL DE LA TERMINACIÓN DE 

LA RELACIÓN LABORAL SIN RESPONSABILIDAD PARA EL H. 

AYUNTAMIENTO DE ****************, GUANAJUATO, POR LO QUE SE 

CONSIDERÓ IMPROCEDENTE DE LA PRESTACIÓN MARACA(sic) 

COMO PUNTO 1 DE SU ESCRITO PETITORIO.  

DE LA MISMA FORMA, POR LO QUE SE REFIERE A LA 

FRACCIÓN III DEL HECHO QUE SE CONTESTA, SE NIEGA QUE TALES 

ARGUMENTACIONES SEAN DE TIPO LÓGICO JURÍDICAS, EN ESE 

TENOR, SE NIEGA POR SER FALSO QUE LA AUTORIDAD QUE 

REPRESENTO NO HAYA SUSTENTADO LEGALMENTE LA NEGATIVA 

DE ACCEDER A LO SOLICITADO EN SU PETICIÓN DE FECHA 11 DE 

JUNIO DE 2012, PUES BASTA DAR UNA LECTURA AL ESCRITO DE 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE LA QUE SE DESPRENDE EL 

SUSTENTO LEGAL DE LA NEGATIVA DE ACCEDER A LAS 

PRESTACIONES MARCADAS COMO PUNTOS 2, 4 Y 5 DE DE SU 

ESCRITO, LO CUAL CITO TEXTUALMENTE: (...)  

ASIMISMO, EN EL PRESENTE PÁRRAFO DEL HECHO QUE SE 

CONTESTA LA ACTORA NO REALIZA NINGÚN RAZONAMIENTO 

LÓGICO JURÍDICO QUE CONTENGA UNA PREMISA MAYOR, PREMISA 

MENOR COMO SU CORRESPONDIENTE CONCLUSIÓN, CON LAS QUE 
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DEMUESTRE LA RAZÓN POR LA QUE CONSIDERA QUE LA ACTORA 

TENGA EL DERECHO A QUE SE LE PAGUEN LAS PRESTACIONES 

CONTENIDAS EN LA PARTE ESPECÍFICA DEL ESCRITO DE PETICIÓN 

CORRESPONDIENTES A PRIMA DE ANTIGÜEDAD, VACACIONES Y 

FONDO DE AHORRO, MENOS AÚN, SEÑALA ARGUMENTO O 

DISPOSITIVO DE ALGÚN ORDENAMIENTO PARA APOYAR SUS 

ASEVERACIONES POR LO QUE NO SE PUEDE CONSIDERAR SU 

ARGUMENTO COMO UN AGRAVIO PARA QUE PUEDA SER TOMADO 

EN CUENTA, MÁXIME QUE EN LA ESPECIE NO PROCEDE LA 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE AL HABER SIDO LOS 

DEFENSORES PÚBLICOS EXPERTOS EN LA MATERIA QUIENES 

ASESORARON A LA PARTE ACTORA, POR LO QUE NO SE 

ACTUALIZAN LOS SUPUESTOS PARA SU APLICACIÓN, ADEMÁS LA 

PROPIA LEY BUROCRÁTICA SEÑALA QUE SOLO LOS TRABAJADORES 

DE BASE TIENEN DERECHO AL PAGO DE LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD 

COMO A LAS VACACIONES POR LO QUE AL NO HABER SIDO EL DE 

CUJUS UN TRABAJADOR DE BASE ES LO POR QUE NO TIENE 

DERECHA A TALES PRESTACIONES, ASÍ COMO POR NO HABÉRSELE 

REALIZADO NINGÚN DESCUENTO POR CONCEPTO DE FONDO DE 

AHORRO COMO SE DEMOSTRARÁ EN EL MOMENTO PROCESAL 

OPORTUNO, LO ANTERIOR EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR 

LOS ARTÍCULOS 5, 6 Y 63 DE LA LEY DE LA LEY(sic) DEL TRABAJO DE 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS 

MUNICIPIOS.  

EN RELACIÓN AL PRESENTE PÁRRAFO DEL HECHO QUE SE 

CONTESTA SE NIEGA POR SER FALSO QUE EN EL PRESENTE 

ASUNTO NOS ENCONTREMOS ANTE UNA VIOLACIÓN MATERIAL A LA 

GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, *POR 

INSUFICIENTE E ILEGAL*, PUES AL CONTRARIO, LA PARTE ACTORA 

SOLAMENTE SE LIMITA A SEÑALAR QUE EL RAZONAMIENTO 

VERTIDO EN LA NEGATIVA EXPRESA ES INSUFICIENTE SU 
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MOTIVACIÓN Y FUNDAMENTACIÓN, POR TANTO ILEGAL, POR LO 

QUE DEBE DECLARARSE LA NULIDAD LISA Y LLANA POR LA 

INCORRECTA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, DESDE EL PUNTO 

DE VISTA MATERIAL O DE CONTENIDO PERO NO POR VIOLACIÓN 

FORMAL DE LA GARANTÍA DE QUE SE TRATA, ADICIONANDO QUE 

ADOLECE DEL ELEMENTO DE VALIDEZ CONTENIDO EN LA FRACCIÓN 

VI DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE 

GUANAJUATO, DE AHÍ, SE NIEGA POR SER FALSO LO SEÑALADO EN 

EL PRESENTE PÁRRAFO QUE SE CONTESTA, PUES ADEMÁS DE QUE 

LA ACTORA NO REALIZA NINGÚN RAZONAMIENTO LÓGICO JURÍDICO 

QUE CONTENGA UNA PREMISA MAYOR, PREMISA MENOR COMO SU 

CORRESPONDIENTE CONCLUSIÓN, CON LAS QUE DEMUESTRE LA 

RAZÓN POR LA QUE CONSIDERA QUE LA ACTORA TENGA EL 

DERECHO A QUE SE LE PAGUEN LAS PRESTACIONES CONTENIDAS 

EN LA PARTE ESPECÍFICA DEL ESCRITO DE PETICIÓN 

CORRESPONDIENTES A PRIMA DE ANTIGÜEDAD, VACACIONES Y 

FONDO DE AHORRO, MENOS AÚN, SEÑALA ARGUMENTO O 

DISPOSITIVO DE ALGÚN ORDENAMIENTO PARA APOYAR SUS 

ASEVERACIONES POR LO QUE NO SE PUEDE CONSIDERAR SU 

ARGUMENTO COMO UN AGRAVIO PARA QUE PUEDA SER TOMADO 

EN CUENTA, MÁXIME QUE EN LA ESPECIE NO PROCEDE LA 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE AL HABER SIDO LOS 

DEFENSORES PÚBLICOS EXPERTOS EN LA MATERIA QUIENES 

ASESORARON A LA PARTE ACTORA, POR LO QUE NO SE 

ACTUALIZAN LOS SUPUESTOS PARA SU APLICACIÓN. 

ASIMISMO, CONTRARIAMENTE A LO SEÑALADO POR LA PARTE 

ACTORA EN EL PRESENTE PÁRRAFO QUE SE CONTESTA, SE FUNDÓ 

Y MOTIVÓ DE MANERA CORRECTA LA NEGATIVA DE ACCEDER A LO 

SOLICITADO POR LA ACTORA, SIENDO PRECISO RECALCAR QUE LA 

ACTORA NO SEÑALA CUAL ES EL DISPOSITIVO LEGAL APLICABLE 
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COMO EL MOTIVO POR EL QUE CONSIDERA QUE SE LE DEBEN 

PAGAR LAS PRESTACIONES QUE RECLAMA, PUES EN LA 

DETERMINACIÓN SE SEÑALÓ QUE CON FUNDAMENTO EN LO 

DISPUESTO POR EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL EL(sic) ARTÍCULO 282 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, 4, 71 

FRACCIONES I, II, XI DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL 

ESTADO DE GUANAJUATO, LO PRECEPTUADO POR LOS ART\CULOS 

4, 8 Y 55 FRACCIÓN III DE LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, COMO 

LO SEÑALADO POR EL PUNTO 7 DE LOS CRITERIOS DE 

RACIONALIDAD, AUSTERIDAD Y DISCIPLINA PRESUPUESTAL DEL 

MUNICIPIO DE ****************, GUANAJUATO, ASÍ COMO POR LO 

ESTIPULADO POR LOS ARTÍCULOS 30, 31 Y 32 DE LA LEY ORGÁNICA 

MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, SE NIEGA A LA 

ACTORA EL PAGO DE LAS PRESTACIONES CONSISTENTES EN 

PRIMA DE ANTIGÜEDAD, VACACIONES Y FONDO DE AHORRO 

MARCADAS EN LOS PUNTOS NÚMEROS 2, 4 Y 5 DE SU SOLICITUD, 

EN VIRTUD DE QUE EL DE CUJUS NO ENCUADRA DENTRO DE LOS 

SUPUESTOS PREVISTOS EN LEY PARA EL PAGO DE DICHAS 

PRESTACIONES AL HABER SIDO UN FUNCIONARIO MUNICIPAL DE 

ELECCIÓN POPULAR, ASÍ COMO POR NO HABÉRSELE DESCONTADO 

NINGUNA CANTIDAD DE DINERO PARA HABER SIDO AHORRADO 

DENTRO DEL FONDO RESPECTIVO PARA SU CORRESPONDIENTE 

ENTREGA, PUES DICHO SEA DE PASO AL HABER FALLECIDO EL 

SEÑOR ************************** ENTRÓ EN FUNCIONES EL REGIDOR 

SUPLENTE QUIEN AL OCUPAR DICHO CARGO ADQUIRIÓ TODOS LOS 

DERECHOS Y OBLIGACIONES INTRÍNSECAS AL MISMO, ADEMÁS DE 

QUE A LOS REGIDORES DEL AYUNTAMIENTO NO SON 

CONSIDERADOS COMO TRABAJADOR DE BASE, TRABAJADOR DE 

CONFIANZA, TRABAJADOR TEMPORAL O TRABAJADOR INTERINO, A 



 
161 

QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY DEL TRABAJO DE 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS 

MUNICIPIOS, SIN QUE EN LA ESPECIE REFUTE LOS FUNDAMENTOS 

LEGALES INVOCADOS COMO LOS MOTIVOS QUE SIRVIERON DE 

BASE PARA LLEGAR A TAL DETERMINACIÓN. 

CUARTO.* EL CORRELATIVO HECHO QUE SE CONTESTA QUE 

LA PARTE ACTORA IDENTIFICA IGUALMENTE COMO CUARTO, EL 

MISMO DE LA MISMA FORMA SE CONTESTARA EN FORMA 

FRACCIONADA POR CONTENER MÁS DE UN SOLO HECHO. 

POR LO QUE SE REFIERE AL PRIMER PÁRRAFO DEL 

PRESENTE HECHO QUE SE CONTESTA SE NIEGA EN SU TOTALIDAD 

POR SER FALSO, YA QUE CONTRARIAMENTE A LO QUE SEÑALA LA 

PARTE ACTORA, LA CONTESTACIÓN EXPRESA QUE CONTIENE LA 

NEGATIVA A LAS PRESTACIONES QUE RECLAMA EN SU ESCRITO 

PETITORIO SE ENCUENTRA DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA, 

SEGÚN HA QUEDADO DEMOSTRADO EN PÁRRAFOS PRECEDENTES, 

ARGUMENTOS QUE EN OBVIEDAD DE REPETICIONES INNECESARIAS 

LOS DOY POR REPRODUCIDOS COMO SI A LA LETRA SE 

INSERTARAN. 

IGUALMENTE, SE NIEGA POR SER FALSO LO ASEVERADO EN 

EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL PRESENTE HECHO QUE SE CONTESTA, 

PUES LOS ARGUMENTOS VERTIDOS EN LA CONTESTACIÓN A LA 

DEMANDA NO FUERON INDEBIDOS NI SE APRECIARON DE FORMA 

EQUIVOCADA, PUES EL HECHO DE QUE HAYA SIDO REGIDOR EL DE 

CUJUS DEL MUNICIPIO DE **************** GUANAJUATO, NO IMPLICA 

QUE SE LE DEBAN PAGAR TODAS LAS PRESTACIONES QUE 

RECLAMA, YA QUE SOLO TIENE DERECHO A QUE SE LE PAGUEN 

AQUÉLLAS QUE LA PROPIA LEY LE CONFIERE, PUES COMO 

PRETENDE QUE SE LE PAGUE UN SUPUESTO FONDO DE AHORRO 
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QUE NO LE FUE DESCONTADO DE SU SUELDO, ASÍ PUES, COMO 

PRETENDE QUE SE LE PAGUEN PRESTACIONES A LAS QUE NO 

TIENE DERECHO POR NO HABER SIDO UN TRABAJADOR DE BASE 

PARA QUE SEAN PAGADAS PRESTACIONES A LAS QUE SOLO TIENE 

DERECHO ESE TIPO DE TRABAJADORES, PERO SOBRE TODO, 

COMO PRETENDE QUE SE LE PAGUE UNA PRESTACIÓN QUE SOLO 

SE LE PUEDE PAGAR A LOS TRABAJADORES QUE HAYAN 

TERMINADO CON SU GESTIÓN CUANDO NO FUE ASÍ POR SU 

LAMENTABLE FALLECIMIENTO, PUES EN TAL SENTIDO LA RELACIÓN 

DE TRABAJO CULMINÓ SIN RESPONSABILIDAD PARA NINGUNA DE 

LAS PARTES COMO SE (sic) VENIDO SOSTENIENDO.  

FINALMENTE, POR LO QUE HACE AL PRESENTE PÁRRAFO DEL 

HECHO QUE SE CONTESTA LOS DOS POSTERIORES LOS MISMOS SE 

NIEGAN EN SU TOTALIDAD POR SER FALSOS, YA QUE 

CONTRARIAMENTE A LO QUE SEÑALA LA PARTE ACTORA, DENTRO 

DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA SE FUNDÓ Y 

MOTIVO ADECUADAMENTE LA NEGATIVA DE ACCEDER A LAS 

PRESTACIONES QUE RECLAMA EN SU ESCRITO PETITORIO COMO 

SE DESPRENDE DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.  

POR LO ANTERIOR, AL QUEDAR DEMOSTRADA LA INEFICACIA 

DE LOS ARGUMENTOS SEÑALADOS COMO PRIMERO, SEGUNDO, 

TERCERO Y CUARTO DEL ESCRITO DE AMPLIACIÓN A LA DEMANDA, 

CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LA FRACCIÓN I DEL 

ARTÍCULO 300 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE 

GUANAJUATO, SOLICITO ATENTAMENTE SE DECRETE LA VALIDEZ 

DE LA RESOLUCIÓN EXPRESA CONTENIDA EN EL ESCRITO DE 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.» 
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QUINTO. Causales de improcedencia. Si bien es cierto, que el análisis de 

las causales de improcedencia y sobreseimiento, son cuestiones de orden público, 

así como que se analizan de oficio o a petición de parte, tal y como lo establece la 

tesis jurisprudencial número 940, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación, 1917*1988, Segunda Parte, Salas y Tesis Comunes, visible en 

la pág. 1538, que por analogía tiene aplicación directa y que reza:  

«IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse 

previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de 

orden público en el juicio de garantías.»  

Cierto es también, que en el caso a estudio, al no advertir esta Cuarta Sala 

la actualización de ninguna de las causales de improcedencia, se procede al 

estudio del presente asunto, atendiendo a los conceptos de impugnación 

expuestos por el accionante en su ocurso de cuenta. 

SEXTO. Estudio de los conceptos de impugnación. Corresponde ahora 

adentrarse al estudio de los conceptos de violación hechos valer por la parte 

actora, y así tenemos que este que resuelve estima que los conceptos de 

impugnación hechos valer por la demandante para combatir la negativa expresa 

resultan infundados para decretar la nulidad de ésta, en razón de las 

consideraciones siguientes: 

Atendiendo a que en los procesos contenciosos administrativos tramitados 

en virtud de una resolución negativa ficta, como es el caso en que nos 

encontramos estudiando, debe señalarse que es en la contestación a la demanda, 

donde la autoridad demandada tiene la oportunidad para exponer los hechos y el 

derecho por los cuales se negó a acordar de conformidad lo planteado por los 

particulares. De este modo, conociendo los hechos, el derecho y demás 

razonamientos que la autoridad tuvo para acordar negativamente sus 

pretensiones, la recurrente o actora, en su escrito de ampliación a la demanda, 

tiene, ahora sí, la oportunidad de exponer los conceptos de violación que causa la 
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postura de la autoridad, conformándose, de esta manera, la litis en éstos juicios 

sui generis. Es ilustrativo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia intitulada:  

«NEGATIVA FICTA.* CARACTERISTICAS DE LOS JUICIOS 

PROMOVIDOS EN SU CONTRA.* Del estudio relacionado de los artículos 

92, 192, fracción IV, 194, 204 y 176, fracción II, inciso 4, que regulan lo 

relativo a los juicios en los que se impugna una  resolución negativa ficta se 

infiere que sus características básicas son las siguientes: 1.* Transcurrido  

el término que la ley fija para resolver una instancia o contestar una 

petición, o en su defecto en 90 días, el afectado podrá, en cualquier tiempo, 

demandar su nulidad ante el Tribunal Fiscal; 2.* En principio, el actor no 

podrá señalar en su demanda los conceptos de nulidad, lo que sólo podrá 

hacer hasta la ampliación, después de que la conozca, al notificársele el 

acuerdo a la contestación, con copia de ésta; 3.* Excepcionalmente, es 

posible plantear  los conceptos de nulidad, desde la demanda, cuando la 

negativa se configura en un recuso administrativo; 4.* En la contestación de 

demanda la autoridad tendrá la obligación de dar los hechos y el derecho 

en que funde la negativa, y si no cumple con ello, procesalmente se tendrá 

que inferir que no pudo justificar la resolución desfavorable la que tendrá 

que nulificarse para el efecto de que se resuelva favorablemente la 

instancia o petición; 5.* Si no hay contestación no es posible que se dicte un 

acuerdo y se corra traslado con copia de la contestación, por lo que no cabe 

la ampliación; 6.* Si existe la contestación deberá emitirse el acuerdo 

correspondiente y notificarse personalmente al actor con copia de la 

contestación; 7.* En esta última hipótesis el actor podrá ejercitar su derecho 

de ampliar la demanda, pero si no lo hace se tendrá que estar a la 

presunción de validez; 8.* De la ampliación se tendrá que correr traslado a 

la demandada para que pueda contestarla; 9.* La litis sobre la que tendrá 

que versar la sentencia se integrará con la negativa ficta, la demanda, la 

contestación, la ampliación y la contestación a la misma.» 
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En atención a lo expuesto, es preciso puntualizar que, contrario a lo 

manifestado por la parte actora en su escrito de ampliación a la demanda; en su 

escrito de contestación a la demanda la autoridad demandada el H. Ayuntamiento 

de ****************, Guanajuato, expresa como razones de la negativa expresa lo 

siguiente:  

1°.* Respecto de la prestación consistente en el pago de tres meses de 

prestación económica, sostiene que solo tienen derecho a dicha prestación los 

trabajadores respecto de los cuales se hubiere rescindido la relación laboral 

injustificadamente, o bien cuando exista retiro por parte del trabajador cuando se 

rescinda su relación laboral, sin que hubiere incurrido en responsabilidad, lo cual 

no ocurre en la especie. No actualizándose los supuestos en los artículos 51, 53 y 

54 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los 

Municipios; 

2°.* Que niega expresamente lo peticionado por la actora respecto del pago 

de las prestaciones económicas que se identifican en los puntos 2, 4 y 5 de su 

solicitud correspondiente a prima de antigüedad, vacaciones y fondo de ahorro, en 

virtud de que el de cujus no encuadra dentro de los supuestos previstos en la ley 

para el pago de dichas prestaciones al haber sido un funcionario municipal de 

elección popular, así como por no habérsele descontado ninguna cantidad de 

dinero para haber sido ahorrado dentro del fondo respectivo para su 

correspondiente entrega, pues al haber fallecido el señor ************************** 

entró en funciones el regidor suplente quien al ocupar dicho cargo adquirió todos 

los derechos y obligaciones intrínsecas al mismo, además de que a los regidores 

del Ayuntamiento no son considerados como trabajador de base, trabajador de 

confianza, trabajador temporal o trabajador interino; y 

3°.* Finalmente, respecto de las prestaciones económicas marcadas con los 

puntos 3, 6 y de cualquier otra prestación a que tenga derecho que corresponde al 

aguinaldo, prima vacacional y el pago proporcional de los 10 días laborados de la 

primera quincena del mes de marzo de 2012, es procedente efectuar el pago 
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correspondiente de conformidad con lo dispuesto por los artículos 26, 27 y 41 de 

la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los 

Municipios.  

Como se observa de la recién síntesis, este que resuelve advierte que la 

demandada funda y motiva la negativa expresa, como a continuación se explica: 

Primero, la demandada reconoce expresamente, que respecto de las 

prestaciones consistentes en aguinaldo, prima vacacional y el pago proporcional 

de los 10 días laborados de la primera quincena del mes de marzo de 2012, es 

procedente efectuar el pago correspondiente. Lo anterior, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 26, 27 y 41 de la Ley del Trabajo de los Servidores 

Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios.  

De aquí, que la litis se centra en determinar la procedencia de las 

prestaciones reclamadas por la accionante identificadas como 1, 2, 4 y 5 de la 

solicitud génesis de la resolución negativa ficta impugnada, consistentes en: tres 

meses de prestación económica, prima de antigüedad, vacaciones y fondo de 

ahorro. 

Lo anterior, atentos a que la propia demandada reconoce que en el caso a 

estudio resultan aplicables las disposiciones de la Ley del Trabajo de los 

Servidores Público al Servicio del Estado y los Municipios.  

Manifestación que constituye una confesión expresa de las prestaciones 

reclamadas por la accionante marcadas con los puntos 3 y 6 de la solicitud 

génesis de la resolución negativa ficta impugnada. Lo anterior, de conformidad con 

lo dispuesto por el artículo 58 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que reza: 

«ARTÍCULO 57. La confesión se refiere a hechos propios y puede ser 

expresa o tácita. Es expresa, la que se hace de manera clara, ya al formular 

o contestar la demanda, ya absolviendo posiciones, o en cualquier otro 
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documento o diligencia; tácita, la que se presume en los casos señalados 

por la Ley. La confesión sólo produce efecto en lo que perjudica al que la 

hace.» 

Confesión que merece valor probatorio pleno de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 119 del mismo ordenamiento legal que dice: 

«Los hechos propios de los interesados aseverados en cualquier acto del 

procedimiento o proceso, harán prueba plena en contra de quien los 

asevere, sin necesidad de ofrecerlos como prueba.». (lo subrayado no es 

de origen) 

Para tener por acreditado la procedencia al pago de aguinaldo, prima 

vacacional y el pago proporcional de los 10 días laborados de la primera quincena 

del mes de marzo de 2012, mismas que según el dicho de la propia contestante, 

es procedente de conformidad con lo dispuesto por los artículos 26, 27 y 41 de la 

Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y los Municipios 

de Guanajuato. Las que ascienden a *********, importe que no es controvertido al 

momento de ampliar la demanda, por lo que al no haber disenso en la cantidad 

que lo integran, este Juzgador estima que será el que deberá cubrirse a la 

accionante. 

Segundo, si bien es cierto que la misma demandada al dar contestación a la 

demanda, manifiesta que los miembros del H. Ayuntamiento son homologados a 

los trabajadores de confianza de conformidad con lo dispuesto por el artículo 8 de 

la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y los 

Municipios, como se constata a foja 35 del sumario. Tal manifestación es 

insuficiente para acceder a las reclamaciones de la accionante.  

Se sostiene lo anterior, pues aún en el caso de que por afinidad según 

afirmación de la propia demandada se tenga a ************************** como 

trabajador de confianza. Lo realmente importante y acreditado está en la secuela 

procesal es que el de cujus según constancia de asignación de regidores de 
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representación proporcional, de 08 de julio de 2009, visible a foja 10 del sumario. 

Medio de prueba que al tenor de lo dispuesto por los artículos 48 cuarenta y ocho, 

fracción II, 78 setenta y ocho y 121 ciento veintiuno del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que 

respectivamente rezan:  

«ARTÍCULO 48. Este Código reconoce como medios de prueba:(...) II.* Los 

documentos públicos y privados...». 

«ARTÍCULO 78. Son documentos públicos aquéllos cuya formulación está 

encomendada por la Ley, dentro de los límites de su competencia, a las 

personas dotadas de fe pública y los expedidos por servidores públicos en 

el ejercicio de sus funciones. La calidad de públicos se demuestra por la 

existencia regular, sobre los documentos de sellos, firmas y otros signos 

exteriores que, en su caso, prevengan las leyes, salvo prueba en 

contrario.».  

«ARTÍCULO 121. Los documentos públicos hacen prueba plena.».  

Así como en lo que establece la tesis de jurisprudencia emitida por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial 

de la Federal y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, Abril de 1996, Tesis P. 

XLVII/96, Página 125, la cual a la letra dice:  

«PRUEBAS. SU VALORACION CONFORME A LAS REGLAS DE LA 

LOGICA Y DE LA EXPERIENCIA, NO ES VIOLATORIA DEL ARTICULO 

14 CONSTITUCIONAL (ARTICULO 402 DEL CODIGO DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL). El Código 

de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, al hablar de la valoración de 

pruebas, sigue un sistema de libre apreciación en materia de valoración 

probatoria estableciendo, de manera expresa, en su artículo 402, que los 

medios de prueba aportados y admitidos serán valorados en su conjunto 

por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia; y si 
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bien es cierto que la garantía de legalidad prevista en el artículo 14 

constitucional, preceptúa que las sentencias deben dictarse conforme a la 

letra de la ley o a su interpretación jurídica, y a falta de ésta se fundarán en 

los principios generales del derecho, no se viola esta garantía porque el 

juzgador valore las pruebas que le sean aportadas atendiendo a las reglas 

de la lógica y de la experiencia, pues el propio precepto procesal le obliga a 

exponer los fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su 

decisión.»  

Constituye un documento público que merece valor probatorio pleno 

para tener por acreditado, que ************************** ocupó un cargo de elección 

popular Regidor propietario para el municipio de ****************, Guanajuato.  

Sin embargo, de la propia Ley de Los Trabajadores al Servicio del 

Estado y los Municipios de Guanajuato, no se prevé la protección de derechos 

para los integrantes de elección popular, en tanto que en sus artículos 4 a 7, al 

definir el tipo de trabajadores del municipio no se hace referencia Regidores o 

integrantes del Ayuntamiento, aspecto que de manera alguna es discriminatorio 

para la protección de derechos humanos, atentos a que conforme a lo previsto por 

los artículos 3 y 6 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, el 

Ayuntamiento, es el órgano de gobierno, administración y constituye la autoridad, 

luego, sus integrantes conforme a lo establecido por el artículo 25 de la Ley en 

mención, como son los regidores no comparten una relación de supra a 

subordinación, al integrar la autoridad misma, razón por la cual no son enunciados 

como trabajadores para la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado y los 

Municipios de Guanajuato.  

Luego, para establecer algún derecho en el encargo de Regidor 

deberá de estarse a la Ley para el Ejercicio y Control de los Recursos Públicos 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que en sus artículos 40 a 47, 

únicamente prevé para los servidores públicos de elección popular el Fondo de 

Retiro, aspecto que se retoma plenamente en el séptimo punto del rubro 
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denominado ―DE LAS RELACIONES LABORALES‖ de los Criterios de 

Racionalidad, Austeridad y Disciplina Presupuestal del Municipio de 

****************, Guanajuato, ejercicio fiscal 2011 y 2012, que se estableció: 

«...7.* Los trabajadores de confianza exceptuando los de elección popular al 

término de su gestión gozarán de una prestación de hasta tres meses de 

salario más doce días de salario por cada año de servicio prestados...» (el 

subrayado no es de origen) 

De la transcripción que antecede, tenemos que para efecto de cubrir 

prestaciones a servidores públicos, se conceptualiza aquellos que desempeñan 

funciones de confianza, de los que se excluye a los integrantes de elección 

popular, aspecto que se insiste no es contrario a lo previsto por el artículo 1° 

(primero) Constitucional, al no ser discriminatorio, dado que el Servidor Público de 

elección popular no guarda relación alguna de subordinación, al estarle encargado 

el gobierno, la administración y la autoridad en el municipio.  

De aquí, que al ser clara la norma recién reproducida, no queda duda 

respecto a su interpretación, sin que del análisis que se hace a la Constitución 

General de la República, así como de la Constitución Particular del Estado de 

Guanajuato, menos aún de la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado de 

Guanajuato y sus Municipios, no se desprende disposición alguna que 

salvaguarde derecho alguno a favor de los regidores municipales, quienes al igual 

que el presidente y su síndico, son funcionarios designados mediante elección 

popular directa y, por ende, tienen sólo la representación del Municipio por el 

término de tres años, resultando sus cargos obligatorios mas no gratuitos, 

aprobando ellos mismos su propio presupuesto de egresos, en el que fijan las 

partidas que corresponden a su remuneración; además de sus funciones como 

integrantes del cabildo, son auxiliares y consejeros del presidente municipal; de lo 

que se infiere que al ser miembros de dicho organismo y participar en las 

decisiones que se toman, son integrantes de la parte patronal y no empleados de 

confianza, pues sus funciones no son las de dirección, vigilancia y fiscalización, 
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como lo establece el primer párrafo del artículo 6 de la Ley de los Trabajadores al 

Servicio del Estado y los Municipios de Guanajuato. Luego, las prestaciones que 

ellos reclaman en calidad trabajadores de confianza resultan improcedentes. 

Sin que al respecto, resulte aplicable el artículo 8° octavo de la Ley 

del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y los Municipios, que 

prevé:  

«ARTÍCULO 8. Quedan excluidos del régimen de esta ley los miembros de 

las policías estatales o municipales, de las fuerzas de seguridad, de las 

fuerzas de tránsito y los trabajadores de confianza, pero tendrán derecho a 

disfrutar de las medidas de protección al salario y gozarán de los beneficios 

de la seguridad social. 

Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, organismos autónomos y 

municipios, mediante disposiciones de carácter general, podrán establecer 

una prestación a favor de los trabajadores de confianza al término de la 

relación laboral, cuyo importe en ningún caso podrá ser superior al 

equivalente a tres meses de salario más doce días de salario por cada uno 

de los años de servicio prestados.». (lo subrayado es propio). 

Pues, del precepto legal antes reproducido, se sigue que los 

miembros de policías estatales o municipales, de las fuerzas de seguridad, de las 

fuerzas de tránsito y los trabajadores de confianza, carácter que como ya se 

precisó con anterioridad no ostentan los funcionarios públicos elegidos mediante 

elección popular directa para ejercer las funciones correspondientes al cargo por 

un periodo determinado, como lo son los regidores, luego, inaplicables sus 

disposiciones al no ostentara un vínculo de confianza en el encargo de su función 

pública. 

Entonces, tampoco le resulta aplicable, la Jurisprudencia Materia(s): 

Constitucional, laboral, de la Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVI, Noviembre de 2007, 

Página: 205, Tesis: 2a./J. 204/2007, bajo el rubro:  

«TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. 

AUNQUE NO GOZAN DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL 

EMPLEO, EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIV, DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

LES OTORGA DERECHOS DE PROTECCIÓN AL SALARIO Y DE 

SEGURIDAD SOCIAL.».  

Ni la Tesis de la Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación, Parte: CXVII, Tercera Parte, Tesis: Página: 120, bajo el título: 

«TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE CONFIANZA, BAJA 

DE LOS.» 

No resta más que precisar, que si bien es verdad que de conformidad 

con el decreto por el que se modificó la denominación del Capítulo I, del Titulo 

Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Federal, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 10 diez de junio de 2011 dos mil once, 

específicamente el artículo 1, párrafos segundo y tercero, y en observancia al 

principio de supremacía constitucional previsto en los diversos 15, 29 párrafo 

último, 40, 41 párrafo primero y 133 constitucionales, los jueces del país, 

incluyendo a los de este H. Tribunal, dentro del ámbito de sus respectivas 

competencias se encuentran obligados a velar por los derechos humanos 

contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, tal protección 

constitucional se instituyó para velar los intereses jurídicos de los gobernados 

contra actos de las autoridades.  

Así como se ha visto, con la reforma antes mencionada se obligó a 

todos los jueces y autoridades del país dentro del ámbito de sus competencias a 

proteger los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal o en los 
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Tratados Internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adaptando la 

interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce 

en la doctrina como principio pro persona, esto es, los jueces están obligados a 

preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los Tratados 

Internacionales, aún a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren 

en cualquier norma inferior, pero a favor de los gobernados. Tal como lo ha 

sostenido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, Libro III, 

diciembre de 2011, Tomo 2, tesis P.LXX/2011, página 557, que reza:  

«SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO 

MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo 

de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son 

acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia 

de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el 

control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con 

vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias 

constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control 

por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los 

procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de 

abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se 

ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de 

control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en 

ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que 

permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea 

por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que 

conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación 

constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. 

Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el 

ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas 

correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona 
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para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o 

declarar su incompatibilidad.» (El subrayado no es de origen) 

Por tanto, atentos a que la accionante no acreditó tener derecho a recibir 

las prestaciones de indemnizaciones pendientes de cubrirse, y ante lo infundado 

de los conceptos de impugnación esgrimidos en el escrito de ampliación a la 

demanda, es de reconocer la VALIDEZ de la resolución negativa expresa 

contenida en la contestación a la demanda, en los términos de lo expuesto en el 

presente CONSIDERANDO. Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el 

artículo 300, fracción I del Código de Procedimiento y Justica Administrativa para 

el Estado y los Municipios de Guanajuato. 

 SÉPTIMO. Acción de reconocimiento de un derecho. 

Respecto del reclamo de la impetrante, consistente en la prestación económica 

a aguinaldo proporcional, vacaciones y prima vacacional.  

  Cabe decir al respecto, que como se precisó en el 

considerando que antecede, la propia demandada refirió que las mismas son 

procedentes de conformidad con lo dispuesto por los artículos 26, 27 y 41 de la 

Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y los Municipios 

de Guanajuato. Las que ascienden a ****** y que se encuentran a disposición de la 

accionante. 

 OCTAVO. Por lo que hace al reclamo de la impetrante, 

consistente en el pago de tres meses de salario más doce días por cada año 

de servicio. 

 Quien juzga, estima que no ha lugar a decretarlas, toda vez que 

por una parte, al no proceder la acción de nulidad en relación al acto impugnado 

en este juicio, no le asiste el derecho a quien demanda, y por la otra, como ya se 

determinó con antelación, acorde al séptimo punto del rubro denominado ―DE LAS 

RELACIONES LABORALES‖ de los Criterios de Racionalidad, Austeridad y 
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Disciplina Presupuestal del Municipio de ****************, Guanajuato, ejercicio 

fiscal 2011 y 2012, que se estableció: 

«...7.* Los trabajadores de confianza exceptuando los de elección popular al 

término de su gestión gozarán de una prestación de hasta tres meses de 

salario más doce días de salario por cada año de servicio prestados...» 

De la disposición administrativa recién reproducida, se desprende que a 

excepción de los trabajadores de elección popular sólo los trabajadores de 

confianza del municipio de ****************, Guanajuato, tienen derecho a gozar de 

la indemnización de tres meses de salario, más doce días de salario por cada uno 

de los años de servicio prestados, más no así los de elección popular. 

 NOVENO. Respecto del fondo de ahorro para el retiro. Este 

que resuelve estima, que no ha lugar a concederla, toda vez que de constancias 

que obran en los autos, específicamente de la demanda, escrito de solicitud 

génesis de la resolución negativa ficta impugnada, no se desprende elemento 

alguno de cuantificación de éste, es decir, no se menciona por la accionante la 

cantidad que la demandada le descontaba por tal concepto, y la cantidad aportada 

por aquélla. Menos aún se precisa la cantidad a liquidar.  

En la inteligencia, de que de la revisión que se hace a los recibos de 

pago de salarios que exhibió la actora al escrito de demanda, y que se encuentran 

agregados a fojas 13 y 14 del sumario, no se advierte la existencia del referido 

Fondo de Ahorro. De aquí la improcedencia al pago del mismo 

Por lo anteriormente expuesto, y fundado además en los artículos 1º, 2, 20 

fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo; 262, 

fracción IV, 263, fracción III, 279, 286, 298, 299, 300 fracción III y 302, fracción II del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato; es de resolverse y se, 
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R E S U E L V E 

PRIMERO. Se tiene por configurada LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA, 

atento a lo expuesto en el CONSIDERANDO SEGUNDO de esta resolución. 

SEGUNDO. SE RECONOCE LA VALIDEZ TOTAL de la RESOLUCIÓN 

NEGATIVA EXPRESA, en los términos de lo manifestado en el CONSIDERANDO 

SEXTO de la presente resolución. 

TERCERO. SE RECONOCE EL DERECHO a la parte actora a las 

prestaciones consistentes en aguinaldo proporcional, vacaciones y prima 

vacacional y que fue reclamado en los términos de la fracción II segunda del 

artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y 

los Municipios de Guanajuato, atento a lo manifestado en los CONSIDERANDOS 

SÉPTIMO de esta resolución. 

CUARTO. NO se reconoce el derecho al pago de de tres meses de 

salario más doce días por cada año de servicio, de acuerdo a lo expresado en 

el CONSIDERANDO OCTAVO de esta resolución.  

QUINTO. No se condena a la autoridad, al pago del fondo de ahorro, de 

conformidad con lo expuesto en el CONSIDERANDO NOVENO de esta sentencia. 

SEXTO. NOTIFÍQUESE A LAS PARTES, y en su oportunidad procesal, 

archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido, y dése de 

baja del Libro de Gobierno de esta Sala. 

Así lo resolvió, y firma el C. Licenciado José Jorge Pérez Colunga, 

Magistrado propietario que integra la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, quien actúa asistido legalmente con Secretaria Licenciada Judith 

Barrera Robledo, quien da fe. 
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II.5. TOCA DICTADA POR EL PLENO, RESPECTO A LA RESOLUCIÓN DE 
NEGATIVA FICTA  

 
INTRODUCCIÓN 

 
Resolución de una negativa ficta, respecto de la indemnización por causa de 
utilidad pública por la construcción de tres escuelas sobre un terreno.  

R E S U L T A N D O 

PRIMERO. Recurso de reclamación. Mediante escrito presentado en la 

Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Guanajuato, el 8 ocho de noviembre de 2012 dos mil doce, se promovió recurso 

de reclamación por quien se señala en el proemio de este fallo. 

SEGUNDO. Trámite del recurso. Por auto de presidencia de 9 nueve de 

noviembre de 2012 dos mil doce, se admitió a trámite el recurso interpuesto. Se 

dio vista a la contraria de la parte recurrente para que manifestara lo que a sus 

intereses conviniera. Se designó como ponente a la Magistrada Titular de la 

Tercera Sala. 

El 7 siete de enero de 2013 dos mil trece, previa certificación realizada por 

el Secretario General de Acuerdos de este órgano jurisdiccional, se tuvo a las 

autoridades con el carácter de terceros con un derecho incompatible, por 

desahogando la vista concedida. Se ordenó remitir los autos a la Magistrada de la 

Tercera Sala para la elaboración del proyecto de resolución. 

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. Competencia. El Pleno de este Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato es competente para conocer y resolver el 

presente recurso, de conformidad con los artículos 16, fracción II, de la Ley 

Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato; 

así como por lo previsto en los numerales 308, fracción I, inciso d), 309, párrafo 

primero, 310 y 311 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que se combate el 
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sobreseimiento del proceso administrativo, decretado en la sentencia dictada por 

una Sala del Tribunal. 

SEGUNDO. Oportunidad del recurso. De las constancias del toca se 

advierte que el recurso se interpuso oportunamente, y que se reunieron los 

requisitos legales previstos para su procedencia, lo que quedó de manifiesto en el 

proveído dictado por el Presidente del Tribunal, el 9 nueve de noviembre de 2012 

dos mil doce. 

TERCERO. Síntesis de la sentencia materia del recurso. Previamente a 

reseñar la sentencia reclamada, es menester señalar que el acto impugnado por 

****************, en el proceso administrativo ****/***, se hizo consistir en la 

resolución negativa ficta atribuida al gobernador del Estado , recaída al escrito 

petitorio de 7 siete de abril de 2011 dos mil once, mediante el que se solicitó a la 

*********** y a la ***********, el pago de una indemnización a razón de 

******************, por causa de ―utilidad pública‖, como resultado de la construcción 

de tres escuelas en un predio que dice ser su propiedad. 

En el segundo de los considerandos del fallo recurrido, la Sala estimó 

fundada la causal de improcedencia hecha valer por el gobernador del Estado. 

Luego mencionó que ****************** demandó la nulidad de la resolución 

negativa ficta, recaída a la petición de 7 siete de abril de 2011 dos mil once, 

dirigida al ********todas esas del Estado de Guanajuato; así como al ******. 

En el escrito referido, abundó, el actor solicitó a la **** y al ****** el pago de 

diversas cantidades a manera de indemnización —sin que el justiciable designara 

a esas autoridades como demandadas en el libelo inicial—, más no al ***** por lo 

que la Sala estimó que en el caso no se configuró la negativa ficta imputada a esta 

última autoridad. 

A fin de justificar su razonamiento, el magistrado de la causa invocó la tesis 

del otrora Tribunal Fiscal de la Federación, de rubro: «NEGATIVA FICTA. 
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CARACTERÍSTICA DE LOS JUICIOS PROMOVIDOS EN SU CONTRA»; y el criterio de título 

«NEGATIVA FICTA. CARACTERÍSTICAS DENTRO DEL JUICIO DE NULIDAD». 

Como resultado de ello, la Sala decretó el sobreseimiento del proceso, con 

fundamento en el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa, en relación con el diverso numeral 262, fracción II, del mismo 

ordenamiento. 

CUARTO. Reseña de agravios. El recurrente esgrime en sus agravios, en 

síntesis, lo siguiente: 

1. Causa agravio que la Sala haya determinado en la resolución 

impugnada, que el requerimiento de pago de la indemnización (cuya resolución 

negativa ficta se reclamó en la primera instancia) se formuló al **** *** ***** y al 

**** *** ***** (autoridades que incluso no fueron señaladas como demandadas en 

el libelo inicial) más no el **** ***** ***. 

Dicha determinación resulta adversa al artículo 299 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato. 

Además, agrega que la resolución es contradictoria porque mediante 

acuerdo de 14 catorce de noviembre de 2011 dos mil once, la Sala tuvo al **** 

***** *** por contestando la demanda, aunado a que por medio del proveído de 21 

veintiuno de febrero de 2012 dos mil doce, se determinó que esa misma autoridad 

no contestó la ampliación a la demanda. 

Asimismo, en la propia sentencia, dice, la Sala narró que la autoridad 

demandada, **** ***** ***, promovió recurso de reclamación contra la resolución 

mediante la que se le tuvo por no contestando la ampliación de la demanda. 

Esas contradicciones —añade— violan el artículo 299 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 
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Guanajuato, puesto que la petición se realizó directamente al **** *** ***** razón 

por la que, concluye, es incorrecto el sobreseimiento decretado. 

2. El artículo 263, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa, dispone que el plazo para la presentación de demanda en caso de 

una negativa ficta, podrá hacerse en cualquier tiempo mientras no se notifique la 

respuesta expresa. 

En el caso, dice, se configuró una negativa ficta porque los escritos 

mediante los cuales determinadas autoridades pretendieron contestar la solicitud, 

realmente no constituyen una respuesta; por lo que, agrega, la parte demandada 

perdió su oportunidad de fundar y motivar su negativa, de lo que se sigue que no 

debió sobreseerse en el proceso. 

Para apoyar su disertación, invoca las tesis de rubro: «FUNDAMENTACIÓN Y 

MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE»; «FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE»; y 

«FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS». 

3. La resolución recurrida resulta contraria a los requisitos de 

fundamentación y motivación. 

Alega que sus derechos humanos han sido violados sistemáticamente por 

el **** *** *****; por lo que solicita que se ―obligue‖ a los funcionarios 

correspondientes a respetar y garantizar tales prerrogativas fundamentales. 

Ante la violación de esos derechos fundamentales, se ―vio obligado a 

comunicar su queja‖ ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

quien ya tiene ―registrado‖ su expediente. 

Invoca la tesis de rubro: «IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA 

EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE 

INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN 

POSIBILIDAD DE DETERMINAR SI OPERA O NO ESA CAUSAL». 
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4. El fallo recurrido viola los derechos humanos contenidos en los 

numerales 1o., 2o., 4o. y 5o. de la Constitución estatal, en especial, el segundo 

párrafo del artículo 2o. antes invocado, que prevé que el Estado garantizará a todo 

guanajuatense en pleno goce y ejercicio de sus derechos. 

Apoya su disertación en las máximas: «el derecho no debe verse 

perjudicado por la acción de otro», y «lo que nos pertenece no puede ser 

transferido sino mediante un acto nuestro». 

QUINTO. Estudio de los agravios. En atención a la causa de pedir, 

resultan esencialmente fundados los agravios marcados como primero y 

segundo no obstante su deficiente construcción; por lo que tales 

disconformidades se estiman suficientes para revocar el sobreseimiento del 

proceso, decretado en el fallo recurrido, como se demostrará a continuación. 

Por principio, debe referirse que los conceptos de impugnación vertidos en 

la demanda con la que inicie un proceso administrativo y, por extensión, los 

agravios esgrimidos en los recursos de revisión o de reclamación regulados en el 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios 

de Guanajuato, no necesariamente deben presentarse como un verdadero 

silogismo en el que exista una premisa mayor, una menor y una conclusión; 

habida cuenta de que el ordenamiento antes citado no exige para ello que se 

colmen determinados requisitos esenciales o imprescindibles, y que constituyan 

formalidades rígidas o solemnes. 

Asimismo, las alegaciones vertidas en la demanda o en el escrito de 

interposición de un recurso —ya sea de revisión o, según se trate, de 

reclamación— no deben estimarse de manera aislada, sino en lógica 

concordancia con la naturaleza íntegra propia del asunto y con todos los 

argumentos contenidos en la demanda o, en su caso, con el escrito de expresión 

de agravios. 
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Así, basta con que en alguna parte de dicha demanda o del escrito de 

formulación de un recurso, se señale con claridad la causa de pedir, indicándose 

cuál es la lesión o agravio que el actor o recurrente, estime que le causa el acto o 

resolución recurrida, para que el órgano jurisdiccional esté constreñido a 

estudiarlo. 

Sobre dicho tópico resulta aplicable, por las razones que la informan, la 

jurisprudencia sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación P./J. 69/2000197, de rubro y texto siguientes:  

AGRAVIOS EN RECURSOS INTERPUESTOS DENTRO DEL 

JUICIO DE AMPARO. PARA QUE SE ESTUDIEN BASTA CON 

EXPRESAR EN EL ESCRITO RELATIVO, RESPECTO DE LAS 

CONSIDERACIONES QUE SE CONTROVIERTEN DE LA 

RESOLUCIÓN IMPUGNADA, LA CAUSA DE PEDIR. Tomando en 

cuenta lo dispuesto en la tesis jurisprudencial 2a./J. 63/98, visible en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, 

septiembre de 1998, página 323, cuyo rubro es "CONCEPTOS DE 

VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR 

CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE 

PEDIR.", esta Suprema Corte de Justicia arriba a la conclusión de que 

los agravios que se hagan valer dentro de los recursos que prevé la 

Ley de Amparo no necesitan cumplir con formalidades rígidas y 

solemnes, ya que, por una parte, los diversos preceptos de este 

ordenamiento que regulan los referidos medios de defensa no exigen 

requisitos para su formulación y, por otra, el escrito a través del cual 

se hagan valer éstos debe examinarse en su conjunto, por lo que será 

suficiente que en alguna parte de éste se exprese con claridad la 

causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que las 

respectivas consideraciones le provocan, así como los motivos que 

                                                           
1  Publicada en la página 5 del Tomo XII, Agosto de 2000, Novena Época del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta. 
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generan esta afectación, para que el órgano revisor deba analizarlos; 

debiendo precisarse que esta conclusión únicamente exime al 

recurrente de seguir determinado formalismo al plantear los agravios 

correspondientes, mas no de controvertir el cúmulo de 

consideraciones que por su estructura lógica sustentan la resolución 

recurrida, o, en su caso, las circunstancias de hecho que afectan la 

validez de esta última. 

Bajo tales premisas, no es indispensable que la expresión de los agravios 

en el recurso de reclamación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes a 

fin de ser analizados, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito 

recursal se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o 

agravio que el particular estima le causa la decisión cuestionada y los motivos que 

originaron ese agravio, para que el órgano jurisdiccional encargado del recurso 

deba estudiarlo. 

Trasladando lo anterior al caso sometido a escrutinio, el hecho de que los 

motivos de disenso primero y segundo se hayan expuesto en forma deficiente 

por su autor, no es obstáculo para emprender su análisis, considerando que sí es 

factible advertir la lesión que la resolución le causó a la parte impetrante, la que 

medularmente consiste en: 

a) Que fue indebido el sobreseimiento decretado por el magistrado de la 

Primera Sala, y 

b) Que lo errado de la decisión radica en que ésta se basó en el argumento 

relativo a que la petición de indemnización se planteó a las autoridades que 

fungieron como terceros en la causa y no al **** ***** ***; hecho que desde las 

perspectiva del recurrente, conculca los numerales 299, fracciones I, II y III, así 

como 300, ambos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. 

Pues bien, como quedó reseñado en su oportunidad, el argumento toral en 

que se basó el sobreseimiento decretado por la Sala a quo, consistió en que el 
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escrito petitorio de 7 siete de abril de 2011 dos mil once, mediante el que ******* 

******* ******* solicitó una indemnización por la construcción de un centro educativo 

en un predio que dice ser su propiedad, no se dirigió al **** ***** *** sino a las **** 

*** *****, y de **** *** *****, como se observa del texto siguiente: 

Por lo tanto, como se observa del escrito de fecha 07 siete de abril de 

2011 (antes transcrito), si bien es cierto, […] ******* ******* ******* 

dirigió un escrito a las siguientes autoridades: Gobernador […]; 

Procurador General de Justicia […]; **** *** ***** […]; **** *** ***** […]; 

**** *** ***** […]; **** *** ********* *** *****[…];**** *** ********* *** 

*****[…]; y Ayuntamiento […] **** *** *****, Guanajuato, sus 

peticiones, en torno al pago de la indemnización únicamente 

fueron dirigidas al **** *** ***** […] y al **** *** ***** […] 

(autoridades que no fueron señaladas como demandas en el 

presente proceso contencioso administrativo); no así al **** ***** 

*** de Guanajuato, por lo que este resolutor concluye que no existe la 

negativa ficta imputada al **** ***** *** de Guanajuato, pues no 

obstante, que el escrito de fecha 07 siete de abril de 2011 dos mil 

once, se encuentra dirigido a dicha autoridad, de la lectura del mismo 

se desprende que no se le realizó alguna petición.  

[Lo resaltado no es de origen]. 

Sin embargo, como lo alega la parte recurrente, ese argumento ciertamente 

resulta errado, puesto que basta imponerse del escrito petitorio referido para 

advertir que la solicitud de indemnización no sólo se planteó a las **** *** *****, y 

de **** *** *****, sino también al **** ***** ***, pues así se desprende del libelo 

precitado (foja 112 del proceso administrativo), siendo visible también en éste, un 

sello impuesto a manera de acuse de recibo, en el que se lee lo siguiente: 

«PALACIO DE GOBIERNO —7 ABR. 2011— RECIBIDO, OFICIALÍA DE PARTES, rúbrica, con 

anexos originales». 
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No es obstáculo para arribar a la conclusión apuntada, que la Sala haya 

mencionado que pesar de que el escrito petitorio se ―dirigió‖ al **** ***** ***, no 

debía ignorarse que a éste no se le realizó petición alguna, y que por eso debía 

sobreseerse en la causa. 

En efecto, ese argumento resulta desacertado en la medida de que basta 

que una solicitud se haya planteado ante una autoridad y que ésta no sea 

respondida en el plazo previsto para ello, para que se configure una resolución 

negativa ficta. 

Lo anterior se corrobora con el hecho de que la intención del legislador local 

—inspirado por el principio fundamental consagrado en el artículo 8o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos— es que ninguna petición 

o instancia quede sin contestar o resolver, aun cuando la autoridad 

correspondiente no lo haga expresamente, lo que permite colegir que la 

mencionada ficción legal está orientada no sólo a acotar las arbitrariedades del 

poder público provocadas por su abstención de dar puntual acato al invocado 

precepto constitucional, sino a conferir certeza a los gobernados de que sus 

escritos tendrán respuesta, ya sea expresa o fictamente. 

Partiendo de las bases fácticas y normativas antes señaladas, se patentiza 

que resulta inexacta la aseveración de la Sala a quo —atinente a que en la 

especie no se configuró la negativa ficta atribuida al **** ***** ***, porque a éste no 

se le solicitó la indemnización detallada en la petición—; pues adversamente a lo 

resuelto, lo cierto es que si el pliego petitorio se presentó ante esa autoridad 

administrativa, es indiscutible que tal hecho la constriñó a pronunciarse en el 

sentido que estimara conveniente, esto es, negando o accediendo a lo pedido. 

Ante ese panorama, si el **** ***** *** no se pronunció al respecto, es claro 

que la petición del particular quedó insatisfecha, al menos en lo tocante a esa 

autoridad administrativa. 
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En mérito de ello, la violación formal cometida por la Sala a quo se actualizó 

por el sólo hecho de estimar que el **** ***** *** no estaba obligado a contestar la 

petición formulada por el ahora recurrente (actor en la causa); ignorando la 

resolutora, con tal determinación, que en términos de la fracción XI del artículo 8 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda autoridad debe dictar 

resolución expresa sobre cualquier instancia ante ella formulada; hipótesis 

normativa de la cual subyace la obligación de las entidades administrativas de 

emitir el pronunciamiento correspondiente respecto a cualquier solicitud planteada. 

Consecuentemente, debe concluirse que la Sala procedió 

desacertadamente al no analizar la configuración de la negativa ficta por el motivo 

que esgrimió en el fallo controvertido, cual es, que la petición de indemnización se 

planteó a las autoridades que fungieron como terceros en la causa y no al ****; por 

lo que procede revocar el fallo recurrido, a fin de levantar el sobreseimiento 

decretado, con el propósito de que este órgano colegiado analice primeramente la 

configuración de la negativa ficta y, con posterioridad, el problema de fondo 

planteado en la primera instancia. 

Por las razones que la informan, resulta aplicable la tesis XVI.1o.A.T.74 A, 

sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 

Trabajo del Décimo Sexto Circuito, consultable en la página 1423 del Tomo 

XXXIV, Agosto de 2011 de la Novena Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, de epígrafe: «RECLAMACIÓN. CUANDO EL PLENO DEL 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO, AL 

RESOLVER EL RECURSO RELATIVO, MODIFICA O REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA, DEBE 

ESTUDIAR LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN NO ANALIZADOS POR EL A QUO». 

SEXTO. Cuestión de competencia. Previamente a analizar las causas de 

improcedencia hechas valer tanto por la autoridad demandada, como por los 

terceros; es menester abordar de manera preferente el análisis de incompetencia 

que hacen valer, respectivamente, el ***** y el *********, por referirse a un 

presupuesto procesal. 
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El Pleno del Alto Tribunal, en la tesis de jurisprudencia P./J. 21/2009298, de 

rubro: «COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE 

ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A 

LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO», resolvió 

que la competencia de la autoridad es un derecho humano de legalidad y de 

seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden 

público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades 

que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de 

litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el tribunal 

incompetente. 

En consonancia con ello, se concluye que la competencia es un 

presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los órganos 

jurisdiccionales al resolver un litigio, se traduce en el desconocimiento de la 

voluntad del legislador, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales 

que norman el procedimiento en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la 

determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su 

competencia y resuelve un litigio específico sin tener facultades para ello, 

afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas; de ahí por qué, 

como antes se apuntó, procede analizar en primer orden la cuestión de 

competencia que hace valer la autoridad demandada. 

Se cita por su principio rector, la tesis P./J. 22/2009399, sustentada por el 

Pleno del Máximo Tribunal del país, de rubro y texto siguientes: 

COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EN LA REVISIÓN 

EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ADVIERTE QUE EL 

JUEZ DE DISTRITO QUE RESOLVIÓ EL JUICIO DE AMPARO 

                                                           

2 Consultable en la página 5 del Tomo XXIX, Abril de 2009, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta de la Novena Época. 
3 Consultable en la página 6 del Tomo XXIX, Abril de 2009, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta de la Novena Época. 
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CARECÍA DE AQUÉLLA, DEBE REVOCAR LA SENTENCIA Y 

REMITIR LOS AUTOS AL JUEZ QUE CONSIDERE COMPETENTE. 

Tomando en consideración que de la interpretación sistemática de los 

artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se infiere que la 

competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de 

Distrito está elevada a rango constitucional, y siguiendo los 

lineamientos establecidos en la jurisprudencia P./J. 8/2001, de rubro: 

"COMPETENCIA DEL JUEZ DE DISTRITO. SI NO LA DECLINA 

PESE A QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE EJECUTORA DE SU 

RESIDENCIA NEGÓ EL ACTO RECLAMADO Y DICHA NEGATIVA 

NO FUE DESVIRTUADA, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 

CIRCUITO, AL ADVERTIR ESA INCOMPETENCIA, EN LA 

REVISIÓN, YA POR EL PLANTEAMIENTO DEL INCONFORME O 

AUN DE OFICIO, DEBE REVOCAR LA SENTENCIA Y REMITIR LOS 

AUTOS AL  JUEZ QUE CONSIDERE COMPETENTE.", se concluye 

que cuando un Tribunal Colegiado de Circuito, al conocer de un 

amparo en revisión, advierta que el Juez de Distrito que conoció del 

juicio de garantías y dictó la sentencia respectiva, era incompetente 

por razón de materia para resolverlo, con independencia de la 

responsabilidad en la que este último pudo haber incurrido, debe 

revocar aquélla y remitir los autos al Juez especializado que considere 

competente, con fundamento en los artículos 91, fracción IV y 94 de la 

Ley de Amparo, por haber violado las reglas fundamentales que 

norman el procedimiento respectivo. Además, el mencionado órgano 

colegiado deberá señalar que la nulidad de actuaciones se produce 

respecto del fallo dictado por el Juez de Distrito incompetente y no así 

por lo que hace a la audiencia constitucional, puesto que atendiendo a 

una interpretación armónica de los preceptos que regulan la 

competencia por materia de dichos órganos jurisdiccionales, acorde 

con el principio de administración de justicia de manera pronta, 
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completa e imparcial, previsto en el artículo 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se deduce que dicho 

principio es dominante respecto de la declaración de invalidez total, 

aunado a que la nulidad general de lo actuado por un Juez 

incompetente no es una regla estricta, sino que admite salvedades 

según se disponga en la ley, como las contenidas en los artículos 53 y 

54 de la Ley de Amparo, relativas a que son válidas las decisiones del 

Juez incompetente que atañen al incidente de suspensión. Lo 

anterior, sin menoscabo de la facultad que tiene el Juez competente 

para regularizar el procedimiento y, en su caso, en alcance de la 

resolución del Tribunal Colegiado, dejar insubsistente la audiencia 

constitucional celebrada por el Juez incompetente u otras actuaciones 

precedentes, cuando advierta alguna irregularidad que impida que el 

juicio de amparo se integre adecuadamente para su solución. 

Pues bien, esgrimen el ******* y el *******, que este órgano de justicia carece 

de competencia para conocer en vía de reconocimiento del derecho, de la 

pretensión de indemnización ejercida por la parte actora porque, según lo argüido 

por el gobernador, está soportada en la ―falsedad‖ de lo realmente resuelto en el 

juicio de amparo indirecto en revisión *****, del índice del Segundo Tribunal 

Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 

Agrega el gobernador, que en la ejecutoria con que culminó la instancia de 

revisión del juicio de amparo, el efecto de la protección de la justicia federal 

concedida consistió en que se llamara a ************* a las diligencias de 

información testimonial ad perpetuam, radicadas en el expediente ****, del índice 

del Juzgado Segundo Civil de *****, Guanajuato, dejándose insubsistente todo lo 

ahí actuado; haciéndose especial énfasis en que el Tribunal Federal no prejuzgó 

sobre la existencia de la ocupación por parte del Estado, la propiedad del quejoso 

ni la procedencia del pago. 
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En ese tenor, agregó el gobernador, ―pervive‖ el derecho del Estado de 

accionar a fin de que se determine la nulidad de la escritura en la que funda sus 

derechos posesorios el demandante, por lo que sugirió que dicho instrumento está 

―afectado‖ de nulidad; siendo que el reclamo indemnizatorio debió enderezarse 

ante un tribunal del orden civil y no administrativo. 

Por su parte, el ******** alega la incompetencia de este órgano colegiado 

para conocer de las pretensiones de reconocimiento de un derecho y de condena, 

bajo el argumento de que los daños y perjuicios reclamados no son de naturaleza 

administrativa, pues no tienen su origen en un acto administrativo que le sea 

imputable. 

Pues bien, no asiste razón a las autoridades señaladas, ya que como se 

evidenciará, este Tribunal sí es competente para dictar la sentencia 

correspondiente, por lo que resulta ser el órgano jurisdiccional apto no sólo para 

estudiar la legalidad de la resolución administrativa impugnada, sino incluso, de 

ser el caso, para reconocer la existencia de un derecho y condenar a la 

administración, llegado el momento, al pleno restablecimiento de éste. 

A fin de demostrar el aserto anterior, es menester precisar, en primer 

término, el marco normativo que delimita el ejercicio de la función jurisdiccional de 

este Tribunal en relación con las pretensiones que pueden deducir en litigio los 

particulares. 

Para ello, se transcribirán los artículos 82 de la Constitución Política del 

Estado, y 1 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Guanajuato. 

Dichos preceptos disponen lo siguiente: 

Constitución Política para el Estado de Guanajuato 

… 
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Sección Tercera 

Del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

(Sección adicionada. P.O. 8 de agosto de 2008) 

… 

Artículo 82. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo es un 

órgano de control de legalidad, para la defensa de los derechos de los 

particulares frente a los actos de las autoridades administrativas 

estatales y municipales, dotado de plena jurisdicción e imperio para 

hacer cumplir sus resoluciones. La Ley establecerá su competencia, 

funcionamiento e integración. (Artículo reformado. P.O. 8 de agosto 

de 2008). 

[…] 

Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Guanajuato 

(Publicada en el Periódico Oficial número 192, segunda parte de 

30 de noviembre de 2007) 

Título Primero 

Naturaleza Y Competencia Del Tribunal 

… 

Capítulo Único 

De la Naturaleza y Competencia del Tribunal 

… 
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Artículo 2o. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado 

de Guanajuato es un órgano autónomo, de control de legalidad, 

dotado de plena jurisdicción e imperio para hacer cumplir sus 

resoluciones en todo el territorio estatal. 

De la interpretación sistemática de los preceptos anteriormente transcritos, 

se obtiene que este Tribunal es un órgano de control de legalidad con plena 

jurisdicción e imperio para hacer cumplir sus resoluciones. 

El modelo de jurisdicción contencioso administrativo en el Estado de 

Guanajuato es mixto, dado que este Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado puede actuar, en unos casos, como órgano jurisdiccional de mera 

anulación y, en otros, como tribunal de plena jurisdicción.  

Por tanto, conforme al modelo contencioso administrativo de anulación, este 

Tribunal puede controlar la legalidad del acto impugnado y, de ser el caso, 

decretar su extinción. 

Asimismo, de acuerdo al modelo de jurisdicción contencioso administrativo 

de plena jurisdicción, las Salas del Tribunal no solamente tienen la potestad de 

anular un determinado acto autoritario, sino, además, pueden reconocer los 

derechos del particular y, en consecuencia, condenar a la administración a 

restablecer y hacer efectivos los derechos vulnerados al demandante. 

Atendiendo a ese modelo de jurisdicción contencioso administrativo que 

ejerce este Tribunal, dependerá de cada caso en particular el establecer si la 

actuación de las Salas debe ajustarse al modelo contencioso de anulación —que 

consiste únicamente en determinar la legalidad del acto administrativo— o al 

contencioso de plena jurisdicción —que determina la existencia y medida de un 

derecho subjetivo del particular—. 

En relación con el modelo mixto de jurisdicción contencioso administrativo, el 

artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y 
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los Municipios de Guanajuato prevé que en una demanda, el actor puede solicitar 

tres pretensiones: 

1. La nulidad del acto o resolución que impugna. 

2. El reconocimiento de algún derecho amparado por una norma 

jurídica. 

3. La condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho 

violado, en términos de la ley respectiva. 

Además, conforme al artículo 265, fracciones V, VI y VII, del indicado 

ordenamiento, cuando el actor pretenda cualquiera de esas pretensiones, debe 

detallar con precisión y claridad en su demanda, los hechos que la sustentan y los 

conceptos de impugnación que le origine el acto administrativo que controvierta. 

El marco normativo señalado con antelación demuestra que el proceso 

administrativo no se limita a ser un medio de impugnación, en el sentido de que se 

trate solamente de un mecanismo de defensa creado con la finalidad de que los 

particulares puedan cuestionar los actos de las autoridades administrativas del 

Estado y sus municipios. 

Esto deriva de que, si bien el gobernado puede pretender la ineficacia de un 

acto, también se le otorga la potestad de que su pretensión también incluya la 

declaratoria de titularidad de algún derecho subjetivo por disposición expresa de 

alguna regla objetiva de derecho. 

Ambas pretensiones, anulatoria y de reconocimiento, tienen sustento diverso 

pues la pretensión anulatoria se analiza en función de la conformación y eficacia 

del acto administrativo, esto es, por regla general, se examina al tenor de las 

disposiciones del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. 

Empero, la pretensión de reconocimiento de un derecho sigue un derrotero 

distinto, pues su procedencia se analiza de acuerdo al marco normativo especial 

que tutela una o varias prerrogativas a favor del gobernado, las que pueden estar 
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contenidas no solo en un ordenamiento sino, incluso, en una pluralidad de 

codificaciones, leyes, reglamentos, disposiciones de carácter general o, en 

algunos casos, en el reconocimiento —ya sea expreso o, en su caso, implícito— 

que de dichos derechos realice la autoridad. 

En la acción de nulidad, el actor propone un ejercicio de comparación entre 

la voluntad administrativa reflejada en un acto jurídico, con las normas que lo rigen 

y los hechos que lo sustentan, a fin de que el resolutor analice si ese acto se 

ajusta a los supuestos normativos aplicables o corresponde a los hechos que los 

motivaron, ya sea en relación con los aspectos formales, procedimentales o 

sustanciales del acto autoritario. 

Por eso, dada la especial manera en que se integra la litis en el proceso 

administrativo, la sentencia que declara procedente la pretensión de anulación, 

podrá vincular o no a la autoridad demandada a realizar un acto concreto para 

cumplir con ese fallo. 

Esto dependerá, tanto del vicio que presente el acto administrativo como de 

las razones que lo originaron. 

Tratándose de la acción de reconocimiento de un derecho, su sustento es 

diferente, puesto que, para considerarla procedente, el actor debe justificar que se 

encuentra en una situación fáctica determinada y corresponderá al resolutor definir 

si conforme a los hechos probados, la normativa aplicable reconoce al 

demandante el derecho pretendido, o bien, si ese reconocimiento surge por una 

conducta cierta atribuida a la autoridad administrativa. 

Así, la sentencia podrá tener cualquier de los efectos que se describen en las 

fracciones V y VI del artículo 300 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en cuanto a que el 

órgano jurisdiccional podrá limitarse a declarar que el actor es titular del derecho 

que describe en su demanda o, dependiendo de la pretensión concreta, también 

podrá obligar a que la autoridad administrativa haga efectivo ese derecho. 
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Ciertamente, en muchos casos el gobernado ejerce ambas acciones y, por 

las características particulares que se presentan, éstas se encuentran vinculadas. 

Es decir, en caso de que el actor demande la ineficacia de un acto 

administrativo que le negó lo que solicitó ante la autoridad correspondiente y, 

además, pida que al resolutor que declare que sí tiene ese derecho para obtener 

lo que pretendió de la autoridad, ello propicia que ambas pretensiones se 

sustenten en el mismo hecho y con base en ese alegato, pida que el órgano 

jurisdiccional constate que efectivamente debió dársele lo que originalmente 

solicitó a la autoridad demandada. 

Lo anterior no desnaturaliza a la acción anulatoria ni a la del reconocimiento 

del derecho, pues sólo implica que se sustenta en los mismos elementos. 

Debe señalarse que el deber del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Estado de Guanajuato de reconocer o constatar la existencia del derecho 

subjetivo del actor en el proceso administrativo, está inspirado en el derecho 

humano de justicia pronta y completa, establecido en el artículo 17, párrafo 

segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior es así ya que, si el demandante acredita que su esfera de 

derechos resultó afectada por un acto autoritario, se procura la pronta y completa 

resolución de lo solicitado en la instancia y, con ello,  el particular no tendrá que 

esperar a que la autoridad administrativa se pronuncie nuevamente en nuevo acto, 

con el consecuente retraso en la solución final de lo gestionado. 

El criterio anterior, cuyo argumento toral este Pleno comparte, fue plasmado 

en la tesis número 2a. XI/20104100, pronunciada por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que es del tenor literal siguiente: 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA OBLIGACIÓN DE 

CONSTATAR LA EXISTENCIA DEL DERECHO SUBJETIVO DEL 
                                                           

4 Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXI, Marzo de 2010, consultable a página 1049. 
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ACTOR EN EL JUICIO RELATIVO, OBEDECE AL MODELO DE 

PLENA JURISDICCIÓN CON QUE CUENTA EL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA Y TIENDE A 

TUTELAR LA JUSTICIA PRONTA Y COMPLETA. El deber del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa de reconocer o 

constatar la existencia del derecho subjetivo del actor en el juicio 

contencioso administrativo, antes de ordenar que se restituya, se 

reduzca el importe de una sanción o se condene a una indemnización, 

contenido en los artículos 50, penúltimo párrafo, y 52, fracción V, de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, está 

inspirado en la garantía de justicia pronta y completa establecida en el 

artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, porque con ello se intenta evitar que el 

actor obtenga un beneficio indebido derivado de que el Tribunal 

ordene la restitución de un derecho que todavía no se ha incorporado 

a la esfera jurídica de aquél o no ha sido demostrado, pero si acredita 

en el juicio contencioso que cuenta con él, porque allegó los 

elementos probatorios suficientes que revelan su existencia, se 

procura la pronta y completa resolución de lo solicitado en la instancia 

de origen, ya que el particular no tendrá que esperar a que la 

autoridad administrativa se pronuncie nuevamente, con el 

consecuente retraso en la solución final de lo gestionado. 

La precisión antes realizada del marco normativo que rige el actuar de este 

órgano jurisdiccional, evidencia lo infundado del alegato de incompetencia hecho 

valer por la demandada. 

En efecto, como se apuntó con anterioridad, este órgano jurisdiccional, 

conforme al modelo de jurisdicción contencioso administrativo de plena 

jurisdicción, tiene la potestad de anular un determinado acto autoritario y, además, 

puede reconocer los derechos del particular y condenar a la administración, en su 

caso, a restablecer y hacer efectivos los derechos vulnerados al demandante. 
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De tal modo que, aun cuando ese marco de derechos pertenecientes al 

actor puede estar contenido en una pluralidad de codificaciones, leyes, 

reglamentos, disposiciones de carácter general o, en algunos casos, en el 

reconocimiento —ya sea expreso o, en su caso, implícito— que de dichas 

prerrogativas realice la autoridad; ello no es obstáculo para que este órgano 

jurisdiccional reconozca la existencia de ese marco de derechos. 

Por tanto, contrariamente a lo esgrimido por la autoridad demandada, es 

inexacto que este órgano jurisdiccional no pueda conocer de la pretensión de 

reconocimiento del derecho por relacionarse, desde su perspectiva, con el 

ejercicio de una acción de carácter civil. 

Lo anterior obedece a dos aspectos que no deben soslayarse: 

a. El primero, que el Tribunal no constituye derechos sino que únicamente 

los reconoce. 

b. El segundo, porque el marco constitucional y legal de este órgano 

jurisdiccional permite reconocer la existencia de un derecho, sin que ello se limite 

por el hecho de que tales prerrogativas se contengan en varios ordenamientos, 

sean éstos de la naturaleza o materia que fueren. 

En otras palabras, el único obstáculo para el reconocimiento de ciertos 

derechos, es que el actor sí sea el titular de esas prerrogativas; de ahí por qué se 

considera infundado el alegato de incompetencia planteado por el **** y por el 

*******, pues en caso de concluirse por parte de este órgano jurisdiccional, que una 

determinada resolución debe anularse por no estar apegada a los preceptos que 

regulan su emisión, procederá reconocer la existencia de un derecho subjetivo 

público y condenar a la autoridad a su pleno restablecimiento.  

SÉPTIMO. Planteamiento de improcedencia. A continuación se 

analizarán las causas de improcedencia hechas valer por la autoridad encausada 
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y por los terceros, las cuales no fueron atendidas por el magistrado a quo por 

virtud de la causa de improcedencia que consideró actualizada. 

I. El ******, arguyó lo siguiente en relación con la improcedencia del proceso 

administrativo: 

a. El ―juicio‖ [proceso administrativo] resulta improcedente en términos del 

artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el numeral 153 del 

mismo ordenamiento, porque en el caso no se actualizó una resolución negativa 

ficta. 

De las constancias de autos, añade, así como de la confesión expresa 

formulada en la demanda; se advierte que a la petición del accionante recayó el 

folio de atención ciudadana ********, suscrito por la ******,  la que por instrucción 

del ********, turnó la instancia a la autoridad competente; siendo ésta la que emitió 

los oficios ********y *********, por lo que la respuesta cuya omisión denuncia la 

actora sí se verificó y notificó, hecho que impide la actualización de la resolución 

fictamente denegatoria. 

b. El particular no esgrimió conceptos anulatorios contra la respuesta 

vertida por la *******, en términos del oficio *********; por lo que queda desvirtuada 

la existencia de una resolución negativa ficta y, por ende, dice, resultan 

inoperantes las alegaciones de aquél ya que se dirigen a controvertir una figura 

jurídica no actualizada en la especie; disertación que apoya en las tesis 

«CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES SI NO SE REFIEREN A LA 

PRETENSIÓN Y CAUSA DE PEDIR», y «AGRAVIOS, INSUFICIENCIA DE LOS». 

c. La demanda es notoriamente improcedente porque el acto impugnado 

deriva de otro consentido, a saber, el oficio ***, de 30 treinta de enero de 2009 dos 

mil nueve, emitido por el ******** —el cual recayó a una petición idéntica a la 

planteada por el actor ante el **** ***** *** y cuya resolución negativa ficta ahora se 

analiza—, siendo que esa resolución no se impugnó en tiempo; por lo que la 



 
199 

demanda insta en el caso al tenor de un derecho precluido, razonamiento que 

soporta en las tesis de epígrafes: «ACTO RECLAMADO, FECHA DE CONOCIMIENTO POR 

EL QUEJOSO. DEBE DEDUCIRSE DE LAS CONSTANCIAS DEL JUICIO AUN CUANDO SE HAYA 

MANIFESTADO UNA DISTINTA EN LA DEMANDA»; «ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE»;  

«SOBRESEIMIENTO. ES PROCEDENTE CUANDO LA DEMANDA FUE PRESENTADA 

EXTEMPORÁNEAMENTE, SIN IMPORTAR QUE INICIALMENTE EL JUEZ LA HUBIERE 

ADMITIDO»; y «ACTOS DERIVADOS DE ACTOS CONSENTIDOS, RAZÓN DE SU 

IMPROCEDENCIA». 

d. El acto impugnado no lesiona el interés jurídico del actor, en razón de 

que no es titular del derecho que ampara su reclamo, pues a la fecha no existe 

una condena firme, impuesta por un tribunal competente, de la que emerja el 

derecho para solicitar la indemnización, pues el título en el que funda su derecho 

adolece de nulidad. 

El reclamo es improcedente, añade, porque el Segundo Tribunal Colegiado 

en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en el juicio de 

amparo indirecto en revisión ******, concedió la protección federal a fin de que se 

dejara insubsistente todo lo actuado en el procedimiento de jurisdicción voluntaria 

*****, pero no le reconoció derecho alguno al accionante para ser indemnizado. 

La escritura pública que sirve de soporte al particular para accionar —

*****— deriva de un procedimiento no contencioso, seguido en las diligencias de 

información testimonial ad perpetuam, las que no resultan oponibles a terceros en 

términos del artículo 734 del Código de Procedimientos Civiles; por lo que las 

prestaciones reclamadas en la causa administrativa son improcedentes. 

Pues bien, deben desestimarse las disertaciones reseñadas en los 

apartados a y b antes expuestos, porque para abordar su análisis y consideración, 

previamente habría que dilucidarse si en el caso se actualizó la resolución 

negativa ficta reclamada por el particular, aspecto que, precisamente, constituye la 

litis del proceso administrativo *******. 
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En razón de ello, este órgano colegiado no puede atender las causas de 

sobreseimiento alegadas en esos apartados, dado que los motivos esgrimidos por 

el ******* no pueden considerarse como claros e inobjetables, de ahí que deban 

desestimarse. 

Sobre el tema, resulta aplicable, por analogía, la tesis de jurisprudencia 

número P./J 135/20015101, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, del texto siguiente: 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER 

UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL 

ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de 

improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, 

de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se 

involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo 

del negocio, debe desestimarse. 

Por causa de no resultar fundadas las causas de improcedencia 

examinadas con antelación, procede no tomar en cuenta los criterios de epígrafes: 

«CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES SI NO SE REFIEREN A LA 

PRETENSIÓN Y A LA CAUSA DE PEDIR», y «AGRAVIOS, INSUFICIENCIA DE LOS». 

En otro orden de ideas, también debe desestimarse la causal de 

improcedencia sintetizada en el apartado c relatado con antelación, relativa a que 

el acto impugnado deriva del oficio ***, de 30 treinta de enero de 2009 dos mil 

nueve, emitido por el *******,  recaído a una análoga solicitud a la que no fue 

respondida en el caso, y que no se combatió por el hoy actor oportunamente. 

Lo anterior descansa en el hecho de que en términos de la fracción XI del 

artículo 8 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda autoridad 

debe dictar resolución expresa sobre cualquier instancia ante ella formulada, 

                                                           
5 

Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente a la 

Novena Época, Tomo XV, Enero de 2002, página 5. 



 
201 

precepto del que emerge el imperativo de aquéllas de pronunciarse en relación a 

cualquier solicitud planteada por un gobernado. 

De ese modo, basta que un particular alegue en la demanda con la que 

inicia un proceso administrativo, que la prerrogativa antes mencionada se 

transgredió en su contra, para que resulte procedente la causa y, en 

consecuencia, sean examinados los conceptos de impugnación propuestos por el 

actor a fin de resolver el problema planteado, esto es, si la autoridad emitió o no la 

respuesta correspondiente, con independencia de que la autoridad demandada 

manifieste en su contestación que existe algún acto relacionado con la solicitud 

que fue consentido por el peticionario. 

Ello obedece a que cada solicitud hecha a la autoridad es autónoma 

respecto a cualquier otro acto, de donde se sigue que no se actualiza la causa de 

improcedencia alegada por la demandada, pues las peticiones realizadas por el 

actor no guardan dependencia entre sí.  

Así las cosas, deben desestimarse las tesis de rubros «ACTO RECLAMADO, 

FECHA DE CONOCIMIENTO POR EL QUEJOSO. DEBE DEDUCIRSE DE LAS CONSTANCIAS DEL 

JUICIO AUN CUANDO SE HAYA MANIFESTADO UNA DISTINTA EN LA DEMANDA»; «ACTOS 

CONSENTIDOS TÁCITAMENTE»;  «SOBRESEIMIENTO. ES PROCEDENTE CUANDO LA 

DEMANDA FUE PRESENTADA EXTEMPORÁNEAMENTE, SIN IMPORTAR QUE INICIALMENTE EL 

JUEZ LA HUBIERE ADMITIDO»; y «ACTOS DERIVADOS DE ACTOS CONSENTIDOS, RAZÓN DE 

SU IMPROCEDENCIA», invocadas por la autoridad encausada, por no resultar 

aplicables al caso en estudio. 

Por último, también es desestimarse la causal de sobreseimiento a la que 

se hizo referencia en el apartado d reseñado, tocante a que el acto impugnado no 

lesiona el interés jurídico del actor. 

A fin de demostrar el porqué de la determinación anterior, es menester 

transcribir los artículos 250, fracción I, 251, fracción I, inciso a), y 261, fracción I, 



 
202 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato. 

Artículo 250. Son partes en el proceso administrativo: 

I. El actor… 

Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las 

personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión: 

I. Tendrán el carácter de actor: 

a) Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por 

un acto o resolución administrativa… 

… 

Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos 

o resoluciones: 

I. Que no afecten los intereses jurídicos del actor… 

De la interpretación armónica de los preceptos citados, se obtiene que el 

proceso administrativo sólo puede promoverse por los particulares que sean 

afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa, y que 

la causa litigiosa sobrevendrá improcedente contra actos que no afecten los 

intereses jurídicos del accionante. 

Así, para que el órgano jurisdiccional se encuentre en posibilidad de 

analizar las pretensiones del actor, es necesaria la existencia de un derecho 

subjetivo tutelado por el orden normativo, el cual genera el deber de respeto a 

cargo de la autoridad, la que sólo puede afectar la esfera de derechos del 

ciudadano cumpliendo los requisitos legales previstos para ello. 



 
203 

Tal derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo, es lo que 

constituye el interés jurídico que se toma en cuenta para la procedencia del 

proceso administrativo; por ende, se reitera, sólo está legitimado para demandar 

en el proceso, a quien la norma jurídica le otorga la facultad de exigencia oponible 

al acto de autoridad. 

En otras palabras, la afectación al interés jurídico consiste en el derecho 

que asiste a un particular para reclamar, en el proceso administrativo, algún acto 

que se refiera a ese derecho subjetivo protegido por la norma legal, el cual se ve 

conculcado por el acto de autoridad, a grado tal que ocasiona un perjuicio a su 

titular. 

De ahí que la procedencia de la acción de nulidad, en el ámbito del proceso 

regulado por el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y 

los Municipios de Guanajuato, exige que esta última no sea impulsada por un 

interés cualquiera o simple, como suele llamarse a aquél que sin contar con el 

respaldo legal, puede tener todo gobernado para que surja o se mantenga una 

situación creada por la autoridad, que le es cómoda o favorable o, por el contrario, 

para que desaparezca o se evite la que pudiera resultarle adversa; sino que es 

necesario que ese interés descanse en un derecho del gobernado, derivado de la 

ley, a exigir determinada conducta positiva o negativa y, como consecuencia, que 

tenga como correlativo, el deber del gobernante de realizar tal conducta; por eso, 

se afirma que hay interés jurídico cuando se cuenta con un derecho protegido por 

la norma, para exigir de la autoridad determinada conducta, en reparación del 

perjuicio causado por su actuar. 

Resulta aplicable en apoyo de lo anterior, por analogía, considerando que el 

interés jurídico necesario para promover el juicio de amparo, es símil al requerido 

para instar en el proceso administrativo previsto en el Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el criterio 

sustentado por la extinta Tercera Sala de la anterior conformación de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, consultable a página 29 del Tomo 187-192, Cuarta 
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Parte, del Semanario Judicial de la Federación de la Séptima Época, intitulado: 

«INTERÉS JURÍDICO PARA LA PROCEDENCIA DEL AMPARO. NATURALEZA DEL». 

Las condiciones antes expuestas, se surten en los casos en que la 

autoridad administrativa sea omisa en responder a la petición formulada por un 

particular, pues es lógico que éste tiene interés en que, a través de la impugnación 

de la resolución negativa ficta, se obligue a la autoridad a que en la contestación 

de demanda dé a conocer los fundamentos de hecho y de derecho en que 

sustente aquélla; los cuales desconoce el gobernado, en virtud del silencio 

guardado por la dependencia administrativa de que se trate. 

Trasladando todo lo anterior al caso sometido a estudio, queda de 

manifiesto lo desacertado del alegato de la autoridad demandada, pues 

contrariamente a lo sostenido por ésta, ******* ******* ******* sí cuenta con el 

interés jurídico necesario para promover el proceso administrativo. 

Efectivamente, el sólo hecho de que el justiciable haya planteado una 

petición ante una autoridad administrativa sobre la que ésta guardó silencio pese a 

estar legalmente constreñida a responderla, desde luego que faculta a aquél a 

instar jurisdiccionalmente, a fin de que por medio del proceso administrativo se 

obligue al ente autoritario a verter en la contestación, los fundamentos de hecho y 

de derecho en que sustentó su determinación fictamente denegatoria. 

En otras palabras, la afectación al interés jurídico del promovente surge 

porque el silencio de la autoridad administrativa conculcó su derecho a obtener 

una respuesta expresa a su solicitud, tutelado en la fracción XI del artículo 8 del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por lo que tal circunstancia le 

permite al afectado reclamar en el proceso administrativo la omisión de la 

autoridad; de ahí por qué debe desestimarse la causal de sobreseimiento hecha 

valer por el ************. 

Por causa de lo antes expuesto, se desestiman por resultar inaplicables, las 

tesis citadas por la autoridad encausada, de títulos: «INTERÉS JURÍDICO EN EL 
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AMPARO. ELEMENTOS CONSTITUTIVOS», e «INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. 

ELEMENTOS QUE LO COMPONEN». 

II. Por su parte, los terceros hicieron valer las causas de improcedencia 

siguientes: 

a. **************, quien acudió en representación de la ******, y el **********, 

refirieron en sus respectivos escritos de contestación, que el proceso 

administrativo es improcedente, porque a la petición realizada recayó el folio 

**********, suscrito por la **********, por lo que no se actualiza la resolución negativa 

ficta alegada. 

Pues bien, como antes se explicó, para abordar el análisis del argumento 

de los terceros, previamente habría que dilucidarse si en el caso se actualizó la 

resolución negativa ficta reclamada por el particular; por ese motivo, la causal de 

improcedencia analizada no puede calificarse como clara e inobjetable, lo que 

faculta a este órgano colegiado a desestimarla. 

b. El ***********y el ******** alegaron la improcedencia del proceso por 

consentimiento tácito, pues la primera consideró que el 21 veintiuno de enero de 

2009 dos mil nueve, el solicitante realizó una petición idéntica, a la cual recayó el 

oficio ***, de 30 treinta de enero de 2009 dos mil nueve, suscrito por el ****** 

***************, el cual quedó firme al no controvertirse de manera oportuna por el 

interesado; mientras que la segunda autoridad arguyó que el proceso 

administrativo no se promovió en tiempo.  

Asimismo, tanto el ayuntamiento como el **********, refirieron por igual, que 

el actor carece de interés jurídico para instar en el proceso administrativo. 

Pues bien, las causales de improcedencia relativas al consentimiento tácito 

por los motivos alegados por el Secretario mencionado, y a la falta de interés 

jurídico del actor, deben desestimarse en virtud de que están construidas a partir 
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de razonamientos similares a los vertidos por el **********, y que previamente se 

declararon ineficaces. 

Por otro lado, también no es de tomarse en cuenta la causal denunciada 

por el ayuntamiento mencionado, relativa a que el proceso administrativo es 

improcedente por consentimiento tácito, ello por no haberse impugnado dentro del 

plazo de treinta días a que se refiere el artículo 263 del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa, por resultar desacertado tal argumento. 

En efecto, al versar el presente litigio sobre la impugnación de una 

resolución negativa ficta, la demanda correspondiente puede presentarse en 

cualquier tiempo, siempre que no se haya brindado la respuesta expresa por parte 

de la autoridad ante quien se formuló el escrito impetratorio, por actualizarse un 

caso de excepción a la regla general de que la demanda debe presentarse dentro 

del plazo de treinta días. 

En esa tesitura, el alegato de la autoridad tercero es desacertado, en la 

medida de que dada la especial manera en que se configuró la litis, el actor no 

tenía por qué sujetarse al plazo perentorio de treinta días previsto en el primer 

párrafo del artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en 

virtud de que el acto controvertido en la especie lo constituye una resolución 

negativa ficta. 

c. También debe desestimarse el alegato de improcedencia hecho valer por 

el **********, referente a que en la demanda no se vertieron conceptos de 

impugnación, pues esa causal de improcedencia no resulta palmaria o evidente. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis P./J. 

68/20126102, de título: «CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON 

EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR», 

determinó abandonar la tesis de rubro «CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS 

                                                           
6 Tesis consultable en la página 38 del Tomo XII, Agosto de 2000, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta de la Novena Época. 
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LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR», en la que se exigía que el concepto de 

impugnación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo 

la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos 

autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, 

demostrando así, jurídicamente, la ilegalidad de los actos cuestionados. 

Las razones que el Pleno del Alto Tribunal esgrimió para justificar su 

separación de ese criterio, radican en que no existe la exigencia legal de que los 

conceptos de impugnación deban expresarse con formalidades tan rígidas y 

solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como 

la demanda no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su 

conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de anulación, todos los 

razonamientos que con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén 

en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del 

silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con 

claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el 

impetrante estima le causa el acto o resolución impugnada, y los motivos que 

originaron ese agravio, para que el órgano jurisdiccional deba estudiarlo. 

A partir de lo anterior, en virtud de que este cuerpo colegiado tiene el 

imperativo de atender la tesis de jurisprudencia antes citada, la cual resulta 

obligatoria en términos de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo; debe 

desestimarse la causa de improcedencia hecha valer por el **** *** *****, 

considerando que no puede alegarse la improcedencia del proceso administrativo 

a partir de la ausencia de conceptos de impugnación, pues para considerar tal 

evento, antes tendría que analizarse integralmente la demanda, circunstancia que 

por sí misma haría que la improcedencia de la causa no fuera clara e inobjetable, 

de ahí el porqué de su desestimación. 

OCTAVO. Análisis de la configuración de la resolución negativa ficta. 

Para dilucidar si en el caso se configuró la resolución negativa ficta atribuida al **** 
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******, es necesario realizar la narración siguiente, la cual se desprende del 

expediente de origen: 

a. Mediante escrito de 7 siete de abril de 2011 dos mil once, *********** 

******* solicitó al *******, así como a otras autoridades, el pago de una 

indemnización a razón de *************, a causa de la construcción de tres escuelas 

públicas en un terreno que dijo ser su propiedad, (fojas 112 a 114 del proceso). 

b. La ************, a través del oficio *********, de 12 doce de abril de 2011 

dos mil once, comunicó al particular que la solicitud sería atendida por el ****** 

***** de Guanajuato por ser éste el competente para ello (folio 123 ídem).  

c. El ***************, por medio del oficio *******, de 13 trece de mayo de 

2011 dos mil once, hizo saber al solicitante que la petición formulada se 

encontraba en análisis y revisión por diversas dependencias, por lo que en ese 

momento no podría realizarse pronunciamiento alguno al respecto (página 125 

ibídem). 

Hasta aquí los antecedentes de la petición. 

Pues bien, este órgano colegiado estima que en el caso sí se configuró la 

resolución negativa ficta reclamada por el accionante, en virtud de que su petición 

no fue cabalmente atendida por la autoridad demandada. 

Con el propósito de demostrar la aserción anterior, es preciso transcribir los 

numerales 153 y 154 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato. 

Dichos preceptos disponen lo siguiente: 

Artículo 153. Las autoridades administrativas del Estado y sus 

municipios están obligadas a contestar por escrito o por medios 

electrónicos cuando proceda, las peticiones formuladas por los 

particulares, dentro de los plazos que señalan las disposiciones 
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jurídicas aplicables. A falta de disposición legal expresa, las 

autoridades deberán producir sus respuestas dentro de los siguientes 

treinta días a partir de la recepción del pedimento, con independencia 

de la forma o medios utilizados para su formulación.  

Una vez transcurrido el plazo, si la autoridad administrativa no ha 

emitido la resolución correspondiente operará la afirmativa o la 

negativa fictas conforme al presente Código. 

Cuando se requiera al promovente para que exhiba los documentos 

omitidos o cumpla con requisitos formales o proporcione los datos 

necesarios para su resolución, el plazo empezará a correr desde que 

el requerimiento haya sido cumplido. 

Artículo 154. Transcurridos los plazos citados en el artículo anterior 

sin que se notifique la resolución expresa, se entenderá que ha 

operado la negativa ficta, que significa decisión desfavorable a los 

derechos e intereses jurídicos de los peticionarios, para efectos de su 

impugnación. 

De la interpretación armónica de los dispositivos legales antes transcritos, 

se arriba a la conclusión de que tratándose de la negativa ficta, se parte en 

principio de una ficción legal, según la cual se atribuye al silencio de la 

administración pública a una solicitud de un gobernado, los efectos de una 

contestación desfavorable o en sentido negativo a los intereses del peticionario, 

situación que faculta a éste para acudir a este Tribunal para interponer su 

demanda, refiriendo como conceptos de impugnación a los vicios de forma de la 

contestación negativa ficta, porque obviamente se ignoran sus fundamentos y 

motivos.  

Así, conforme a los artículos 153 y 154 del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, solamente 

basta que exista una petición formalmente realizada por un particular a la 
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autoridad y que ésta no sea contestada dentro del término que señala un 

determinado ordenamiento, para que se considere que dicha petición fue resuelta 

en sentido desfavorable al particular.  

Ahora bien, puede suceder que un ordenamiento no regule expresamente el 

término de respuesta aludido, pero tal circunstancia no es obstáculo para 

considerar que se deje al arbitrio de la autoridad el plazo para contestar una 

determinada consulta ciudadana, puesto que en tal caso, como lo disponen los 

preceptos invocados, la autoridad deberá producir su respuesta dentro de los 

siguientes treinta días a partir de la recepción del pedimento, con independencia 

de la forma o medios utilizados para su formulación. 

Luego, para la existencia de una resolución negativa ficta, sólo es necesaria 

la presencia de los siguientes requisitos:  

1) La existencia de una petición por escrito dirigida por un particular a la 

autoridad administrativa;  

2) La omisión de respuesta de la autoridad a dicha petición dentro del plazo 

que señale la ley u ordenamiento aplicable, en la inteligencia de que  a falta de 

disposición expresa, el plazo será el de treinta días, contados a partir de la fecha 

de presentación de la instancia de que se trate; y  

3) La presentación de la demanda en cualquier tiempo, posterior al 

vencimiento del citado plazo ante el órgano jurisdiccional competente. 

Sobre tales premisas, se insiste, existirá una determinación fictamente 

denegatoria cuando la autoridad administrativa, pese al imperativo legal que 

emerge de los preceptos 153 y 154 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, omita responder a 

una solicitud planteada por un gobernado sin que exista causa legal para ello para 

no contestar. 



 
211 

En el caso, quedó demostrado que el 7 siete de abril de 2011 dos mil once, 

************** solicitó al ******, así como a otras autoridades, el pago de una 

indemnización a razón de ***************, a causa de la construcción de tres 

escuelas públicas en un terreno que dijo ser su propiedad. 

Lo anterior se acreditó mediante el escrito petitorio correspondiente al 7 

siete de abril de 2011 dos mil once, cuyo ejemplar original obra en las fojas 112 a 

114 del sumario, en el que consta un sello, también original, a manera de acuse 

de recibo, en el que se lee lo siguiente: «PALACIO DE GOBIERNO —7 ABR. 2011— 

RECIBIDO, OFICIALÍA DE PARTES, rúbrica, con anexos originales». 

Al momento de producir la contestación a la demanda, el ****** no agregó al 

expediente alguna constancia mediante la cual desvirtuara la falta de respuesta a 

la solicitud planteada por el particular; razón por la que debe colegirse, por ficción 

de la ley, que la petición del actor fue resuelta en sentido negativo a sus intereses. 

En las relatadas circunstancias, no hay obstáculo para considerar que esa 

autoridad efectivamente no atendió la solicitud planteada por el actor, dentro del 

plazo de treinta días previsto en el numeral 153 del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa; por lo que procede resolver que en la especie sí se 

configuró la figura de la negativa ficta. 

No es óbice para determinar lo anterior, que la ************, mediante oficio 

***********, de 12 doce de abril de 2011 dos mil once, haya notificado al particular 

que la solicitud sería atendida por el ******** de Guanajuato, y no por el 

gobernador. 

En efecto, el hecho de que la demandada haya declinado el conocimiento 

de la petición, bajo el argumento de que no era la autoridad competente para ello 

sino una diversa, a saber, el ************ de Guanajuato; de ningún modo eximió al 

********* de la obligación de atender el libelo impetratorio, en la medida de que no 

explicó fundada y motivadamente al solicitante, por qué carecía de atribuciones 

para pronunciarse al respecto. 
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Así, pese a que el artículo 165 del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que las 

instancias promovidas por los particulares serán respondidas por las autoridades 

con competencia legal para ello, y que cuando un órgano administrativo estime 

que carece de atribuciones para conocer de un determinado asunto, debe remitir 

el escrito o  expediente, en su caso, al órgano que estime competente, notificando 

dicha circunstancia al particular; no debe soslayarse que la remisión de la 

instancia por declinación de la autoridad ante quien se formuló la petición, debe 

hacerse de manera fundada y motivada, pues al ser la declinatoria un acto de 

autoridad, no escapa del imperativo constitucional de satisfacción de tales 

requisitos (fundamentación y motivación). 

Por ende, como en el caso el ********** no satisfizo el mandamiento 

constitucional de fundamentación y motivación, que permitiera conocer al 

particular a cabalidad el porqué de la remisión de la solicitud a otra autoridad; 

entonces, debe concluirse que ***************** no tenía la obligación de considerar 

que la petición formulada se turnó válidamente a una diversa entidad 

administrativa, máxime si se toma en cuenta que la dependencia gubernamental a 

la que se turnó la petición, tampoco ha resuelto de fondo la propuesta. 

Todo lo anterior pone de manifiesto por qué procede tener por 

configurada la resolución negativa ficta en el caso y, como consecuencia de 

ello, por qué corresponde analizar la legalidad de los fundamentos y motivos 

esgrimidos por la autoridad demandada para justificar la resolución negativa ficta, 

a la luz de los conceptos anulatorios propuestos por el justiciable en la ampliación 

de demanda. 

NOVENO. Reseña de los conceptos de impugnación y de los 

argumentos defensivos de la autoridad demandada. Previamente a reseñar los 

motivos de disentimiento hechos valer por el actor en la ampliación, así como los 

argumentos defensivos esgrimidos por la demandada en la contestación de 

aquélla; es necesario destacar cuáles fueron los fundamentos y motivos 
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expresados por la autoridad administrativa para sustentar la resolución negativa 

ficta controvertida por el particular. 

Al contestar la demanda, la encausada sostuvo, como resolución expresa, 

que la resolución negativa recaída a la solicitud del pago de una indemnización a 

razón de **************************, se debió a que: 

a) El particular no demostró, según el dicho de la autoridad, que es 

propietario de los predios en que se ubican los centros educativos ―Jardín de 

Niños Rosaura Zapata‖, ―Escuela Primaria Independencia Nacional‖ y ―Escuela 

Secundaria Oficial José Aguilar y Maya‖. 

b) No existe identidad entre el predio que ampara la escritura pública *****, 

tirada ante la fe del notario público * del Partido Judicial de *****, Guanajuato, y 

aquél en que se ubican los tres planteles educativos referidos. 

c) El requerimiento de pago está soportado en la ejecutoria dictada en el 

juicio de amparo indirecto en revisión ***, del índice del Segundo Tribunal 

Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, 

resolución en la que no se prejuzgó sobre la existencia de la ocupación por parte 

del Estado, la propiedad del ahí quejoso ni la procedencia del pago de una 

indemnización; sino que únicamente confirmó la sentencia del Juez Quinto de 

Distrito, emitida dentro del juicio de garantías ********, cuyo sentido fue el de 

conceder el amparo y protección de la Justicia Federal, con el fin de se llamara a 

******************* a las diligencias de información testimonial ad perpetuam, 

radicadas en el expediente ***/**, del índice del Juzgado Segundo Civil de *****, 

Guanajuato, dejándose insubsistente todo lo actuado en ese procedimiento. 

d) La posesión de los inmuebles en los que se edificaron los planteles 

educativos, deriva de la sesión del **** *** *****, correspondiente a 1979 mil 

novecientos setenta y nueve; por lo que esa posesión resulta anterior a la 

detentación que dice tener el particular, sin conceder que se trate de los mismos 

bienes raíces. 
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e) El artículo 734 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 

Guanajuato, dispone que las diligencias de información testimonial ad perpetuam, 

como las que sirvieron de base para la emisión de la escritura pública *****, no son 

oponibles a tercero, puesto que no derivan de un procedimiento contencioso. 

Como antes se apuntó, los argumentos anteriores constituyeron la 

respuesta expresa vertida por la autoridad al contestar la demanda, a fin de 

soportar la resolución negativa ficta controvertida por el particular. 

Expuesto lo anterior, es pertinente plasmar la siguiente reseña de los 

conceptos de anulación hechos valer en la ampliación, los cuales, si bien no 

se manifestaron ordenadamente, sí es factible advertirlos del análisis integral a 

dicho libelo. 

Con el propósito de combatir las razones y fundamentos vertidos por la 

autoridad demandada para justificar su determinación fictamente denegatoria, 

******************* dijo lo siguiente: 

I. Sí es propietario del inmueble a que se refiere la escritura pública *****, 

siendo que el Síndico **********, según la constancia de 12 doce de febrero de 

1991 mil novecientos noventa y uno, ―enfatizó‖ que el terreno en el que se 

construyeron los centros educativos ―Jardín de Niños Rosaura Zapata‖, ―Escuela 

Primaria Independencia Nacional‖ y ―Escuela Secundaria Oficial José Aguilar y 

Maya‖, concuerda con las medidas y colindancias del que dice ser propietario 

*******************; además de que dicho funcionario también refirió que no existe 

documentación alguna que justificara la ocupación gubernamental de tal propiedad 

raíz. 

II. En la ejecutoria de 15 quince de febrero de 2008 dos mil ocho, dictada 

para resolver el juicio amparo indirecto en revisión administrativa ARA **/**, se 

resolvió que la “LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y PROTEGE A ************, CONTRA LOS 

ACTOS DE AUTORIDADES QUE HAN QUEDADO SEÑALADAS”; destacándose de esa 

resolución lo siguiente: 
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a. Que la superficie de terreno que ampara la escritura ****, tirada como 

resultado de las diligencias de información testimonial promovidas en vía de 

jurisdicción voluntaria, por el **** *** *****; son idénticas a las que tiene el inmueble 

descrito en la escritura pública que avala la propiedad del particular.  

b. El Síndico **********, reconoció en términos de la constancia de 12 doce 

de febrero de 1991 mil novecientos noventa y uno, que el terreno en el que se 

construyeron los centros educativos tantas veces referidos, concuerda con las 

medidas y colindancias del que dice ser propietario ************. 

c. El particular, aquí actor, sí tiene un derecho legítimo sobre el inmueble 

cuya posesión ahora tiene el ***********. 

d. La posesión del ahora actor, existía veinte años antes de la elaboración 

del acta 16, de 8 ocho de enero de 1979; como resultado de la compraventa que 

aquél celebró con *******, el 16 dieciséis de mayo de 1959 mil novecientos 

cincuenta y nueve, lo que consta en las copias certificadas del expediente *****, 

relativo a las diligencias de jurisdicción voluntaria promovidas anta el Juzgado 

Primero Civil del Partido Judicial de *****, Guanajuato. 

III. ―Diferentes‖ dependencias de la **********, le reconocieron su derecho de 

propiedad sobre el predio en que se encuentran los planteles educativos referidos 

con anterioridad. 

Como pruebas de su intención, el accionante aportó las copias 

certificadas de la escritura pública *****; del certificado de libertad de gravámenes 

de 1 uno de julio de 2010 dos mil diez respecto del bien inmueble que posee; del 

estado de cuenta del impuesto predial *****, expedido a nombre del actor; de la 

credencial emitida a favor de ********************, como Jefe de Proyecto de 

Solidaridad ―B‖; del ocurso de 15 quince de mayo de 1998 mil novecientos noventa 

y ocho suscrito por el actor; del escrito de 14 de junio de 1999 mil novecientos 

noventa y nueve signado por el accionante; del libelo de 6 seis de noviembre de 

2000 dos mil, que firma el ―Coordinador Económico‖; de la constancia de 12 doce 
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de febrero de 1991 mil novecientos noventa y uno, emitida por el Síndico ******* 

*****; de la solicitud de 30 treinta de octubre de 2000 dos mil, dirigida por el actor 

al representante del Poder Ejecutivo del Estado en el Distrito Federal; de la 

petición de 24 veinticuatro de septiembre de 2001 dos mil uno, suscrita por el 

demandante y remitida al representante del Poder Ejecutivo del Estado en el 

Distrito Federal; del escrito de 17 diecisiete de octubre de 2001 dos mil uno, 

emitido por la Coordinadora de Atención Ciudadana del gobierno federal; del folio 

******, de 17 diecisiete de octubre de 2001 dos mil uno, turnado al ********** de 

Guanajuato; del libelo de 26 veintiséis de junio de 2003 dos mil tres, firmado por el 

ahora actor; del oficio ****, de 14 catorce de julio de 2003 dos mil tres, 

correspondiente al expediente 001/2003, suscrito por el Secretario del **** *** 

*****, Guanajuato; del oficio ***, de 13 trece de enero de 2004 dos mil cuatro, 

emitido por el Síndico ****** en respuesta a la petición del ahora actor, formulada 

en términos del ocurso de 3 tres de diciembre de 2003 dos mil tres; de la solicitud 

de 9 nueve de diciembre de 2005 dos mil cinco, firmada por el promovente; del 

oficio de 13 trece de diciembre de 2005, correspondiente al turno ***, suscrito por 

el representante del *********** en el Distrito Federal; del oficio de 17 diecisiete de 

abril de 2006 dos mil seis, suscrito por el encargado del despacho de la 

Procuraduría Fiscal del Estado; de la ejecutoria de 15 quince de febrero de 2008 

dos mil ocho, dictada en el juicio de amparo indirecto en revisión **/**, del índice 

del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Décimo Sexto Circuito; del escrito firmado por el actor, dirigido al Titular de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, recibido el 21 veintiuno de 

marzo de 2009 dos mil nueve; del acuerdo de no recomendación emitido por el 

Procurador de los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato, dentro del 

expediente ******. 

También agrego en originales, el citatorio relativo al expediente ******, 

suscrito por el ministro ejecutor de la Secretaría de Planeación y Finanzas; el 

requerimiento de pago relativo al expediente ******, de 19 diecinueve de octubre 

de 1995 mil novecientos noventa y cinco; el pliego petitorio de 20 veinte de enero 

de 2009 dos mil nueve, suscrito por el accionante, remitido al Presidente de la 
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República; la solicitud de 23 veintitrés de septiembre de 2008, firmada por el 

justiciable, dirigida al Secretario del ************; de la respuesta a la petición de 20 

veinte de enero de 2009 dos mil nueve, firmada por el titular de la Coordinación 

General de Administración Red Federal de Servicio de Ciudadanía, de 27 

veintisiete de febrero de 2009 dos mil nueve; del escrito de 21 veintiuno de enero 

de 2009 dos mil nueve, dirigido al Secretario de Planeación y Finanzas del Estado, 

signado por el demandante; y el pliego de petición sobre el que se configuró la 

resolución negativa ficta controvertida en la presente causa, de 7 siete de abril de 

2011 dos mil once. 

En tanto que en copia simple agregó el requerimiento de pago y 

mandamiento de ejecución, de 19 diecinueve de abril de 1993 mil novecientos 

noventa y tres; el estado de cuenta del impuesto predial de 20 veinte de abril de 

1995 mil novecientos noventa y cinco; el escrito de 26 veintiséis de mayo de 1998 

mil novecientos noventa y ocho; el libelo de 3 tres de diciembre de 2003 dos mil 

tres, dirigido por el accionante al Secretario del **** *** *****; y el oficio ***, de 30 

treinta de enero de 2009 dos mil nueve, emitido por el ******************** del 

Estado. 

Al contestar la ampliación de demanda, el **** ***** *** nuevamente planteó 

la cuestión de falta de competencia de este Tribunal para resolver el litigio pese a 

que ya lo había hecho, e hizo valer las mismas causas de improcedencia 

esgrimidas en la contestación de demanda. 

Posteriormente, la demandada vertió los siguientes argumentos para 

demostrar la ineficacia de los conceptos de anulación hechos valer en la 

ampliación de demanda, relacionados con el problema de fondo: 

I. No tiene derecho el actor para reclamar el pago por concepto de 

indemnización, pues no acreditó la propiedad ni la posesión del bien inmueble 

respectivo. 
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II. El oficio de 12 doce de febrero de 1991 mil novecientos noventa y uno, y 

la resolución administrativa dictada en el juicio de amparo directo en revisión 

administrativa *****, no son aptos para demostrar la propiedad del accionante. 

Además, agregó, en la ejecutoria se precisó que no se prejuzgó sobre la 

existencia de la ocupación del predio por parte del ************ ni la procedencia del 

pago, sino que las precisiones expuestas se realizaron a fin de dilucidar la 

naturaleza jurídica del acto impugnado. 

III. No existe identidad entre el predio cuya titularidad se acredita el actor, y 

aquél que posee el ************. 

IV. Los requerimientos de pago aportados en vía de prueba, no sirven para 

demostrar la titularidad del bien raíz cuya desposesión el acto le atribuye al 

Estado. 

DÉCIMO. Estudio de los conceptos de anulación. Son infundados los 

disentimientos propuestos por el actor en la ampliación de demanda, por lo que 

resultan inocuos para los fines pretendidos, como se verá a continuación. 

Antes de dar respuesta a los argumentos esgrimidos por el demandante, a 

manera de contexto, cabe referir que el tema de fondo sujeto a debate en el 

proceso administrativo, consiste en dilucidar si ******************* tiene o no 

derecho a que se le pague una indemnización a razón de *************, por causa 

de ―utilidad pública‖, como resultado de la construcción de tres escuelas en un 

predio que dice ser su propiedad. 

Por tanto, a fin de resolver el problema jurídico planteado en la especie, 

este órgano colegiado debe analizar en primer término, si el actor, como lo 

manifestó, demostró ser propietario del terreno en que se construyeron ciertos 

planteles educativos y cuya compensación por ese hecho alega; luego, superado 

el tema relativo a la titularidad del bien, debe estudiarse si la autoridad demandada 

está en posesión del bien raíz cuya propiedad se atribuye el demandante; y por 
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último, si existe identidad entre el bien que posee la demandada y aquél que el 

accionante reconoce como de su propiedad; todo ello con el propósito de 

desentrañar, como se dijo, si justiciable tiene o no derecho al pago de la 

indemnización alegada. 

El accionante basó los conceptos anulatorios vertidos en la ampliación, 

fundamentalmente, en el hecho de que es propietario del predio en que edificaron 

los centros educativos ******, ****** y ******; titularidad que sustentó en términos de 

la escritura pública *****, de 9 nueve de julio de 1985 mil novecientos ochenta y 

cinco, tirada ante la fe del notario público **, de la ciudad de *****, Guanajuato; en 

lo resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 

Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en la ejecutoria dictada en el juicio de amparo 

indirecto en revisión administrativa ****; y en el reconocimiento que diversas 

dependencias gubernamentales han efectuado a ese respecto. 

Sin embargo, como se verá enseguida, ******************** no demostró tener 

un título de propiedad, que le facultara para reclamar el pago de la indemnización 

que demandó del **********, en la medida de que la escritura pública *****, la cual 

contiene la protocolización de las diligencias de información testimonial ad 

perpetuam, promovidas por el hoy actor para demostrar la prescripción positiva a 

su favor de un inmueble; no puede surtir efectos contra terceros ajenos a dicho 

procedimiento, como en el caso lo es la autoridad demandada. 

Pues bien, por principio, debe precisarse que las diligencias de información 

testimonial ad perpetuam son procedimientos, por su naturaleza, de jurisdicción 

voluntaria, puesto que no resuelven controversias entre partes, sino que el órgano 

jurisdiccional interviene a solicitud de un interesado. 

Se puede considerar que las informaciones ad perpetuam consisten en 

justificar con testigos, ciertos hechos que al promovente le interesa que queden 

consignados de modo solemne, a fin de que consten en lo sucesivo; es decir, esas 

diligencias sirven para hacer constar hechos que pudieran afectar en lo sucesivo 

el interés o el derecho de quienes las promueven.  
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Estas informaciones tienen por objeto exteriorizar en forma solemne y 

documental el derecho que asiste a la persona que las promueve, o bien, 

preconstituir una prueba, fuera de juicio, de determinados hechos.  

En el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Guanajuato, las 

informaciones ad perpetuam se encuentran reguladas por los artículos 731 al 735. 

De ellos es conveniente destacar lo dispuesto por el artículo 731, fracción II, 

el cual establece lo siguiente: 

Artículo 731. Las informaciones ad perpetuam podrán recibirse 

cuando no tenga interés más que el promovente y se trate:   

...   

II. De justificar la posesión como medio para acreditar el dominio 

pleno de un inmueble.  

Al darse entrada a la promoción el Juez ordenará: que se dé 

publicidad a la solicitud del promovente por medio de dos avisos que 

se publicarán en el Periódico Oficial del **** *** *****, de ocho en ocho 

días, y en los lugares públicos; y que se pida a cargo del promovente, 

un certificado del Registro Público, del último registro del inmueble de 

que se trate.  

La información se recibirá con citación del Ministerio Público y de los 

colindantes; los testigos deben ser por lo menos tres de notorio 

arraigo en el lugar de la ubicación de los bienes a que la información 

se refiera.  

Estimada la prueba, en su caso, el Juez hará la declaratoria que se 

menciona en el artículo 1252 del Código Civil y ordenará la 

protocolización…  
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De acuerdo con lo anterior, el trámite para seguir las diligencias de 

información testimonial ad perpetuam, es el siguiente: 

a) Cuando se da entrada a la promoción, se da publicidad a la solicitud del 

interesado y se le pide un certificado del Registro Público de la última inscripción 

del inmueble; 

b) Se cita al Ministerio Público y a los colindantes; en el caso de que estos 

últimos no estén de acuerdo con la solicitud, se terminará inmediatamente la 

jurisdicción voluntaria; 

c) Si los colindantes están de acuerdo con la solicitud del promovente y el 

Ministerio Público no se opone, se cita a varios testigos que tengan arraigo en el 

lugar, para que declaren sobre la posesión que el solicitante ha tenido respecto del 

inmueble.   

Ya rendidas las testimoniales correspondientes, el artículo establece que si 

el Juez estima que sí se acreditó la posesión del solicitante, se dictará la 

declaración establecida en el artículo 1252 del Código Civil. 

Ese numeral establece lo siguiente:   

Artículo 1252. El que hubiere poseído bienes inmuebles por el tiempo 

y con las condiciones exigidas por este código para adquirirlos por 

prescripción, puede promover juicio contra el que aparezca como 

propietario de esos bienes en el Registro Público de la Propiedad a fin 

de que se declare que la prescripción se ha consumado y que ha 

adquirido, por ende, la propiedad.  

Comprobada debidamente la posesión, el Juez declarará que el 

poseedor se ha convertido en propietario en virtud de la prescripción y 

tal declaración se tendrá como título de propiedad y será inscrito en el 

Registro Público previa su protocolización.  
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Cuando no se esté en el caso de deducir la acción que se menciona 

en el párrafo primero, por no estar inscrita en el Registro de la 

Propiedad de los bienes en favor de persona alguna, se podrá 

demostrar ante el Juez competente, que se ha tenido la posesión, 

rindiendo la información respectiva en los términos que establezca el 

Código de Procedimientos Civiles.  

El anterior artículo previene dos hipótesis distintas; por un lado, establece 

una vía contenciosa que puede presentarse cuando existe un propietario inscrito 

en el Registro Público y un poseedor que pretende adquirir por prescripción el bien 

inscrito, y por otra parte, establece la posibilidad de que si no existe ninguna 

persona inscrita en el registro, se pueda demostrar la posesión.  

En el primer caso, lo que debe hacer el que pretenda adquirir por 

prescripción, es promover juicio contra el que aparezca como propietario de los 

bienes en el Registro Público de la Propiedad. Dicho juicio, precisamente por 

serlo, tendrá por objeto la resolución de dos pretensiones antagónicas respecto 

del derecho de propiedad del inmueble en cuestión. 

Si el Juez considera procedente la acción de prescripción positiva, debe 

declarar en su resolución que el poseedor se ha convertido en propietario, en 

virtud de la prescripción. Esta declaración se manda protocolizar ante notario e 

inscribir en el Registro Público y se tendrá como título de propiedad.   

La eficacia de esa resolución para funcionar como título de propiedad, no 

solamente se desprende de la fracción segunda del artículo 1252 del Código Civil 

para el Estado de Guanajuato, sino que el artículo 1254 del mismo ordenamiento, 

repite que cuando «La sentencia ejecutoria que declare procedente la acción de 

prescripción, se inscribirá en el Registro Público y servirá de título de propiedad al 

poseedor». 

Entonces, se concluye que cuando se ejercita la acción de prescripción 

positiva y ésta es procedente en vía contenciosa, la resolución correspondiente 
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es un título de propiedad y, por ello, da al beneficiario de la resolución el poder 

jurídico directo e inmediato sobre el inmueble para aprovecharlo totalmente, lo 

cual incluye la capacidad de transmitir el dominio del inmueble y poder establecer 

gravámenes sobre éste. 

Este derecho, por definición, es oponible a un sujeto pasivo universal 

constituido por todos los sujetos que no tienen el derecho de propiedad y que 

tienen el deber jurídico de respetarlo. 

Por otro lado, en los casos en que se actualiza el segundo supuesto, esto 

es, cuando no hay persona alguna que aparezca como propietario del bien a 

usucapir en el Registro Público de la Propiedad, no se va a deducir acción alguna 

y el artículo remite al Código de Procedimientos Civiles respecto del trámite para 

poder demostrar únicamente que se ha tenido la posesión de un inmueble.  

Ahora bien, la declaración establecida en el artículo 731, último párrafo, del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato a que antes se ha 

hecho alusión, no es la que se establece en el párrafo segundo del artículo 1252 

del Código Civil de Guanajuato, en el sentido de que se declarará que el 

promovente de las diligencias ya adquirió la propiedad y la resolución funcionará 

como título de propiedad, sino que se refiere a la declaración del tercer párrafo del 

mismo artículo, relativa a que se demostró que el promovente tiene la posesión en 

los mismos términos en que, de conformidad a la ley, puede ejercerse la acción de 

prescripción adquisitiva, es decir, lo que se declara en la resolución de las 

informaciones ad perpetuam, no es que su promovente adquirió la 

propiedad, sino que se ha demostrado la posesión en los términos legales 

(pública, pacífica, continua, etcétera).   

Esto se corrobora, si se interpreta sistemáticamente esta disposición con lo 

que señala el artículo 734 del Código de Procedimientos Civiles, que establece 

que «cuando el promovente demuestre haber tenido la posesión, el Juez dictará 

resolución en ese sentido», es decir, en el sentido de que se demostró la posesión 

con las testimoniales ofrecidas.   
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Por tanto, se puede concluir que la ley señala que la declaración que se 

dicte en un procedimiento de diligencias de información ad perpetuam, solamente 

puede tener como alcance probatorio, el de demostrar que se ha tenido la 

posesión con los requisitos que la ley establece, pues sólo a eso se limitan las 

testimoniales desahogadas en esas diligencias y de ninguna manera puede 

probar la propiedad sobre el inmueble en cuestión. 

Lo anterior resulta lógico si se toma en cuenta que, como ya se ha dicho, 

por su naturaleza de procedimiento no contencioso seguido en vía de jurisdicción 

voluntaria, las diligencias de información ad perpetuam comprenden actos en los 

que requiere la intervención del Juez sin que se promueva cuestión alguna entre 

las partes y que, precisamente por eso, la declaración que se haga en este 

procedimiento no surtirá efectos frente a terceros y no implicará cosa 

juzgada, pues el Juez podrá variar las providencias que dicte.   

Por ello, la declaración que se hace en las diligencias de información ad 

perpetuam, como todas las que se hacen en jurisdicción voluntaria, solamente 

tiene efectos declarativos, pues simplemente declaran el estado que guarda en 

ese momento el hecho o acto de que se trata, pero no constituye ningún 

derecho, sino que sólo se reconoce la posesión que, de hecho, ya tenía el 

solicitante, y el alcance probatorio de esas diligencias sólo se limita a 

acreditar lo señalado por los testigos que desahogaron las diligencias.  

A diferencia de las declaraciones dictadas en un procedimiento de 

jurisdicción voluntaria, una sentencia en la cual se determina que una persona es 

propietaria de un bien inmueble, es siempre de naturaleza constitutiva, pues 

establece un cambio en la situación sustancial preexistente al procedimiento 

(alguien que no era propietario, ya lo es), y para que esta resolución pueda 

constituir obligaciones y derechos, como antes se dijo, debe derivarse de un 

procedimiento contencioso, ya que los derechos que se constituyen podrían 

traducirse en actos privativos en contra de otros sujetos, por lo que sería 
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necesario oír a éstos para cumplir con la garantía de audiencia y, en su caso, 

privarlos válidamente de sus derechos.   

Si se determina que una persona se ha convertido en propietaria de un 

bien, ello implica que tiene el derecho a gozar y disponer de él, derecho que por 

definición y esencia es oponible erga omnes, es decir, contra todos los terceros; 

en efecto, el derecho de propiedad es, por definición, la facultad jurídica de usar, 

disfrutar y disponer de un bien, es oponible a todos y surte efectos frente a un 

sujeto pasivo universal constituido por todos los demás. 

En este sentido, no se puede considerar que exista un título de propiedad 

que sólo sea oponible frente a determinadas personas, pues, como se ha 

expuesto, la propiedad surte sus efectos respecto de todos los que no son 

propietarios.  

De modo que, si el artículo 734 del Código de Procedimientos Civiles 

establece que la resolución de las diligencias de información ad perpetuam no 

surte efectos contra personas ajenas al procedimiento, es claro que no puede ser 

un título de propiedad, porque éste, como ya se dijo, por definición surte efectos 

contra un sujeto pasivo universal compuesto por todos los terceros. 

Por todo lo anterior, se concluye que la declaración que se hace en las 

informaciones ad perpetuam, no hace más que establecer que se ha tenido la 

posesión de un inmueble bajo determinadas circunstancias, pero de ninguna 

manera puede acreditar la propiedad de un bien, ya que esto sólo es posible 

mediante el juicio contencioso en el que se acredite que se han reunido las 

condiciones requeridas en la ley para ello. 

Es decir, el resultado de las informaciones ad perpetuam es apto para 

acreditar la posesión del inmueble y puede servir de base para que en un juicio 

contencioso posterior, como pudiera ser el de prescripción o alguno similar, se 

pudiera determinar respecto de los derechos de propiedad, siempre y cuando se 

reúnan las condiciones que la ley exija para ello. 
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Las consideraciones anteriores, fueron vertidas por la Primera Sala del Alto 

Tribunal, en la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 33/2005-PS, entre 

las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo, Tercero y 

Quinto, todos del Décimo Sexto Circuito, de la cual derivó la tesis «INFORMACIONES 

AD PERPETUAM. LA RESOLUCIÓN QUE EN ELLAS SE DICTE NO ES APTA PARA ACREDITAR 

LA PROPIEDAD DEL INMUEBLE MATERIA DE UN JUICIO REIVINDICATORIO (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE GUANAJUATO)». 

Trasladando todo lo anterior al caso sometido a estudio, queda de 

manifiesto que, adversamente a lo alegado en el pliego petitorio, demanda y 

ampliación, ******************* no tiene el carácter de propietario con que se 

ostentó, puesto que hace depender esa calidad del contenido de la escritura 

pública *****, relativa a la protocolización de las diligencias de información 

testimonial ad perpetuam, promovidas por el hoy actor, para demostrar la 

prescripción positiva a su favor de un inmueble. 

Luego, considerando que la declaración dictada en las diligencias de 

información ad perpetuam ****** promovidas por el hoy actor, al tenor de lo 

previsto en el artículo 734 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 

Guanajuato, solamente puede tener como alcance probatorio el demostrar que, en 

la época de su promoción, ****************** estaba en posesión de un bien raíz con 

los requisitos que la ley establece, pues sólo a eso se limitan las testimoniales 

desahogadas en esas diligencias; entonces, esa declaración, por la base en la que 

se sustentó, de ninguna manera puede probar la propiedad sobre el inmueble en 

cuestión. 

Por tanto, esa declaración judicial no pudo constituir ningún derecho de 

propiedad a favor del actor, sino que su efecto fue declarar la posesión que, de 

hecho, ya tenía el solicitante; de ahí que de la escritura pública señalada no pueda 

derivarse el carácter de propietario como erradamente lo sugiere. 

En otro orden de ideas, tampoco puede desprenderse la calidad de dueño 

que se atribuye el actor, de la ejecutoria de 15 quince de febrero de 2008 dos mil 
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ocho, pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 

de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en el juicio de amparo indirecto en revisión 

administrativa ****. 

A fin de demostrar la aserción anterior, es necesario narrar los hechos que 

precedieron al dictado de la ejecutoria de mérito: 

1. ********************* promovió juicio de amparo indirecto, señalando como 

autoridades responsables ordenadoras al ***********; ********; *********; como 

responsables ejecutoras al **********; ********; *********** *********** ***; y como 

actos reclamados, la notificación de 19 diecinueve de abril de 2006 dos mil seis, 

emitida por el ********** del Estado, mediante cual se le comunicó que no se le 

podía dar compensación alguna, en virtud de que se ―realizaron‖ diligencias de 

información testimonial ad perpetuam, promovidas por el Procurador General de 

Justicia del Estado, sobre el predio sin nombre ubicado al norte *********, con 

superficie de ***, protocolizándose al efecto, la escritura ****, de 9 nueve de 

noviembre de 2001 dos mil uno. 

2. La demanda se turnó al Juzgado Quinto de Distrito en Celaya, 

Guanajuato, radicándose en el expediente ******** de su índice; dictándose la 

resolución correspondiente el 7 siete de agosto de 2006 dos mil seis, en los 

términos siguientes: 

ÚNICO. SE SOBRESEE el juicio de amparo número ********, promovido 

por *******************, contra los actos que reclamó de las autoridades 

responsables, por los motivos expuestos en los considerandos 

segundo y cuarto. 

3. Contra esa determinación, el quejoso interpuso recurso de revisión, del 

cual correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado en Materias 

Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, quien lo registró con el 

número A.R.A. *****, el que por ejecutoria de 23 veintitrés de febrero de 2007 dos 
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mil siete, revocó la sentencia dictada por el juez de Distrito y ordenó la reposición 

del juicio de garantías. 

4. En cumplimiento a la resolución dictada en el juicio de amparo en 

revisión, el juez de Distrito pronunció la ejecutoria de 28 veintiocho de marzo de 

2007 dos mil siete, en la que por un lado sobreseyó el juicio de amparo en relación 

con determinadas autoridades y, por otro, concedió el amparo y protección de la 

Justicia Federal, para el efecto de que el Juez Segundo Civil dejara 

insubsistente todo lo actuado en las diligencias de jurisdicción voluntaria 

**** de su índice, en las que se determinó la prescripción positiva a favor del 

**********, incluyendo la resolución dictada el 4 cuatro de octubre de 2001 dos 

mil uno, la escritura que contiene la protocolización de las constancias, así 

como la inscripción de ésta en el Registro Público de la Propiedad en 

Jerécuaro, y se citara a ***************** para que manifestara lo que a su 

derecho conviniera, y hecho lo anterior, procediera conforme a derecho. 

5. Contra esa resolución, el ************, interpuso recurso de revisión, del 

que correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado en Materias 

Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, quien lo registró con el 

número A.R.A. *****, el que por ejecutoria de 15 quince de febrero de 2008 dos mil 

ocho, confirmó la sentencia dictada por el juez de Distrito. 

De la ejecutoria dictada en la revisión, se destaca el párrafo visible en su 

página 67, foja 79 del proceso, el que textualmente dice: 

En ese sentido, resulta irrelevante el reconocimiento por parte del 

quejoso respecto a que puede demandar la acción reivindicatoria, 

dado que el problema constitucional dilucidado en la sentencia que se 

revisa se constriñó exclusivamente a determinar, si las diligencias de 

información ad perpetuam en que se funda la negativa a pagar la 

compensación solicitada, le causan perjuicio al demandante de 

garantías, por no haber sino llamado a las mismas, más no se 
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resolvió respecto a quién es el legítimo propietario del inmueble 

de las diligencias… 

[Énfasis agregado]. 

Como se ve, la ejecutoria dictada en el juicio de amparo indirecto en 

revisión administrativa A.R.A. *****, no reconoció derecho alguno de propiedad a 

favor del aquí actor, destacándose incluso que el Segundo Tribunal Colegiado, 

expresamente refirió que el juzgador federal a quo no resolvió respecto a quién 

es el legítimo propietario del inmueble de las diligencias; sino que en la 

materia de la revisión, se confirmó la sentencia dictada por el Juez Quinto de 

Distrito, cuya concesión se dictó para el efecto de que el Juez Segundo Civil 

dejara insubsistente todo lo actuado en las diligencias de jurisdicción voluntaria 

***** de su índice, incluyendo la resolución dictada el 4 cuatro de octubre de 2001 

dos mil uno, la escritura que contiene la protocolización de las constancias, y la 

inscripción de ésta en el Registro Público de la Propiedad en Jerécuaro, a fin de 

que se citara a ******************* al procedimiento correspondiente para que 

manifestara lo que a su derecho conviniera, y hecho lo anterior, procediera el juez 

del orden civil conforme a derecho. 

Por tanto, resulta desacertada la aseveración del justiciable, en el sentido 

de que ese órgano de control constitucional le reconoció implícitamente el carácter 

de propietario, porque según lo narrado con anterioridad, es patente que eso no 

fue así; destacándose que la concesión de la Justicia de la Unión, tuvo como 

propósito salvaguardar el derecho humano de audiencia a favor del allá quejoso; 

siendo necesario puntualizar que en este proceso no se tiene noticia de cómo fue 

que cumplió con el fallo protector la autoridad responsable en el juicio de 

garantías. 

Consecuentemente, no puede desprenderse la calidad de dueño de un 

inmueble que dice tener el actor, al tenor de lo resuelto en la ejecutoria de 15 

quince de febrero de 2008 dos mil ocho, dictada en el juicio de amparo indirecto 

en revisión administrativa **/**, pues adversamente a lo que alega, en ésta no se 
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reconoció que la superficie de terreno que ampara la escritura ****, tirada como 

resultado de las diligencias de información testimonial promovidas en vía de 

jurisdicción voluntaria, por el ************, son las mismas que tiene el inmueble 

descrito en la escritura pública que avala la ―propiedad‖ del particular; ni que el 

Síndico ************ reconoció en términos de la constancia de 12 doce de febrero 

de 1991 mil novecientos noventa y uno, que el terreno en el que se construyeron 

los centros educativos tantas veces referidos, concuerda con las medidas y 

colindancias del que dice ser propietario *********************; ni tampoco existió 

declaración alguna en el sentido de reconocer que la posesión del ahora actor 

existía veinte años antes de la elaboración del acta 16, de 8 ocho de enero de 

1979; sino que únicamente confirmó que el quejoso, ahora actor, tenía un derecho 

que lo legitimó para ser llamado a las diligencias de información testimonial ad 

perpetuam promovidas por el **********. 

En otro tenor pero vinculado al tema del derecho de propiedad que se 

atribuyó *******************, resulta infundada la alegación de éste, consistente en 

que ―diferentes‖ dependencias de la ***********, le reconocieron su derecho de 

propiedad sobre el predio en que se encuentran los planteles educativos referidos 

con anterioridad. 

Si bien es cierto que la citada alegación es exigua, en la medida de que el 

demandante no manifiesta específicamente cuáles son las dependencias que le 

―reconocieron‖ el carácter de propietario ni en qué momento ocurrió ello; no se 

ignora que el actor se refiere en ese argumento, a las autoridades que emitieron 

los actos consistentes en el requerimiento de pago y mandamiento de ejecución, 

de 19 diecinueve de abril de 1993 mil novecientos noventa y tres; el citatorio 

relativo al expediente ******, suscrito por el ministro ejecutor de la Secretaría de 

Planeación y Finanzas; y el requerimiento de pago relativo al expediente ******, de 

19 diecinueve de octubre de 1995 mil novecientos noventa y cinco; actuaciones de 

las cuales pretende el actor desprender el dominio que dice tener sobre un 

inmueble. 
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Bien, el primero de los medios de prueba descritos, a saber, el 

requerimiento de pago y mandamiento de ejecución, de 19 diecinueve de abril de 

1993 mil novecientos noventa y tres, el que se presentó en copia simple fotostática 

y al cual se concede valor probatorio de indicio, en términos del artículo 124 del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es apto para presumir la 

existencia de su original y, concomitantemente, otorga un indicio para suponer que 

en esa fecha se llevaron a cabo los hechos ahí descritos, consistentes en la 

realización de actos en forma coactiva por parte de una autoridad exactora, para 

obtener del contribuyente ********************, el pago de un adeudo por concepto 

de impuesto predial. 

Sin embargo, ese elemento de prueba no es útil para demostrar que el 

accionante es propietario de un bien inmueble, sino que en esa fecha, 

presuntamente fue requerido por una autoridad fiscal por la existencia de un 

adeudo de esa misma índole, relacionado con un inmueble. 

Por otro lado, en lo tocante al citatorio relativo al expediente ******, suscrito 

por el ministro ejecutor de la Secretaría de Planeación y Finanzas, el 17 diecisiete 

de octubre de 1995 mil novecientos noventa y cinco; y al requerimiento de pago 

correspondiente al expediente ******, de 19 diecinueve de octubre de 1995 mil 

novecientos noventa y cinco —a los que se concede valor probatorio pleno por lo 

que se refiere a su existencia y contenido, en términos del artículo 121 del Código 

de Procedimiento y Justicia Administrativa—; ambos documentos sólo demuestran 

que el actor, en su carácter de contribuyente, fue requerido por las autoridades 

fiscales, ante la omisión del pago del impuesto predial municipal. 

Empero, esos documentos no prueban lo aseverado por al demandante, en 

el sentido de que es propietario del predio en que fueron construidos los planteles 

educativos *******, ni siquiera relacionándolos con la copia simple del 

requerimiento de pago y mandamiento de ejecución, de 19 diecinueve de abril de 

1993 mil novecientos noventa y tres; sino que sólo acreditan que fue requerido de 

pago coactivamente, ante la existencia de una deuda de naturaleza fiscal. 
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Además, los requerimientos de pago por concepto de impuesto predial, 

pueden dirigirse tanto a los propietarios como a los poseedores de bienes 

inmuebles que omitan el entero de aquél, considerando que el hecho generador 

de la obligación de pago de ese tributo, recae en los propietarios o poseedores de 

bienes raíces por cualquier título, según lo dispone el primer párrafo del artículo 

161 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. 

Consecuentemente, debe concluirse que resulta errada la manifestación del 

accionante, respecto a que ―diferentes‖ dependencias de la ************, le 

reconocieron su derecho de propiedad sobre el predio en que se encuentran los 

planteles educativos tantas veces citados, puesto que en términos de la 

disposición invocada en el párrafo anterior, el requerimiento de pago por la 

omisión del entero del impuesto predial, no es exclusivo de los propietarios, sino 

que incluso puede destinarse a los simples poseedores de un bien raíz. 

Aunado a que el accionante no acreditó ser titular de un derecho de 

propiedad con respecto a un bien inmueble, tampoco demostró —como lo 

aseguró— que la demandada esté en posesión del bien raíz al que se refiere la 

escritura pública *****, relativa a la protocolización de las diligencias de 

información testimonial ad perpetuam, promovidas por **************, para 

demostrar la prescripción positiva a su favor de un inmueble. 

Para demostrar su aseveración, esto es, que la demandada está en 

posesión del bien inmueble al que se refiere la escritura pública *****; el particular 

ofreció la prueba pericial, siendo uno de los cuestionamientos a desentrañar por el 

perito propuesto, si las medidas y colindancias del predio que ocupan los planteles 

educativos edificados por la autoridad administrativa, concuerdan con los linderos 

y medidas del predio detallado en aquél instrumento. 

No obstante el ofrecimiento realizado, mediante auto de 27 veintisiete de 

junio de 2011 dos mil once, la Primera Sala tuvo por desierta la prueba pericial, en 

lo tocante a la parte actora, en virtud de que no presentó su perito con 

oportunidad. 
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Por su parte, la demandada y la *********,  también ofrecieron la prueba 

pericial, nombrando para tal efecto a sus correspondientes peritos, quienes 

desahogaron la prueba al tenor de los dictámenes que obran en las fojas 385 a 

394, y 396 a 406, respectivamente, del proceso. 

El informe pericial rendido por *******************, perito designado por la **** 

*****, en la parte relativa a si el predio ocupado por los centros educativos 

concuerda con el descrito en la escritura *****, dice lo siguiente (folio 385 del 

expediente): 

Las medidas y colindancias del predio que ocupa el ******, y *****”, no 

coinciden con las medidas y colindancias asentadas en la escritura 

pública *****, de fecha 9 de julio de 1985, otorgada ante *****, titular 

de la Notaría Pública número *** del Partido Judicial de *****, 

Guanajuato. 

[Resaltado propio]. 

Por otro lado, el dictamen de *****************, perito propuesto por el **** 

********, en relación con el punto que se analiza, esto es, si el predio ocupado por 

los centros educativos concuerda con el señalado en la escritura *****, determinó 

lo que a continuación se transcribe (foja 399): 

Las medidas y colindancias del predio que ocupan las escuelas, NO 

CONCUERDAN con las medidas y colindancias asentadas en la escritura 

pública número *****, de fecha 9 de julio de 1985, otorgada ante ******, 

titular de la Notaría Pública número *** del Partido Judicial de *****, 

Guanajuato. 

[Lo destacado no es de origen]. 

Es necesario destacar que la prueba idónea para dilucidar si el bien raíz 

ocupado por los planteles escolares tantas veces referido, concuerda con el 

terreno descrito en la escritura *****, es precisamente la prueba pericial, dado que 
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sólo los peritos pueden responder ese cuestionamiento, con base en las pruebas 

que obren en el expediente, y emitir su opinión técnica al respecto. 

Por consiguiente, si a partir del cuestionario propuesto por las partes, los 

especialistas concluyeron que el terreno sobre el cual se edificaron los planteles 

educativos y el inmueble descrito en la escritura de posesión del actor, no 

concuerdan; siendo que tal determinación no se contradice con otras probanzas, 

considerando además que los dictámenes fueron debidamente razonados en la 

medida de que cada perito explicó la metodología empleada, así como los 

instrumentos técnicos de los que se valieron para rendir sus conclusiones; con 

base en esas determinaciones técnicas —a las cuales se les concede pleno valor 

probatorio a criterio de este órgano colegiado, en términos del artículo 124 del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa—, se concluye que la parte 

actora no demostró que la demandada esté ocupando el bien a que se refiere su 

título de posesión. 

Asimismo, conforme a los propios dictámenes rendidos por los peritos, se 

resuelve que no existe identidad entre el bien que posee la demandada y aquél 

detallado en el título de posesión del accionante. 

Al respecto, el informe pericial emitido el perito designado por la *********, 

dice lo siguiente (folio 309 vuelta, del expediente): 

Cabe resaltar finalmente que NO EXISTE IDENTIDAD entre el inmueble 

ocupado por los centros educativos *******” y **** y el que se 

especifica en la escritura pública número ***** de fecha 9 de julio de 

1985 otorgada ante la fe del *****, titular de la Notario Pública número 

** del Partido Judicial de *****, Gto. 

[Lo resaltado no es de origen]. 

En relación con ese tema, el perito de la demandada sostuvo lo que se 

plasma a continuación: 
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Del análisis de los documentos de la escritura pública número *****, 

de fecha 9 de julio de 1985, otorgada ante *****, titular de la Notaría 

Pública número ** del Partido Judicial de ***** y de las actas número 

*** del 8 de enero de 1979, así como los demás documentos que obra 

en el expediente se llega a la conclusión de que el predio que reclama 

el actor no corresponde al predio ocupado por las escuelas.  

Según se desprende de las determinaciones trasuntas, adversamente a lo 

alegado por el demandante, no existe identidad entre el predio sobre el que se 

edificaron tres planteles educativos por parte de las autoridades estatales y aquél 

que dice el actor ser suyo. 

Por tanto, no resta más que concluir que el actor no demostró ser 

propietario del terreno en que se construyeron ciertos planteles educativos, siendo 

además que tampoco probó que la autoridad demandada está en posesión del 

bien raíz cuyo título de posesión exhibió, ni que existe identidad entre el bien que 

posee la demandada y aquél que el accionante refirió tener bajo su dominio. 

En mérito de ello, si para negarse al pago de la cantidad de ******* 

*******************, por causa de utilidad pública, a favor *******************; la 

demandada esgrimió en la contestación de demanda, como fundamentos y 

motivos, entre otros, que: 

a) El particular no demostró ser propietario de los predios en que se ubican 

los centros educativos ****** y *******;  

b) No existe identidad entre el predio que ampara la escritura pública *****, 

tirada ante la fe del notario público ** del Partido Judicial de *****, Guanajuato, y 

aquél en que se ubican los tres planteles educativos referidos. 

c) El requerimiento de pago está soportado en la ejecutoria dictada en el 

juicio de amparo indirecto en revisión ******, del índice del Segundo Tribunal 

Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, 



 
236 

resolución en la que no se prejuzgó sobre la existencia de la ocupación por parte 

del Estado, la propiedad del ahí quejoso ni la procedencia del pago de una 

indemnización; y 

d) El artículo 734 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 

Guanajuato, dispone que las diligencias de información testimonial ad perpetuam, 

como las que sirvieron de base para la emisión de la escritura pública *****, no son 

oponibles a tercero, puesto que no derivan de un procedimiento contencioso. 

Entonces, con fundamento en el artículo 300, fracción I, del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor, debe reconocerse la validez de 

los fundamentos y motivos expuestos por la autoridad demandada en la 

contestación a fin de justificar la resolución negativa ficta impugnada, en la medida 

de que el accionante no pudo desvirtuarlos. 

No es obstáculo para arribar a la anterior determinación que el particular 

haya agregado como medios de prueba, las copias certificadas del certificado de 

libertad de gravámenes de 1 uno de julio de 2010 dos mil diez; del estado de 

cuenta del impuesto predial ****; de la credencial emitida a favor de ****************; 

del ocurso de 15 quince de mayo de 1998 mil novecientos noventa y ocho; del 

escrito de 14 de junio de 1999 mil novecientos noventa y nueve; del libelo de 6 

seis de noviembre de 2000 dos mil; de la petición de 24 veinticuatro de septiembre 

de 2001 dos mil uno; del escrito de 17 diecisiete de octubre de 2001 dos mil uno; 

del folio *****, de 17 diecisiete de octubre de 2001 dos mil uno; del oficio ****, de 

14 catorce de julio de 2003 dos mil tres; del oficio ***, de 13 trece de enero de 

2004 dos mil cuatro; de la solicitud de 9 nueve de diciembre de 2005 dos mil cinco; 

del oficio de 13 trece de diciembre de 2005, correspondiente al turno ***; del oficio 

de 17 diecisiete de abril de 2006 dos mil seis; del escrito firmado por el actor, 

dirigido al Titular de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; del 

acuerdo de no recomendación emitido por el Procurador de los Derechos 

Humanos del Estado de Guanajuato, dentro del expediente ******; los originales 

del pliego petitorio de 20 veinte de enero de 2009 dos mil nueve; de la solicitud de 
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23 veintitrés de septiembre de 2008; de la respuesta a la petición de 20 veinte de 

enero de 2009 dos mil nueve, firmada por el titular de la Coordinación General de 

Administración Red Federal de Servicio de Ciudadanía, de 27 veintisiete de 

febrero de 2009 dos mil nueve; del escrito de 21 veintiuno de enero de 2009 dos 

mil nueve; así como las copias simples del estado de cuenta del impuesto predial 

de 20 veinte de abril de 1995 mil novecientos noventa y cinco; del escrito de 26 

veintiséis de mayo de 1998 mil novecientos noventa y ocho; del libelo de 3 tres de 

diciembre de 2003 dos mil tres; y del oficio ***, de 30 treinta de enero de 2009 dos 

mil nueve, emitido por el ************************** del Estado. 

Lo anterior obedece a que de tales elementos de prueba no se desprende 

lo aseverado por el accionante, a saber, que es propietario del terreno en que se 

construyeron los planteles educativos ya mencionados. 

Tampoco puede desprenderse el carácter de propietario del actor, de la 

constancia expedida por el Síndico ************, en términos del escrito de 12 doce 

de febrero de 1991 mil novecientos noventa y uno, en la que dicho funcionario 

señaló que el terreno en el que se construyeron los centros educativos ―******* y 

*******, concuerda con las medidas y colindancias del que dice ser propietario 

*******************; pues además de que esa documental no es la prueba idónea 

para ello, ese servidor público no tiene atribuciones para certificar cuestiones de 

propiedad o posesión. 

Se invoca, por las razones que la informan, la tesis sustentada por el 

entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, y cuyo principio rector 

este órgano colegiado comparte, de texto y título siguientes7103: 

PROPIEDAD Y POSESION. CONSTANCIAS QUE NO LA 

PRUEBAN. La constancia expedida por un agente municipal y regidor 

carece de valor para acreditar la propiedad de un inmueble, ya que 

dicha autoridad no tiene facultades para certificar cuestiones de 

                                                           

7 Consultable en la página 730 del Tomo XIV, Julio de 1994, del Semanario Judicial la Federación 

correspondiente a la Octava Época. 
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propiedad o posesión, además de que esa no es la prueba idónea 

para acreditar el hecho de la posesión ni el derecho de propiedad. 

De igual forma, aquéllos elementos probatorios no son aptos para 

demostrar la identidad entre el bien que posee la demandada y aquél que el 

accionante reconoce como de su propiedad; pues como se explicó en su 

oportunidad, la probanza idónea para ello es la pericial, siendo que, precisamente, 

el desahogo de esa prueba en el caso, fue suficiente para determinar que la 

demandada no está en posesión del bien inmueble que ampara la escritura 

exhibida por el particular ni existe identidad entre tales bienes. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis VI.1o.C. J/138104, pronunciada por el 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, que dice: 

PERICIAL EN AGRIMENSURA. ES LA PRUEBA IDÓNEA PARA 

ACREDITAR LA IDENTIDAD DE INMUEBLES. Aun cuando la 

pericial en agrimensura no es la única prueba con la que se pueda 

acreditar la identidad de bienes inmuebles, sin embargo sí es la 

idónea para ello, pues con los datos que verifique el perito se podrá 

determinar si el bien que se reclama es o no el mismo que detenta el 

demandado. 

Como consecuencia de la declaratoria de validez antes pronunciada, no 

procede reconocer derecho alguno a favor del accionante ni se condena a la 

autoridad a actuar en determinado sentido. 

Lo anterior obedece a que ha sido criterio de este Pleno, que las 

pretensiones de reconocimiento de un derecho y de condena no son autónomas 

de la de nulidad; luego, al no prosperar ésta, igualmente no prosperan las 

accesorias de reconocimiento de un derecho y de condena. 

                                                           
8 
Visible en la página 1606 del Tomo XIII, Enero de 2001, ídem. 
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En mérito de lo expuesto, con apoyo en los artículos 16, fracción II, de la 

Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Guanajuato; así como por lo previsto en los numerales 249, 255, fracciones I y II, 

298, 299, 300, fracción I, 308, fracción I, inciso d), 309, párrafo primero, 310 y 311 

del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se; 

R E S U E L V E 

PRIMERO. En la materia de la reclamación, se revoca la sentencia de 18 

dieciocho de octubre de 2012 dos mil doce, dictada por el Magistrado de la 

Primera Sala, en el proceso administrativo ******, a fin de levantar el 

sobreseimiento decretado, acorde con los motivos y fundamentos expuestos en 

el considerando quinto de esta ejecutoria. 

SEGUNDO. No se sobresee en el proceso administrativo, conforme a lo 

resuelto en el séptimo apartado considerativo de este fallo. 

TERCERO. Se decreta la validez total de la resolución negativa, ahora 

expresa, impugnada, por los motivos y fundamentos vertidos en el décimo de los 

considerandos de esta ejecutoria; por lo que no se reconoce el derecho 

reclamado por ********************* ni se condena a la autoridad demandada a 

proceder en determinado sentido. 

Notifíquese. En su oportunidad archívese el expediente como asunto 

concluido y dese de baja del libro de gobierno. 

Así lo resolvió, por unanimidad de votos, el Pleno de este Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado, integrado por el licenciado José de Jesús 

Esqueda Méndez, Presidente del Tribunal y Magistrado de la Segunda Sala; el 

licenciado Arturo Lara Martínez, Magistrado de la Primera Sala; el licenciado José 

Jorge Pérez Colunga, Magistrado de la Cuarta Sala; y la licenciada Ariadna 

Enríquez Van Der Kam, Magistrada de la Tercera Sala, siendo ponente la última 
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de los mencionados, quienes firman con el licenciado Eliseo Hernández Campos, 

Secretario General de Acuerdos, quien da fe. 
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III.1. CURSO DE OBSERVANCIA DE NORMAS INTERNACIONALES  

DE DERECHOS HUMANOS 

 

El 7 y 8 de febrero del año en curso se llevó a cabo el Curso de observancia de 

normas internacionales de derechos humanos, a cargo del Doctor Jorge Ulises 

Carmona Tinoco, Investigador en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 

UNAM y Defensor de Derechos Universitarios de la UNAM, al personal 

jurisdiccional y jurídico del Tribunal, en un total de 10 horas. Con el objetivo de 

capacitar a dicho personal en la aplicación de los tratados internacionales sobre 

derechos humanos. 

 

En el cual se abordaron temas como: Interpretación de normas de derechos 

humanos de fuente internacional, Justificación de sentencias con base en 

derechos humanos de fuente internacional, e Interpretación conforme, principio 

pro persona y control de convencionalidad. 

 

Respecto a la interpretación de normas de derechos humanos de fuente 

internacional, el Doctor Carmona Tinoco resaltó los cánones nacionales de 

interpretación, así como los internacionales; el papel y utilización de los principios 

en la interpretación de los derechos humanos de fuente internacional; e indicó la 

forma como se debe interpretar el alcance de los derechos humanos, sus límites y 

restricciones. 

 

En lo referente a la justificación de sentencias con base en derechos 

humanos de fuente internacional, el Doctor Carmona Tinoco estableció la forma en 

que debe realizarse la fundamentación y motivación de las decisiones judiciales, a 

partir de la reforma constitucional en materia de derechos humanos. Delimitó lo 

que debe entenderse por jurisprudencia internacional, compartió varias estrategias 

de búsqueda para identificarla y refirió como debe elaborarse la justificación a 

partir de jurisprudencia internacional. Así mismo, hizo recomendaciones para la 
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utilización de los precedentes internacionales, resaltando su obligatoriedad y 

aplicabilidad. 

 

Al abordar la interpretación conforme, el principio pro persona y el control 

de convencionalidad; delimitó los parámetros que deben tomarse en cuenta para 

llevar a cabo la interpretación conforme; refirió las hipótesis del principio pro 

persona, su forma de aplicación y modalidades; estableció el margen que debe 

observarse para aplicar el control judicial de constitucionalidad, los casos en que 

procede, cómo se debe realizar y la manera de justificarlo, y fijó los límites que 

deben considerarse para la aplicación del control de convencionalidad en sede 

judicial interna. 

 

Con lo cual se nutrió de manera muy favorable el conocimiento que sobre 

normas internacionales de derechos humanos  tenían los asistentes 
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III.2. JURISPRUDENCIA EN MATERIA ADMINISTRATIVA  

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 

El 20 de marzo de 2013 se impartió la conferencia intitulada «Jurisprudencia en 

materia administrativa del Poder Judicial de la Federación»1105, por el Licenciado 

Luis Ángel Ramírez Alfaro, Secretario del Segundo Tribunal Colegiado en Materias 

Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en las instalaciones del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato. 

 

En dicha conferencia el Licenciado Ramírez Alfaro comenzó explicando las 

acepciones de la expresión «jurisprudencia», destacando la siguiente:  

 

Es la enseñanza doctrinal que dimana de las decisiones o fallos de 

autoridades gubernativas o judiciales. 

 

Además, resaltó los siguientes aspectos:  

 

1. Obligatoriedad de la jurisprudencia, fundamentada en el artículo 192 de 

la Ley de amparo. 

2. Integración de la jurisprudencia, y respecto a ello puso de relevancia: 

 

a) Reiteración, por parte del Pleno o las Salas de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados. 

b) Contradicción de tesis, de la que comentó se refiere a la oposición de 

criterios jurídicos bajo la misma cuestión, los cuales deben emanar de la 

misma naturaleza jurídica y órganos de igual jerarquía, entre Tribunales 

Colegiados, Salas y entre el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación y Salas o Pleno.  

c) Modificación, la cual señala que podrá ser solicitada al Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia a través de las Salas o los Tribunales 
                                                           
1
 Esta participación tuvo como fundamento la antigua Ley de Amparo, por ser la que en el 

momento se encontraba vigente. 
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Colegiados, debiendo expresar las razones que la justifique y que se trate 

de un caso en concreto, y Por razón de la importancia a resolver, ya sea 

que se trate de acciones inconstitucionales o controversias constitucionales. 

 

Estableció que la jurisprudencia nueva tiene una validez de carácter general 

y por lo tanto desde el punto de vista material es una ley, dando como resultado 

un efecto retroactivo a la ley que establece la obligatoriedad de la jurisprudencia. 

 

Así mismo, destacó parte de la jurisprudencia en materia administrativa, 

como es:  

 

1. Mayor beneficio jurídico «…Es preferente el estudio de aquellos que 

conduzcan a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado por 

representar un mayor beneficio para el actor» XVI.1o.A.T. J/9 

2. Suplencia de la queja «…Actualizada alguna de las hipótesis previstas en 

el artículo 301 del COPIJA, el juzgador de Primera Instancia no puede dejar 

de aplicarla ya que se trata de una facultad reglada» XVI.2o.A.T.10 A 

3. Estudio de competencia «…La falta de pronunciamiento expreso en la 

sentencia, es indicativo de que el órgano jurisdiccional consideró que la 

autoridad demandada es competente…» XVI.1o.A.T. J/11 

 

Finalizó su ponencia indicando la naturaleza jurídica del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, al especificar  que es 

formalmente administrativa y todos los actos que emite como órgano de control de 

legalidad son materialmente jurisdiccionales. Especificó la función del Tribunal es 

dirimir las controversias entre las autoridades administrativas estatales y 

municipales con los particulares. Por lo que al exigir la Ley de Amparo mayores 

requisitos que el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado 

y los Municipios de Guanajuato, es necesario que se agote el proceso contencioso 

administrativo, para así estar en posibilidades de promover el juicio de garantías 
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III.3. REFORMA LABORAL EN MÉXICO 

 

El día 18 de abril de 2013, en el salón Eduardo García de Enterría del Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, el Maestro J. Jesús 

Meza Ortiz, Procurador Adjunto de los Derechos Académicos de la Universidad de 

Guanajuato, impartió la conferencia intitulada «Reforma laboral en México», al 

personal jurídico de este Tribunal. 

 

En la que resaltó los nuevos cambios de la reforma laboral, los términos, 

alcances y novedades que tienen gran impacto en la materia, entre ellos:  

 

1. Los contratos con periodo de prueba. 

2. La creación del Consejo de Capacitación, en el cual, se decide si se debe 

despedir o no al trabajador por no cumplir satisfactoriamente con el contrato a 

prueba.  

3. Hizo hincapié sobre lo novedoso e impactante de la reforma, lo cual nos 

lleva a un nuevo concepto de la materia laboral.  

4. Sobre la notificación para el despido, refirió puede ahora realizarse tanto 

al trabajador como ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

5. Resaltó que ahora, si el patrón no realiza el aviso de despido al 

trabajador se considera despido injustificado. 

6. Respecto a los salarios caídos, los cuales se computan por un año, esto 

a partir de diciembre de 2012. Si el juicio dura más de un años, sólo se aumenta el 

2% de 15 meses. Lo anterior con base a la economía del patrón. 

7. Subrayó la nueva ley considera también la paternidad, que otorga 15 días 

de licencia. 

8. Sobre el tema del trabajo colectivo, la nueva ley establece la obligación 

de registrarse todos y cada uno de los sindicatos, un procedimiento de elección de 

la mesa directiva del sindicato, en el cual la votación debe ser directa o indirecta, 

pero siempre secreta; la finalidad es dar mayor transparencia. El  tema de derecho 
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a los socios a solicitar las cuentas del sindicato, también  lo establece a través de 

un procedimiento específico. 

9. En lo correspondiente al contrato colectivo, establece la ley que debe 

darse publicidad y registrarse con el fin de poder otorgar información sobre el 

contenido a la persona que lo solicite, así como los reglamentos interiores de 

trabajo. 

10. Respecto al tema de la indemnización del trabajador por muerte, se 

establece un monto de 5000 días de salario, siendo este superior al monto de la 

derogada ley. 

 

Para concluir, el ponente expuso sus perspectivas y puntos de vista sobre 

la nueva ley, y términos generales propone que las juntas de conciliación y 

arbitraje deben adscribirse al Poder Judicial, con el fin de otorgar una mayor 

libertad y autonomía a las mismas, trayendo como consecuencia el beneficio de la 

re categorización de los servidores públicos, así como, que la impartición quede 

bajo un órgano colegiado.  
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III.4. ÁNGULOS PRIMIORDIALES DE UN SERVICIO CIVIL DE CARRERA 

 

En pasadas fechas fue impartida por el Doctor Jorge Vargas Morgado, Catedrático 

de las materias de Derecho Administrativo I y II en la Facultad de Derecho de la 

Universidad La Salle, y en las Universidades Iberoamericanas-Puebla, Cristóbal 

Colón-Veracruz y Universidad Anáhuac, la plática sobre ‹‹Ángulos Primordiales de 

un Servicio Civil de Carrera››, donde destaca la expresión de servicio civil en dos 

sentidos: como la actividad del sector público en forma específica, técnica y 

organizada para el ejercicio de sus funciones y como una forma de trabajar del 

sector público, en la que se buscan los objetivos del mejor ejercicio de las 

funciones del Estado, bajo los principios de eficacia, eficiencia, ética, lealtad, 

etcétera. 

 

Hace notar la carencia de sentido en la organización administrativa en 

México, recordando la categorización de los empleos públicos: los trabajadores de 

base, a quienes se les otorga una serie de prestaciones; empleados de confianza, 

a quienes se les da exclusivamente un salario y seguridad social, dando a 

entender que al trabajador de confianza lo que no se le tiene es la confianza, y de 

ahí el servicio civil de carrera a quienes la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha dictaminado que cualquier prestación adicional resulta inconstitucional. 

Resultando inconstitucional de igual manera el servicio civil de carrera.  

 

Habla de la implantación del servicio civil de carrera, donde establece que 

para su reconocimiento habrá que detallar los cargos que entran dentro de este 

servicio y los que quedan excluidos de él; y proyectar su estructura y reformas a la 

Constitución y legislación para su implantación. 

 

Por lo anterior hace mención de las características de este servicio civil de 

carrera, de lo que resalta: la forma de administrar los órganos públicos. Deduce 

que no habrá designación de personal hasta no tener un diseño de la oficina, 

función, cargo y responsabilidad que le ataña a esos. 
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Pone de relevancia el sistema integral, el cual debe incluir todos los 

trabajadores administrativos, excluyendo a los cargos políticos, así mismo, señaló 

no existe servicio civil de carrera si no se ofrece estabilidad en el empleo.  
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III.5. RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 

 

En conferencia del 3 de mayo el Doctor Daniel Márquez Gómez, Investigador 

Titular ―A‖ del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 

Autónoma de México, al abordar el «Régimen jurídico de los cuerpos de 

Seguridad Pública» resaltó los fines de la seguridad pública y el papel de sus 

agentes.  

 

Analizó desde un origen la significación de la palabra policía y su aplicación 

actual como encargados de mantener el orden público y la seguridad de los 

ciudadanos, a la orden de las autoridades políticas.  

 

Hizo mención a las principales problemáticas a estos fines y las basa en el 

concepto de control social y seguridad pública, así como a la falta de 

especificación de las funciones de los cuerpos de seguridad pública.  

 

Señaló la policía tiene tres funciones sociales fundamentales, entre ellas, 

ejercer empíricamente el monopolio de coacción estatal moderna, influir en cierta 

racionalización de las conductas cotidianas de ciudadanos poseedores de 

derechos y obligaciones civiles, e instalarse en el espacio de las nuevas 

significaciones urbanas. 

 

En misma sintonía mencionó que los principios básicos que deben regir 

todo servicio de orden público son el reconocimiento de pertenencia al sistema 

penal y aceptar las consecuencias, estar al servicio de la comunidad, entre otras. 

 

El modelo de policía democrático explica el ponente, tiene encomendados 

amplios poderes con efectos trascendentes sobre la vida de las personas y en 

caso de ser mal utilizados pueden violentar derechos humanos, por ello se han 

decretado límites a estos poderes por parte de normas internacionales. 

 

JC_LANDIN
Rectángulo
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Hablar del régimen jurídico en México explica el ponente, es remontarnos al 

derecho internacional, destacando la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, donde se obliga  

a respetar los derechos humanos. 

 

Señaló en un diseño constitucional debemos considerar como norma 

aplicable a los cuerpos de seguridad pública la que impone a todas las 

autoridades en el ámbito de sus competencias la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con el 

principio de universalidad. 

 

Así mismo enfatizó la necesidad de crear medidas preventivas que permitan 

el buen desempeño de las fuerzas de seguridad pública, y la participación del 

Poder Ejecutivo de la Federación y los Tribunales Superiores de Justicia para la 

aplicación de dichas medidas; así como hacer de su conocimiento a los 

integrantes de las instituciones de seguridad las disposiciones enmarcadas en la 

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública para evitar la violación a 

los derechos humanos de los individuos. 

 

Los exámenes de confianza, concluye el ponente, son responsabilidad del 

Centro Nacional de Certificación y Acreditación de conformidad con lo dispuesto 

en la ley. En caso del resultado ―no apto‖, esta misma evaluación no basta para 

ser separados del cargo, pues así lo proveyó el Poder Judicial de la Federación. 
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III.6. RÉGIMEN JURÍDICO LABORAL  

DE LOS MIEMBROS DE CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA 

 

En ponencia impartida por la Doctora Ma. Carmen Macías Vázquez, Investigadora 

del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 

México, hemos de hacer referencia a puntos importantes que durante la misma se 

fueron desarrollando como lo es, el reconocimiento de un vínculo laboral entre los 

policías y el Estado como patrón. Es por esto que a los policías debe 

reconocérseles sus derechos y obligaciones, y que, la implementación de normas 

jurídicas administrativas no debe privarle del goce de éstos.  

 

Para poder hablar de esta relación de trabajo es necesaria, menciona la 

ponente, remontarnos a la historia del derecho del trabajo, desde su nacimiento 

como una norma protectora.  

 

La necesidad de personas que trabajasen en los distintos ámbitos laborales 

trajo consigo la contratación del personal, aun sin normas que regularan las 

condiciones de los trabajadores. El abuso por parte de los patrones a sus 

empleados es lo que da origen al derecho laboral, con la finalidad de erradicar 

estos abusos, la explotación y malos tratos al sector trabajador. Dicha regulación 

no contemplaba a los trabajadores del Estado, quienes tuvieron que esperar a la 

elevación de rango constitucional los derechos de los trabajadores. 

 

Es la expedición de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, menciona la Doctora, la que viene a regular la relación laboral entre el 

Estado y sus trabajadores. Pero es el tema de los policías el que siendo complejo 

es poco explorado. 

 

Señaló es importante realizar un análisis sobre el policía como sujeto de la 

relación jurídica con el Estado, en tanto que el policía, desde la óptica 

administrativa está asimilado a funciones del Estado y a conceptos como 
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corporaciones, etcétera. En el mismo análisis, continúa, es necesario precisar que 

de la relación jurídica entre policía y Estado depende la figura jurídica de 

―nombramiento‖. 

 

En otro aspecto de la ponencia se hace mención a la estabilidad laboral de 

los policías, puesto que es en este rubro donde más se ven vulnerables, ya que, 

en los casos de despido injustificado marca la ley que no pueden pedir su 

reincorporación y denota aún más el trato desigual a estos trabajadores de 

―confianza‖, situación que podría platearse como discriminación. 

 

Concluye la ponente con un análisis sobre los derechos primordiales que 

deben ser garantizados a los policías desde el momento de su incorporación, 

como lo es el derecho a la salud y la seguridad social, esto es un sentido más 

amplio debido a la naturaleza del cargo. Derecho a la vivienda y la 

profesionalización de los policías, de modo que se logre una mayor eficiencia en 

su labor diaria. Derecho a la sindicalización, como derecho de los trabajadores a 

buscar una mejora de sus intereses concluye la ponente.     

  

 



 
254 

III.7. LA SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN Y LA APLICACIÓN DE LA 

NORMA QUE FAVOREZCA EN TODO TIEMPO A LAS PERSONAS  

LA PROTECCIÓN MÁS AMPLIA 

 

El día 3 de mayo el Doctor Miguel Alejandro López Olvera, Investigador Titular A 

del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, dentro del Foro de análisis 

sobre el Régimen Jurídico de los Miembros de Cuerpos de Seguridad Pública, 

expuso el tema denominado La supremacía de la constitución y la aplicación de la 

norma que favorezca en todo tiempo a las personas la protección más amplia, en 

el que señaló es muy importante destacar que el fin de todo Estado moderno es 

velar por el respeto y la protección de la dignidad de las personas. 

 

Refirió la reforma del 11 de junio de 2011, vino a aclarar y a precisar 

algunos conceptos, que deben de tener los derechos fundamentales, 

especialmente el derecho al respeto a la dignidad de la persona. 

 

Sin embargo, en la realidad podemos observar que es tan común que se 

vulnere este derecho fundamental. 

 

Este derecho establecido en la CPEUM tiene fuerza normativa y es 

obligación tanto para las personas como para las autoridades respetarlo y 

protegerlo. Y así lo ha reconocido el Pleno de la propia Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en la tesis P. LXV/2009, Pleno, Novena Época, t. XXX, diciembre de 

2009. 

 

Por lo que de acuerdo con el texto de la CPEUM y con las consideraciones 

hechas por el Pleno de la SCJN, el derecho a la dignidad humana opera como 

fuente de otros derechos o principios reconocidos tanto en nuestra CPEUM como 

en algunos tratados internacionales sobre derechos humanos. 
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El artículo 29.b de la Convención Americana de Derechos Humanos 

establece en el artículo 11 que: ―Toda persona tiene derecho al respeto de su 

honra y al reconocimiento de su dignidad‖. 

 

Según la interpretación hecha por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, de estos artículos deriva el principio de la dignidad humana y también el 

principio pro homine o pro persona. 

 

Así, el derecho a la dignidad humana, fundada en la esencia misma de la 

persona, implica el reconocimiento y la existencia de la vida. La dignidad humana 

implica el respeto a la condición de la persona, y la vigencia de su integridad física 

y espiritual, así como también la satisfacción de las necesidades básicas que le 

aseguren la posibilidad de su existencia misma. 

 

Antes de la reforma del 11 de junio de 2011, al artículo 1 de la CPEUM, la 

SCJN, señaló en diferentes criterios, la tesis de la supremacía de la CPEUM y de 

la jerarquía normativa. Entonces, tenemos que en nuestro sistema jurídico se 

reconoce, después de la reforma, una supremacía constitucional y una jerarquía 

normativa únicamente en cuanto a la construcción del sistema jurídico, no en 

cuanto a la aplicación de las disposiciones de la propia CPEUM. 

 

El artículo 1 de la CPEUM, los artículos 11 y 29 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos y el artículo 5 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, establecen un principio rector en materia de derechos 

fundamentales: el principio pro persona. 

 

Así mismo señala la tesis aislada I.4º.A.441 A de la Novena Época de 

octubre de 2004 ―El principio pro homine, incorporado en múltiples tratados 

internacionales, es un criterio hermenéutico que coincide con el rasgo fundamental 

de los derechos humanos, por virtud del cual debe estarse siempre a favor del 

hombre e implica, como señalamos antes, que debe acudirse a la norma más 
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amplia o a la interpretación extensiva cuando se trata de derechos protegidos y, 

por el contrario, a la norma o a la interpretación más restringida, cuando se trata 

de establecer límites a su ejercicio‖. 

 

La forma en como se debe de ponderar la aplicación de cada derecho en el 

caso concreto, está claramente señalada en el artículo 1 de la CPEUM, en virtud 

de que se establecen diferentes garantías para su operatividad. En primer término, 

a través del denominado control de convencionalidad. 

 

El control de convencionalidad interno consiste en el examen que hacen los 

jueces (locales y federales), en un caso concreto, respecto de la compatibilidad o 

incompatibilidad entre los actos (normativos, administrativos e incluso 

jurisdiccionales) y/o las actuaciones emanados de los órganos del Estado y las 

disposiciones de los tratados internacionales en materia de derechos humanos 

celebrados por el Estado Mexicano. 

 

Así mismo, han señalado los tribunales del Poder Judicial, que desde 

ahora, los órganos de justicia nacional están obligados a ejercer el control de 

constitucionalidad, convencionalidad y difuso de convencionalidad. 

 

En relación al régimen de los miembros de cuerpos de seguridad pública, 

señaló que la propia CPEUM, en su artículo 123, Apartado B, fracción XIII, violenta 

la dignidad de la persona, de los agentes del Ministerio Público, los peritos y los 

miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los 

Estados y los Municipios, al no permitir la reincorporación al servicio, cualquiera 

que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. 

 

Por lo que el Estado Mexicano no debe ser omiso en atender lo establecido 

por la CIDH, quien siguiendo una constante línea argumentativa, ha señalado que 

los Estados tienen, como parte de sus obligaciones generales, un deber positivo 

de garantía con respecto a los individuos sometidos a su jurisdicción. Ello supone 
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tomar todas las medidas necesarias para remover los obstáculos que puedan 

existir para que los individuos puedan disfrutar de los derechos que la CADH 

reconoce. 
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III.8. EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS MIEMBROS DE CUERPOS DE 
SEGURIDAD PÚBLICA. NUEVAS PERSPECTIVAS FRENTE A LA REFORMA 

CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS DE 2011 
 

El Doctor Jorge Ulises Carmona Tinoco, Investigador en el Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la UNAM y Defensor de los Derechos Universitarios 

de la UNAM, inició su conferencia señalando que la seguridad pública es una de 

las tares más importantes y a su vez delicadas para mantener el Estado de 

Derecho, así como el orden de la vida en sociedad y la tranquilidad de sus 

integrantes, para que estos puedan desarrollar sus actividades en un ambiente de 

libertad y sin la contante zozobra por su vida, integridad y bienes, así como los de 

su familia. A su vez resaltó la labor de los miembros de los cuerpos de seguridad y 

la falta de atención del Estado para con ellos mismos. 

 

La falta de preparación recalca el ponente es la que tiene al sistema de 

seguridad en un déficit significativo y los hace propensos a la corrupción, a la 

complicidad con la delincuencia o, en casos extremos, convertirse en agentes 

criminógenos con placa de policía, que les brinda autoridad e impunidad; una 

combinación letal para los ciudadanos y una derrota para el Estado. 

 

El problema no queda ahí aclara el ponente, puesto que la única medida 

que se aplica para estas personas es el deshacerse de ellos, lo cual se constituye 

en un gran error pues señala, los posibles delincuentes con placa pasan a ser 

delincuentes a secas y peor aún con conocimientos tácticos de las fuerzas de 

seguridad. 

 

Los mecanismos utilizados para distinguir a quienes realmente ameritan 

acciones contundentes son subjetivos, poco confiables y hasta cierto punto 

manipulables, como es el «test de confianza». 
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Esta preocupación ha llevado a tomar medidas legislativas, la reforma a la 

Constitución Federal. Resultando una desprotección laboral, jurisdiccional, e 

incluso en el juicio de amparo. Ejemplifica con la reforma al artículo 123, apartado 

b constitucional al señalar que los miembros de instituciones policiales, se darán 

sus propias leyes. No pueden surgir las leyes sino sólo de los órganos legislativos 

con competencia para ello. 

 

Otro precepto que señala más preocupante es la violación del acceso a la 

justicia, al impedir que una decisión judicial tenga los efectos que le son inherentes 

y consustanciales. 

 

El problema colateral que señala el ponente es el de la ausencia de 

normatividad en materia de beneficios de seguridad social a los cuerpos de 

seguridad pública. El derecho a la seguridad es un derecho humano y recalca que 

no existe disposición que excluya a los miembros de una seguridad social. 

 

Hace hincapié de cómo se puede llevar a cabo una labor tan importante  

como es la de los miembros de los cuerpos de seguridad cuando no se cuenta con 

una cobertura básica de prestaciones de seguridad social, servicios médicos o 

pensiones. Además de ser un desincentivo es una franca violación a los derechos 

humanos. 

 

Al introducirse en el tema de las reformas constitucionales comenta que han 

sido realizadas las mayorías de éstas en las últimas tres décadas, las cuales 

coinciden  cuando nuestro país comenzó a ratificar los tratados internacionales. 

Sobre todo aquellos en materia de derechos humanos, así como el sometimiento 

de México a la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de diciembre 

de 1998. 

 

Comenta el ponente sobre la reforma a la nueva denominación del Título 

Primero, Capítulo I «los Derechos Humanos y sus Garantías» por una parte los 
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derechos humanos y por otra las garantías, en la cual alude a los derechos 

humanos y, técnicamente, a los instrumentos que le sirven de garantía. Es decir 

los medios a través de los cuales se busca su eficacia cuando las autoridades 

desconozcan o de plano los transgredan. 

 

En el tenor de las reformas se encuentra también la protección de estos 

derechos humanos a todas las personas, así como las garantías para su 

protección. Aclarando el ponente que el antecedente de esta reforma se encuentra 

sustentado por la sentencia del caso Radilla ante la Corte Interamericana, que 

sigue siendo el antecedente de llevar a cabo un control de convencionalidad, que 

tiene que ver con los preceptos y con la interpretación judicial de ellos, es decir 

atenderse a la Convención y a la jurisprudencia. 

 

Aclara que en nuestro país se dificulta el manejo de la jurisprudencia, 

puesto que estamos acostumbrados a un sistema de precedentes. En cambio en 

el sistema internacional la identificación, invocación y trabajo con precedentes no 

está sujeto a formalidades, lo que dificulta la comprensión. Explica que la 

jurisprudencia se encuentra en la parte de las consideraciones de la propia Corte 

Interamericana y debe cumplir con los requisitos: que sea precedente y que en 

efecto sea aplicable al caso. 

 

Con lo anterior puntualiza el ponente que el caso Radilla fija las nuevas 

bases para entender, interpretar y aplicar las normas de derechos humanos en 

nuestro país. 

 

Concluye el ponente que la problemática del tema de los miembros de los 

cuerpos de seguridad derivan de la reforma al artículo 123 apartado B, esto al 

vincular la reforma con los criterios que posibilitan y mandatan el control difuso de 

la convencionalidad como son: 
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1. Un régimen propio para los cuerpos de seguridad no puede transgredir 

derechos humanos. La omisión legislativa de dicha normatividad daría lugar al 

amparo, para obligar al legislador a actuar en plazos perentorios o a la creación de 

bases mínimas para hacer valer los derechos humanos en tanto el legislador 

actúa. 

 

De no ser así habría lugar para plantear el asunto en el ámbito internacional 

ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

2. Culminación injustificada de la relación laboral y que en ningún caso lleva 

a la reinstalación del servidor público, la cual  comenta es contrario a la justicia 

material y al debido proceso. Esto provocaría que la Constitución pudiera ser 

tachada de inconvencional o en su análisis sobre parámetros de derechos 

humanos podrían obligar a México a modificar dicha parte del texto constitucional, 

para hacerla compatible con los compromisos internacionales a favor de la 

persona. 

 

3. Omisión legislativa  del régimen y los beneficios de seguridad social a 

favor de los miembros de los cuerpos de seguridad y de sus familias, son también 

parte de los derechos humanos. Señala el ponente que los miembros de 

seguridad tienen derecho a un sistema complementario, no sustituto ni disminuido 

a su favor. 

 

Finaliza su ponencia haciendo un análisis  de homologación que debe 

crearse en torno a lo que marca nuestra constitución y lo que establecen los 

tratados internacionales en materia de los derechos humanos, de tal modo que el 

sistema de seguridad se actualice en cuanto a su eficacia y procuración de justicia 

dando una mejor estimulación a los cuerpos de seguridad asegurándoles primero 

que sus derechos no se verán cuartados en su aplicación. 
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IV.1. ESPECIALIDAD EN JUSTICIA ADMINISTRATIVA, 

EN SU DÉCIMO TERCERA GENERACIÓN 

 

El pasado 18 de enero, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Guanajuato, a través del Instituto de la Justicia Administrativa, dio inicio a la 

«Especialidad de Justicia Administrativa», con el objetivo de capacitar y 

profesionalizar a sus servidores públicos, a los profesionistas interesados en la 

materia y a los funcionarios de la administración pública involucrados en el 

ejercicio del área, y así cumplir con las exigencias que plantea la sociedad 

contemporánea en materia de justicia administrativa.  

 

El programa cuenta con reconocimiento de validez oficial de estudios 

expedido por la Secretaría de Educación de Guanajuato, y se desarrolla durante 

un año, bajo un sistema escolarizado donde se combina la teoría, la investigación 

y el análisis de casos.  

 

Esta generación registró una matrícula de 29 alumnos, de los cuales gran 

número se desempeñan como funcionarios en la administración pública estatal y 

municipal. Por lo que con el desarrollo de este programa se puede anticipar la 

mejor actuación de la autoridad en el ejercicio de sus funciones, lo cual fortalecerá 

el Estado de Derecho. 
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IV.2. DIPLOMADO EN DERECHO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 

EN SU DÉCIMO PRIMERA GENERACIÓN 

 

El 8 de marzo del año en curso el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Guanajuato, garante de la justicia administrativa en el Estado, a través 

del Instituto de la Justicia Administrativa, dio inicio al «Diplomado en Derecho de lo 

Contencioso Administrativo», con el cual busca capacitar abogados litigantes y 

funcionarios públicos interesados en la materia, con la finalidad de fortalecer la 

legalidad y la sujeción de los actos de poder al Derecho, para dar plena vigencia al 

Estado de Derecho. 

 

El programa tiene un carácter fundamentalmente práctico, sin dejar de lado 

los fundamentos teóricos de las materias que desarrolla, entre ellas, Estado de 

Derecho, Normatividad Administrativa; Bases Constitucionales y Legales de la 

Justicia Administrativa; Procedimientos Administrativos; Proceso Contencioso 

Administrativo Federal, Estatal y Municipal; Amparo y Jurisprudencia en Materia 

Administrativa; Argumentación Jurídica y Praxis Administrativa. 

 

Es importante resaltar que esta generación se integró por 24 alumnos, en 

su mayoría servidores públicos, lo que da muestra del compromiso de las 

entidades de la administración pública para capacitarse y contribuir a la legalidad 

en su actuación. 
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El 12 de marzo se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 

Guanajuato la reforma al artículo 23 del Estatuto Académico de la Especialidad en 

Justicia Administrativa, en el sentido de incluir la modalidad de titulación por 

promedio. Con la finalidad de promover eficiencia terminal del programa. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

IV.3. PUBLICACIÓN DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 23 DEL ESTATUTO 

ACADÉMICO DE LA ESPECIALIDAD EN JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
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IV.4. NOMBRAMIENTO DEL LICENCIADO ALEJANDRO SANTIAGO RIVERA, 

COMO MAGISTRADO SUPERNUMERARIO DEL TRIBUNAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO 

 

El 13 de junio de esta anualidad, en sesión ordinaria la Mesa Directiva del 

Congreso Local, aprobó las propuestas de ternas a magistrados y consejeros del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, del Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato y del Tribunal Electoral del Estado 

de Guanajuato. 

 

En dicha se sesión, se aprobó por unanimidad el nombramiento del 

Licenciado Alejandro Santiago Rivera, como magistrado supernumerario del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el cual antes del término de dicha 

sesión rindió la protesta de ley ante dicha Asamblea. 

 

Asimismo, el martes 18 del mes y año en curso, el magistrado Vicente de 

Jesús Esqueda Méndez, presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Estado de Guanajuato, presentó ante los servidores públicos de este Órgano 

Jurisdiccional al magistrado supernumerario, acompañado de los magistrados 

Arturo Lara Martínez, Ariadna Enriquez Van Der Kam y José Jorge Pérez Colunga.  

 

Presentación en la que el presidente del Tribunal resaltó la importancia del 

trabajo en equipo y el compromiso con la ciudadanía de vigilar por una 

procuración de justicia apegada a la legalidad, con servicios de calidad. 
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